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El llamado Proceso ERP – el proceso que gira en torno a las Estrategias 
de Reducción de Pobreza – respondió a una preocupación por la elevada 
y persistente pobreza en muchos países en vías de desarrollo así como por 
la baja efectividad de la ayuda. El Proceso ERP tenía como elemento 
central un proceso participativo que buscaba reunir al gobierno y la 
sociedad civil en la identificación de soluciones a los problemas de pob-
reza de cada país. El compromiso de los donantes fue el de apoyar con 
recursos las estrategias que resultaran de estos procesos, a través de la 
condonación de la deuda externa, la provisión de ayuda programática y el 
alineamiento de sus programas de ayuda con las estrategias nacionales.

La Agencia Sueca para el Desarrollo Internacional (Asdi) solicitó al 
Instituto de Estudios Sociales (ISS) en La Haya llevar a cabo un estudio 
de monitoreo y evaluación de los procesos ERP en los tres países de 
América Latina elegibles para la reducción de la deuda externa: Bolivia, 
Honduras y Nicaragua. El estudio se realizó anualmente durante cinco 
años a partir del 2003. Desde el 2003, el Proceso ERP ha tomado 
rumbos diferentes en los tres países, por ejemplo, mientras la ERP 
continua siendo un documento importante en Honduras, en Bolivia ya 
no se habla del Proceso ERP.  Al adaptarse a estos cambios, los informes 
anuales han ido más allá de las ERPs mismas por lo que analizan avanc-
es en varias dimensiones de la lucha contra la pobreza en general.

Cada año se elaboraron cinco informes: tres informes sobre los 
avances en el proceso ERP en los países estudiados, un informe regional 
que presenta un análisis comparativo y otro informe comparativo sobre 
un tema específico escogido anualmente en colaboración con Asdi. 
Todos los informes se apoyan en análisis de datos, estudios disponibles y 
en entrevistas con los actores involucrados con el fin de incluir las per-
spectivas de agentes nacionales y locales.  El equipo de ISS ha tenido 
independencia total en el diseño, puesta en práctica y elaboración de 
estos estudios.

Los informes anuales y los resúmenes ejecutivos en inglés y español, 
pueden encontrarse en el sitio web del ISS (www.iss.nl/prsp) y también 
en la página web de Asdi. El sitio web del ISS también incluye varios 
informes adicionales sobre género, desarrollo rural, y educación que 
sirvieron como insumos para los informes nacionales y temáticos.

Los informes del 2007 – el último año del proyecto de investigación – 
son algo diferentes a los informes de años anteriores en los que se presen-
taron con bastante detalle los avances recientes en el proceso ERP. Los 
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informes de país y el informe regional de 2007 presentan una perspectiva 
de más largo plazo sobre la experiencia del proceso ERP; en ellos se 
considera todo el período de este estudio y además se compara el periodo 
ERP con la situación previa a las ERPs a finales de los años noventa. Así, 
hemos buscado sacar lecciones e identificar tendencias en la ayuda 
externa durante los últimos 12 años, y por lo tanto, hemos revisado en 
menor detalle lo que ha pasado con el proceso ERP en el último año. De 
igual manera, el informe temático de 2007 busca situar la política 
reciente de desarrollo rural en una perspectiva más amplia y, en conse-
cuencia, no presenta en detalle todos los avances recientes en el sector.
Esperamos que los informes de 2007 sirvan para provocar y enriquecer 
la discusión sobre el limitado impacto del proceso ERP en la región y 
sobre como atacar mejor el problema aún persistente de la pobreza en 
Bolivia, Honduras y Nicaragua.
       
Kristin Komives
Coordinadora del Proyecto 
Enero  2008
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Este informe temático analiza la contribución de los procesos de las 
Estrategias de Reducción de la Pobreza (ERP) al diseño y ejecución de 
políticas públicas para la reducción de la pobreza rural. En esta investi-
gación también se analizan aquellas otras políticas públicas que han 
tenido una incidencia importante sobre la pobreza rural pero que no 
necesariamente han formado parte de las ERPs. Se evalúa el impacto 
que los procesos políticos y sociales, las estrategias de desarrollo, las 
diferentes políticas públicas y las intervenciones de otros actores tales 
como organizaciones no-gubernamentales (ONGs), la cooperación 
internacional (CI) y otros agentes han tenido sobre la pobreza rural y el 
proceso de desarrollo del sector rural en Bolivia, Honduras y Nicaragua. 
En este estudio también se hace un esfuerzo por presentar algunas 
sugerencias de políticas públicas y estrategias de desarrollo para la 
erradicación de la pobreza.

La iniciativa para la formulación de las así llamadas Poverty Reduc-
tion Strategy Papers (PRSPs por sus siglas en inglés) surgió del Banco 
Mundial (BM) con el propósito de condonar parte de la alta deuda 
externa de los llamados “Países Pobres Altamente Endeudados” (Highly 
Indebted Poor Countries, por sus siglas en inglés HIPCs) siempre y 
cuando diseñen una política pública de reducción de la pobreza dentro 
de un marco elaborado por el BM. Los recursos liberados por la con-
donación de la deuda externa estarían así disponibles para financiar la 
ERP. Este estudio forma parte del proyecto global sobre “Evaluación y 
Monitoreo de las ERP en América Latina” el cual ya ha producido más 
de 20 informes todos los cuales se pueden consultar en www.iss.nl/prsp. 
Por tanto para aquellos lectores que quieran obtener una visión sobre los 
antecedentes, los vaivenes experimentados y los impactos generados por 
las ERPs en Bolivia, Honduras y Nicaragua pueden consultar dichos 
informes. Aunque la mayoría de los informes hacen en cierta medida 
referencia al sector rural no es el objeto central de éstos y menos aún su 
análisis comparativo. Por tanto el presente informe se centra en la 
temática rural y tratará de minimizar el análisis de aquellos aspectos de 
las ERPs y de los otros temas relacionados con la problemática de la 
pobreza que ya fueron estudiados en informes anteriores.

Una característica común de la experiencia de los PRSPs en los tres 
países considerados es la poca importancia que le dieron al sector rural 
aún cuándo los índices de pobreza son mucho mayores en el sector rural 
que en el sector urbano. Sólo gradualmente ha ido asumiendo una mayor 

Introducción



15

visibilidad el sector rural, a través de las revisiones de las ERPs o bien a 
través de su reemplazo por otras políticas públicas. Actualmente, sólo en 
Honduras se ha mantenido el proceso PRSP. Los cambios políticos en los 
últimos dos años en Bolivia y Nicaragua han resultado en la formulación 
de nuevas estrategias de desarrollo que pretenden superar la margin-
ación del sector rural y en especial la de los pobres del campo frente a los 
procesos de desarrollo económico y social.

En los análisis de cada país se intenta identificar las causas estructu-
rales de la pobreza rural y de evaluar en que medida las políticas públi-
cas y otras intervenciones han logrado superar tales factores estructu-
rales. Para tal efecto es necesario adoptar una visión de más largo plazo 
pero se privilegia especialmente el período del diseño e implementación 
de los PRSP desde el comienzo de esta década. Se analiza primero el 
caso de Honduras y después Nicaragua y Bolivia. Se prosigue con un 
análisis comparativo del sector forestal en los tres países, y el estudio 
termina con algunas reflexiones generales sobre la relación entre estrate-
gias de desarrollo, políticas públicas y pobreza rural.
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1.1 Contexto del sector rural: producción y tenencia de la 
tierra

Honduras es el país más montañoso de Centroamérica. Más de dos 
tercios de su territorio corresponden a suelos de vocación forestal, con 
fuertes pendientes y poca fertilidad con desventajas para la producción 
agrícola lo que ha impedido una mayor ocupación del territorio para 
actividades agropecuarias. La superficie total agropecuaria de Honduras 
de acuerdo al Censo Agropecuario de 1993 era de 3.3 millones de 
hectáreas – 29% de la superifie total. Se estima que alrededor de 400 mil 
hectáreas dedicadas a cultivos anuales fueron abandonadas (FAOSTAT 
2007), como consecuencia de los efectos del Huracán Mitch en 1998 y 
posteriormente las sequías de los años 2000 y 2001.

Al bajo nivel de ocupación del territorio en actividades agrícolas se 
suma la precariedad histórica en la titulación de la tierra –de grandes 
hasta pequeños productores– y una dualidad en la ocupación del territo-
rio que ha comprendido: 

(i) Alrededor de un 20% del territorio de agricultura de exportación 
incluyendo los valles de bajas altitudes de las costa caribeña, la región 
central y las llanuras del Pacífico Sur –que han ido conformando la 
llamada “T” del desarrollo donde son dominantes las relaciones de 
trabajo asalariadas y la producción intensiva en capital, y 

(ii) un territorio que cubre alrededor del 80% del país de agricultura 
de baja rentabilidad en laderas y valles intramontanos orientada funda-
mentalmente al mercado interno (BM: 2005). En estas regiones conviven 
la producción campesina de granos básicos para el auto consumo y de 
café y pequeña ganadería para el mercado, con bajo uso de insumos y 
tecnología; junto con la producción extensiva terrateniente, en cuyas 
fincas los campesinos laboran como trabajadores semi proletarios y/o 
rentan la tierra bajo el control oligopólico terrateniente de fragmentados 
y poco funcionales mercados agrícolas y circuitos financieros (IICA 
1999:12, Chonchol citado por Viales 2000: 143, WB 2005).

La diversificación e intensificación de las exportaciones agrícolas –
caña de azúcar, ganadería– de 1950 a 1975 se concentró en los valles 
costeros a cargo de grandes empresas y empresas campesinas del sector 
reformado operando bajo relaciones de agricultura por contrato, pro-
fundizando el rasgo bimodal del espacio rural. El café merece una 
mención por separado, ya que ingresa tardíamente a la producción y 
exportación a partir de los 1950’s. En Honduras, las áreas adecuadas 

1. Pobreza rural y  
desarrollo en  
Honduras: cambios y 
continuidades
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para el cultivo estaban en su mayoría en manos de pequeños productores 
campesinos en las laderas. De esa manera, la producción cafetalera 
hondureña, a diferencia de su modalidad “farmer” en Costa Rica o de la 
gran hacienda terrateniente en Guatemala y El Salvador; se constituyó 
esencialmente como un cultivo campesino para la diversificación y 
vinculación con el mercado y con sistemas de producción con un bajo uso 
de insumos externos. Además, se convirtió en una fuente de ingresos para 
campesinos como mano de obra estacional durante la cosecha de café1. 

Durante el período 1975–2000, en cuanto al valor de la producción 
agropecuaria destaca la evolución de la leche y del café que pasaron a 
representar alrededor del 20% de la producción anual, desplazando a 
productos como el banano. El mayor crecimiento de la actividad pecuar-
ia ha sido una constante a lo largo de las décadas de los ochenta y no-
venta que representa alrededor del 22% del PIB agropecuario y se ha 
constituido en el componente más dinámico y estable del sector. Tam-
bién perdieron peso en el valor de la producción el maíz, la carne de 
vaca, el tabaco, el algodón y el sorgo. Incrementaron su participación la 
caña de azúcar, los plátanos y los huevos de gallina; y se mantuvieron en 
los mismos niveles de participación los frijoles.

En cuanto al área sembrada, destaca la poca movilidad en la evolución 
de los principales cultivos ya que los primeros cinco productos en cuanto 
al área ocupada continuaron siendo el maíz, el café, los frijoles, el sorgo y 
la caña de azúcar. Los primeros cuatro suman alrededor del 72% del área 
cultivada nacional y están asociados fuertemente a la producción 
campesina de subsistencia y de terratenientes tradicionales en los territo-
rios de agricultura orientada al mercado interno en las áeas de laderas.

Es importante subrayar que las más significativas reducciones en 
áreas cultivadas fueron las de cultivos comerciales en regiones de valle 
como el algodón, con 9 mil hectáreas (90%), arroz 15 mil hectáreas 
(80%) y el banano 6 mil hectáreas (16%). Mientras tanto las áreas de 
cultivos vinculados con el autoconsumo en laderas como el maíz se 
redujeron en una proporción relativamente menor, en especial el maíz 
con 42 mil hectáreas (11%).

Los cultivos permanentes que tuvieron una clara ampliación en las 
áreas de cultivo durante el período fueron el café que se incrementó en 
100 mil hectáreas (89%), la palma aceitera que creció en 28 mil hectáre-
as (270%) y los plátanos con 7 mil hectáreas (84%). Entre los cultivos anu-
ales que incrementaron el área figuran el sorgo en 8 mil hectáreas (11%) 
y los melones con 5 mil hectáreas (1100%). Al analizar la evolución de la 
producción agrícola es importante destacar el incremento en la produc-
tividad en el cultivo del melón, palma aceitera, frijoles y café (Paes de 
Barro 2006: 129).

Durante este período hubo una caída en la rentabilidad de la produc-
ción ya que, mientras que en promedio los precios reales de la mayoría 
de los principales cultivos se estancaron, los costos de los insumos de 
producción crecieron rápidamente a partir de 1990 y para 1996 se 
habían cuadruplicado (CEPAL 1999:19–21).

Durante todo este período más del 50% de las exportaciones se han 
concentrado en café y banano. Esto a pesar de las estrategias de promo-
ción de exportaciones “no tradicionales” a partir de los 1990’s. 

1 Estas labores incluyen a campesinos en fincas menores a una hectárea, en las zonas cafetaleras, campesinos sin tierra 

y campesinos situados en áreas contiguas –menores a 600 metros– que no producen café. Estos campesinos migran a 

las regiones cafeteras durante la temporada de cosecha, especialmente en el parte aguas Pacífico del Sur-Occidente 

de Honduras.
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1.1.1 La tenencia de la tierra
El Censo Agrícola de 1993 registró un continuo aumento en las inequi-
dades en el sector rural. A pesar de que más de 40 mil familias fueron 
beneficiadas con la Reforma Agraria en los años setenta, las familias sin 
tierra y con menos de 5 hectáreas pasaron de 233 mil en 1974 a más de 
375 mil familias en 1993, un 81% del total de las familias rurales. Se 
estima que de 1989 a 1993 en el sector de la reforma agraria como 
producto de los procesos de cierre y venta de tierras de las Empresas 
Asociativas Campesinas (EAC), alrededor de 313 mil hectáreas y 18,500 
familias rurales dejaron de poseer la tierra. De esa manera se concretó 
una re-concentración de las tierras de mejor calidad situadas especial-
mente en los valles del Caribe que pertenecían a las EAC’s y que fueron 
adquiridas por empresarios agrícolas y agroindustriales de gran tamaño 
dedicados en especial a los rubros de la caña de azúcar y palma africana, 
entre otros (Estimaciones a partir de datos de Encuestas Agrícolas 1989 
(GoH 1990), 1992 (GoH 1993) y Censo Nacional Agropecuario 1993 
(GoH 1994).

Además del proceso de reconcentración de tierras apuntado, el 
sostenido aumento de la población, el fraccionamiento de la propiedad 
debido a la sucesión-herencia y los límites naturales para el avance del 
campesinado sobre la frontera agrícola han aumentado considerable-
mente los minifundios y microfundios profundizando la dualidad y 
desigualdad de la estructura agraria que forma parte fundamental de la 
pobreza rural (Barham et al 2002:1). Para el año 2001 el número de 
familias sin tierra y con menos de cinco hectáreas sumaban 533,182, lo 
que corresponde al 87% del total (Ver Cuadro 1).

Cuadro 1: Familias rurales según tamaño de la explotación y superficie en  

Honduras, 2001.

Estrato No. familias/  

explotaciones

% familias Superficie en 

Has

% de  

superficie

Sin tierra 142,458 23.2

0–5 has 390,724 63.6 563,242 15.3

5–10 has 36,736 5.9 473,495 12.8

10– 50 has 38,406 5.7 1,431,843 38.7

50 y más 5,866 0.9 1,224,332 33.2

Total 614,190 100.0 3,692,912 100.0

Fuente: Encuesta Agrícola Nacional 2001 (GoH 2002a) citado por Paes de Barros (2006: 132) y 
Censo Nacional de Población y Vivienda 2001 (GoH 2002b).

Aunque a partir de los ochenta la estrategia central del Estado respecto a 
la tierra ha sido la titulación, un estudio reciente determinó un bajo nivel 
de focalización en los procesos de titulación hacia los más pobres ya que 
solamente el 25% de las fincas en áreas de ladera cuenta con tenencia 
segura y el 42% de las fincas de menos de 5 hectáreas, mientras que el 
76% de las parcelas mayores de 50 hectáreas están tituladas ( Jansen et 
al, 2003a citado por WB, 2005).

De acuerdo con una investigación realizada con apoyo de USAID, 
BM y la UE (Barham et al 2002), la evolución en las ventas de tierra de 
1993 al 2000 muestra que este proceso ha incrementado la inequidad 
entre los productores ya que el estrato de grandes fincas ha sido domi-
nante como comprador. Por otro lado, el mercado del alquiler no ha sido 
muy activo y ha estado dominado por el estrato de pequeñas fincas 
(Barham et al 2002:20). Además, el dinamismo de los mercados de 
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tierras se ha visto afectado por la alta concentración en su tenencia, la 
falta de mecanismos impositivos para grabar a los grandes fundos y las 
prohibiciones –hasta 1992– a la renta de la tierra en particular las del 
sector reformado (CEPAL 1999: 55).

Diversos estudios han enfatizado el alto nivel de exclusión histórica de 
los pequeños productores al crédito rural. La CEPAL (1999) reportaba 
que en 1990 un estimado del 22% de los productores menores a 2.5 
hectáreas tenían acceso a crédito del Banco Nacional de Desarrollo 
Agrícola. El Banco Mundial indicaba que solamente el 1% de los pro-
ductores de laderas tenian acceso a una fuente regulada –la mayoría 
bancos–, 12% a cooperativas, cajas rurales y ONG’s y 25% al crédito 
informal (WB 2005).

1.1.2 El período de ejecución de la ERP 2000–2006
A inicios de la década Honduras estubo expuesta a una serie de “shocks” 
externos de origen natural (el Huracán Mitch 1998 y la fuerte sequía del 
2000–2001) y de los precios de sus bienes transables (la dramática caída 
en los precios del café en cerca del 50% de su valor). Además, el fuerte 
influjo de recursos Post-Mitch presionó para que se apreciara el Lempira 
en un 28% en términos reales de 1997 a 2001 lo que afectó al sector 
exportador sumado a la desaceleración de la economía de los EEUU 
(WB 2003: 2).

Fue hasta 2004 que se observaria una fuerte recuperación de los 
precios y volúmenes del café, el banano, la caña de azúcar, melones y 
aceite de palma. De manera que, aunque sujeto a fuertes desequilibrios 
año con año; el PIB del sector agropecuario –en promedios quinque-
nales– recuperó las tasas de crecimiento histórico que durante las déca-
das de los ochenta y noventa rondaron entre 3 y 4% anual. La partici-
pación del PIB agrícola en el PIB nacional durante el quinquenio 
continuó la tendencia histórica fluctuando entre 20 a 24 puntos porcentu-
ales (Viales 2000: 147).

Los cultivos para el consumo nacional de fuerte base campesina como 
el maíz, los frijoles y el sorgo tuvieron una caída tanto en volúmen (a con-
secuencia de la reducción en las áreas sembradas) como en precio du-
rante el quinquenio, debido en buena parte a las políticas de apertura 
comercial sancionadas en 1999 que llevaron al abandono de los aranceles 
de “banda de precios”. El volumen de producción del sector campesino 
tuvo poca elasticidad con relación al precio y la disminución en la 
producción correspondería a los sectores de medianos y grandes produc-
tores (CEPAL 1999: 21). La gran excepción a esta tendencia de caída en 
la producción fue la del café cuyas áreas de cultivo continuaron crecien-
do año con año.

1.2. Evolución y características de la pobreza rural
1.2.1 1.La evolución en la pobreza
De acuerdo a estimaciones oficiales2, durante el período 2001–2005 la 
pobreza se mantuvo sin mayores cambios afectando al 65% de la pob-
lación hondureña y al 71% de la población rural. La pobreza extrema 

2 Los indicadores nacionales para la medición de la pobreza se han basado en metodologías de ingreso y consumo medi-

das a través de la Encuesta Permanente de Hogares y de Propósitos Múltiples (EPHPM) y la Encuesta de Condiciones 

de Vida (ENCOVI) del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Honduras (PNUD 2007: 4). De acuerdo a esta metod-

ología, los hogares en pobreza son aquellos cuyo ingreso per cápita es menor al costo de la canasta básica, que 

además de alimentos básicos incluye neceSidades de vivienda, educación, salud y transporte. Además, se considera 

como hogares en extrema pobreza aquellos cuyo ingreso per cápita es inferior al costo de la canasta básica de alimen-

tos (PNUD 2007: 4). En el marco de la ERP, a pesar de que se hace referencia a diversas aproximaciones a la medición 

de la pobreza se utiliza como indicador central el nivel de ingresos de las familias.
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rural en cambio aumentó en 4 puntos pasando a afectar a nueve de cada 
diez familias pobres rurales. Estos resultados contrastan con los logros de 
la década de los noventa en la que hubo reducciones de la pobreza a nivel 
nacional de más de diez puntos (Ver Cuadro 2).

Cuadro 2: Porcentaje de pobreza y pobreza extrema nacional, urbano y rural en 

Honduras, 1991–2006.

Año Nacional Urbana Rural

Pobreza Pobreza 

extrema

Pobreza Pobreza 

extrema

Pobreza Pobreza 

extrema

1991 74.8 54.2 68.4 46.7 79.6 59.9

2001 64.5 47.4 57.8 37.8 73.8 60.6

2002 64.8 44.8 58.2 28.5 72.2 63.4

2003 65.1 47.0 57.2 29.8 72.5 63.1

2004 64.2 44.6 58.7 29.1 70.3 61.4

2005 65.3 47.1 60.3 31.3 71.5 63.8

2006 62.1 42.3 55.3 24.6 68.9 60.3

Fuente: Documentos GoH 2001, 2005, 2006a. PNUD 2007.

El fenómeno de la pobreza tiene una fuerte correlacion con lo rural. 
Mientras que en Honduras la población rural mantuvo una proporción 
de alrededor de la mitad de la población total, el 74% de los pobres y el 
86% de los pobres extremos viven en las zonas rurales (WB 2006: iii). En 
términos absolutos el número de pobres rurales se incrementó en alred-
edor de 400 mil pasando de 2.42 millones en 2001 a 2.82 millones en 
2005. Esto indica un continuado deterioro de las condiciones de vida de 
las familias rurales y cuestiona profundamente los alcances reales de las 
políticas y proyectos pro-pobres a nivel rural. Incluso este conjunto de 
políticas de la ERP estarían generando un número aún mayor de pobres 
ya que la migración a centros urbanos y al exterior creció vertiginosa-
mente a partir de 19993. Sin embargo, aquellos que migran serían los 
que se encuentran en condición de pobreza relativa ya que cuentan con 
los medios económicos para tomar esta alternativa. Al respecto, de 
Janvry estimó que en México y Centroamérica alrededor de tres cuartas 
partes de la reducción en la pobreza rural habría sido el resultado de las 
migraciones y no debido a la mejora de las condiciones productivas 
locales (de Janvry 2001).

Al parecer, la situación de los hogares pobres rurales podría ser aun 
peor. Muñoz y Meza Palma (citado en WB 2006) consideran que las 
estimaciones de pobreza rural son cuestionables debido a la falta de 
representatividad en la profundidad de la encuestas de hogares. Tejo 
(citado en WB 2006) estimó que la pobreza extrema rural era de alred-
edor del 75%. Igualmente, de acuerdo con las estimaciones de Paes de 
Barros (2006), la pobreza extrema habría alcanzado para el 2003 al 75% 
de las familias rurales con un ingreso menor a US $ 1.3 por persona 

3 unque no existen registros confiables sobre el número de migrantes al exterior –en especial a EEUU, se estima que 

más de 100 mil hondureños migraron durante el quinquenio 2001–2005. El incremento en el monto de las remesas 

puede servir como un indicador de la migración. La tasa de crecimiento de las remesas de 1990 al 2003 fue de 25% en 

promedio anual. Para el año 2006 las remesas habían superado los US $ 1 mil millones, 1.5 veces el valor del año 

2000 (SELA 2005) y representaban el 20% del PIB (WB 2006). 
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diario4. El ingreso per capita rural promedio era de US$ 1.02 diario, 20% 
inferior a la línea de la extrema pobreza (Paes de Barros 2006: 66–68). 

Además, la pobreza rural es extremadamente profunda ya que 
alrededor de la mitad de la población rural vive con ingresos per cápita 
inferiores a US$ 0.57 diarios y cerca del 25% con ingresos per cápita 
inferiores a US$ 0.29 diarios (ibid.: 58–70). Este nivel de ingreso no es 
solamente muy bajo sino extremadamente desigual ya que el 40% más 
pobre de la población se apropia de menos del 10% de los ingresos 
rurales totales, mientras que el 10% más rico recibe más del 40% del 
ingreso (IICA 1993: 4). El 1% más rico cuenta con el 13% de los in-
gresos, lo que equivale al ingreso de más de la mitad de la población 
rural más pobre. El coeficiente de Gini es igual a 0.57 (ibid.).

Encuestas realizadas identificaron diversas tipologías de estrategias de 
medios de vida rurales y el dato sorprendente es que ninguna de estas 
estrategias es capaz de generar un ingreso anual promedio sobre la línea 
de la extrema pobreza para las familias campesinas que las desarrollan 
(WB 2005: 59).

1.2.2 ¿Un abrupto cambio en la pobreza en 2006? 
Los datos del año 2006 dan cuenta de una importante reducción en la 
pobreza y en la extrema pobreza rural –de más de 3 puntos. (Ver cuadro 
1). Pero la confiabilidad de estas estimaciones ha sido cuestionada por 
organizaciones de la sociedad civil como el Foro Social de la Deuda 
Externa y Desarrollo de Honduras (FOSDEH) y líderes del Partido 
Nacional, de oposición, que consideran improbable una caída de esta 
dimensión en un solo año. Además, durante todo el período analizado 
(1991–2005) no ha habido ningún año en el que la pobreza se hubiera 
reducido en más de tres puntos porcentuales anuales, a excepción del año 
1992 (4.9%).

Esta reducción podría estar ligada en especial a la recuperación en los 
precios del café –que tiene un alto impacto en el ingreso de los pobres 
rurales viviendo en laderas– y en general a la recuperación del PIB 
agrícola a partir del 2004. Para otros consultados, esta fuerte caída en la 
medición de la pobreza es el resultado del cambio a partir del año 2006 
del método de medición de la pobreza. Con la introducción de las 
ENCOVI con el apoyo del BM a través del programa de Mejoramiento 
de Encuestas de Condiciones de Vida, la medición se realiza estimando 
el consumo de las familias y no el ingreso, como se hacía antes. Este 
ajuste, generalmente permitiría contabilizar mejor el bienestar de los 
hogares ya que las encuestas capturan mejor la información de consumo 
que la de ingresos y además, esto permite dar cuenta de la la producción 
de autoconsumo de los hogares campesinos. Lo anterior explicaría, en 
buena parte, el cambio abrupto registrado en los niveles de pobreza (WB 
2006: 4).

1.2.3 Pobreza, determinantes del Ingreso rural y desigualdades 
regionales

Un análisis detallado de los ingresos rurales indica que el ingreso laboral 
representa el 89% de los ingresos de las familias rurales de los cuales 
50.3% proviene del trabajo independiente por cuenta propia –en su 
mayoría como productor campesino de subsistencia– y 38.6% por venta 
de su fuerza de trabajo como asalariado en el mercado de trabajo. Por 

4 La línea de pobreza extrema o indigencia que utiliza Paes de Barros es el costo de una canasta básica de alimentos ca-

paz de garantizar un mínimo de 2,200 kcal. El costo estimado para dicha canasta básica de alimentos a nivel rural fue 

de L. 689 por persona al mes, L. 23 diarios (US$ 1.31) superando las estimaciones oficiales.
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consiguiente, el ingreso laboral explicaría en buena medida la evolución 
en la pobreza rural ya que el peso del ingreso no laboral fue solamente 
de 11%. Las transferencias públicas incluyendo pensiones, subsidios y 
bonos representaron tan solo el 1% del ingreso familiar rural. Estas cifras 
denotan la escasa influencia, en cuanto a generación de ingreso directo 
de los recursos de los programas de gobierno, incluyendo los de la ERP. 
El otro 10% del ingreso familiar rural corresponde fundamentalmente a 
las transferencias privadas entre las que destacan las remesas del exterior 
(5.7%) y las ayudas familiares (3.6%) (ibid.: 60).

Existe una fuerte correlación entre la evolución de la pobreza y el 
ingreso rural per capita. Durante el período 1998–2003 según Paes de 
Barros (2006) en las regiones agrícolas5 del Occidente, Centro Occidente 
y Nor Oriental de Honduras, en donde la pobreza extrema ya era muy 
alta –arriba del 70%– se registran los mayores aumentos de la pobreza 
extrema –de 10 hasta 20 puntos. A estas regiones les corresponde una 
reducción en el ingreso per cápita de 24 a 51%. (Ver cuadro 3). Estas 
regiones además coinciden con las denominadas “áreas de laderas” donde 
estima que más del 90% de la población vive con menos de US$ 1 al día.

Las regiones Centro Oriental y Sur igualmente partieron de un alto 
porcentaje de pobreza extrema pero tuvieron un menor aumento de la 
pobreza durante el período – 0.5 a 2.1 –, lo que corresponde a una 
menor caída en el ingreso per capita. Finalmente se identifican las 
regiones del Litoral Atlántico y Norte que aunque tenían un menor nivel 
inicial de pobreza extrema experimentaron un incremento moderado de 
la pobreza en el período – de 4 a 6 puntos – que estaría ligado a la caída 
en el ingreso per cápita combinado con aumentos en las desigualdades, 
en especial en la región Norte. Estas regiones en conjunto corresponden 
al área de la denominada “T” del desarrollo que abarca la región Sur, 
Centro y de la Costa Caribeña mucho menos afectados por la pobreza 
rural. De manera que se han ampliado las diferencias en los niveles de 
pobreza y de ingresos entre el denominado territorio de la “T del de-
sarrollo” y la región de áreas de laderas, reforzando el desarrollo bimo-
dal y desigual en Honduras.

5 Las Encuesta Agrícolas de Honduras del INE organizan al país en siete regiones: sur, centro-occidental, norte, litoral 

atlántico, nor-oriental, centro-oriental y occidente.



23

Cuadro 3: Evolución de la pobreza extrema y del ingreso per capita rural diario por 

región de Honduras (1998–2003).

Región % Pobres extremos  

– indigentes (1)

Variación 

Puntos  

porcentuales

Ingreso per capita 

diario US$(2)

% reducción 

ingreso

1998 2003 1998 2003

Áreas de ladera (laderas y valles intramontanos)

Alto porcentaje de pobreza y alto crecimiento de la pobreza en el período

Occidente 73.1 92.2 19.1 1.21 0.59 51.2

Nor oriental 72.3 82.7 10.4 1.21 0.92 24.0

Centro occidental 77.3 88.1 10.8 1.06 0.72 32.0

Áreas de la “t de desarrollo” – valles costeros y región central

Alto porcentaje de pobreza con bajo nivel de crecimiento en el período

Centro oriental 74.5 76.6 2.1 1.33 1.10 17.3

Sur 78.9 79.4 0.5 1.01 0.91 9.9

Menor porcentaje de pobreza pero alto crecimiento en el período

Litoral atlántico 62.0 68.1 6.1 1.47 1.35 8.2

Norte 61.5 65.9 4.4 1.55 1.40 9.6

Nacional 70.7 77.4 6.7 1.30 1.04 20.0

Fuente: Paes de Barros (2006:92)
(1) Los datos son los calculados por Paes de Barros y su estimación de pobreza extrema rural nacional 
es de alrededor de 17 puntos por arriba de la estimada por el GdH.
(2) Los ingresos per capita son en dólares de acuerdo con la tasa vigente a Julio, 2003 y calculados a 
partir lempiras ajustados a esa fecha a partir de las EPHPM.

Contrario al comportamiento de la variable de desocupación en países 
más desarrollados, esta variable en Honduras no es un indicador que 
contribuya a comprender el grado de bienestar de las familias. En efecto, 
la tasa de desempleo abierto en el área rural de Honduras es solamente 
del 3%, incluso menor que la registrada a nivel nacional del 5% durante 
la presente década. Los bajos niveles de ingreso per capita rural indi-
carían que en cuanto al empleo el problema central es el nivel de remu-
neración de los trabajadores rurales y la calidad del empleo, en especial 
de los que se dedican a actividades agropecuarias.

Al analizar la calidad del empleo se revela que del total de ocupados 
rurales en situación de extrema pobreza el 70% se encuentra en condi-
ciones de sub-empleo visible o invisible, concentrados en la actividad 
agrícola lo que sugeriría una actividad por cuenta propia como campes-
inos de subsistencia6.

Alrededor del 60% de los trabajadores que viven en áreas rurales de 
Honduras están ocupados en el sector agropecuario. Las disparidades en 
el empleo agropecuario rural entre las regiones son muy fuertes. En las 
regiones más pobres (Occidente, Centro-Occidente y Nor-oriental) cerca 
del 80% del total de residentes ocupados en las áreas rurales está en el 
sector agropecuario, mientras que en la región Norte solamente el 33% 
de los trabajadores rurales se dedican a actividades agropecuarias. Al 
parecer habría una relación directa entre porcentajes de empleo agro-
pecuario y pobreza en las regiones (ibid.: 210).

6 El sub-empleo invisible que alcanza al 63% se refiere a aquellos que trabajaron menos de 36 horas semanales y que 

pudieron haber trabajado más tiempo y cuyo salario es menor al salario mínimo. El sub-empleo visible que llega al 6.5% 

incluye a los que aunque trabajaron 36 horas semanales o más no percibieron el ingreso mínimo mensual correspondi-

ente al salario mínimo. Estimaciones a partir de la EPHP.M 2006.
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Paes de Barros (2006) estima que en promedio la remuneración mensual 
de los trabajadores rurales es de US$ 99 lo que equivale al 60% de la 
remuneración promedio nacional. La remuneración en actividades 
agropecuarias para residentes en áreas rurales para el año 2003 fue 
menor, US$ 81 con una caída durante el período 1998–2003 de alred-
edor de 24.3%. Esta caída en la remuneración del trabajo rural sería uno 
de los principales factores para explicar el crecimiento de la pobreza 
rural durante el período. En efecto, existe una alta correlación entre el 
aumento en la pobreza rural y la reducción en la remuneración prome-
dio de los trabajadores rurales en cada una de las regiones durante el 
período. De ahí que para comprender las determinantes del ingreso rural 
es necesario estudiar la evolución en el empleo rural analizando los dos 
factores más importantes que explican el nivel de ingreso laboral: la 
calificación de los empleados y la calidad de los puestos de trabajo.

Adicionalmente, los precios de la mayoría de los productos agrícolas 
producidos tanto por campesinos y medianos y grandes productores 
nacionales han caído, lo que produce un efecto de arrastre en los in-
gresos y los salarios agrícolas. Los términos de intercambio intersectori-
ales del sector agrícola respecto al no agrícola mostraron una pérdida del 
40% de 1978 al 2000. Esta tendencia continuó durante el primer quin-
quenio de 2000 en los precios reales del maíz y frijol como producto de la 
liberalización comercial y la caída abrupta del precio del café (2000–
2003); reduciendo signifacitvamete, en su conjunto, los ingresos reales 
mientras que los costos continuaban en ascenso (WB 2005: 18).

En las áreas de laderas se estimó que la producción de granos básicos 
fue particularmente afectada perdiendo alrededor de un tercio de su 
capacidad de compra en los últimos 20 años (WB 2005: 20). La caída en 
los términos de intercambio y la pérdida de capacidad de compra ha 
tenido un fuerte impacto negativo en el bienestar de la población rural 
en general y, casi seguramente, ha contribuido a incrementar el número 
absoluto de pobres rurales. Por lo tanto la conclusión de Barham et al 
(2002b) efectivamente se confirma: “… la liberalización de la economía 
agrícola de Honduras muestra muy pequeños signos de operar en una 
forma pro-pobre como algunos habían hipotetizado” (WB 2005: 21).

1.2.4 Calificación y calidad de los puestos y de la fuerza de trabajo
En primera instancia las diferencias salariales pueden ser el reflejo de 
distintos niveles de calificación de la mano de obra. Es decir que traba-
jadores con calificaciones distintas en puestos similares, tendrán niveles 
de productividad distintos y, consecuentemente, habría diferencias de 
ingreso laboral entre ellos. En segundo lugar, la productividad del 
trabajo depende no sólo de condiciones intrínsecas del trabajador, sino 
también de las características del puesto de trabajo que ocupa. Por tanto, 
la heterogeneidad entre los puestos también es relevante para explicar la 
desigualdad del ingreso del trabajo. Así, la menor remuneración de los 
trabajadores residentes en áreas rurales y de los agropecuarios es conse-
cuencia tanto de una menor calificación como de diferencias en la 
calidad de los puestos de trabajo. Sin embargo, hay que destacar que en 
el caso de los trabajadores agropecuarios rurales la calificación explicaría 
menos del 10% de la variación de sus ingresos. En consecuencia, la 
calidad de los puestos daría cuenta de más del 90% de las variaciones de 
ingresos para este grupo que alcanza cerca de dos tercios de los traba-
jadores en las regiones más pobres del país (Paes de Barros 2006: 235).

La calidad de un puesto de trabajo se mide como la remuneración 
promedio de un grupo de trabajadores para dicho puesto. En este caso 
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los trabajadores rurales a nivel nacional, viviendo o no en el campo, 
tenían un promedio salarial de US$ 99. La baja calidad de los puestos de 
trabajo rurales en Honduras sobresale como el factor más importante 
para explicar la menor remuneración y la mayor pobreza rural, frente a 
las otras desventajas que tienen los trabajadores en términos de su califi-
cación (ibid.: 252). La baja calidad del puesto se asocia a diversas cara-
cterísticas como: i) el tamaño de la empresa, ii) la categoría ocupacional, 
iii) la ocupación y iv) la rama de actividad. Cerca del 90% de los traba-
jadores agropecuarios están ocupados en empresas de menos de 5 empl-
eados que en promedio pagan la mitad de lo que pagan las empresas con 
10 o más empleados (ibid.: 257). Esta preponderancia de las explota-
ciones de menos de 5 empleados estaría ligada a los continuos procesos 
de subdivisión de la tierra que ya se han apuntado.

En cuanto a la categoría por ocupación se considera que un traba-
jador en el sector agropecuario puede desempeñase como: a) empleador, 
b) empleado temporal c) empleado permanente d) trabajador por cuenta 
propia que contrata mano de obra temporal e) trabajador por cuenta 
propia que no contrata mano de obra temporal f ) miembro de coopera-
tiva o grupo y g) trabajador familiar no remunerado. Al respecto, las 
remuneraciones mensuales más bajas en el sector rural agropecuario 
para el año 2003 las tenían en orden de importancia: los trabajadores 
por cuenta propia que no contratan (campesino con tierra de subsisten-
cia) (33%) con US $ 68, los empleados temporales (28%) con US$ 58 y los 
trabajadores familiares no remunerados (14%). Estos grupos de peor 
remuneración totalizan más del 75% de los trabajadores agropecuarios 
de Honduras (ibid.: 259).

En suma, la baja remuneración de los puestos agrícolas estaría expli-
cada en buena medida por la baja calidad de los puestos de trabajo, que 
a su vez estaría ligada al pequeño tamaño de las explotaciones, al trabajo 
por cuenta propia (como campesino de subsistencia, empleado temporal 
y familiar no remunerado) y a las actividades agropecuarias de granos 
básicos y otros cultivos anuales con precios a la baja –especialmente en 
aréas de laderas– cuyo destino es preponderantemente el autoconsumo.

1.3. La evolución en los cambios y prioridades de la  
ERP rural

1.3.1 Las políticas públicas de los 1990’s
A partir de 1990 durante el Gobierno de Rafael Callejas se ejecutó un 
Programa de Ajuste Estructural que en el sector rural se cristalizó a 
través de la Ley de Modernización y Desarrollo Agrícola (LMDSA) 
aprobada en 1992 y el Programa Sectorial Agrícola. Las organizaciones 
gremiales campesinas y de pequeños productores divididas y cooptadas 
durante la década de los ochentas fueron incapaces de constituir una 
fuerza que desafiara el programa de ajuste rural que fue lanzado con el 
apoyo de las organizaciones allegadas al Gobierno.

El conjunto de medidas de ajuste estructural implementadas in-
cluyeron dos áreas: las políticas de estabilización de corto plazo y las 
políticas de reactivación económica o ajuste estructural. Estas políticas 
modificaron sustancialmente la forma en que operaba la economía 
orientándola a la eficiencia, entendida como la reducción de la presencia 
del Estado y la reinserción de la economía en el mercado mundial 
mediante una liberalización económica que diera nuevo énfasis al sector 
agrícola (Noe Pino et al. 1992: 20).
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En cuanto al sector rural los principales cambios se introdujeron a través 
de la LMDSA, que también es conocida como Ley Norton7, que se 
aprobó en marzo de 1992. La LMDSA redujo sensiblemente las causales 
de afectación de tierras y dio lugar a que las explotaciones propiedad de 
las EACs pudieran ser vendidas en el mercado de tierras. Esto se comple-
mentó con una reducción sustancial de los mecanismos de intervención 
estatal en el mercado de granos básicos con el cierre del Instituto Hondu-
reño de Mercadeo Agrícola –una constante en la política agraria neolib-
eral en Centroamérica–, la reducción de los volúmenes de crédito agrí-
cola canalizado a través del BANADESA, los procesos parciales de 
liberalización de los mercados de arroz, maíz y fríjol y una fuerte reti-
rada del Gobierno de la asistencia técnica gratuita a pequeños produc-
tores.

Sin embargo, el gravamen a los latifundios –para dinamizar los 
mercados de tierra– sugerido por Norton; así como medidas aprobadas 
con un sesgo pro-pobre como la creación de un fondo público para la 
compra de tierras y la ampliación del crédito rural a través de las cajas 
rurales –bancos comunales– no fueron reglamentadas (BM 2000: 2), no 
se asignaron fondos y finalmente no fueron implementadas.

1.3.2 La persistencia del modelo neoliberal de desarrollo
El documento ERP 2001 se propuso como una política de Estado, con 
perspectiva de largo plazo cuyo objetivo central era la reducción de la 
pobreza de manera significativa y sostenible, en base a un crecimiento 
económico acelerado y sostenido, procurando la equidad en la dis-
tribución del crecimiento a través de un mayor acceso de los pobres a los 
factores de la producción, incluyendo el desarrollo del capital humano y 
las redes de seguridad social (GoH 2001: iii, 55). Se identificaron entre 
las causas de la pobreza en Honduras: i) el lento crecimiento económico y 
el bajo ingreso per cápita, ii) la desigual distribución del ingreso y de los 
factores de la producción (tierra, capital), iii) el bajo nivel de escolaridad, 
iv) la baja productividad del empleo y vi) entre otros factores: la presión 
demográfica, sus efectos en los recursos naturales, la baja participación 
de los pobres, el deterioro de los valores culturales y las debilidades de los 
gobiernos locales (GoH 2001: ii).

Al respecto, el Banco Mundial reconocía en la Estrategia de Asisten-
cia para el país de 1999 tres aspectos centrales que venían contribuyendo 
a la pobreza en Honduras: i) la falta de un crecimiento económico 
sostenido y fluctuaciones en los indicadores macro-económicos ii) la 
pobre calidad de la inversión en capital humano y iii) la desigual dis-
tribución de los ingresos y los recursos (WB 1999: 1). Sin embargo, como 
veremos adelante, las políticas y proyectos que el BM priorizó en sus 
recomendaciones, así como los que se retomaron en la ERP, no abord-
aron lo referente al último inciso: las acciones para reducir las enormes 
desigualdades en la distribución del ingreso y los recursos en Honduras.

A pesar de que en el documento de la ERP se mencionaba la preo-
cupación por la desigual distribución del ingreso, las principales propues-
tas y líneas de acción que el Gobierno y las OFI’S comprometieron para 
la reduccion de la pobreza apuntan fundamentalmente, al logro de un 
crecimiento económico elevado y a la implementación de mecanismos de 
compensación social en las áreas de salud, educación y redes de atención 
social. Así, la ERP 2001 consideró que la pobreza estaba estrechamente 

7 El Programa de Ajuste Estructural Agrícola (PAEA) estuvo fuertemente influido por la Agencia para el Desarrollo de los 

Estados Unidos y bajo la orientación académica y asesoría personal del Dr. Roger Norton en seminarios y en los espa-

cios de discusión de política creados para acelerar la implementación del PAEA.
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relacionada con el nivel y la lenta evolución del crecimiento del PIB. Se 
indicaba que el crecimiento del PIB per cápita durante el período de los 
noventa había sido muy bajo y errático con un promedio de apenas 0.5% 
anual. Sin embargo, los datos considerados para el período 1991–2000 
muestran un bajo nivel de correlación entre la evolución del PIB per 
cápita y la pobreza (Ver cuadro 4).

Cuadro 4: Evolución de la tasas de crecimiento anual del PIB, del PIB per capita, 

del porcentaje de hogares pobres y puntos de reducción anuales de la pobreza en 

Honduras 1991–2000.

Fuente: Documento GdH 2001.

Aunque el Gobierno y los cooperantes argumentaban que la reducción en 
la pobreza en los noventa había sido resultado de las reformas y del 
consiguiente crecimiento de la economía, al parecer la reducción en la 
pobreza habría estado más vinculada al aumento en la provisión de bienes 
sociales a través de los programas de inversión social del Fondo Hondu-
reño de Inversión Social (FHIS). Aún considerando que existiera algún 
nivel de correlación entre el crecimiento económico y la reducción de la 
pobreza, se agregaba que existía una muy baja elasticidad crecimiento–
pobreza. Es decir, que durante la década de los noventa por cada punto 
porcentual de aumento en el PIB percapita, la pobreza se había reducido 
en solamente 0.65 puntos, mientras que el promedio de América Latina 
era de 0.94 puntos. En efecto, se estimaba que esta baja tasa de transfor-
mación del aumento del PIB en decrecimiento de la pobreza estaba 
asociada a un limitado acceso a activos productivos como la tierra, el 
crédito, educación secundaria y técnica y la sesgada estructura de dis-
tribución del ingreso y la riqueza, lo que impedía que los beneficios del 
crecimiento se “filtraran” hacia los sectores más pobres (GoH 2001: ii).

El crecimiento de la economía en Honduras ha sido históricamente 
muy inestable y el tipo de desarrollo económico muy abierto deja poco 
espacio al Gobierno para controlar el comportamiento de las principales 
variables que lo explican, como por ejemplo la evolución en los precios 
de las principales exportaciones (café y banano), la inversión externa en 
la industria maquiladora y el aumento en los ingresos por remesas desde 
el exterior. Si el crecimiento era la variable decisiva para reducir la 
pobreza, el documento no detallaba cuales serían los sectores que di-
namizarían el crecimiento en las regiones más pobres del país y, por otra 
parte, no se cuestionó que tipo de crecimiento económico debería privile-
giarse para que la teoría del derrame funcionara y los nuevos puestos de 
trabajo generados y otros beneficios, pudieran alcanzar a los más pobres.

En síntesis, como parecen indicar los datos de Honduras y como 
sostiene de Janvry et al (2001) si bien la evolución de la pobreza se ve 
afectada por el ciclo económico, las desigualdades tienden a aumentar 
con la recesión pero no se reducen con el crecimiento económico. De 
manera que para reducir las desigualdades se requieren de instrumentos 
distintos a los del crecimiento.

Indicadores 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 Promedio

PIB 3.3 5.6 6.2 -1.3 4.1 3.6 5.0 2.9 -1.9 5.0 3.2

PIB per capita 0.3 2.6 3.3 -4.0 1.3 0.9 2.3 0.3 -4.3 2.5 0.5

% Hogares 

pobres

74.8 69.9 67.5 67.2 67.8 68.7 65.8 63.1 65.9

Puntos reducción 

pobreza

4.9 2.4 0.3 -0.6 -0.9 2.9 2.7 -2.8 1.1
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Como apuntan diversos autores (Richards 2002; Kay 1995 y Viales 
2000) el dilema del desarrollo rural y la reducción de la pobreza remiten 
a la discusión sobre las modalidades de transición agraria en América 
Latina y al proceso de mayor complejidad y diverSidad de dichas vías de 
transición. Es decir, el desafío de la sociedad hondureña de encontrar un 
modelo de desarrollo integrador de las poblaciones rurales, las vías 
técnico-productivas, los anclajes políticos, las estructuras sociales de 
participación y las formas de acumulación y redistribución del ingreso.

1.3.3. Enfoques y dilemas para el combate de la pobreza rural
Por lo visto, habría cierto consenso en que el crecimiento económico es 
un requisito pero no una condición suficiente para la reducción de la 
pobreza, ya que, en general, el proceso de crecimiento es injusto, espe-
cialmente cuando se sustenta en la liberalización ya que los pobres 
rurales tienen mayores dificultades para aprovechar las oportunidades 
del mercado laboral (Richards 2002: ii). Así, el crecimiento económico 
en Honduras ha tenido un sesgo urbano y la marginación de las áreas 
rurales ha implicado, si no el aumento de la pobreza, al menos que ésta 
se mantenga en porcentajes muy elevados, de manera que como aseveran 
de Janvry y Sadoulet (2001) atacar la pobreza significaría atacar la 
pobreza rural.

En este contexto, el que una familia sea campesina equivale práctica-
mente a hablar de una familia pobre, especialmente si cumple con 
algunas de estas características:
a. sus activos territoriales son pocos y se encuentran en laderas,
b. sus ingresos dependen sólo de la agricultura,
c. el tamaño de la familia es grande y el índice de dependencia 

económica es alto,
d. tiene pocos adultos o ninguno trabajando en los mercados laborales,
e. carece de capital de migración y no participa de los flujos migratorios,
f. tiene bajo nivel de escolaridad, especialmente el de el/la jefe de 

hogar.
g. no pertecene a organizaciones y redes locales de solidaridad,
h. forma parte de un grupo étnico (CEPAL, 1999)8.

Históricamente el proceso de la inserción de los campesinos en la 
economía nacional ha seguido varias direcciones: a) la generación de 
pequeñas empresas campesinas (Reforma Agraria en los años setentas y 
ochentas y encadenamientos productivos en mercados agrícolas no 
tradicionales en los noventas) y b) el advenimiento de los y las campesinas 
en trabajadores asalariados (rurales o no) (el trabajo en las bananeras 
desde inicios del siglo XX, la migración rural-urbana, entre otros). En 
los casos en que fue exitoso, estos procesos significaron la salida de las 
familias campesinas de la pobreza extrema.

¿Cuáles son las vías que siguen las familias campesinas a principios de 
este siglo y cuáles son las que se han promovido para el combate de la 
pobreza rural en la ERP de Honduras? De Janvry y Sadoulet (2001) 
mencionan cuatro vías de salida de la pobreza rural que se han seguido 
en la región Centromericana y México en la última década que incluyen: 
la migración, la asistencia social, la agricultura familiar y la pluriactivi-
dad o empleo rural no agrícola (ERNA).

8 Estudios más recientes (De Janvry y Sadoulet 2001; WB 2005 y PNUD-FLACSO 2007) confirman estas observaciones.
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Para el desarrollo de una estrategia efectiva de combate a la pobreza es 
crucial determinar puntos críticos de entrada, las políticas para abordar-
los y la secuencia y coordinación de sus actividades. Mientras que los 
enfoques multisectoriales incluyentes de todo son una contestación lógica 
a la complejidad de la pobreza, son problemáticos en cuanto a la esco-
gencia de políticas y su secuencia. Los tomadores de decisiones del 
desarrollo rural tienen que elegir que énfasis dar al mercado o a las 
estrategias enfocadas en el crecimiento, en contraste con las inversiones 
basadas en el bienestar o servicios sociales y cómo hacer las conexiones 
entre las distintas intervenciones para asegurar una política global 
coherente (Richards 2002: 3). El proceso de la ERP ha intentado desem-
peñar este papel.

La ERP establece programas de asistencia social, agricultura familiar 
y en menor medida de ERNA. La ERP, sin embargo, no hace mención a 
la migración (tanto internacional como rural-urbana) ni indica acciones 
en ese sentido. No obstante, un estudio de SELA (2005) coloca a Hondu-
ras entre el grupo de países de América Latina y el Caribe donde las 
remesas de los migrantes tienen un fuerte impacto en sus economías, con 
un mayor impacto en los hogares urbanos. Sin embargo, esta tendencia 
podría estar cambiando ya que un estudio realizado por PNUD y 
FLACSO en el año 2007 revela que en municipios rurales con altos 
índices de pobreza, el porcentaje de hogares que reciben remesas oscila 
entre el 10% (San Marcos de Sierra, Intibucá) y el 40% (Santa Lucía, 
Intibucá), de manera que se podría afirmar que la migración se está 
constituyendo en una alternativa para combatir la pobreza que eligen los 
hogares rurales, aunque no siempre estos sean los más pobres, ya que 
migrar implica la movilización de capitales que no están al alcance de los 
pobres extremos9.

El desarrollo de la asistencia social, por otra parte, ha sido uno de los 
énfasis principales de la Estrategia, vinculados tanto a la provisión de 
servicios públicos a la población rural (educación, salud, saneamiento 
básico, infraestructura) como a una red de seguridad social focalizada en 
los más pobres (PRAF y Red Solidaria). La mayor parte de los benefici-
arios de estos esquemas son las familias pobres rurales y, aunque este 
trabajo no profundiza en esta temática, las evaluaciones realizadas por el 
BM y otras entidades apuntan que han existido fuertes problemas en la 
focalización, el reducido monto efectivamente asignado a cada familia y 
los altos costos administrativos de los mismos (Cohen y Franco 2006).

La agricultura familiar es también uno de los ejes estratégicos10, 
coordinados por el Programa Nacional de Desarrollo Rural (PRONAD-
ERS); a su vez, el apoyo al desarrollo de la ERNA se incluye en algunos 
de estos programas. Sin embargo, la alternativa de la agricultura famil-
iar como motor para salir de la pobreza es sombría, especialmente si se 
basa en granos básicos, debido al sesgo en contra de la pequeña agricul-
tura de la politica nacional e internacional reflejado en las debilidades 
estructurales en la provisión de acceso y seguridad sobre la tierra, la 
asistencia técnica y apoyo crediticio, así como las dificultades en compe-
tir contra los alimentos subsidiados del Norte (Richards 2002: ii). El 
documento de la ERP (2001) destacaba la fuerte concentración de la 
tierra en Honduras. Partiendo de los datos sobre tenencia de la tierra y 
pobreza (ver cuadros 1 y 2) se observa una importante coincidencia entre 

9 Un estudio de Jansen et al (WB 2005) indica que 25% de los hogares de Honduras recibe remesas, sin embargo, sólo un 

15% de la muestra del estudio que la constituian hogares en laderas, recibían remesas. Este ingreso representaba el 

30% de los ingresos por hogar por año. 

10 Segundo componente de la Estrategia, numeral 2.3 Mejorando la Competitividad de la Pequeña Economía Rural.
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el número de familias sin tierra y con menos de 5 hectáreas y las familias 
pobres rurales, ya que ambas rondaban el 85% de las familias rurales de 
Honduras. Adicionalmente, se hacia referencia en el documento de la 
ERP que la LMDSA de 1992 había dejado vigentes causales referentes a 
los sobretechos y a la tierra ociosa que a la fecha no habían podido 
dárseles cumplimiento. No obstante, la alta correlación entre los niveles 
de pobreza y las limitaciones en el acceso a la tierra, el tema de la modi-
ficación en la tenencia de la tierra (reforma agraria), propuesto por las 
organizaciones de sociedad civil, fue dejada de lado por considerarse que 
“requería de un amplio debate nacional para lograr un nivel aceptable 
de consenso” (GoH 2001: i). El Banco Mundial, por su parte, ha subraya-
do la importancia de esta alternativa y la ha acompañado a través de una 
serie de programas vinculados al mejoramiento de la seguridad jurídica 
de la tierra para promover una agricultua familiar competitiva.

En síntesis, es en base a estos puntos de entrada –pequeña agricultura 
competitiva, el empleo rural no agrícola (ERNA) y las redes sociales de 
contención– que el Gobierno de Honduras habría pretendido impulsar la 
reducción de la pobreza rural.

1.3.4 La ejecución de la propuesta rural de la ERP
A continuación se presenta un análisis sobre los lineamientos y el área 
programática rural definida por la ERP así como los indicadores que se 
establecieron para la medición del progreso en los mismos, con el obje-
tivo de valorar los alcances y la coherencia de las propuestas y los siste-
mas de medición, en especial los referidos al sector rural de Honduras. 

1.3.4.1 Los lineamientos de la ERP
Luego de seis años recorridos (2000–2005) y de varias revisiones al 
documento original de la ERP, a nivel rural no se visualizan claramente 
esfuerzos para una mejora de la calidad de los empleos y en el acceso a 
factores de la producción estratégicos como la tierra y el capital. En lo 
que refiere a la priorización de grupos y zonas postergadas, la ERP no 
determinó regiones prioritarias ni definió mecanismos de focalización 
hacía los más pobres. En la práctica se retomaron las regiones que se 
habían acordado previamente en los proyectos de desarrollo rural y, 
como veremos adelante, no han sido capaces de alcanzar a las familias 
en situación de pobreza extrema.

En cuanto al fortalecimiento de la sociedad civil y la descentraliza-
ción se aprecia que se ha avanzado hasta cierto punto en cuanto a los 
mecanismos a nivel central de consulta pero todavía existen muchas 
debilidades en la participación efectiva de los más pobres en los espacios 
de concertación locales y en la legitimidad de los mecanismos de partici-
pación local. Todavía las municipalidades, en especial las de las regiones 
más pobres, cuentan con enormes falencias debido a que no se han 
descentralizado los recursos y capacidades para asumir las nuevas tareas 
propuestas.

1.3.4.2 El área programática rural
La ERP definió un área programática denominada “Reduciendo la 
Pobreza en las Zonas Rurales” a la que se asignaron un total de US$ 
72.16 millones que representaban el 15% de los recursos de la ERP en el 
2000. La participación de ésta área se incrementó a un 18% del total en 
el 2001 y luego ha venido reduciendose hasta alcanzar un 10% en 2005. 
No obstante, en términos absolutos el monto asignado ha estado entre los 
US$ 67 a 80 millones anuales durante el período 2000–2005 lo que 
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representó un 13.5% del total de los fondos de la ERP. Este monto parece 
exiguo si se considera la alta proporción de familas pobres que viven en 
la zona rural. No obstante, se debe reconocer que también se han reali-
zado inversiones rurales a través de otras áreas programáticas como la de 
inversión en capital humano, la de protección social a grupos específicos 
y la de sostenibilidad de la estrategia. El área programática rural consid-
ero cuatro sub-áreas que se detallan en el cuadro 5.

El diagnóstico rural hacía referencia a la neceSidad de incrementar 
los ingresos y una distribución equitativa de los mismos en favor de las 
familias rurales pobres. En ese sentido, se consideraron centrales el 
apoyo a la pequeña economía rural y las mejoras sustanciales en la 
distribución de los recursos productivos, principalmente la tierra y la 
puesta en marcha del PRONADERS. Este programa sería uno de los 
pilares fundamentales en la lucha por reducir la pobreza mediante 
proyectos orientados a la mejora productiva considerando espacios 
locales para la participación (GoH 2001: 73).

Estos temas fueron abordados en dos sub-áreas programáticas: 
“Mejorando la Equidad y Seguridad en el Acceso a la Tierra” y “De-
sarrollo Sostenible en Zonas Prioritarias” que actuarían bajo mecanis-
mos que garantizarían la participación de los gobiernos locales y las 
comunidades, respectivamente. Estos sub-programas han manejado 
durante el período 2000–2005 US$ 53 millones y US$ 118 millones, 
respectivamente; para un total de US$ 171 millones; lo que equivale a 
aproximadamente al 5% del total de los fondos ERP 2000–2005.

Resta considerar las dos sub-áreas programáticas “Mejorando la 
Competitividad de la Pequeña Economía Rural” y “Mejorando las 
Condiciones Sociales en el Área Rural” orientadas a la entrega de bienes 
públicos a nivel rural como carreteras, puentes, electricidad, obras de 
riego, infraestructura básica, acueductos rurales y diversos subsidios a 
nivel comunitario. Estas dos sub-áreas manejaron recursos del orden de 
US$ 290 millones, equivalentes a alrededor del 8.5% del total de fondos 
asignados a la ERP en el período 2000–2005.

Cuadro 5: Distribución de fondos (%), área programática reduciendo la pobreza en 

zonas rurales (2) ERP 2000–2006, Honduras.

Fuente: GdH 2006

Mejorando la equidad en el área rural. Con respecto a la inequidad en el 
acceso a la tierra, se había insistido en el documento que esta era una de 
las causas fundamentales de la pobreza rural. Sin embargo, la ERP lejos 
de abordar el tema del acceso a la tierra, por considerarlo conflictivo; 
asumió acciones de política en línea con el BM para atacar los problemas 

No Sub areas programáticas 2000 2001 2002 2003 2004 2005 Total 

00–05

2.1 Mejorando la equidad y seguridad 

en el acceso a la tierra

 0.00  15.36  22.18  11.10  3.22  16.78  11.45 

2.2 Desarrollo sostenible en zonas 

prioritarias

 14.18  18.85  26.52  36.21  33.45  26.29  25.54 

2.3 Mejorando la competitividad de la 

pequeña economía rural

 85.82  49.01  35.51  31.00  54.61  47.11  50.82 

2.4 Mejorando las condiciones 

sociales en el área rural

 –  16.79  15.79  21.69  8.71  9.82  12.19 

 Total reduciendo la pobreza 

en zonas rurales

100.00 100.00 100.00  00.00 100.00 100.00 100.00 



32

de falta de títulos firmes de propiedad de la tierra agrícola y forestal, de 
los inadecuados sistemas de archivo y de administración de los registros 
de propiedad rural (GoH 2001: 73). Los fondos se concentraron en la 
ejecución con financiamiento del BM del Proyecto de Administración de 
Áreas Rurales (PAAR) y del Programa Piloto de Acceso a la Tierra 
(PACTA). Durante el período 2000–2005 un total de US$ 53 millones 
fueron invertidos, que representaron el 12% de los recursos destinados al 
área programática de reducción de la pobreza en zonas rurales.

El PAAR, de acuerdo a lo estipulado, se concentró en apoyar la 
creación del Instituto de la Propiedad, entidad que sustituyó al Catastro 
Nacional. Por su parte el Programa PACTA logró magros avances en la 
generación de un mercado de tierras debido a problemas de disponibili-
dad de tierras de calidad en el mercado y no fue capaz de involucrar 
recursos adicionales del sector privado en la iniciativa de compra y venta. 
A pesar de que estaba prevista una operación de 15 millones de dólares 
(8 del BM y 7 de la banca privada), según un alto funcionario del INA 
entrevistado, el financiamiento para la compra de tierras fue insuficiente. 
A su parecer, PACTA no cuenta con recursos propios sino que moviliza 
recursos de bancos privados de difícil acceso para un productor pobre. 
Además, aseguró que hubo problemas de sobrevaloracíón de la tierra de 
hasta diez veces por sobre el precio de mercado de la zona.

Desarrollo Sostenible en zonas prioritarias. Este sub-programa 
corresponde al conjunto de proyectos coordinados por el PRONADERS 
de la Secretaría de Agricultura y Ganadería (SAG) creado en el año 
2000. Como veremos en detalle en la siguiente sección, a estos proyectos 
les correspondía el esfuerzo más importante de medidas de política para 
el apoyo a la reducción de la pobreza rural tomando en cuenta las 
metodologías y enfoques previstos por el PRONADERS. Durante el 
período 2000–2005 un total de US$ 118 millones fueron invertidos, que 
representaron el 25% de los recursos destinados al área programática de 
reducción de la pobreza en zonas rurales.

Mejorando la competitividad de la pequeña economía rural. A este 
sub-programa se asignó el 51% de los fondos del área programática de 
reducción de la pobreza rural durante el período 2000–2005, que 
corresponde a esfuerzos de construcción de infraestructura rural que 
totalizan US$ 234 millones. Es importante puntualizar que la mayoría 
de los proyectos de riego financiados corresponden a distritos de riego de 
pequeños y medianos productores en zonas de valle que no estaban en 
situación de pobreza extrema ni formaban parte de la población focali-
zada.

Mejorando las condiciones sociales en el área rural. A esta sub-área 
programática se le asignó alrededor de un 12% de los recursos del área 
programática de reducción de la pobreza rural. Un total de US$ 56 
millones fueron asignados a infraestructura básica construida a través del 
FHIS, acueductos rurales, asignaciones y subsidios a comunidades 
pobres.

1.3.4.3 Los indicadores de desempeño rural
La ERP no consideró metas específicas para el sector rural, ni tampoco 
indicadores para medir el progreso en el acceso a activos como la tierra o 
el crédito rural. Además, a pesar de que se establecieron un área pro-
gramática que abarcaba logros sobre el capital humano y la productivi-
dad del trabajo, no se contemplaron indicadores globales ni rurales sobre 
la mejora en la calidad del empleo auque se reconocía como una de las 
más importantes limitaciones para la reducción de la pobreza.
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1.4. Programa nacional de desarrollo rural sostenible 
(PRONADERS): ¿Un enfoque pro-pobre?

Luego de los graves daños causados a las empresas y familias rurales por 
las inundaciones provocadas por el Huracán Mitch en 1998 se consideró 
que el modelo de libre mercado y reducida injerencia del estado debería 
revisarse y que el Estado debería asumir un papel más activo para la 
recuperación de la economía rural hondureña. Durante 1999 los organ-
ismos financieros multilaterales y bilaterales que habían venido apoy-
ando con recursos financieros y asesoría técnica el desarrollo de proyec-
tos de desarrollo rural iniciaron un diálogo con el gobierno para 
encontrar alternativas en el marco de políticas públicas rurales. Se 
trataba de buscar opciones para la reactivación económica y la mejora 
en la situación social de las familias rurales más pobres, ya que el marco 
de políticas públicas enfocadas en la gran empresa agroindustrial, bajo el 
modelo neoliberal, no estaba dando una respuesta a las familias 
campesinas más pobres. Producto de esta discusión se dio paso a la 
sanción, en Marzo del 2000, de una ley específica denominada “Ley de 
Desarrollo Rural Sostenible” que dio origen al PRONADERS como una 
entidad desconcentrada del gobierno nacional dependiente de la SAG.

El acuerdo entre los organismos de cooperación y financiamiento al 
sector rural y el Gobierno de Honduras, fue que el PRONADERS 
tendría una autonomía relativa respecto a la SAG en la búsqueda de una 
capacidad técnica liberada de las usuales presiones políticas, promovi-
endo sistemas nacionales de implementación y reduciendo gradualmente 
las unidades ejecutoras por proyecto de la cooperación internacional. La 
ley proveía un Consejo Consultivo Adhoc que reunía a actores claves de 
la sociedad civil incluyendo a organizaciones campesinas, de vecinos 
rurales, federaciones y redes de productores así como del empresariado 
rural, que aportarían los lineamientos estratégicos y prioridades para el 
trabajo de la institución. 

El PRONADERS retomó la caracterización de los pobres rurales que 
se había realizado en el Indice de Desarrollo Humano del PNUD de 1998 
y que clasificaba a los productores agrícolas bajo los segmentos de familias 
campesinas pobres, pequeños y medianos finqueros, grandes productores 
agrícolas y reflexionaba sobre su localización espacial y las particulari-
dades de su situación social y económica bajo un enfoque de análisis 
territorial. El informe reconocía que existía una mayoría de la población 
rural campesina que estaba excluida de las políticas del desarrollo y que se 
requerían un enfoque descentralizado y el impulso a espacios de coordi-
nación regionales en los que las autoridades locales, las empresas 
campesinas, las cooperativas, ONG’s y otras entidades de sociedad civil 
participaran de las iniciativas de desarrollo rural para mejorar las condi-
ciones sociales de las familias rurales y apoyar la reactivación económica.

El proceso de conformación de los cuerpos técnicos de la Dirección 
Nacional de Desarrollo Rural Sostenible (DINADERS), brazo técnico 
del PRONADERS, se caracterizó por procesos relativamente profesion-
ales en los que las capacidades técnicas del personal se habían venido 
imponiendo frente a las presiones partidistas. En los procesos de con-
tratación, se contó con el apoyo de la oficina del Programa de las Na-
ciones Unidas (PNUD) en Honduras. PRONADERS se propuso coordi-
nar los proyectos de desarrollo rural orientados a pequeños productores 
que se venían ejecutando a nivel nacional pero que, al no formar parte 
de la línea principal agro-exportadora de los noventa, se ejecutaban de 
manera dispersa y poco coordinada y respondían a las políticas de cada 
uno de los donantes.
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El intento de coordinación de los proyectos de desarrollo rural pro-
pobres se caracterizó por conflictos de poder persistentes con las autori-
dades de la SAG, así como con los representantes de los organismos 
cooperantes que mostraban resistencias a integrarse a los proyectos bajo 
la coordinación técnica del PRONADERS. Se alegaba que los documen-
tos de proyecto establecían unidades ejecutoras independientes por lo que 
el proceso de armonización e integración de las iniciativas de desarrollo 
rural fueron lentos, burocráticos y no alcanzaron a buena parte de los 
proyectos. Esto a pesar de que la Declaración de París hacía énfasis en el 
liderazgo de los gobiernos y en la coordinación y alineamientos de los 
donantes.

La totalidad de los proyectos de desarrollo rural que PRONADERS 
había comenzado a coordinar en 2000 antes de lanzar la ERP fueron 
incorporados. Los denominados proyectos de arrastre representaron 
alrededor de US $ 90 millones (de un total de US$ 118 millones ejecuta-
dos en esta sub-área programatica a cargo de PRONADERS) durante el 
período 2000–2005, lo que representó más del 75% del total de fondos 
ejecutados. Además, durante el año 2001 PRONADERS incorporó el 
recientemente aprobado Programa Nacional de Desarrollo Local (PRO-
NADEL) financiado también por FIDA que tenía previsto realizar 
acciones en prácticamente todo el país y sería el más grande proyecto de 
desarrollo rural financiado en el período con recursos por más de US$ 
50 millones. Los recursos de los proyectos nuevos serían manejados a 
través del Fondo Nacional de Desarrollo Rural (FONADERS), el brazo 
financiero del PRONADERS que además aspiraba, de manera paula-
tina, ir asumiendo la administración de los recursos financieros de los 
proyectos ya existentes e ir reduciendo las Unidades Ejecutoras atomiza-
das de los proyectos, bajando costos, mejorando la coordinación, re-
duciendo la superposición de fondos y técnicos en campo y potenciando 
el apalancamiento de recursos financieros para el sector rural pobre.

Durante el año 2000 y 2001 el PRONADERS llevó a cabo un 
proceso de consultas regionales, paralelo a las consultas de la ERP, en 
procura de establecer las prioridades en la problemática rural. A partir 
de este diálogo se fueron conformando vínculos desde el PRONADERS 
con organizaciones rurales de pobladores, organizaciones campesinas, 
mancomunidades y ONG’s regionales y locales. Los procesos de consulta 
enfatizaban los fuertes problemas de acceso a la tierra de las familias 
campesinas, el bajo nivel de efectividad y la alta burocratización de los 
proyectos de desarrollo rural.

Al momento de la formulación del borrador de la Estrategia de 
Reducción de la Pobreza (ERP) en 2000 y a lo largo del proceso de 
consulta que se coordinó desde la Unidad de Apoyo Técnico de la 
Secretaría de la Presidencia UNAT durante el 2001, destacó el bajo nivel 
de coordinación con el PRONADERS. La UNAT requirió la informa-
ción respecto a los proyectos de desarrollo rural, pro-pobres, que se 
coordinaban y los recursos que estaban previstos en PRONADERS. Sin 
embargo, las reflexiones sobre la situación rural y las propuestas de los 
actores rurales que se habían consolidado en los documentos resumen de 
las mesas de consulta rurales organizadas por PRONADERS, no fueron 
consideradas en el análisis de la pobreza ni en las propuestas del docu-
mento de la ERP. Las consultas respecto al marco de políticas públicas 
estuvieron ausentes y PRONADERS no se involucró en la construcción 
de los indicadores y el monitoreo de la evolución de la pobreza rural. 
Esto a pesar de que al interior del PRONADERS se estaba llevando a 
cabo un esfuerzo importante por armonizar los sistemas de indicadores 
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de los proyectos de desarrollo rural y que estos aportarán a la valoración 
del logro de indicadores de impacto a nivel nacional. De esta manera 
desde su inicio el documento ERP nació fuertemente desvinculado de las 
instituciones y proyectos que desde el gobierno realizaban acciones 
concretas en el sector rural hacía los más pobres.

1.5. La ERP rural en el gobierno de maduro (2002–2005)
Durante el gobierno de Maduro (2002–2005) la ERP como estrategia de 
desarrollo y la UNAT como oficina de coordinación y planificación 
tuvieron una gran importancia. De fondo pesaba fuertemente la neceSi-
dad del Gobierno de Honduras de culminar el proceso de condonación 
de la deuda externa en el marco de la iniciativa HIPC, lo que se en-
trelazaba con la continuidad de las políticas de crecimiento y estabilidad 
macroeconómica para el logro de acuerdos con los organismos multilat-
erales de crédito. Durante los años 2003 y 2004 el gobierno no logró 
cumplir con los acuerdos de estabilidad macroeconómica, en especial 
con las metas de control fiscal.

El gobierno de Maduro conservó a la mayoría del equipo técnico de 
la UNAT e incorporó una Vice-Ministra de la Presidencia, a cargo de la 
ERP, quien como funcionaria del PNUD había impulsado el Foro de 
Fortalecimento Democrático que contribuyó a la generación de consen-
sos alrededor de la ERP entre funcionarios(as) y líderes(as) políticos 
durante la transición de gobierno (2001–2002). De esta manera la ad-
ministración Maduro procuró reforzar una visión de fuerte voluntad 
para la implementación de la ERP hacia la cooperación externa.

La UNAT mejoró las capacidades técnicas para la revisión continua 
del documento de la ERP, la presentación de informes de avance a la 
comunidad de cooperantes y la mejora de los procedimientos para la 
medición del progreso de los indicadores y sub-indicadores de la ERP 
mediante la puesta en marcha del Sistema de Indicadores de la ERP. En 
el año 2003 la Viceministra de la Presidencia se propuso, a nivel rural, 
una estrategia de focalización y coordinación del apoyo a las familias 
más pobres en los 80 municipios más pobres de Honduras. En primer 
lugar, surgieron críticas desde la oposición política Liberal y desde la 
sociedad civil hacia el mecanismo de focalización. La focalización en 
familias, y no en las comunidades, implicaba un alto nivel de dispersión 
lo que planteaba un complejo y costoso mecanismo de llegada. Luego de 
reuniones de personal de segundo rango de las instituciones convocadas, 
la propuesta fue rápidamente dejada de lado y los Ministerios continu-
aron atendiendo sus propias prioridades sin un mínimo de coordinación 
con la ERP al momento de la ejecución.

El desacuerdo sobre las prioridades y sobre el mecanismo de focaliza-
ción, el desvío de los recursos hacia otros grupos no pobres, en el caso 
particular del PRONADERS han reducido fuertemente las posibilidades 
de impactar específicamente en lo que se refiere a la pobreza rural. En la 
práctica para conocer y coordinar la ejecución en campo de la ERP el 
Ministerio de la Presidencia y la UNAT se enfrentaron con una fuerte 
resistencia a su papel rector por parte de los Ministros del Gabinete 
Social y Económico – entre los que se debe destacar la SAG y el PRON-
ADERS – y los líderes(as) políticos de Partido Nacional a nivel nacional 
y los diputados de los distintos departamentos (provincias). Mientras que 
en público los Ministros reafirmaban su compromiso con la ERP en la 
práctica a las reuniones convocadas por la UNAT en su mayoría asistían 
Vice-Ministros y otros funcionarios de menor rango con poco poder 
político decisorio.
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Los niveles reales de coordinación y alineamiento de los proyectos de 
desarrollo a cargo de los Ministerios al parecer fueron muy bajos. De esa 
manera los informes de avance de la ERP hacían referencia al cumplim-
iento de las metas presupuestarias pero no fueron capaces de vincular la 
ejecución de fondos con los efectos en la reducción de la pobreza. De 
fondo, en esta apreciación, está el hecho de que, por un lado, muchos de 
los proyectos de desarrollo que se arrastraron al marco de la ERP, en 
especial en el sector rural, no fueron modificados sustancialmente y no 
estaban focalizados a los más pobres, salvo que nuevamente se consid-
erara que mediante un efecto de derrame los beneficios a los no pobres 
impactarían posteriormente en los pobres.11 Por otro lado, los proyectos 
de desarrollo rural fueron altamente politizados y los recursos que debían 
estar orientados a los más pobres fueron desviados a otras regiones con 
menor porcentaje de pobreza y hacia otros pobladores no pobres; como 
por ejemplo algunos emprendimientos apoyados por el PRONADEL en 
la region Sur y por el Proyecto de Reactivación de la Economía Rural, 
en el valle de Cantarranas y el Aguan; que favorecieron en mayor 
medida a productores pequeños y medianos no pobres e incluso a 
grandes productores ligados al partido de gobierno.

1.5.1 La crisis de PRONADERS
Al cambio de gobierno se desataron fuertes presiones para sustituir al 
Director del PRONADERS. Los recursos que se habían negociado para 
su ejecución como parte del los proyectos financiados por el FIDA y el 
BID, constituían una parte importante de los recursos de los que el 
gobierno disponía para realizar los proyectos y cumplir con sus compro-
misos de campaña. El diseño descentralizado y con fuerte participación 
local desafiaba las formas tradicionales de ejecución de los proyectos y el 
fuerte control político de los recursos que tradicionalmente han mante-
nido los diputados y alcaldes.

A pesar de todo, durante el año 2002 se mantuvo al Director existente 
en la Dirección de PRONADERS. Sin embargo, luego de fuertes pre-
siones partidarias este renunció a su posición en Diciembre, 2002. Al 
frente del PRONADERS fue nombrada una persona cercana al líder 
nacionalista y ex presidente del país con muy poca experiencia en el 
manejo de proyectos de desarrollo rural. El nuevo Director rápidamente 
colocó al frente de PRONADERS personal y técnicos altamente politiza-
dos y gradualmente fue obstaculizando los procesos participativos que 
estaban previstos. En el PRONADERS y sus proyectos se multiplicaron 
las contrataciones de personal técnico que no llenaba los requisitos 
profesionales para los cargos y los proyectos se enfocaron en regiones 
distintas a las previstas en los documentos de proyecto aprobados.

Desde el 2003 al 2005, el gobierno continuó desde PRONADERS 
con la ejecución de los proyectos que aunque definían en su marco 
conceptual y metodológico una alta participación ciudadana y un en-
foque hacia los más pobres, en la práctica fueron implementados por 
técnicos agrícolas nombrados por diputados y líderes políticos de los 
departamentos lo que fueron diezmados los espacios de participación y se 

11 Según comentario de Rocío Tabora, exVice-Ministra de la Secretaría de la Presidencia en el gobierno de Maduro: ‘Es 

importante decir que la focalización, el alineamineto y la armonización de los proyectos también tuvo resistencia de 

parte de la cooperación internacional; implicaba revisar los proyectos mismos, y que los cooperantes tuvieran compro-

miso con la eficiencia de los proyectos, implicaba desplazarse a las zonas de extrema pobreza y no concentrarse en 

los cascos urbanos municipales, o en las aldeas que tienen acceso vial. También implicaba revisar los arreglos de 

ejecución que varios cooperantes habían dejado amarrados con la administración Flores. Esto es válido sobre todo en 

PRONADERS con los proyectos vinculados a FIDA. Era sobre estos puntos donde se encontraba la resistencia de parte 

de la cooperación internacional.’
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fueron utilizando los recursos con un fuerte sesgo político. El control político 
de los espacios descentralizados de discusión y participación previstos e 
incluso la entrega de buena parte de los fondos fueron orientados para 
beneficio de los medianos y grandes productores ligados al Partido Nacional.

El problema de descoordinación entre PRONADERS y la UNAT 
continuó durante la fase de ejecución de la ERP. La desvinculación de 
los proyectos de desarrollo rural con la ERP durante los años del Gobi-
erno del Partido Nacional (2002–2005) fue evidente. Aunque la cartera 
de proyectos de PRONADERS constituía el corazón de los recursos y de 
las supuestas políticas pro-pobres; en la práctica la UNAT no mantuvo 
un vínculo cercano ni con la SAG ni con otras Secretarías del Gobierno 
como Salud o Educación que tenían previstos recursos pro-pobres en el 
campo. Un análisis detallado de los presupuestos ejecutados por estos 
proyectos muestra que los recursos destinados a la administración y el 
pago de consultorías de los proyectos superaban el 50% de los recursos 
asignados. Como resultado de lo anterior, los recursos disponibles para 
asistencia técnica y transferencia directas a las familias pobres apenas 
sobrepasaron los US$ 50 millones durante el período 2000–2005, 
alrededor del 11% de los fondos totales del programa “Reduciendo la 
pobreza en zonas rurales” y poco menos del 2% de los fondos totales de 
la ERP. Esto denotaría, la baja capacidad e intención de focalización de 
los recursos a los más pobres.

En resumen, entre las limitaciones más importantes para que los 
proyectos de desarrollo rural tuvieran impacto en el marco de la ERP se 
puede destacar:
– La ausencia de una estrategia explícita y de acciones de seguimiento 

desde la UNAT para que los proyectos de desarrollo rural manejados 
en PRONADERS tuvieran un claro impacto pro-pobre que pudiera 
medirse en el tiempo.

– El alto costo y burocratización de la DINADERS (brazo técnico) y 
FONADERS (brazo financiero) del PRONADERS que consumieron 
alrededor del 24% de los fondos que tenía asignando el PRONAD-
ERS durante el quinquenio.

– Los costos administrativos de la ejecución de los proyectos consumieron 
una parte sustantiva de los recursos disponibles por lo que la asistencia 
técnica y las transferencias directas a las familias pobres apenas repre-
sentaron poco menos del 2% de los fondos totales de la ERP.

– La focalización de los fondos hacía las regiones más pobres presentó 
cambios al momento de la ejecución respecto a las zonas definidas en 
el diseño de los proyectos favoreciendo en mayor medida la produc-
ción comercial en regiones de valle.

– la focalización en las familias más pobres se reestructuró con base en 
la concepción de “campesinos viables”, es decir aquellos que tenian 
posibilidades de ser competitivos. Se definieron requisitos de tenencia 
de tierra e ingresos mínimos anuales de las familias de al menos 
2,000 dólares, que dejaban fuera a la mayoría de las familias rurales 
más pobres, ya que un 80% de las familias en extrema pobreza no 
cumplen ese requisito (ver cuadro 6). Los proyectos se han orientado a 
apoyar a familias pobres que poseen al menos una hectárea de tierra 
que se supone tienen la posibilidad de incorporarse al mercado. Esto 
es coherente con el hecho de que la reducción en la pobreza rural se 
ha concentrado en la categoría de pobreza relativa y no en los que 
están en la extrema pobreza (EPHPM 2003, PNUD 2007, Encuesta 
Agrícola Nacional INE 2001, GoH 2002a).
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Cuadro 6: Número, ingresos y acceso a la tierra de las familias rurales en  

Honduras*.

Categoría Ingreso fami-

liar en US$

Porcentaje 

familias

Porcentaje 

acumulado

Tenencia de la 

tierra

25% más pobres 0 a 43.50 25.0 25.0 23.2% 

sin tierra

50% más pobres 43.50 a 85.50 25.0 50.0 –

Abajo de la línea de la 

indigencia

85.50 a 196.50 13.1  63.1 63.6% con menos 

de 5 has

Abajo de la línea de la 

pobreza

196.50-250 9.4  68.9 –

No pobres Más de 250 27.5 100.0 –

Total 100.0 –

* Las estimaciones de ingresos de familias son del 2003 y el acceso a la tierra del 2001.
Fuente: Estimaciones de Paes de Barros (2006: 58, 70) en base a EPHPM 2003 y Encuesta 
Agrícola Nacional INE 2001.

1.5.2 Un caso paradigmático: el PRONADEL 
El PRONADEL constituye el más grande proyecto de desarrollo rural 
del PRONADERS con recursos por un total de US$ 55,6 millones de 
dólares para un período de seis años. El análisis de este proyecto es 
relevante ya que ilustra las capacidades del Gobierno de Honduras de 
coordinar y alinear la cooperación y de dar un enfoque pro-pobre a sus 
programas de desarrollo rural, garantizando una adecuada focalización 
en las poblaciones rurales. Además, surgió simultáneamente a la ERP y 
ha venido siendo ejecutado durante el gobierno de Maduro (2002–2005) 
y aún está en operaciones (2006–2007).

En el año 2000, luego de aprobada la Ley de Desarrollo Rural 
Sostenible y creado el PRONADERS como entidad coordinadora de 
todos los proyectos de desarrollo rural pro pobres, el FONADERS fue 
ampliado para tener una cobertura mucho mayor con más recursos que 
se denominó – a pesar de la oposición de PRONADERS – PRON-
ADEL. La nueva ley de DRS acordaba que la entidad coordinadora 
sería el PRONADERS y los proyectos – aunque figuraran en este caso 
como Programas – deberían supeditarse y coordinar sus esfuerzos para 
evitar la duplicidad y generar sinergias en el desarrollo rural. La batalla 
por la modificación fue finalmente perdida por PRONADERS y el 
PRONADEL conservó su nombre, creando fuertes confusiones al mo-
mento de la promoción y difusión del Programa PRONADERS y el 
proyecto PRONADEL en el campo. La ampliación de FONADERS fue 
justificada en el contexto de la ERP, sin embargo su unidad ejecutora ya 
había dado muestras de que no había capacidad de ejecución de tanto 
dinero. Así el PRONADEL focalizaría a 14 mil familias pobres en 12 
departamentos y 136 municipios de los 298 existentes en el país, con una 
estrategia diferenciada hacia familias pobres rurales.

El PRONADEL se caracterizó por la tercerización de los servicios de 
desarrollo rural mediante la contratación de empresas privadas de 
desarrollo (EDR’s) y/o productores innovadores (PRIN) que proporcion-
aron servicios técnicos a grupos de campesinos. El PRONADEL tenía 2 
componentes técnicos: el Fondo de Desarrollo Rural, que administra los 
recursos destinados a los productores y el de Fortalecimiento de Instituci-
ones Locales (FIL). A través del FIL se contrataba a las EDRs. El 
proceso de ejecución en campo incluía las siguientes fases: identificación 
de organizaciones, levantamiento de demanda de proyectos, aprobación 
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de los proyectos por organismos descentralizados locales y ejecución de 
proyectos.

El PRONADEL estuvo en el centro de los conflictos entre la SAG y la 
DINADERS. La cantidad de recursos que manejaba, lo hacían por 
demás apetecible y la plaza de Director fue el punto de la discordia. Con 
la ampliación de 2001 se acordó que se financiaría el salario de la Direc-
ción de la DINADERS (PRONADERS) con fondos del PRONADEL. 
Es decir un subordinado firmaba la autorización de pago de su jefe. 
Además, se cambió de Director y se nombró a un ingeniero agrónomo, 
con militancia política en el Partido Liberal, el que recibe un fuerte 
respaldo desde la SAG y que comenzó a colocar a adeptos del partido 
entre sus técnicos. Además, de fondos del PRONADEL se financiaban 
gastos operativos de la SAG, así como viáticos para viajes oficiales del 
Ministro y de altos funcionarios del ministerio.

Así, el PRONADEL dio un cambio drástico en los tipos de proyectos 
a financiar, desechando los dirigidos a los pobres extremos y enfocándose 
en los “pobres con potencial”, entre los que se distribuyeron principal-
mente proyectos de riego en zona de valle, en áreas tradicionalmente 
nacionalistas, para que produjeran melones y sandias para la export-
ación. En el año 2004, estas enormes inversiones en grupos que no 
estaban legalmente constituidos y la orientación política de las regiones, 
comenzó a ser fuertemente cuestionada por el FIDA, el Banco Centroa-
mericano de Integración Económica y el PNUD. Debido a las fuertes 
presiones de los organismos financieros la SAG decidió despedir al 
Director, colocando en forma interina al Administrador del Proyecto.

La Escuela Agrícola Panamericana (EAP) fue contratada para la 
realización de una evaluación de medio término del PRONADEL a 
solicitud del FIDA. El documento de evaluación estaba encaminado a 
reactivar y relanzar el PRONADEL. El informe fue realizado en mayo 
de 2006. A juicio de la EAP los problemas de PRONADEL eran princi-
palmente su orientación temática, la falta de estándares metodológicos 
de abordaje comunitario, la falta de claridad de los roles institucionales y 
una inadecuada gerencia y gestión administrativa del proyecto. La EAP 
propuso, a su vez, un desarrollo rural holístico e incluyente, con enfoque 
territorial para la mejora de ingresos, la seguridad alimentaria y el 
manejo racional de los recursos naturales. 

En suma, a pesar de que su cierre estaba previsto para el año 2006, el 
PRONADEL continúa en ejecución, con todavía una cantidad impor-
tante de recursos sin colocar, ya que estuvo prácticamente parado desde 
la mitad del 2003 hasta inicios del 2006. El actual director, propuesto 
por el gobierno liberal, es un joven ingeniero agrónomo sin experiencia 
en desarrollo rural, familiar cercano de la presidenta del Partido Liberal. 
El FIDA, principal entidad financiera del desarrollo rural de Honduras, 
no ha vuelto a aprobar un proyecto para el país desde la ampliación del 
PRONADEL en 2001.

1.5.3 La Lectura desde los actores locales
Durante las entrevistas de campo realizadas en 2007 a dirigentes de 
organizaciones campesinas, federaciones de cooperativas y de autori-
dades de los municipios fue evidente que del 2001 a 2005, a nivel local ha 
habido un bajísimo nivel de conocimiento de los recursos asignados a la 
ERP, de las entidades a cargo de su ejecución y una baja participación 
ciudadana en este proceso. Ante este vacío, los actores locales han 
generado sus propias estrategias para enfrentar la pobreza.
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Recogemos dos experiencias que nos parecen paradigmáticas: en primer 
lugar, la del municipio de San Francisco de Opalaca, Departamento de 
Intibucá en donde a pesar de las condiciones de vida infrahumanas que 
padecen, se han organizado para combatir el Mal de Chagas (ver Cuad-
ro 7). Este movimiento ha llevado a la creación del Programa Nacional 
de Chagas a partir del 2005. La iniciativa, que sin duda mejora las 
condiciones de vida de la población, tiene su origen en la movilización 
local y no estuvo contemplada en ninguno de los programas de la ERP.

Cuadro 7: Mal de chagas y viviendas en Honduras.

San Francisco Opacalaca es un municipio de unos 9200 habitantes en Intibucá, en el 

Occidente de Honduras, su índice de desarrollo humano es uno de los más bajos del país. 

Opalaca tiene una epidemia que está haciendo estragos en su población el “Mal de 

Chagas”, enfermedad crónica y mortal que se contrae por un vector, la chinche picuda. 

Desde hace más de cuatro años José Antonio Velásquez trabaja como técnico en la zona, 

él es parte de un proyecto surgido desde el municipio para combatir el Chagas, en el cual 

se han involucrado diferentes organizaciones:

“Hicimos cerca de 4 mil cerologías a menores de 15 años, el 9% salieron positivas, o sea 

396 casos. Conseguimos el tratamiento, han pasados cerca de 20 meses y se van a 

examinar y parece que ya no se nos van a morir eso significa que fue efectivo el proyec-

to.. .. Ahora estamos con otro proyecto siempre de chagas que se contagia por la madre 

a través de la placenta, el proyecto es con científicos belgas. .. Hasta ahora, el 36% de 

las mujeres embarazadas que se han examinado están positivas; así que la descendencia 

de municipio está condenada por el mal de Chagas. Incluso hay muertes en el vientre.”

Para combatir el Chagas, la comunidad de Opalaca ha comenzado a mejorar sus viviendas 

y así evitar que se alojen las chinches. Gracias a diversas donaciones, de 1724 viviendas 

han mejorado 610 desde el año 2003 a la fecha.

“Imagínase no debería de morir gente ya por eso años, imagínese padres con chagas 

trasmitiéndoselo a los niños en pleno siglo XXI y en este municipio estar con estos 

problemas es bien dramático, pero es más dramático con la indiferencia del Estado que 

por décadas ha abandonado estos lugares”.

Fuente: Entrevistas de campo de Cristóbal Kay y Orlando Lara, 2007.

En segundo lugar, queremos presentar la voz de un dirigente campesino, 
de larga y reconocida trayectoria, que ha participado tanto en la lucha 
por la Reforma Agraria en los años ochenta, como en la oposición a ley 
de Modernización Agrícola, en los noventa y que fue invitado a partici-
par en el proceso de diálogo de la ERP. Critica a la ERP por no consid-
erar el problema de acceso a la tierra que enfrentan los campesinos 
pobres.
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Cuadro 8: Ley de Modernización Agrícola y el Problema de Tierras en Honduras

 “Es… que mire la ley de modernización dio lugar a la venta de cooperativas y amplió el 

techo de los terratenientes, también, y esto dio lugar a que la gente se expandiera como 

las partes libres que tiene el país, los ricos se iban y solo las miraban conseguían un 

ingeniero y se las media y se las entregaban, y como tienen la capacidad económica las 

mandan a cercar y ya! Eso son barbaridades que hacen y nadie les dice nada por ejemplo 

aquí en Cortes hay gente que tiene hasta dos y tres mil manzanas de tierra cercadas”.

“Las tierras ejidales con la ley de modernización tienen…. es decir que los alcaldes se 

consideran dueños de la tierra y son las familias de ellos o los partidos de turno que están 

en la corporación municipal que se acogen de ello y como nosotros vemos que con gran 

facilidad se hacen … y si con la ejidales hay más facilidades de poderla legalizar a favor 

de los pobres, no lo hacen porque el alcalde es el que manda siempre”.

“Cuando participábamos en los primeras propuestas, los primeros borradores de la ERP 

nosotros nos dábamos cuenta que nos enviaban técnicos con el Estado que cuando 

nosotros hacíamos las propuestas para que las incorporaran dentro de la estrategia ellos 

escribían otra cosa y cambiaban la idea. Esa dificultad nosotros siempre la tuvimos y 

siempre existió ese divorcio, … lo que nos estaba afectando era la falta de voluntad 

política del gobierno para sentar las propuestas de la sociedad civil, imagínese que por 

ejemplo últimamente se ha dado la cuestión de la ley de la seguridad alimentaria y esta 

ley no contempla ni siquiera un elemento que hable sobre la tierra como uno de los 

factores que contribuye mucho en la seguridad alimentaria”. 

Fuente: Entrevistas de campo de Cristóbal Kay y Orlando Lara, 2007.

1.6. Nuevas perspectivas para la ERP en el gobierno liberal 
(2006–2007)

Para asumir los costos y el trabajo de campaña de las elecciones gen-
erales y luego la tarea de gobernar, el presidente Manuel Zelaya Rosales 
debió compartir cuotas de poder a nivel de Ministros, Vice-Ministros y 
Directores de instituciones descentralizadas entre los movimientos 
internos, incluyendo a los ex candidatos de la contienda interna Liberal. 
De esta manera fue nombrado en el estratégico Ministerio de la Presi-
dencia la persona a cargo de la UNAT y la ERP. Igual situación se dio 
en el nombramiento del doble cargo de Ministro de Cultura y Coordina-
dor del Gabinete Social que tiene bajo su mandato a la ERP. El Gobi-
erno ha debido lidiar con el fuerte peso político de quienes dirigen las 
entidades del sector público, quienes han establecido relaciones de 
trabajo directas con la Presidencia y han recibido una relativa autonomía 
para la toma de decisiones y el manejo de recursos para ejecutar los 
proyectos con sus equipos técnicos y políticos dando respuesta a sus 
compromisos partidarios electorales. Debido a la fuerte influencia de la 
carrera electoral a futuro, existen fuertes problemas de coordinación en 
el campo entre las entidades del Estado. En el caso específico del sector 
rural el nuevo Director del PRONADERS tiene un fuerte peso político. 
De profesión médico el nuevo Director no cuenta con un antecedente de 
trabajo ligado a la temática del desarrollo rural y desde el inicio del 
gobierno se vio enfrentado con el Ministro de la SAG por el control de 
los estratégicos recursos situados de los proyectos de desarrollo rural. En 
2006, como consecuencia de la disputa PRONADERS fue elevado a 
rango de Ministerio, con independencia respecto a la SAG.

De acuerdo con evaluaciones recientes realizadas por la UNAT, 
PRONADERS continúa siendo considerada una de las entidades de 
gobierno con mayores problemas en cuanto a la muestra de resultados de 
impacto que correspondan a un buen nivel de ejecución presupuestario. 
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Esencialmente, el gobierno no ha mostrado indicios de contar con reno-
vadas estrategias y metodologías desde los proyectos de desarrollo rural 
realineados para focalizar las regiones y las familias más pobres. Hasta 
ahora las acciones desde el PRONADERS continúan caracterizadas por 
un bajo nivel de coordinación con la SAG y entre los proyectos mismos y 
un fuerte componente político en la promoción y entrega. Aunque el 
gobierno asegura que se están logrando niveles adecuados de ejecución 
(gasto) no existen indicios de que se estén gestando procesos auténticos de 
consulta y participación de las comunidades en la priorización de los 
proyectos y su alineamiento con una auténtica estrategia pro-pobre.

PRONADERS no ha realizado una revisión de los critieros de 
focalización con que venía trabajando el gobierno anterior. Por otro lado, 
la SAG ha impulsado un proyecto denominado “bono tecnológico” que 
promueve el aumento de la producción de granos básicos pero que se ha 
centrado en la donación de fertilizantes y semillas especialmente en 
zonas de valles, ya que el objetivo primoridial propuesto es la autosufi-
ciencia alimentaria en granos básicos y no el combate a la pobreza.

1.6.1 La revisión crítica de la ERP
Al parecer en un primer momento, la administración de Zelaya Rosales 
consideró que la ERP ya no tenía vigencia y pertinencia debido a las 
limitaciones en su enfoque y se planteó reponerla por un plan amplio de 
desarrollo –plan nacional de desarrollo (PND). Sin embargo, en el 
segundo semestre del 2006, se inició una revisión exhaustiva de la ERP. 
Como resultado, se reconocían los magros avances en la reducción de la 
pobreza, en especial a nivel rural, cuestionando seriamente el marco de 
políticas instituidas basadas en el crecimiento. De acuerdo con un 
ejercicio de simulaciones de un modelo de equilibrio general que ha 
realizado la UNAT, se demostraría que manteniendo el nivel de gastos 
actual en pobreza y con el crecimiento promedio de la economía de 
alrededor del 4% anual no sería posible alcanzar la meta de reducción de 
la pobreza a un 42% para el año 2015 y habría una brecha negativa de 
más de 15 puntos. Por consiguiente, se discutió la neceSidad de revisar 
de manera crítica los postulados ortodoxos del crecimiento como fuente 
central para la reducción de la pobreza. Además, se reconocían fuertes 
problemas en la priorización de proyectos y la focalización de las inter-
venciones, cuestionando que la ERP tenía una visión pero no una es-
trategia y que en buena medida los proyectos habían estado aislados y 
descoordinados.

Durante los últimos tres años, 2004 al 2006, la economía inició un 
crecimiento incluso por arriba de la tasa prevista en la ERP. Sin embar-
go, se afirmaba que debido a la creciente desigualdad en el país era 
necesario privilegiar un crecimiento pro-pobre, es decir, un crecimiento 
orientado sobre todo a los pobres ampliando los niveles de competitivi-
dad, privilegiando los sectores de la economía intensivos en mano de 
obra, incrementando la inversión, ampliando la formalización del trabajo 
y los niveles de empleo. Como parte de un enfoque integral, reconocía la 
neceSidad de contar una política de acceso a activos para invertir en la 
producción y productividad de los más pobres. Por lo tanto, se reconocía 
la neceSidad de hacer un mejor uso y focalización del gasto público 
identificando con precisión los espacios geográficos y hogares con meno-
res recursos para orientar un paquete de ayuda integral.
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1.6.2 Los mecanismos de focalización
La UNAT, inspirada en programas de redes sociales realizados en 
México (PROGRESA) y en Chile (Chile Solidario) formuló un pograma 
de atención a la población rural en extrema pobreza que se planteó de 
manera progresiva atender a 80 mil familias en 2007, ampliando la 
cobertura hasta 200 mil familias en 2008. Se partió de mecanismos de 
focalización, como el que tenía el FHIS (dirigido por el propio Manuel 
Zelaya Rosales durante 8 años (1994–2001)); pero que habían sido 
utilizados a nivel de proyectos y no coordinados a nivel del Gobierno con 
otras entidades. La Red denominada “Red Solidaria Manuel Zelaya 
Rosales” ha sido criticada, partiendo por su nombre, por ser considerada 
un instrumento de promoción política del nuevo gobierno. La propuesta 
de la Red se basó en el ordenamiento de las aldeas del país de menor a 
mayor de acuerdo con el Gasto Per Cápita Mensual (GPCM) de las 
familias hondureñas basado en los datos de la ENCOVI 2004 (GoH 
2006b). Bajo este método se identificaron un total de 3,426 aldeas con 
181,547 familias en pobreza extrema (34% del total de familias de las 
aldeas). Luego se hizo un corte para seleccionar 128 mil familias con lo 
que se contabilizaron 1,047 aldeas más pobres según el GPCM de las 
que finalmente se focalizarían en 80 mil familias (GoH RS 2006b: 6).

Una de las mayores limitaciones de la propuesta es que para seleccio-
nar una aldea se requiere que esta cuente con al menos una escuela y un 
puesto de salud, con lo que las aldeas más pobres y con menor atención 
de parte del Gobierno quedarían fuera de la focalización, institucionali-
zando la exclusión de los pobres extremos (GoH RS 2006b:7-8). Otro 
punto importante, es que esta priorización de aldeas en todo el país 
implica un alto nivel de dispersión y las familias en pobreza extrema 
identificadas en ciertas aldeas representan un bajo porcentaje del total de 
las familias de las aldeas. De manera que los costos de identificación y 
seguimiento a las familias más pobres de estas aldeas serían muy costosos 
y un alto nivel de familias, por razones políticas, podrían ser incluidas 
como beneficiarias a pesar de no estar en una situación de pobreza 
extrema. En ese sentido, debería cuestionarse si está metodología per-
mite contar con una estrategia territorial diferenciada para la reducción 
de la pobreza.

A partir del 2007 la “Red Solidaria” (RS) ha iniciado su implement-
ación, concebida como un espacio de coordinación en el campo de 
diversas iniciativas sociales y productivas de instituciones del Estado que 
tienen operación a nivel rural y que focalizan acciones hacía familias y 
sus comunidades, consideradas en situación de extrema pobreza. Este 
mecanismo incorpora acciones de la SAG, del PRONADERS, la Secre-
taría de Salud, la Secretaria de Educación y el Programa de Asignación 
Familiar, entre otros. Se pretende combinar una atención integral que 
incluya salud, educación, asistencia técnica y recursos productivos hacia 
la población en extrema pobreza. En Junio 2007 la RS completó un 
censo en las áreas rurales para elaborar un Registro Único de Benefici-
arios. El Censo aporta datos de 1,047 aldeas sobre educación, estructura 
familiar, actividades económicas, tenencia de activos, acceso a servicios 
básicos, entre otros; como base para la definición de las estrategias de la 
RS (GoH RS 2007).

Sin embargo, hasta ahora la RS se viene coordinando desde la 
Oficina de la Primera Dama, con un fuerte sesgo asistencialista y no ha 
quedado claro de que manera se coordinan y complementan las acciones 
de las distintas entidades de la RS entre sí y las acciones desde las mu-
nicipalidades realizadas con los recursos que están recibiendo directa-



44

mente para la reducción de la pobreza. Al parecer el mayor desafío de la 
implementación de la RS es que el gobierno parte de la existencia de 
múltiples programas, con unidades ejecutoras y metodologías distintas y 
poco focalizadas en los más pobres. De manera que la RS requeriría de 
una revisión en la forma de operar y focalizar cada uno de los programas.

1.6.3 El fondo ERP para las municipalidades
Además de los fuertes problemas enfrentados por las municipalidades 
para obtener los recursos descentralizados de la ERP que se explican 
ampliamente en el documento ¿Honduras: que pasó con la ERP? (ISS 
2006: 23–25) es importante destacar que en el caso de los proyectos 
productivos rurales –a los que se asignaron el 55% de los fondos– el 
mecanismo de aprobación anual y de tres desembolsos ha limitado 
seriamente los potenciales alcances de los mismos en la generación de 
opciones productivas sostenibles para la reducción de la pobreza a nivel 
local. Adicionalmente, de acuerdo con lo expresado por actores locales 
entrevistados en la gira de campo, en muchos casos las alcaldías han 
mostrado un bajo conocimiento y pocas capacidades de coordinar y 
trabajar con las agrupaciones campesinas y de pequeños productores 
locales. Además, el apoyo técnico productivo de los proyectos de de-
sarrollo rural nacionales en la mayoría de los casos ha sido escaso y 
tardío.

1.7. Conclusiones: análisis crítico sobre la implementación 
de la ERP rural

El sector rural es quizás uno de los que recibió mayor atención y reflex-
ión en cuanto a la definición de un enfoque pro-pobre de desarrollo. La 
ley de Desarrollo Rural Sostenible del año 2000 fue la culminación de 
un proceso de discusión entre los principales cooperantes (BID, BM, 
FIDA) coordinados en RUTA para implementar políticas públicas 
rurales que permitiesen alinear los dispersos recursos de la cooperación 
en el agro y focalizarlos hacia los más pobres.

Si bien el PRONADERS contó con apoyo financiero y legal e imple-
mentó una estructura y metodologías enfocadas al desarrollo rural pro-
pobre, estas sorprendentemente estuvieron desligadas de los esfuerzos 
oficiales de la ERP en su conjunto, coordinada desde la UNAT.

Al parecer el problema de cómo generar impactos reales medidos en 
la reducción concreta de la pobreza rural no sólo pasa por la capacidad 
de la cooperación de asesorar, revisar teorías y generar instituciones, 
leyes y proyectos para el desarrollo rural. Este ejercicio de reflexión y 
propuesta se ve enfrentado con el particular entramado del régimen 
político hondureño que al parecer tiene pocos espacios en el proceso de 
construcción de las políticas públicas rurales para los más pobres y 
marginados.

Se ha argumentado (WB, 2003) que una de las mayores debilidades 
de la ejecución de la ERP se encuentra en la baja capacidad de coordi-
nación de políticas, estrategias y proyectos desde el Estado. Esta sit-
uación que impacta en la ERP, es una antigua herencia de un país 
gobernado por el sistema bipartidista más antiguo de América Latina, 
cuya base de sustentación electoral es el clientelismo regional. Por otra 
parte, cada cambio de partido gobernante implica la remoción de 
prácticamente todos los funcionarios y empleados de gobierno, situación 
que ha sido exhaustivamente analizada y criticada desde el BM y otros 
organismos de cooperación internacional (Ibid.) Así, el Estado responde 
a una distribución de poder basada en el peso relativo de las líneas 
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internas partidarias obtenido en la contienda electoral, que se concreta 
en la distribución de ministerios y entes descentralizados. Con un Estado 
así fragmentado, los esfuerzos por la vinculación de los programas y 
proyectos con entidades de la sociedad civil, incluyendo los Espacios 
regionales de organizaciones de base, alcaldías y ONG’s han quedado 
sólo en el papel y en buenas intenciones.

De este modo, durante el período 2002–2005 se aprecia una fuerte 
descoordinación entre los esfuerzos de seguimiento a la ERP desde la 
UNAT y las acciones aisladas y poco focalizadas hacia los pobres a nivel 
de las Secretarías que integran el Gabinete Social. De hecho ha existido 
un bajo nivel de atención y alineamiento de las Secretarías con la UNAT.

El aparato montado alrededor del PRONADERS debió enfrentarse a 
los rasgos distintivos de la política y el régimen político hondureño. 
Primero, la alta inestabilidad y rotación de personal clave de los proyec-
tos ligado a los cambios partidarios (Liberal – Nacional). Segundo, la 
dualidad entre los objetivos, metodologías, normas y procedimientos 
acordados y los que efectivamente se utilizan en la implementación de los 
proyectos. Esta dualidad hace que los compromisos escritos, que sirven 
hacia fuera, para mostrar una voluntad política hacia un enfoque pro-
pobre, se diluyan y se violen al momento de la implementación, dando 
paso a las prácticas políticas partidarias sectarias. Tercero, existe una 
baja coordinación práctica y concreta entre las distintas instituciones del 
Estado debido a un alto grado de compartimentación y separación de 
tareas ligadas a las pretensiones políticas y la neceSidad de destacar de 
los políticos que están en puestos claves de los ministerios y otras institu-
ciones descentralizadas.

Una parte importante de los recusos que nominalmente figuran 
destinados a la ERP han sido utilizados para el pago de onerosas estruc-
turas administrativas y contratos de consultorías así como al pago de 
empresas técnicas locales contratadas bajo fuertes influencias políticas 
sectarias y con deficiencias en cuanto a las capacidades técnicas de las 
mismas.

Los proyectos, en especial los financiados por FIDA y que fueron 
formulados previamente a la aprobación y ejecución de la ERP, se 
incorporaron como proyectos de reducción de la pobreza sin que medi-
ara una revisión detallada de las metodologías de trabajo. La metod-
ología y focalización de los proyectos no estaba orientada hacia las 
familias más pobres limitando su entrada, ya que requieren de recursos 
de contrapartida y la posesión de activos, como la tierra, e ingresos 
mínimos que dejan por fuera a miles de campesinos precaristas y sin 
tierra. Además, los pobres han sido marginados de las estructuras y de 
los espacios que se habían previsto para la participación y la discusión 
local sobre la asignación de los recursos.

A nivel metodológico los proyectos carecen de una estrategia clara de 
llegada y focalización de los territorios. Los recursos no han sido asigna-
dos geográficamente en todos los casos a las regiones previstas, de manera 
que se han atendido regiones agrícolas de mayor potencial agro exporta-
dor menos afectadas por la pobreza, beneficiando incluso a medianos y 
grandes productores. El efecto de derrame del crecimiento privilegia en la 
mayoría de los casos a las regiones mejor ubicadas, con tierras de mejor 
calidad y en donde los rendimientos a las inversiones son mayores.

También los proyectos sufrieron de fuertes desfases en su ejecución 
debido a a diferencias entre las agencias de cooperación y el GoH. Hubo 
desde problemas metodológicos graves hasta la corrupción que favoreció 
a pequeños y grandes productores con filiación política partidaria.
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Los proyectos de asignación de tierra han planteado la modalidad de 
compra y no de otorgamiento de la tierra. Sin embargo, las familias sin 
tierra en extrema pobreza no están en condiciones de realizar una 
compra de tierras, de ofrecer los colaterales (garantías) ni cuentan con la 
viabilidad económica para garantizar un repago de la compra de tierras.

Existen alrededor de 140 mil familias rurales que no tienen acceso a 
la tierra y alrededor de 100 mil familias viviendo en microfundios con 
menos de una hectárea en su mayoría en laderas que no han contado con 
opciones para agenciarse de nuevas tierras. Estos grupos no han sido 
elegibles para los proyectos de desarrollo rural del GdH, en el marco de 
la ERP y representan más de la mitad (65%) de las familias en la extrema 
pobreza en Honduras. Aproximadamente la mitad viven con US$ 0.59 
diarios y la otra mitad con apenas US$ 0.29 diarios por persona.

El bajo nivel de ingresos de estas familias les imposibilita incluso la 
participación en las organizaciones sociales de base, debido a que su 
precariedad no les permite dejar un día sin trabajar para destinárselo a 
la organización. Destaca la poca apropiación de los documentos de la 
ERP a nivel de actores claves de la sociedad civil a nivel local y regional. 
Los proyectos en la práctica dieron un bajo protagonismo a las organiza-
ciones locales en la toma de decisiones y el mayor peso residió en políti-
cos a nivel de los departamentos (provincias), obviando los procedimien-
tos y normas operativas.

El aumento en la migración y las remeses es quizás uno de lo más 
fuertes indicios sobre los limitados avances en el combate a la pobreza. 
Constituye una de las más importantes estrategias a nivel familiar de 
generación de ingresos, especialmente de las familias no pobres o en 
pobreza relativa, principalmente para evitar caer en la pobreza o en la 
extrema pobreza, respectivamente.

El mayor ausente en términos del desarrollo rural de Honduras es el 
sector forestal. Las propuestas de PRONADERS y la misma ERP han 
establecido algunos elementos de diagnóstico sobre el sector forestal pero 
decididamente no aportaron medidas de política ni colocaron recursos 
apreciables ligados a la producción forestal, la adición de valor agregado 
y los encadenamientos en el sector. Existe una peligrosa desvinculación 
del sector forestal de la estrategia de desarrollo rural que se ha centrado 
en lo agrícola y pecuario y las actividades de servicios, industria y tur-
ismo. En la parte IV de este informe hay un análisis específico sobre el 
sector forestal y la problemática de la pobreza rural.

En conclusión, la construcción de las políticas de Estado, tales como 
la ERP, instituciones como PRONADERS, los programas y proyectos y 
las leyes como la Ley de Desarrollo Rural Sostenible; con una fuerte 
influencia de organismos internacionales, están de espaldas a las auténti-
cas luchas y negociaciones de la ciudadanía. De esta manera los compro-
misos y las reglas (formales) son eclipsados por las prácticas políticas y las 
normas locales (no formales) y las relaciones económicas y políticas que 
se construyen en los territorios entre las personas y los grupos sociales, 
mediadas por el desigual acceso y reparto de los recursos en las comuni-
dades rurales. Por ello se hace necesario lograr una distribución más 
equitativa de los recursos económicos y del poder político para erradicar 
la pobreza.
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En esta parte sobre Nicaragua se analiza la formulación e implement-
ación de la Estrategia de Reducción de la Pobreza (ERP) en el marco de 
la iniciativa (HIPC), con especial referencia a la pobreza rural. La 
primera sección presenta el contexto anterior a la introducción de la 
ERP en 2001. En la segunda sección se realiza una descripción y análisis 
del proceso de la gestión de la ERP en Nicaragua, es decir, de la Estrate-
gia Reforzada de Crecimiento Económico y Reducción de la Pobreza 
(ERCERP), desde la óptica de su abordaje de la pobreza rural y de las 
premisas, promesas y compromisos de la política pública. En la tercera 
sección se revisan y evalúan los resultados de la implementación de la 
ERCERP (2001–5). Finalmente, en la cuarta sección, se presentan las 
conclusiones y lecciones aprendidas.

2.1. Caracterización del desarrollo agrario y la  
pobreza rural

Durante los 90s el PIB per cápita real creció a una tasa promedio anual 
de sólo 0.3% (Vinicio y Vos 2006). El desempeño económico y social del 
país durante los años noventa, sin embargo, adquirió características 
particulares que abrieron oportunidades y retos al período de imple-
mentación de la ERCERP en el 2001–6. En 1990, el Gobierno se 
planteó realizar una doble transición: del “socialismo al libre comercio” 
y de la “guerra a la paz”, lo que implicaba realizar profundas “reformas 
estructurales”, empezando por la creación de nuevas instituciones para 
apoyar la reducción de la pobreza. Los primeros años de los 90s se 
concentraron en la restauración de la paz, el desarrollo de la democracia, 
la transición hacia una economía basada en el sector privado y la libre 
operación de los mercados abiertos y la reanudación de las relaciones 
comerciales con EEUU y las Instituciones Financieras Internacionales 
(IFI). En las siguientes administraciones (1996–2001; 2001–2006) se 
profundizó el proceso de reformas estructurales en el marco de negocia-
ciones permanentes con las IFI.

En los primeros tres años (1990–1992), Nicaragua, desde el punto de 
vista macroeconómico, fue sometida a una terapia de “shock” para 
ajustar y estabilizar la economía, con la meta principal de reducir el 
proceso hiperinflacionario en el país. Entre las medidas tomadas se 
encuentran: reforma monetaria, reducción del estado, reducción del déficit 
publico, incentivo a las exportaciones, privatización de las empresas 
publicas de insumos, servicios, producción, comercio interno y externo, 
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eliminación de las políticas de precios, políticas de atracción y protección 
de inversión extranjera. Como resultado, la inflación paso de 7,485.0% en 
el año 1990 a 23.67% en 1992 y a 7.7% en 1994 (CEPAL 2006).

En un segundo período (1992–1996), se implementaron una serie de 
políticas de mayor eliminación de los controles estatales, liberalización 
del comercio nacional e internacional, y la privatización del Área Propie-
dad del Pueblo (APP) y de la banca estatal. Esto implicó el fin del 
tratamiento financiero preferencial que recibían las cooperativas agríco-
las, la reducción radical del empleo estatal, la flexibilización laboral y el 
resurgimiento del empleo (precario) por el sector privado, la eliminación 
del “bono social” mientras se ampliaba la utilización de la ayuda alimen-
taria a grupos vulnerables, la fuerte reducción de la cobertura del Insti-
tuto Nicaragüense de Seguridad Social en las zonas rurales, la descen-
tralización de los programas sociales de educación y salud y la 
transferencias de los costos sociales (salud y educación) a los hogares, 
especialmente a la mujeres jefas o no de hogares urbanos y rurales, 
implementando mecanismos y programas de compensación para los más 
marginados y vulnerables (Baumeister 2004).

Durante el periodo 1990–1996 se fomento la reactivación económica 
del país. Con la política de pacificación del país, se distribuyó de manera 
concertada tierras y recursos a desmovilizados de los grupos en conflic-
tos, generando así una re-colonización y avance de la frontera agrícola 
hacia la Costa Caribe. A nivel externo se lograron acuerdos con el FMI, 
el BM, el Club de París y se inició un proceso de reducción y condona-
ción de la deuda externa. Como resultado de estas gestiones Nicaragua 
obtuvo reducciones importantes de la deuda bilateral y multilateral en el 
año 1996 (un 40% del total del monto) y además fue incluido en el 
programa de HIPC para obtener un 80% de reducción de la deuda con 
el Club de Paris (Avendaño 2007).

Nicaragua es y tiende a mantenerse como un país de economía 
basada en la agricultura. Un 80% de las exportaciones totales del país 
están relacionadas al sector, ya sea a nivel de la producción primaria 
(45% a 50%) y/o de la agro-industria del azúcar y la carne (30% a 35%). 
El café, el azúcar y los mariscos son los principales rubros de exportación 
de Nicaragua y en un segundo nivel de importancia se ubican el azúcar, 
la exportación de ganado en pie, maní, frijoles, queso y banano.

No obstante, las políticas dirigidas al sector rural han sido limitadas y 
fraccionadas en los inicios de la década de los 90s, tomando mayor 
énfasis en los años 2000s. Una “Misión Conjunta FAO/BID/BM/
PNUD para el Sector Agrícola”, fue solicitada por el Gobierno de 
Nicaragua a fin de identificar los principales obstáculos del desarrollo 
agrícola del país. La Misión identificó los temas de tecnología agrícola y 
propiedad de la tierra como los problemas prioritarios del sector (DPT 
2004). De allí surgieron importantes inversiones en esos temas financia-
das por la comunidad internacional.

A lo largo de los 90s, contando con un significativo apoyo de la 
cooperación internacional (CI), se realizaron importantes inversiones en 
infraestructura física, especialmente en caminos rurales para la época 
seca, así como en obras de agua y saneamiento y centros escolares. En el 
periodo 1996–2001, el gobierno inicialmente se planteó un reforzamiento 
del sector agrícola (“volver a ser el granero de Centroamérica”), pero los 
efectos de eventos climatológicos como El Niño y el desastre natural del 
Huracán Mitch (1998) reconfiguraron las políticas públicas con el en-
foque de manejo de riesgos, dados los severos daños causados por ambos 
eventos. Sin embargo, Mitch fue una gran oportunidad, ya que la CI 
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apoyó de nuevo y financió la reconstrucción de la infraestructura de 
caminos del país.

En el período de 1989 a 1999 los pequeños y medianos productores 
(PMP) incrementaron las áreas de producción de granos básicos (maíz y 
fríjol) en 52% como resultado tanto del incentivo para exportar, como del 
crecimiento natural de la población y la re-utilización de tierras aban-
donadas por el conflicto bélico; la expansión de las áreas sin embargo 
estuvo combinada con un estancamiento de la productividad de la tierra.

Sin embargo, los logros macro-económicos sectoriales descritos no se 
tradujeron en una generación significativa de empleos y mucho menos de 
empleo de calidad. La proporción de asalariados de la PEA agropecuar-
ia descendió de 43% en 1985 hasta 33% en 1995, aunque a partir de 
entonces empezó a crecer especialmente por el resurgimiento de la 
producción cafetalera; sin embargo, el 61.3% de los trabajadores asal-
ariados agropecuarios se ubican en fincas pequeñas con no más de 10 
trabajadores incluyendo a los no asalariados y en condiciones precarias 
(Baumeister 2004). El desempleo global saltó del 7.6% en 1990 hasta el 
25% (2005), el nivel de subempleo a su vez se incrementó al 50%.

La inversión extranjera directa y la empresa privada nacional no han 
generado los puestos de trabajo necesarios para dinamizar la economía. 
Para el año 2005 el 35.6% de la PEA estaba desempleado y/o subempl-
eado; de los que estaban empleados, el 67.7% ganaban menos que el 
costo de la canasta básica general, el 50.3% ganaban menos que el costo 
de la canasta básica de alimentos y el 24.2% ganaban menos que el 
salario mínimo legal (Rocha 2007). En general las remuneraciones de los 
asalariados agropecuarios se deterioraron a lo largo de los noventas y 
pasaron de una cobertura del 37.1% de la canasta básica de 1990 (US$ 
2.07 diario) a 31.6% (US$ 1.48 diario) de la canasta de 1999, llegando a 
niveles significativamente menores que el de los países vecinos (Bau-
meister 2006). El único factor que ha jugado un papel directo en evitar 
una mayor caída del salario real agropecuario ha sido, en el caso de la 
caficultora, la amenaza de que la emigración a Costa Rica o El Salvador 
reduzca la oferta efectiva de mano de obra para los cortes del grano.

En este contexto laboral, sobresale la incoherencia de las medidas de 
ajuste estructural que enfatizan la institucionalidad y la gobernabilidad. 
Sin embargo, las modalidades de subcontratación y de contratación por 
servicios y por comisión han permitido a los empleadores evitar el pago 
del seguro social y las prestaciones sociales, lo que ha afectado más a los 
trabajadores de menor ingreso, dando como resultado una elevada 
desprotección laboral (Rocha 2007). Paradójicamente, el DR-CAFTA es 
el único compromiso formal del Estado nicaragüense de avanzar en el 
área laboral, lo que fue más una exigencia de los EEUU en defensa de 
sus sectores proteccionistas.

En cuanto al tema del acceso y regularización de la distribución y 
tenencia de la tierra, en los años noventa se dan dos procesos antagóni-
cos. En el período de entrega de Gobierno, conocido como de “tran-
sición”, se emitieron leyes que protegieron a los beneficiarios del la Ley 
de Reforma Agraria de 1981 y su reforma de 1986. Entre las principales 
leyes que se emitieron están: la ley 84 que elimina el intervencionismo 
del Estado en el movimiento cooperativo, la ley 87 traslada los aspectos 
relacionados a la tenencia de la tierra y sus conflictos al Poder Judicial y 
la principal es la ley 88, conocida como de Protección de la Propiedad 
Agraria, que convierte los títulos provisionales entregados en el período 
79-90 en títulos definitivos. Además, por los Acuerdos de Paz se da un 
proceso de distribución de tierras a los desmovilizados del conflicto 
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armado. Con el proceso de privatización, los sindicatos lograron retener 
como accionistas cierta proporción de las tierras de las que pertenecieron 
a empresas estatales. Sin embargo, el proceso de revisión de las confisca-
ciones de tierras, base para la reforma de los ochentas y un deficiente 
manejo en el proceso de regularización de las tierras reformadas en el 
periodo anterior, generó mucha incertidumbre en la legalidad de las 
propiedades. En el período 1995–1996 fueron liberados los títulos de 
reforma agraria al mercado de tierras. Para el año 2000, el resultado 
neto estimado por el IRAM (2000) de ambos procesos, fue la reducción 
de la propiedad reformada en un 10%. Se ha estimado que la reducción 
de la propiedad reformada fue mayor: para 1995 se había reducido en un 
22% y que para el año 2002 esta reducción alcanzaba un 71% (MAG-
FOR 2006b).

Visto desde una perspectiva de muy largo plazo, la estructura de la 
tenencia de la tierra se ha mejorado hacia la equidad. Según Wiggins y 
Mendoza (2005: 24), la superficie agropecuaria aumentó entre 1952 y 
1999–2000 en 144% y la superficie de bosques pasó a constituir el 28% 
en el 2000. En ese período cambió mucho la estructura de tenencia de la 
tierra. Según Baumeister y Fernández (2003), en 1952 había unas 51,581 
explotaciones que ocupaban 3,4 millones de manzanas de tierra; en 1971 
había 104,063 explotaciones con una superficie de 7 millones y en el año 
2001 había 199,549 explotaciones con 8,9 millones de manzanas. En 
1952 el 72% de las explotaciones tenían entre 1 y 50 manzanas y contro-
laban sólo el 15% del área, aumentando a un 80% de las explotaciones y 
controlando el 25% del área total en 2001. Mientras, los productores con 
más de 500 manzanas, representando el 0.8% del total, redujeron su 
control de 41.9% del área en 1952 a solo el 20% en el 2001.

No obstante, al ver de cerca los procesos se revelan detalles impor-
tantes. En los noventas, la llamada “contrarreforma” consistió, entre 
otras cosas, en un significativo proceso de reconcentración de tierras del 
sector “reformado” hacia el sector privado, especialmente hacia el 
segmento de la mediana propiedad. En los mercados de tierra de las 
zonas urbanas y periurbanas la especulación es fuerte como resultado de 
los bajos precios que tienen las tierras reformadas por su inseguridad 
jurídica y de los mejores precios que tienen propiedades con antecedentes 
registrales que no muestran intervención del Estado: las nuevas urban-
izaciones, centros turísticos, comerciales e industriales, se desarrolla en 
buena medida sobre tierras provenientes del sector reformado.

De manera general, tanto las cooperativas como la resistencia nica-
ragüense (fuerzas irregulares anti-sandinistas) redujeron su acceso a la 
tierra, mientras los colonos y los desplazados del ejército incrementaban 
su participación en la tenencia de tierras reformadas. En este periodo, los 
propietarios privados individuales aumentaron su participación en la 
tenencia de áreas agrícolas totales de un 55% en 1990 a 84% en el 2002. 
Sin embargo, el tema de la concentración de la tierra sigue siendo una 
asignatura pendiente en la política de tierras, ver Cuadro 9.



51

Cuadro 9: Comportamiento de la estructura de la tenencia de la tierra en  

Nicaragua

Año Censal 1963 1971 2001

Tamaño Numero Área Numero Área Numero Área

0 a 7 ha 50.8 3.5 44.3 2.2 47.4 4.3

7.1 a 35 ha 27.4 11.2 31.5 10.9 33.0 20.5

35.1 a 70 ha 10.7 12.4 12.1 11.5 10.9 18.7

70.1 a 140 ha 6.2 14.1 6.5 12.2 5.4 18.2

140.1 a 350 ha 3.5 17.6 3.7 15.6 2.6 18.4

Mas de 350 ha 1.5 41.2 1.9 47.6 0.8 19.8

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Fuente: MAGFOR, 2006b. 

Una muy buena parte de las tierras de Reforma Agraria han sido vendidas 
a terratenientes y especuladores a precios muy por debajo del valor inver-
tido por el Estado en su compra o indemnización a los expropiados. El 
Censo Nacional Agropecuario III reporta que aproximadamente el 75% 
de estas tierras no se encuentran en manos de los beneficiarios, es decir, ya 
no están en manos de los beneficiarios originales. No obstante lo anterior, 
cabe destacar que el acceso a la tierra para producir cultivos de subsisten-
cia se amplió en los años noventa, más de lo que existió en los ochenta y 
particularmente en relación a los años setenta (Baumeister 2004).

El tema de la política de tierras tiene tres aspectos a resolver: el tema 
de la regularización de la propiedad, que es resolver una serie de conflic-
tos por la legalidad de la propiedad entre ellos el conflicto entre las 
comunidades indígenas, entre las comunidades indígenas y el Estado, 
entre colonos y las comunidades indígenas, entre el Estado y los confis-
cados, en el sector Reformado y los conflictos de desmembración.

La política de tierra se ha centrado en el tema de la regularización, 
con el propósito de favorecer los mercados de tierra y el acceso a otros 
mercados rurales, principalmente los de financiamiento rural. Sin 
embargo, lo que esta política ha facilitado en el país ha sido más bien la 
concentración de la tierra y el incremento de los sectores sociales de 
subsistencia y la vulnerabilidad en el campo. Esta inequidad medida por 
el índice Gini de concentración es estimada entre 0.72 y 0.86 (World 
Bank 2007), una de las más altas a nivel mundial. La poca intervención 
del Estado en el tema de la inequidad en el acceso a los recursos implicó 
muy pocos cambios estructurales a favor de los pobres. Estudios sobre la 
integración de las comunidades en otros mercados rurales demuestran 
que la regularización es una parte del proceso y que si no existen políti-
cas de flexibilización o adecuación de los mercados financieros, aunque 
la tierra ya esté legalizada, el incremento del acceso de las familias 
beneficiadas al financiamiento será muy restringido (Pérez 2005).

En el período 1990–2006 se ha profundizado el proceso de segment-
ación de las familias rurales entre aquellas que tienen acceso a tierra, 
capital y además acceso a las cadenas de valor de exportación, aquellas 
que acceden a las cadenas de valor de los supermercados y principales 
mercados nacionales y las familias excluidas de los mercados rurales. El 
incremento de la PEA agropecuaria de 6.3% anual en el período 1989–
99, en un contexto de crecimiento extensivo de la agricultura mediante 
la expansión de la frontera agrícola y/o la recuperación de tierras aban-
donadas durante la guerra de los ochentas, no implicó mejores oportuni-
dades para los pequeños productores con muy poca tierra y rendimientos 
fijos que dependen solo de mejores precios para aumentar sus ingresos; 



52

esto contrasta con la mejor suerte de los productores que si tienen tierra y 
capital, o de los “nuevos” productores de desmovilizados de la resistencia 
(“contras”) y del ejército, los trabajadores cesanteados de las empresas APP 
agropecuarias y ex-miembros de cooperativas agrícolas (Baumeister 2004).

En términos generales, la población rural creció a una tasa anual 
promedio de 1.6% en los noventas mientras que el número de produc-
tores agropecuarios aumentó a una tasa promedio anual de 2.3%. De 
igual manera en los noventas surgió el empleo rural no agrícola, del cual 
el 63% son actividades micro-empresariales y 14% son servicios domésti-
cos; la pequeña y mediana empresa rural comercial (no agropecuario) 
incrementó su participación en la PEA rural del 20% en 1971, el 24% en 
1995 hasta el 34% en 1998.

Estudios han estimado que existe una amplia variedad de demanda 
de otros servicios financieros además de créditos, tales como cuenta de 
ahorros, seguro de cosecha, de vida y de accidentes, para gastos de 
funeral, compra y venta de divisas, transferencias financieras, cambio de 
cheques fiscales, etc. (ASOMIF-BID 2007). Sin embargo, la cobertura de 
servicios crediticios se redujo sustancialmente en los noventas para los 
productores, hasta aproximadamente el 25%, considerando los servicios 
del sector formal (6.5%), de las micro-financieras (14.5%) y el resto de 
proyectos de CI. La distribución de las fuentes de crédito entre quienes lo 
reciben ha sido estimada en 25% por los bancos privados, 1.5% por 
bancos estatales, 68.2% por las ONG, gremios y proyectos y 5.3% por 
prestamistas (Baumeister 2004).

Nicaragua ha experimentado un proceso de transición poblacional 
favorable para los esfuerzos encaminados al desarrollo, el empleo y la 
superación de la pobreza y este potencial, independientemente de que no 
se haya aprovechado en la última década, se mantiene para el futuro 
cercano. La tasa promedio anual de crecimiento demográfico se ha 
reducido drásticamente de 3.5% en período 1971/95 a un 1.7% en el 
período 1995/2005 como resultado fundamentalmente de un rápido 
descenso de la fecundidad y del crecimiento de la emigración internac-
ional (SNU 2007). En 1950 la población rural representaba 64.8% de la 
población total disminuyendo sólo a un 44% en 2005.

En el periodo 1990–2006, la política de estabilidad macroeconómica 
ha subordinado al resto de las políticas públicas. El gasto público en el 
sector rural, por ejemplo, solo ha sido entre el 5 y 6% del total y el gasto 
corrientes agropecuarios ha representado menos del 2% de los gastos 
corrientes del gobierno central (WB 2001). La disminución del gasto 
público agrícola (agropecuario y forestal), la fuga o despido de personal 
calificado y los cambios de administración e incluso de ministros bajo 
una misma administración, dificultaron durante los noventas la gestión 
de una política y estrategia de desarrollo sectorial consensuada entre los 
actores públicos (y entre estos mismos), privados y la CI.

La región inicio un proceso de integración en 1992 cuando los 
aranceles de productos agrícolas fueron eliminados dentro de la Unión 
Aduanera Centroamericana (CA-4). Sin embargo, han sido los mercados 
financieros los que avanzaron con mayor rapidez en los procesos de 
integración regional y global. Los supermercados y la agro-industria esta 
siendo integrada a inversión norteamericana también. La tendencia 
general tiende a ser que el capital nacional venda sus activos a grupos 
regionales y/o norteamericanos, quedándose con un porcentaje de las 
acciones (Grigsby y Pérez, 2006).

Como resultado de la política comercial y a pesar del sesgo anti-
exportador del tipo de cambio, las exportaciones agropecuarias se 
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incrementaron de un promedio de US$ 205 millones en el período 
1990–94 hasta un promedio de US$ 312 millones en 1995–99. Las 
exportaciones de los rubros producidos por pequeños y medianos pro-
ductores, tales como los granos básicos, musáceas, ganado en pie y 
quesos artesanales, especialmente al mercado centroamericano, se 
expandieron de US$ 2 millones en 1990 a US$ 80 millones a finales de 
los noventa, representando aproximadamente el 20% de las agroexporta-
ciones. Al mismo tiempo, sin embargo, las importaciones alimentarias 
crecieron de US$ 50 millones en 1990 a US$ 238 millones en 1999 
(Baumeister 2004).

En 2005 se aprobó el tratado de libre comercio con los Estados 
Unidos (DR-CAFTA), lo que amplía las preferencias en el mercado 
norteamericano que ya gozaba Nicaragua. Este tratado, sin embargo, ex 
ante no parece que tendrá un fuerte impacto sobre el crecimiento 
económico ni tampoco tendrá fuertes implicaciones negativas sobre la 
pobreza y la distribución del ingreso, aunque uno de los sectores de 
perdedores potenciales serán muy probablemente los productores de 
granos básicos por su baja productividad (Vinicio y Vos 2006).

Las estadísticas de pobreza muestran un estancamiento relativo en la 
reducción de la pobreza extrema y un incremento en la cantidad de 
familias debajo de la línea de la pobreza; en ambos casos sólo en térmi-
nos de la dimensión económica de la pobreza. Entre 1993 y el 2001 tanto 
la tasa de pobres en general como pobres extremos tendió a caer. Esta 
tendencia cambió en el periodo 2001–2005 ya que para el año 2005 se 
redujeron los pobres extremos, pero se incremento el peso de las familias 
bajo la línea de pobreza. De acuerdo a los resultados preliminares de la 
ENV del 2005, el porcentaje de población bajo el nivel de pobreza se ha 
mantenido relativamente estable en los últimos cinco años y se ha redu-
cido en un 4.5% respecto a 1993. A pesar de la cantidad de fondos 
invertidos en programas de reducción de pobreza en los últimos doce 
años, la reducción anual promedio es únicamente de 0.4%, y la mayor 
disminución ocurrió entre 1993 y el año 2001. Para el año 2005 se 
calcula que el 48.3% de la población total vive bajo la línea de la pob-
reza, ver Cuadro 10.

Desde una perspectiva de largo plazo, la pobreza extrema se ha 
venido reduciendo consistentemente en los últimos 12 años. Aunque de 
manera general, en el periodo 1993–2001, la pobreza extrema se ha 
reducido únicamente en 4.3% (0.2% menos que la pobreza general). El 
actual gobierno ha propuesto un plan de lucha contra el hambre y de 
capitalización de la familia, se espera que este programa impacte en este 
sector poblacional y que se reduzca la cantidad de familias en extrema 
pobreza.

Cuadro 10: Evolución Relativa y Absoluta de la Pobreza y la Pobreza Extrema en 

Nicaragua.

Año Pobreza% Pobreza  

Extrema%

Población 

Total

Población Bajo 

pobreza

Población. bajo 

pobreza extrema

1993 50.3 19.4 4,174,900 2,099,975 809,931

1998 47.8 17.3 4,560,526 2,184,492 788,971

2001 45.8 15.1 4,801,251 2,198,973 724,989

2005 48.3 17.2 5,142,098 2,483,633 884,441

Fuente: Basado en INEC, 2007.
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Una de las posibles explicaciones del estancamiento en los niveles de 
pobreza esta relacionada con el tema de la inequidad en el acceso a 
recursos y al ingreso de manera general. Respecto a la distribución del 
ingreso en el período 1993–2001, hay dos fuentes claves que presentan 
visiones distintas de lo que sucede en el país. Según las cifras oficiales 
(INEC, 2004), el 80% de la población ha incrementado su participación 
en el ingreso nacional y las políticas nacionales han reducido los niveles 
de inequidad, disminuyendo la participación del 20% de la población 
más rica en el ingreso. El PNUD (2003), presenta una visión diferente: 
en este período, el 40% de la población más pobre ha incrementado su 
participación en el ingreso, un 40% de población con ingreso medio ha 
reducido su participación en la distribución del ingreso y el 20% más rico 
ha incrementado su ingreso. Bajo esta visión, se puede deducir que la 
reducción de la pobreza extrema y de la inequidad ha sido en base a 
reducir los ingresos de la clase media.

Cuando la economía local o rural no genera oportunidades de em-
pleo, ingresos y servicios, se inicia un proceso migratorio independiente-
mente de las mayores precariedades que se enfrentan en la ciudad por el 
acceso a servicios básicos y empleos formales. Los emigrantes enfrentan 
“factores de inmovilidad” tales como niveles de educación (Guimaraes y 
Avendaño 2004) y necesitan cubrir “costos de salida” tales como el poder 
dejar algunos ahorros o créditos en la pulpería a favor de la familia que 
se queda, además de los costos de la movilización (transporte) y los costos 
fijos de entrada, tales como alquiler y comida (Laforge et al 2004). Una 
vez que se logran cubrir estos y otros costos, el migrante rural se va.

En el caso de Nicaragua se pueden identificar dos flujos en las migra-
ciones internas y tres en las migraciones externas. Las limitantes de la 
migración interna han incrementado el atractivo tradicional que ha 
tenido la creciente migración internacional de las últimas décadas. En el 
presente período se pueden observar claramente tres flujos principales: (i) 
permanente a Costa Rica, (ii) permanente a Estados Unidos, y (iii) 
temporal dentro de la región (El Salvador; Costa Rica); en términos de 
destino, en los noventas Costa Rica desplazó a EEUU, concentrando el 
53%, mientras que EEUU registro el 34.5% y Canadá y Europa el 12% 
(SNU 2007).

Según SNU (2007), hoy en día un 10% de la población vive fuera del 
país y 15% de los hogares a nivel nacional manifiestan tener a un miem-
bro viviendo permanentemente en el exterior. El 84.6% de los emigrant-
es tiene una edad correspondiente a la PEA (15–49 años) y un perfil 
educativo superior al promedio nacional lo que constituye una fuga de 
capital humano. Todo esto, sin embargo, ha sido resultado de varios 
factores y no solamente por la pobreza.

Las migraciones han tenido ciertas características específicas desde el 
punto de vista de género: la precariedad e irregularidad ha afectado 
diferenciadamente a hombres y mujeres. La migración interna femenina 
busca sobretodo empleo permanente en las maquilas textileras (impli-
cando largos viajes diarios) y en servicios, especialmente en trabajos 
domésticos con “dormida adentro” en casas de sectores urbanos medios y 
altos (PNUD 2004). La migración ha estado vinculada a cambios en la 
composición, jefatura y dinámica de los hogares: si bien el 31% de los 
hogares del país tienen a mujeres como jefe de hogar y el 35% en el caso 
de los hogares sin emigrantes, en el caso de los hogares que manifiestan 
tener emigrantes el 46% tienen jefaturas femeninas, siendo mas pronun-
ciado este fenómeno en el caso de los hogares urbanos con el 49% y 
siendo mucho menor en el caso de los hogares rurales con el 30% 
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(PNUD 2004, FIDEG). La jefatura femenina de hogares resalta la 
importancia económica de las mujeres, aunque no necesariamente 
indique alguna mejoría en términos de la distribución de la pobreza 
entre hombres y mujeres.

Las remesas monetarias de la población emigrante han servido de 
base financiera sólida y creciente para la estabilidad macroeconómica y 
la dinamización del crecimiento económico, el financiamiento del déficit 
de la cuenta corriente, el consumo básico de sectores medios, el crec-
imiento económico y el no agravamiento de la pobreza del país. En este 
último sentido, la emigración y las remesas son parte de un mismo 
mecanismo de financiamiento del pobre para el pobre, en términos 
generales. A nivel del hogar pobre, es de esperar que al recibir remesas 
podrá gastar más en educación y salud y por lo tanto de demandar 
menos los servicios públicos de salud y educación, así como ahorrar para 
financiar riesgos, situaciones de desempleo o de pérdida de cosechas ines-
peradas, incluso como “pensión” para los de la tercera edad (Laforge et 
al 2004). Según estimaciones oficiales del Banco Central (las que no 
reportan el movimiento real al no contabilizar la que fluye por canales 
informales o no oficiales), en el año 2005 las remesas ascendieron hasta 
US$ 750 millones, lo que representaba el 150% de la ODA, 204% de la 
Inversión Extranjera Directa, 75% de las exportaciones y 18% del PIB 
de ese año. Otras estimaciones de la CEPAL reportan cifras anuales que 
oscilan entre US$800 y US$ 1,000 millones (SNU 2007: 52).

La contribución de las remesas al control de la pobreza se observa en 
el hecho que el 48% de los hogares que dejaron de ser pobres tienen 
algún miembro que ha emigrado y en resultados de investigaciones cuali-
tativas se ha demostrado que la migración es una estrategia deliberada 
del hogar para solventar penurias económicas, con el consecuente costo 
emocional y psicológico. Las transferencias han mejorado la salud de los 
niños, especialmente entre los hogares de bajos ingresos. Sin embargo, 
aun así, las remesas en Nicaragua no están relacionadas con una rever-
sión de la pobreza ni de la pobreza extrema (Fajnzylber y López 2007).

2.2. Premisas, promesas, compromisos y procesos de la 
formulación de las estrategias de reduccion de la 
pobreza, desarrollo rural y pobreza rural

 
2.2.1 Una Valoración de la Evaluación de las Estrategias
Para entender y evaluar retrospectivamente el desempeño y el impacto 
posible del proceso de implementación de cualquier estrategia de reduc-
ción de la pobreza en el ámbito rural de Nicaragua, es necesario esta-
blecer primeramente cuales han sido las premisas, las promesas y los 
compromisos formalmente involucrados en tal proceso, ya sea implícita o 
explícitamente enunciados (De Souza et al. 2001). Una vez establecidos 
tales postulados, entonces se puede preguntar que diferencia o con-
tribución especial pudo haber tenido la estrategia implementada en la 
reducción de la pobreza rural en el país, si es que la hubo. Se requiere 
por lo tanto establecer primeramente si existía una (sub) estrategia 
articulada para reducir la pobreza rural, dentro de la estrategia general 
de la reducción de la pobreza (DERP o PRSP por sus siglas en inglés) del 
país. Una estrategia evaluable debería tener objetivos y metas claramente 
identificadas y una propuesta explícita de concatenación de factores para 
su logro.

Lo anterior implica que el punto de partida radica necesariamente en 
la revisión de la propuesta correspondiente del BM, en vista de la influ-
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encia del enfoque, la naturaleza y el alcance de la Iniciativa para los 
HIPC, lanzada en conjunto con el FMI: esta fue la primera iniciativa 
global contra la pobreza que tenía el propósito explícito de reducir al 
mismo tiempo la deuda externa a “niveles sostenibles” en aquellos países 
con mayores neceSidades de condonación de la misma, o que simple-
mente no la podían pagar.

En el contexto analítico del presente documento, “pobreza rural”, 
estas premisas, promesas y compromisos tienen dos dimensiones distintas 
pero muy interrelacionadas: la de la superación de la pobreza y la del 
desarrollo rural. En ambos casos el BM ha formulado planteamientos 
globales y específicos, algunos de los cuales han sido muy influyentes en 
la experiencia nicaragüense (Banco Mundial 2003). Sin embargo, cabe 
aquí tomar conciencia del hecho que tanto las políticas formalmente 
adoptadas, como las que son realmente implementadas, por un país, son 
el reflejo de negociaciones y conflictos, por lo que nunca concuerdan en 
su totalidad con los paradigmas ofrecidos por las agencias especializadas. 
Se hace por lo tanto igualmente necesario identificar las premisas, 
promesas y los compromisos que finalmente han fundamentado las 
políticas públicas de reducción de pobreza (rural), alivio de la deuda 
externa y de desarrollo rural que han sido formalmente adoptadas por el 
Gobierno de Nicaragua. Esto requiere de un análisis crítico tanto del 
contenido de los documentos que presentan las propuestas y las políticas 
públicas formalizadas, así como de la documentación y de las opiniones 
que son independientes del Gobierno.

Por otra parte, un análisis crítico de contenido y de los supuestos del 
PRSP nicaragüense y de la política y estrategia de desarrollo rural en 
Nicaragua es solo una de las tareas de evaluación del proceso de gestión 
de una política y estrategia específicas de reducción de la pobreza rural 
en Nicaragua. Esta evaluación implicaría también establecer de que 
manera factores estructurales económicos, políticos y sociales, así como 
factores relacionados a la institucionalidad, las reglas del juego y la 
calidad de la gobernabilidad democrática del país, podrían haber influ-
enciado el proceso de gestión de estas políticas específicas.

Aquí se presentan primeramente las politicas sugeridas por el BM para 
estos temas de pobreza, alivios de la deuda externa y desarrollo rural, 
identificando sus premisas, promesas y compromisos. Posteriormente se 
hace lo mismo, pero desde una perspectiva crítica, con las políticas y 
estrategias de reducción de la pobreza, de alivio de la deuda externa, de 
desarrollo nacional y rural que formuló el gobierno durante el período de 
implementación del DERP o PRSP (conocido como “ERCERP”). Final-
mente se repite este análisis crítico con las propuestas de política del 
nuevo “Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional” (GRUN).

Durante el primer año de implementación de la estrategia de reduc-
ción de la pobreza en Nicaragua (2001), el BM, a partir de una revisión 
del documento “From Vision to Action, a Sector Strategy” de 1997 (“De 
la Observación a la Acción, una Estrategia Sectorial”), formuló su 
propuesta de estrategia de desarrollo rural y su “Estrategia y Plan de 
Acción de Desarrollo Rural para la Región de América Latina y el 
Caribe”. El BM reconoció la insuficiencia de las reformas del ajuste 
estructurales para eliminar la pobreza y que era necesario encontrar un 
equilibrio territorial descentralizado en el ámbito rural. El planteami-
ento del BM está basado en la premisa de que a través del crecimiento 
económico y el desarrollo del sector privado, junto con una imprescind-
ible reforma de las instituciones públicas y de su forma de gestión, se 
logrará el desarrollo rural y la reducción de la pobreza. Este planteami-
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ento es bastante coherente y presenta numerosos aspectos relevantes a la 
realidad de la región. Pero, la pregunta es, ¿Qué tanto influyeron estas 
premisas y promesas del BM sobre la política y estrategia correspondi-
ente de Nicaragua?

En el caso de Nicaragua, en lo que se refiere al desarrollo rural, no se 
negociaron las reglas del juego ni visiones o perspectivas estratégicas 
entre el Gobierno y otros actores públicos y privados, nacionales e 
internacionales, al inicio del proceso HIPC/ ERP. El tema de desarrollo 
rural de hecho no fue introducido en la discusión pública del país a 
iniciativa del BM, sino que por otros actores, precisamente durante el 
proceso de implementación de la ERCERP.

Efectivamente, la “Iniciativa para el Desarrollo Rural de Nicaragua” 
(IDRN 2001) influenció varias propuestas de políticas agrícolas y de 
desarrollo rural y culminó eventualmente en la propuesta del Programa 
de Desarrollo Rural y Productivo (PRORURAL) con un enfoque secto-
rial bajo la lógica de la Apropiación, Alineamiento y Armonización 
(AAA) de la CI. Fue más bien el tema de la deuda externa y del esquema 
PRSP/HIPC lo que ya venía tomando fuerza desde el lanzamiento de la 
HIPC en 1996, lo que culminó con la aprobación de la ERCERP en 
agosto 2001 por el BM y el FMI, junto con las nuevas reglas del juego. 
En la siguiente sección se detalla como se desenvolvió la formulación de 
las políticas y estrategias públicas con relación a la deuda externa y la 
pobreza en general, y la pobreza rural, en particular.

2.2.2 Mutación del PRSP (2001–2005): ¿“Porterización” de la ERCERP? 
La conceptualización, formulación, implementación y evaluación de 
cualquier estrategia pública no es un proceso lineal, sino que da idas y 
venidas y es más bien el resultado del juego entre diferentes visiones y 
paradigmas, intereses y capacidades argumentativas y de incidencia de 
todas las partes involucradas, directa e indirectamente. Los alcances e 
intereses de la clase política están muy limitados al corto-mediano plazo 
de cada período gubernamental nacional o local. Los gremios tienen 
relativamente menos capacidad propositiva para el largo plazo e igual-
mente tienen que enfrentar problemas importantes y urgentes en el 
corto-mediano plazo. La sociedad civil y el sector académico e intelec-
tual elabora propuestas válidas pero no han desarrollado habilidades 
negociadoras y de incidencia en el sector público o en la clase política y 
la CI también tiene su propia agenda y plazos que cumplir con sus sedes 
respecto a sus “programas de país” además de tener sus propios debates 
internos respecto a las políticas que debería seguir Nicaragua. Esta diver-
gencia de tiempos, capacidades e intereses sin mecanismos que los hagan 
convergir, aunada a una cultura política de “barrer” y poner a funcion-
arios fieles al liderazgo político en el aparato estatal, contribuye también 
a explicar la brecha entre las políticas y las acciones concretas.

2.2.1.1 La consulta de la ERCERP
Uno de estos aspectos, que tienen incidencia sobre el contenido y por lo 
tanto sobre las premisas, promesas y compromisos adoptados, tiene que 
ver con la consulta a la ciudadanía durante la fase de diseño de la ER-
CERP. La formulación de la ERCERP partió ciertamente de una 
amplia consulta nacional ex ante realizada con diferentes actores nacion-
ales e internacionales. La ERCERP reconoce, sin embargo, que no todos 
los aportes fueron incorporados y prometió hacerlo durante la imple-
mentación; también se prometió establecer un sistema y metodologías de 
seguimiento y evaluación participativos a nivel municipal, para el cual se 
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esperaba contar con el involucramiento del Consejo Nacional de Planifi-
cación Económica Social y de la sociedad civil.

En las entrevistas realizadas se constató el válido reclamo de algunas 
organizaciones muy relevantes para el tema de la pobreza rural en el 
sentido de que no fueron tomadas en cuenta, tal como es el caso de la 
Asociación deTrabajadores del Campo (ATC) y las demandas de tierra 
de los “trabajadores sin tierra”. No es por lo tanto extraño que la efectivi-
dad de las consultas realizadas para lograr legitimidad y apropiación de 
la ERCERP, haya tenido divergentes valoraciones, dependiendo en 
buena parte del actor (gobierno, sociedad civil, IFIs, CI, sector privado, 
partidos políticos, gremios, etc.) y sus posiciones e intereses institucion-
ales, especialmente respecto a la importancia de reducir la deuda externa 
versus el alivio de la pobreza.

Sin embargo, hay que reconocer que la realización de consultas 
requiere de tiempo y recursos que no siempre están disponibles. En 
cuanto al abordaje de la pobreza rural, una revisión de las consultas en 
la ERCERP (Gobierno de Nicaragua 2001: 146-7), muestra que los 
líderes departamentales a nivel territorial no expresaron ninguna preo-
cupación específica por la reducción de la pobreza rural como tal. Ellos 
valoraron positivamente el énfasis de la estrategia en la economía rural y 
en la diversificación y tecnificación agrícola. Además pidieron un “nuevo 
eje transversal” que consistiera en la “organización y coordinación entre 
instituciones y organizaciones comunitarias”. En este mismo contexto 
cabe resaltar que los pobres consultados se miraban a si mismos más 
como actores productivos y comunitarios, que como “pobres”.

El tema de la “pobreza rural”, por lo tanto, pasó desapercibido como 
un tema particular durante la consulta de la ERCERP. Incluso, los 
sectores más beligerantes de la sociedad civil no lo resaltaron. La CCER, 
por ejemplo, condujo exitosamente un proceso participativo dirigido a 
debatir más ampliamente el futuro del país, aprovechando el contexto de 
discusión de la ERCERP promovido por el Gobierno. Sin embargo, aun 
cuando formuló muy buenas críticas al concepto de pobreza de la ER-
CERP y desarrolló un concepto multidimensional alternativo sobre la 
pobreza, no propuso ningún concepto particular sobre la problemática 
de la pobreza rural, aunque si llegó a proponer que dentro de la línea de 
“apoyo a los sectores productivos” se priorizara el apoyo al sector rural 
(CCER 2001).

2.2.2.2 ¿Tenía la ERCERP un programa específico para la reducción  
de la pobreza rural?
El diagnóstico de la ERCERP sobre la situación de la pobreza en general 
ha sido caracterizado como confuso e incompleto (Guimaraes y Aven-
daño 2004). Sin embargo, en la ERCERP si se identifican una serie de 
factores relevantes que ocasionan la pobreza y de factores que también 
frenan la lucha contra la pobreza. Lo que no se provee es una definición 
clara e integral de la pobreza, a pesar de que para el 2001 el Banco 
Mundial (2001) ya había propuesto una definición multidimensional 
bastante aceptada a nivel internacional. De la ERCERP se puede 
deducir una definición economicista y operativa de la pobreza.

Uno de los principios de la ERCERP consistía en la promoción de la 
equidad con relación a las comunidades rurales y una parte sustancial de 
su planteamiento estratégico estaba dirigida a priorizar la reducción de 
la pobreza rural, dado que, según su diagnóstico, era más grave y gener-
alizada que la pobreza urbana (Gobierno de Nicaragua 2001: 22). La 
inequidad, sin embargo, no fue considerada como un factor negativo 
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para el crecimiento económico y por lo tanto para la reducción de la 
pobreza. La ERCERP no presenta un análisis de las desigualdades, ni de 
los factores que transmiten las desigualdades de generación en gener-
ación. La “equidad social” es vista más bien como un tema transversal 
en realidad, planteando la neceSidad de mejorar la educación, salud etc., 
con el propósito de reducir la brecha del bienestar. Este planteamiento 
incompleto, aunado a la ausencia de algún programa explícito en respal-
do a este “eje transversal”, constituyeron una debilidad seria de la ER-
CERP que fue muy criticada por la sociedad civil (Guimaraes y Aven-
daño 2004).

La ERCERP tampoco tenía elaborado un programa específico para 
la reducción de la pobreza rural. La Estrategia tenía muchos elementos 
valiosos que podrían haber sido eventualmente articulados en una 
estrategia explícita de desarrollo rural. La ERCERP, sin embargo, no se 
basó en ningún análisis integral y sistemático de las fuerzas o motores del 
crecimiento económico y del desarrollo rural que aprovechara las experi-
encias acumuladas e incluso los nuevos planteamientos al respecto que 
estaban haciendo los organismos internacionales de cooperación tales 
como el BM, FIDA, BID entre otros. El año 2001 fue caracterizado por 
la presentación y discusión de muchas propuestas para el desarrollo rural 
tanto a nivel internacional como nacional y, aunque influyeron parcial-
mente en la ERCERP, el Gobierno no logró en ese momento articular su 
propia visión integral de la relación desarrollo rural-pobreza rural, a 
diferencia de la articulación que si realizó entre deuda externa y pobreza.

Uno de los elementos estratégicos de la ERCERP (Gobierno de 
Nicaragua 2001: 22-3; 64; 67-9; 90; 99-100) era la modernización e 
integración de la economía rural, tomando en consideración que “el 
elevado potencial de crecimiento y dotación de factores del sector per-
mite tener mayor incidencia sobre los niveles de pobreza”. La agricultura 
y la pequeña y mediana empresa son consideradas como de gran poten-
cial para reducir el desempleo y el subempleo, porque son intensivas en 
uso de mano de obra. La estrategia pretendía mejorar los incentivos para 
el desarrollo rural, eliminando las distorsiones de precios de lo productos 
y de los costos de los insumos que enfrentan los agricultores, mejorando 
la operación de los mercados rurales de factores, aumentando las inver-
siones en infraestructura rural, implementando programas de comercial-
ización, capacitación y tecnología agrícola destinados a los productores 
pequeños y medianos que tengan potencial de crecimiento. También se 
establecerían dos fondos, uno para el desarrollo de las comunidades 
locales y otro para el desarrollo de iniciativas de la pequeña y mediana em-
presa impulsados por la demanda para los agricultores pobres. Otro 
importante programa (financiado por el BM) era el de ordenamiento 
territorial de propiedades rurales que se proponía revisar y emitir los 
títulos de propiedades, por medio de la modernización del sistema de 
registro y catastro, garantizando el cumplimiento transparente de todos los 
requisitos legales, esto debería facilitar el acceso de los agricultores al 
financiamiento y estimulará la inversión en sus propiedades ya legalizadas.

La ERCERP daba así énfasis a una expansión agrícola dirigida 
directamente hacia la pobreza rural, procurando el mejoramiento de la 
productividad de los trabajadores rurales y la generación de empleo fuera 
de las fincas en pequeñas comunidades y áreas rurales. Se esperaba que 
los polos estratégicos de desarrollo de turismo, café y productos forestales 
tuvieran un gran impacto en la actividad económica rural. Finalmente, 
cabe mencionar que la ERCERP también planteaba la importancia de 
gestionar las politicas agrícolas para el desarrollo de la economía rural. 
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También se proponía mejorar la cobertura, calidad e integración de los 
servicios de educación pública, salud, nutrición y población, principal-
mente en las áreas rurales (ibid.: 23-4, 72-3, 99).

Con relación al tema transversal ambiental, la ERCERP planteaba 
que la frecuente ocurrencia de fenómenos naturales y el manejo ina-
decuado de los recursos naturales aumentan los factores de riesgo ecológ-
ico, lo que conduce a un mayor deterioro ambiental y vulnerabilidad en 
la población, aumentando especialmente la carga de los pobres. En el 
tema de la equidad social, la ERCERP planteaba revisar leyes y pre-
parar un plan para mejorar las oportunidades de las mujeres rurales 
(ibid.: 80). En lo que se refiere al tema transversal de la descentralización 
se planteaba el mejoramiento de la capacidad de los municipios rurales 
para mantener y preparar programas de expansión de la infraestructura 
pública local, mejorar la entrega de los servicios municipales y fomentar 
la gestión ambiental local, a través de un fondo ambiental municipal y 
una mejor información ambiental; en este sentido se pretendía abordar 
integralmente la relación pobreza-gestión ambiental dentro del marco 
institucional unificador del desarrollo municipal (Ibid.: 100-1). La Es-
trategia menciona explícitamente como complementarios al esfuerzo de 
reducir la pobreza rural el impulsar una legislación bancaria que per-
mita a la Superintendencia supervisar a los nuevos bancos que se crearán 
a partir de las cooperativas de crédito rural y las ONG financieras, a fin 
de ampliar el acceso al crédito rural.

El abordaje de la reducción de la pobreza rural en la ERCERP, por 
lo tanto, aunque profuso y de mucho alcance, no tenía un carácter 
programático. Si el ámbito rural del país no tuviera el peso económico, 
social, ambiental y político que tiene, quizás esta situación podría no ser 
de mucha importancia. Sin embargo, como hemos visto, no sólo la super-
ación de la pobreza sino que el mismo desarrollo del país pasa ineludible-
mente por el desarrollo del ámbito rural, incluyendo naturalmente al 
sector agrícola y esto requiere de intervenciones públicas explícita y 
debidamente pensadas y estratégicamente articuladas.

2.2.2.3 Consideraciones sobre el enfoque de la pobreza rural de la ERCERP
La ERCERP contemplaba algunos programas específicos que se 
suponían contribuirían a reducir la pobreza rural, pero que no habían 
sido diseñados específicamente para eso, sino que habían sido heredados 
del período previo a la formulación de la Estrategia. Tal es el caso de los 
programas de catastro, titulación y registro de la propiedad agraria, 
aunque con un enfoque de mercado para la solución del problema de la 
distribución y el de tecnología y formación técnica agrícola, con un 
enfoque en la promoción de la innovación tecnológica liderada por la 
demanda. En lo que se refiere al problema de la propiedad sobre la 
tierra, es evidente que la ERCERP no reconocía el derecho del pobre 
rural a la tierra (Trocaire 2004a), aun cuando en las consultas mismas 
un grupo de pobres solicitó el establecimiento de un banco de tierras con 
una selección rigurosa de beneficiarios y que priorizara a las mujeres por 
ser mas responsables. La ERCERP tampoco contaba con una propuesta 
articulada de cómo proceder con el programa de ordenamiento territo-
rial a nivel local en la medida que se impulsaban las otras medidas dirigi-
das a reducir la pobreza rural.

En la entrevista realizada a la ATC y a un líder de trabajadores del 
campo sin tierra de la Comunidad la Esperanza (Tuma, La Dalia) surgió 
una fuerte crítica a la implementación de la ERCERP por no tomar en 
cuenta las demandas de las aproximadamente 46,000 familias de indi-
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gentes rurales que fueron expresadas durante las “Jornadas de Las Tu-
nas” en 2001 en el contexto de la crisis de la caída de los precios del café.

La Estrategia también fue criticada por el menor énfasis dado a la 
provisión de incentivos para las actividades rurales no agrícolas (Vos y 
Cabezas 2006). En realidad, estas actividades eran consideradas pero 
estaban subsumidas en el tema de los polos o “conglomerados” de tur-
ismo, café y productos forestales. Lo que no estaba desarrollado en el 
documento de la ERCERP era más bien como exactamente se impul-
sarían estos conglomerados. Además, en el caso específico del café, cabe 
resaltar la ausencia de medidas específicas para enfrentar el impacto de 
la crisis de la caída los precios internacionales del café que se venía 
gestando desde mediados del año 2000, sobre los pequeños productores 
de café y los trabajadores agrícolas (Trocaire 2004a, Trocaire 2004b). 

Fue posteriormente en el PND donde se desarrollo ampliamente el 
tema de los conglomerados, adoptando y adaptando el “enfoque porteri-
ano” (ver abajo). Sin embargo, no se debe pasar por alto el hecho deque 
la ERCERP, a solicitud de los donantes mismos, incluyó en su cartera 
numerosos proyectos que ellos financiaban y que ya estaban en ejecución: 
en principio y en la medida en que muchos de esos proyectos contempla-
ban intervenciones de apoyo a actividades rurales no agrícolas, la ER-
CERP si trataba estos temas; pero de nuevo, sin una visión integral del 
desarrollo rural.

Desde el punto de vista de la asignación de los recursos la ERCERP 
también ha sido criticada como incoherente por la importancia que le da 
a la reducción de la pobreza rural, cuando se considera la sustancial 
asignación de recursos (US$107.2 millones) a inversiones en infraestruc-
tura en vez de a otros rubros vistos como más directamente relevantes 
(ibid.). La infraestrucura básica per se no necesariamente soluciona la 
pobreza rural; los caminos rurales, por ejemplo, podrían incluso incre-
mentar la desigualdad entre los hogares rurales según su ubicación, 
tenencia de tierra, nivel de educación, etc.; sin embargo, la construcción 
de caminos combinada con otras medidas e inversiones puede ser muy 
efectivo (Siegel et al. 2004, Wiggins y Mendoza 2005).

2.2.2.4 ¿Fue abandonada y sustituida la ERCERP por el PND/PND-O?
En el período previo y especialmente durante la formulación e imple-
mentación de la ERCERP se dieron intensas actividades por parte del 
gobierno de elaboración de políticas y estrategias de desarrollo de 
carácter nacional, sectorial y territorial, tales como el PND, PND-O, 
Política y Estrategia de Desarrollo Rural Productivo (PEDRP), PRORU-
RAL, Política de Desarrollo Forestal Sostenible, Política de Transferen-
cias Municipales, etc. El Gobierno ha pretendido darle coherencia y 
estabilidad a estas políticas y estrategias a fin de tener un mayor impacto. 
La intención del equipo de la Secretaría de Coordinación y Estrategias 
de la Presidencia (SECEP) que asumió la tarea de formular el PND, 
inspirado en las premisas “porterianas”12 de competitividad de aglomera-
dos y climas de negocios, era la de reflejar mejor las nuevas prioridades 
nacionales y corregir cualquier sesgo anti-crecimiento y anti-producción 
de la ERCERP. Estas premisas, sin embargo, no eran ampliamente 
aceptadas por el BM y otras agencias de CI que seguían considerando a 
la ERCERP como base para orientar sus operaciones en el país. En el 

12 Michael Porter, en la UniverSidad de Harvard, formuló el concepto de conglomerados e instituciones para la competitivi-

dad durante los años 1980�s. Este concepto fue desarrollado teóricamente aun más en los noventas, a cuyos finales 

empezó a ser aplicado en sectores o a nivel nacional (Porter 1990). El propósito del modelo es el de analizar los temas 

de productividad, competitividad y el ambiente empresarial en el ámbito sub-sectorial, sectorial y nacional.
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caso del sector público agrícola se dieron confrontaciones metodológicas 
y conceptuales entre la institución rectora MAGFOR y la SECEP, 
sobretodo alrededor del concepto de desarrollo rural.

El PND trazó líneas generales de crecimiento, pero no contenía 
detalles programáticos. La superación de esta debilidad fue una de las 
razones del surgimiento del PND-O. A diferencia del PND, el Plan 
Operativo tiene como uno de sus objetivos explícitos la reducción de la 
pobreza y la creación de empleos (Guimaraes y Avendaño 2004). El 
PND-O llevó al enfoque porteriano más allá de sus premisas originales. 
En lo que se refiere a la pobreza, el PND-O pretende complementar el 
mapa de pobreza con el mapa de potencialidad económica de desarrollo 
territorial: la “inversión en los territorios con mayor potencial económico 
favorece la creación de polos de desarrollo donde la población tendrá 
más oportunidades de mejorar sus condiciones de vida y romper con la 
transmisión intergeneracional de la pobreza” (Gobierno de Nicaragua, 
2004:170). Esta adaptación del enfoque porteriano, en la que se mezclan 
tantos paradigmas, ha conducido a tensiones e incoherencias conceptu-
ales con la ERCERP y dentro del PND-O mismo, como se seguirá 
observando.

Por otra parte, el PND-O, en un avance que hace resaltar la ausencia 
del uso de este tipo de instrumento para la focalización de acciones en la 
ERCERP (y en el PND), clasificó a los productores rurales en cuatro 
grupos, de acuerdo con su capital y otras características. Sólo los dos 
últimos grupos son vistos como productores empresariales. (1) Las 
familias extremadamente pobres, quienes recibirían transferencias 
directas. (2) Familias pobres pero con potencial (185 mil), a quienes se les 
vincularía con el mercado mediante alianzas estratégicas con empresas 
internacionales o grandes empresas locales con acceso a mercados 
internacionales, recibirían transferencias directas y serían acompañadas 
de pequeños créditos otorgados por un Banco de Desarrollo Rural. (3) 
Los productores de mediana escala, (59 mil familias) que serían benefi-
ciados por un programa de inversiones de capital de riesgo y un fondo de 
garantías y un mayor acceso al crédito a tasas razonables, además de 
recibir capacitación en gerencia moderna, control de costos unitarios, 
sistemas de gestión de procesos, mecanismos de investigación y desarrol-
lo tecnológico, formulación de planes de negocio, vinculaciones con los 
mercados internacionales, etc. (4) Los de mayores ingresos (33 mil famili-
as) quienes no recibirían apoyos especiales. 

Esta tipología, como toda tipología, refleja las premisas del marco 
paradigmático que sustenta la política o estrategia que la utilizará para 
focalizar sus acciones. Claramente, muy consistentemente con las premi-
sas del PND-O, los parámetros utilizados para definir los cuatro tipos de 
productores rurales, tienen que ver con el mercado y su capitalización. 
En esta tipología, sin embargo, no hay consideración de aspectos de 
vulnerabilidad, ecológicos, sistemas de producción, ni de (falta de) 
empoderamiento, que son relevantes desde la óptica de la definición 
multidimensional de la pobreza del BM y hasta cierto punto de la misma 
ERCERP; ni tampoco considera la variedad de activos o “medios de 
vida” y de capital social del que disponen los “pobres” para sobrevivir y 
deja de lado aquellos aspectos de la ruralidad que van mas allá de lo 
productivo (actividades e ingresos rurales no agrícolas, remesas, etc.). La 
tipología de hogares rurales es, por lo tanto, una tipología inadecuada 
para la superación de la pobreza y para el mismo desarrollo rural.

Por otra parte, en el ámbito de los analistas del sector agrícola y rural 
del país, ya existían propuestas de tipología de productores más proclives 
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a describir mejor la heterogeneidad de los productores o “campesinos” 
nicaragüenses, incluso con la misma intención de proveer una apreciación 
del carácter proactivo y de alejarse del carácter pasivo y equívoco de la 
definición de “pobre”, usualmente atribuida a productores agrícolas y 
rurales empobrecidos. Tal es el caso de la tipología de Maldidier y Mar-
chetti (1996) y más recientemente se cuenta con la tipología elaborada por 
CIPRES (2006); esta última resalta más las asociaciones de productores 
(“cooperativas de base”, etc.). Sin embargo, la SECEP optó por crear una 
nueva tipología para el PND, sin el debido sustento metodológico y 
empírico en la realidad compleja de la ruralidad nicaragüense.

El PND-O también prometía que la formación de conglomerados 
haría más competitiva a la economía nicaragüense, especialmente en el 
mercado de los EEUU, para lo cual se aprovecharía el DR-CAFTA que 
estaba en proceso de negociación. Con respecto al desarrollo rural y la 
pobreza rural, el PND-O plantea que deben haber tres políticas interre-
lacionadas: la agroindustrial, desarrollo rural y seguridad alimentaria. 
En lo que se refiere a la segunda, el PND-O sostiene que una política 
productiva de desarrollo rural de corte tradicional, centrada exclusiva-
mente en aspectos agropecuarios ya no es suficiente para superar los 
retos que enfrenta el medio rural. La politica de desarrollo rural de 
carácter “transversal” debe operativizar la política productiva asignando 
recursos y organizando instituciones que apoyen actividades que prom-
uevan el empleo, desarrollen los conglomerados y la competitividad de 
los territorios, beneficiando principalmente a productores pequeños y 
medianos. Para el PND-O, el enfoque de conglomerados y cadenas 
productivas es el portal de entrada hacia los territorios rurales, con miras 
a potenciar sus ventajas e integrar a los productores a un determinado 
conglomerado, suplidores, mercados externos y los centros de investi-
gación domésticos que les prestan servicios.

El PND-O propone una estrategia de desarrollo rural que favorece a 
los más pobres así como a las Pequeñas y Medianas Empresas para 
aprovechar los Tratados de Libre Comercio. Dado que es en el sector 
rural donde se concentra la pobreza y la desigualdad, propone establecer 
un esquema de transferencias y políticas diferenciadas por nivel de 
ingresos y riquezas de los productores, priorizando a los que están en 
desventaja. En concreto se proponen transferencias de insumos (semillas), 
incrementar el acceso a tecnología (desarrollo del Sistema Nacional de 
Innovación Tecnológica y Rural), reconversión productiva, fomento de 
asociatividad, la participación de las familias rurales en procesos educa-
tivos y se da nuevo énfasis a la solución del problema de la propiedad de 
la tierra (catastro, titulación, registro) dinamizando el mercado de la 
tierra (lo que contribuiría a la desconcentración y al mejoramiento del 
acceso al crédito por parte de pequeños productores y empresas).

El PND-O si aborda de manera directa la problemática de la desi-
gualdad y acepta que frena el crecimiento económico. Asumiendo 
principios liberales de una manera franca plantea que la libertad no 
debería verse afectada por reducir la inequidad por lo que plantea seguir 
una estrategia global de “más mercado y mejores intervenciones del 
Estado” a través de medidas redistributivas (transferencias, servicios 
sociales) que ofrezcan más oportunidades al pobre y a través de fomentar 
la asociatividad.

Simultáneamente a la formulación del PND y del PND-O conducida 
por la SETEC, el MAGFOR en conjunto con otras instituciones del 
sector público agrícola, estaba formulando con relativa independencia la 
Estrategia Nacional de Desarrollo Rural Productivo (ENDRP) y 
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PEDRP, y a finales del 2005 también se estaba terminando de formular 
el PRORURAL. De hecho en el mismo mes (noviembre 2005) en que se 
presentó PRORURAL, se publicó y aprobó el PND-O).

El PND-O, tal como lo pretendía el nuevo Gobierno del Presidente 
Bolaños, eventualmente remplazó de manera formal a la ERCERP y fue 
aceptado por el FMI y el BM a pesar de los cambios en las premisas y 
promesas que implicaba con respecto a un típico PRSP. La visión porte-
riana (adaptada) había triunfado formalmente sobre el paradigma 
HIPC/DERP promovido por el BM y el FMI, sin olvidar que tienen 
algunas premisas en común. El PND-O generó de hecho bastante debate 
nacional sobre varios aspectos relacionados especialmente a: (i) su 
promesa respecto al papel preponderante de un sector privado competi-
tivo y conglomerado en la reducción de la pobreza, poniéndose en duda 
su capacidad y voluntad para tal tarea; (ii) el concepto verticalista de 
arriba-hacia-abajo que tiene sobre el “conglomerado”; (iii) la exclusión 
implícita de regiones enteras consideradas marginadas y de poco poten-
cial; (iv) la ausencia de iniciativas proactivas y afirmativas para grupos 
(mujeres, indígenas y étnicos, etc.); (v) el desalineamiento entre el mapa 
de la pobreza extrema de la ERCERP y los territorios identificados para 
que las inversiones públicas apoyaran el desarrollo de conglomerados, lo 
que implícitamente implicaba un incentivo a la migracion rural-urbana; 
etc. Adicionalmente, es evidente que el tema migratorio no fue integrado 
en la estrategia del PND-O, como tampoco lo fue en la ERCERP.

En resumen, la formulación y apropiación de la ERCERP ha sido 
accidentada. Inicialmente se formuló siguiendo lo más fielmente posible 
las directrices del BM y fue ampliamente consultada, aunque no incor-
poró muchas de las aportaciones resultantes de las consultas. El tema de 
la pobreza rural no fue explícitamente conceptualizado en la ERCERP, 
ni fue abordado a nivel programático aunque si se proponía una vasta 
gama de intervenciones e instrumentos que, aunque incompletos desde la 
óptica de la “nueva ruralidad”, tenían el marcado propósito de reducir la 
pobreza en el país. El Gobierno logró, aunque tardíamente, que el 
planteamiento de la ERCERP fuera sustituido por las premisas y prome-
sas “porterianas” (adaptadas) del PND/PND-O, pero no logró articular 
bajo una misma concepción y dirección institucional las políticas de 
agroindustria, desarrollo rural y seguridad alimentaria. ¿Qué pasó con el 
proceso paralelo de formulación de una política de desarrollo rural? ¿Se 
superaban con estas políticas las deficiencias del PND-O? ¿Se pretendía 
reducir la pobreza rural de una manera explícita y sistemática, comple-
mentando o suplementando al PND-O? En la siguiente sección se 
abordan estas preguntas.

2.2.4 De la ENDRP hasta la PEDRP y PRORURAL: maduración del 
pensamiento nacional sobre el desarrollo rural

En el país se había venido conformando desde 1995 un grupo de profe-
sionales, expertos, técnicos, analistas y practicantes del desarrollo agrí-
cola y rural, que laboraban tanto en el sector público como en el privado 
(ONG, univerSidades, centros de investigación, grupos de consultores 
constituidos) y que habían venido desarrollando un pensamiento secto-
rial relativamente definido, o al menos que hacían análisis de politica 
desde la perspectiva sectorial.

Al final del Gobierno del Presidente Arnoldo Alemán, el gobierno 
emite por primera vez un documento oficial (Ministerio de Agricultura y 
Ganadería, 1998), que propone una estrategia de desarrollo rural para 
período 1998–2003, el documento es parte del proceso de negociaciones 
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con el Grupo Consultivo en Ginebra, Suiza, y tenía el propósito de 
movilizar fondos de la comunidad internacional Este documento, que no 
fue consultado a nivel nacional, se mantuvo vigente hasta cuando asumió 
la administración del Presidente Bolaños (enero 2001). Posteriormente, en 
noviembre del 2000 el Gobierno formuló un nuevo documento de política 
agropecuaria (MAGFOR 2000) a raíz de preocupaciones surgidas por la 
inseguridad alimentaria nacional. En ambas propuesta no había una 
preocupación preponderante por la “pobreza rural” como tal.

Un proceso amplio y participativo de análisis de políticas y estrategias 
sectoriales (agrícola-rural) fue en realidad impulsado y catalizado más 
bien por la “Iniciativa para el Desarrollo Rural de Nicaragua” (Ambrosio 
1999, IDRN 2001), en el periodo 1998–2001. Esta iniciativa fue operativi-
zada por el “Grupo de Tepeyac”; un grupo de carácter interdisciplinario 
e interinstitucional, constituido por el MAGFOR (que lideró inicialmente 
el proceso), UCA, Instituto de Fomento Municipal, el Equipo de De-
sarrollo Rural de la UniverSidad de Córdoba en España y el PNUD. 
Tuvo el propósito de hacer una reflexión interdisciplinaria e interinstituci-
onal sobre el desarrollo rural que resultara además en “un documento de 
consenso social amplio sobre la forma de abordar el desarrollo rural en el 
país”. Posteriormente la participación se amplió con el IDR, UNAG, 
UPANIC, Unidad de Estrategias de Seguridad Alimentaria de la UE, 
FAO e IICA. La iniciativa contó con el apoyo financiero de la Agencia 
Española de Cooperación Internacional (AECI) y logró plasmar su 
planteamiento en una publicación pionera (IDRN 2001). Anteriormente 
vimos que el desarrollo de la propuesta del BM llegó de manera tardía a 
Nicaragua. Desde cierto punto de vista, la propuesta denominada “neo-
liberal” para el desarrollo rural había perdido la iniciativa en Nicaragua 
en el ámbito del desarrollo rural, pero, mantenía la delantera en el tema 
de la reducción de la pobreza y alivio de la deuda externa con los PRSPs.

Entre los principales aportes de la IDRN están la introducción del 
concepto de la “nueva ruralidad”, la elaboración de un árbol de la 
problemática rural y una perspectiva clara sobre la interrelación entre 
desarrollo rural y pobreza. Al respecto de esto último, la IDRN plantea-
ba que había que reducir la pobreza no sólo por razones éticas, sino 
porque la polarización y desigualdad entre ricos y pobres frena el crec-
imiento económico y el desarrollo. De tal manera. se planteó que la 
estrategia de desarrollo rural: (i) debe tener como centro la consolidación 
y creación de clase media rural, especialmente los sectores pobres con 
potencial de desarrollo, dada su importancia desde el punto de vista de la 
demanda potencial de producción nacional y de desarrollo, y además (ii) 
debe tener un objetivo claro de erradicación de la pobreza mediante 
estrategias y acciones o programas compensatorios o asistenciales dirigi-
dos específicamente y únicamente a los estratos en extrema pobreza pero 
combinados con políticas de desarrollo para evitar el populismo, clien-
telismo político, insostenibilidad financiera, etc.

El paso de la IDRN de su carácter de propuesta al de ser incorporado 
en la política pública no fue un proceso lineal, directo, automático y 
sistemático, pero si fue efectivo. Fue hasta en julio del 2002 que el Gobi-
erno preparó un primer documento (MAGFOR/IDR 2002) de política 
de desarrollo rural incorporando la nueva visión de la IDRN. Por otra 
parte, a fines del año 2002, y con el apoyo de la CI, también se realizar-
on encuentros entre productores, técnicos y funcionarios del SPAR los 
que culminaron en el Primer Foro de la Producción del 2002 que se llevó 
a cabo por iniciativa de la Comisión de Producción, Distribución y 
Consumo de la Asamblea Nacional (cuadro 11).
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Cuadro 11: Foro de la producción en Nicaragua.

El 26 de noviembre del 2002 se llevó a cabo el Primer Foro de la Producción Agropecuar-

ia y Forestal presidido por el Presidente de la República, el Presidente de la Asamblea 

Nacional (AN), el Presidente de la Comisión de Producción, Distribución y Consumo de la 

AN, los Ministros del MAGFOR y MIFIC y representantes del sector privado (UNAG, 

UPANIC). Se contó con la participación de casi todos los gremios de productores de los 

13 rubros agropecuarios (maíz y frijol, leche, carne, hortalizas y tubérculos, ajonjolí, maní, 

sorgo, azúcar, arroz, forestal, café) analizados en el proceso de la preparación y durante 

el Foro. El evento contó con el respaldo de PNUD, FAO, DFID, IICA, COSUDE y DANIDA y 

participaron más de 200 personas. En el Foro I se presentaron las conclusiones del 

proceso participativo (193 personas) que se llevó a cabo a lo largo de cuatro meses de 

trabajo en mesas por rubros y por cinco temas transversales (política comercial y acceso 

a mercados, servicios financieros, fiscal, incentivos a la producción, competitividad, 

innovación tecnológica, regulaciones).

Este Foro impulsó la decisión del MAGFOR y otros actores públicos y 
privados, de sintetizar los diferentes enfoques bajo el marco de una 
estrategia unificada de desarrollo rural productivo, a fin de imprimir 
mayor coherencia y efectividad a las múltiples intervenciones en apoyo a 
las zonas rurales que son financiadas y ejecutadas con mucha independ-
encia de la gestión de las políticas públicas. Así, el Gabinete de Produc-
ción y Competitividad le dio el mandato al MAGFOR de formular la 
ENDRP, en conjunto con el resto del SPAR y en el seno de la submesa 
de Desarrollo Rural Productivo. La ENDRP debía estar en armonía con 
la ERCERP y fortalecer el aspecto rural productivo del PND.

La ENDRP recogía el pensamiento y el acervo de ideas, premisas y 
propuestas que se habían acumulado desde al menos el año de 1995, 
tanto en el SPAR como en los sectores académicos, gremios, sociedad 
civil, etc., respecto tanto al desarrollo agrícola como al rural. El tema de 
la reducción de la “pobreza rural” en si mismo no fue, sin embargo, el 
centro preponderante de la estrategia propuesta, aunque se planteaba 
que uno de los tres principales programas estratégicos esa el de “Reducir 
pobreza rural y mejorar seguridad alimentaria”; los otros tres programas 
estaban dirigidos a “mejorar las condiciones de competitividad y produc-
tividad de los factores productivos” y a “impulsar transformación y 
diversificación productiva”.

La versión de la ENDRP de julio 2003 fue así un aporte del SPAR 
(ver cuadro 12) y más específicamente del MAGFOR, al proceso de 
formulación del PND, antes del lanzamiento de este último en octubre 
del 2003. El MAGFOR tenía el propósito de orientar la incorporación 
de planes territoriales de desarrollo rural productivo participativos al 
Plan y de motivar el concurso de la cooperación externa que provee 
recursos para el fomento del desarrollo rural. Los aportes del MAGFOR 
se dieron en un ambiente de tensiones conceptuales y de visión de políti-
ca entre el MAGFOR y la SETEC de la Presidencia de la República 
durante el periodo 2001–3; sin embargo, eventualmente, con el apoyo de 
un grupo de agencias de la CI (BM, UE y otras agencias bilaterales) estas 
divergencias lograron ser superadas parcialmente.
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Cuadro 12: El sector público agrícola y rural (SPAR) en Nicaragua.

En la actualidad las instituciones públicas relacionadas con el sector productivo rural son 

el Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) como ente rector, y sus entes descentrali-

zados en funciones ejecutoras: el Instituto Nicaragüense de Tecnología Agropecuaria 

(INTA) y el Instituto Nacional Forestal (INAFOR). Otra institución relevante en el sector es el 

Instituto de Desarrollo Rural (IDR), ente público autónomo que se relaciona con el gobierno 

a través de la Presidencia de la República. En los años noventa otras instituciones 

públicas integraron el sector: el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA) que finalizó 

sus funciones en el año 1999 y el Consejo Nacional Agropecuario. El nuevo GRUN ha 

incluido al Fondo de Crédito Rural (FCR) y a la Empresa Nacional de Granos Básicos 

(ENABAS).

En Agosto del 2003 la Comisión de Producción, Distribución y Con-
sumo de la AN, el MAGFOR y MIFIC con el apoyo del PNUD evalu-
aron el nivel de cumplimiento de las recomendaciones consensuadas en 
el Primer Foro de la Producción Agropecuaria y Forestal. Esta era la 
primera vez que el poder ejecutivo, el legislativo y agencias de cooper-
ación realizaban una valoración conjunta de un foro público que había 
discutido políticas públicas en el país. De manera general, los produc-
tores consideraban que hay progreso en la ejecutoría de algunas de las 
recomendaciones presentadas en el Primer Foro y reconocían haber sido 
informados por el Gobierno sobre las acciones relacionadas al tema 
transversal de la política comercial, pero consideraban que no habían 
logrado participar activamente en la formulación de las políticas públi-
cas. En cualquier caso, la realización misma de este ejercicio demostraba 
la existencia de un grado satisfactorio de “gobernabilidad” en el sector 
agrícola así como de un alto grado de interés en el seguimiento de las 
políticas sectoriales por parte de todos los actores relevantes, además de 
las exigencias permanentes de participar en la gestión de la política 
sectorial por parte de los gremios y la sociedad civil a nivel nacional. Sin 
embargo, es evidente que los sectores más empobrecidos de los produc-
tores rurales no logran participar en estos foros ni en su evaluación (la 
ATC no participó); la participación ciudadana sigue siendo naturalmente 
limitada a quienes tienen mayor grado de asociatividad.

Estos resultados contribuyeron una vez más a catalizar el pensami-
ento nacional sobre desarrollo rural al mostrar que hay medidas de 
política que requieren tiempo para madurar y al inducir a todas las 
partes a entregar cuentas sobre el cumplimiento de compromisos asumi-
dos con relación al sector agrícola y las políticas públicas. Esto también 
motivó a la CI a seguir apoyando al país en este esfuerzo. Este tipo de 
valoraciones deberían hacerse más seguido, pero la dinámica política-
institucional no siempre conduce a realizarlas. Sin embargo, los actores 
del Foro y de su evaluación tomaron una decisión acertada en la direc-
ción hacia la institucionalización de este tipo de ejercicios evaluativos y 
de una mayor incidencia en las políticas sectoriales: “continuar los 
trabajos de implementación de los resultados del Foro en marco de la 
Mesa de Desarrollo Rural Productivo” (ver sección siguiente), incluyendo 
la incorporación de los representantes de la AN.

Pero el proceso de consulta con la sociedad civil y los productores 
continuó después de la valoración del Primer Foro. El MAGFOR con-
dujo otro foro de consulta de la ENDRP a nivel nacional en el periodo 
abril-mayo 2004, contando con la participación de alrededor de mil 
personas representando a organizaciones gremiales de productores, 
SPAR, gobiernos municipales, ONGs y personal de proyectos, incluy-
endo a los Comités de Desarrollo Departamental, así como a los Gobier-
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nos Regionales de las Regiones Autónomas del Atlántico Norte y de las 
Regiones Autónomas del Atlántico Sur. Esta consulta no solo legitimó a 
la ENDRP, sino que también “empoderó” a los actores organizados a 
nivel local al darles un mejor manejo de las propuestas del SPAR para el 
ámbito del desarrollo rural, levantando así la mirada más allá de lo 
agrícola.

Ahora bien, a pesar del avance sustancial en los niveles organizativos 
y de consulta, las perspectivas y valoraciones de los gremios de produc-
tores, trabajadores del campo y de la sociedad civil (ONG, etc.) sobre la 
ENDRP, así como de su posterior maduración hasta llegar a la PEDRP 
y el PRORURAL (las que se revisan a continuación), nunca llegarán a 
ser homogéneas por diversas razones. Entre estas razones esta el hecho 
de que los gremios y los ONGs demandan diferentes tipos de reivindica-
ciones y de que también ejecutan proyectos financiados por la CI con sus 
correspondientes marcos conceptuales. Por otra parte, como toda políti-
ca pública, tanto en el caso de la políticas sectoriales como de la ER-
CERP, “no se puede quedar bien” con todo los sectores y siempre habrá 
algún grado de insatisfacción, especialmente si no se ven incorporados 
los aportes en los documentos oficiales. Las propuestas conceptuales de 
política siempre reflejan un balance determinado de las fuerzas sociales, 
económicas y políticas. Balance que, naturalmente, también influye en la 
implementación. La CI, en su conjunto, jugó un papel positivo en apoyar 
y catalizar la iniciativa nacional de formular un pensamiento nacional 
sobre el desarrollo rural y dentro de este marco, sobre la pobreza rural.

2.2.4.1 La política y estrategia de desarrollo rural productivo (PEDRP)
En el año 2004 el pensamiento público sectorial continuó madurando lo 
que resultó en octubre del 2004 en el documento “Políticas Productivas 
de Desarrollo Agropecuario y Estrategia de Ejecución PRORURAL 
(2005–2008)”. Este documento explicaba el planteamiento del PND 
(presentado en septiembre 2004) descrito arriba, recogía aportes adicion-
ales de PROVIA (Programa de Fortalecimiento de las Capacidades del 
Sector Privado para la Formulación de Políticas) y la Fundación para el 
Desarrollo Tecnológico Agropecuario y Forestal de Nicaragua, que se 
habían formado en el marco de formulación del PND-O y propuestas del 
BM, BID, FIDA, COSUDE, IICA y la Unidad Técnica de RUTA-
Nicaragua. El documento tenía además el propósito de ser el marco de 
referencia para el diseño de un programa de apoyo al sector rural pro-
ductivo bajo un enfoque sectorial, conocido como PRORURAL. Por lo 
tanto, en esta etapa de formación del pensamiento público respecto al 
desarrollo rural influyó mucho el sector tecnocrático ligado a organismos 
internacionales y fundaciones privadas nacionales.

En el último año de la implementación de la ERCERP en 2005, el 
SPAR formuló de manera conjunta y bajo el liderazgo del MAGFOR, la 
PEDRP y PRORURAL, en estrecha colaboración con la CI, adoptando 
el enfoque sectorial en el ámbito rural y bajo el marco del proceso de 
AAA de la CI. Este proceso culminó con la presentación del documento 
“Política y Estrategias para el Desarrollo Rural Productivo” (MAGFOR 
2006a) en enero del 2006. Ambos documentos tenían una perspectiva de 
mediano-largo plazo y pretendían entrar en vigencia a partir del 2006, 
es decir un año después de haberse finalizado formalmente ERCERP.

La PEDRP, al igual que la ERCERP, no presenta una definición y un 
diagnóstico explícito de la pobreza en general, ni de la rural en particu-
lar, pero asume la perspectiva del PND-O. La PEDRP asumía los 
siguientes ejes estratégicos de acción: (i) Innovación Tecnológica, (ii) 
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Sanidad Agropecuaria e Inocuidad Agroalimentaria, (iii) Información y 
Comunicación para el desarrollo de la agricultura, (iv) Desarrollo de 
Conglomerados, (v) Universalización del Enfoque de Género, (vi) Asocia-
tividad y Organización Gremial, (vii) Tierra y Comunidades Indígenas, 
(viii) Fomento forestal, gestión ambiental y manejo comunitario de 
recursos, (ix) Financiamiento y otros servicios financieros, (x) Comercio 
Agropecuario y Forestal, (xi) Seguridad Alimentaria y (xii) Inversiones en 
Infraestructura.

2.2.4.2 El Programa de desarrollo rural y productivo (PRORURAL)
El diagnóstico de la problemática del desarrollo rural productivo de 
PRORURAL es integral y exhaustivo y plantea como problema central 
el hecho de que “La mayoría de las actividades de producción de bienes 
y servicios agroproductivos en el ámbito rural del país no son lo suficien-
temente competitivas como para mantener y expandir de manera soste-
nida sus actuales cuotas de participación en los mercados nacionales e 
internacionales, no logran sustentar procesos significativos y sostenibles 
de acumulación en las unidades de los hogares rurales productivos, son 
muy vulnerables a factores externos y se dan bajo un marco institucional 
nacional y local inadecuado para su consolidación y expansión” (MAG-
FOR 2005:9). Para solucionar esta problemática PRORURAL selec-
cionó, de la amplia gama de factores causantes, aquellos sobres los cuales 
si podían incidir las instituciones que conformaban el SPAR y que 
implementarían el Programa. Es decir, se seleccionó considerando los 
mandatos institucionales del MAGFOR, INTA, Instituto de Desarrollo 
Rural (IDR) e Instituto Nacional Forestal (INAFOR).

La contribución potencial de PRORURAL a la reducción de la 
pobreza durante su periodo planificado de implementación (2006–10) 
puede detectarse en: (i) el peso de los productores pobres dentro del 
grupo de los productores que son potencialmente beneficiarios del apoyo 
del Programa, como es el caso de las dos cadenas productivas prioriza-
das de café y ganado-leche; ii) la importancia otorgada a la creación de 
empleo asalariado, permanente y estacional en rubros y regiones priori-
zados: 72.6% de los trabajadores agrícolas temporales del país trabajan 
en la región central, especialmente en las actividades vinculadas al café; 
y (iii) los rubros priorizados se ubican en la región Central y el Atlántico 
donde se concentran los niveles más intensos de pobreza y de desnutri-
ción crónica infantil.

2.2.4.3 La PEDRP y PRORURAL vrs. ERCERP y PND-O ¿coherencia o 
divergencia?
El planteamiento de la PEDRP es mucho más amplio e integrador que 
las primeras políticas propuestas para el ámbito rural en 1998 y reconoce 
de manera explícita que pretende contribuir a la reducción de la pobreza 
rural, intentando enmarcarse en el enfoque del PND-O. Sin embargo, 
las premisas de la PEDRP están naturalmente más orientadas al ámbito 
agrícola y rural que la ERCERP y el PND-O y tienen un planteamiento 
más vinculado al ordenamiento del territorio rural y a la formación de 
cadenas agrícolas (“por rubro”), que a los conglomerados “porterianos” 
liderados por la inversión extranjera directa, la inversión por grandes 
empresas nacionales y las exportaciones. La PEDRP promete que, si se 
sigue sus lineamientos y ejes estratégicos, se logrará un desarrollo rural 
sostenible capaz de enfrentar una política de apertura comercial cada 
vez más intensa y además reitera un compromiso político con la reduc-
ción de la pobreza.
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PRORURAL presenta una tipología de “hogares” o productores que fue 
asumida del PND-O por el MAGFOR, aunque a regañadientes, en vista 
de que en el sector de analistas del desarrollo agrícola y rural en el país 
ya se habían elaborado y propuesto algunas tipologías más ricas e 
integrales. Con la tipología adoptada, la que se basa en gran medida en 
la variable economicista del grado de capitalización del hogar rural y de 
acceso al mercado, se propone y promete un tratamiento diferenciado 
para los diferentes tipos de hogares. Esta tipología, por sus debilidades, 
no era adecuada para entender y transformar la realidad agraria y para 
poder dar seguimiento y generar un aprendizaje que permitiera modi-
ficar con flexibilidad los planes operativos; de tal manera que pudiera 
conducir a todos los productores y hogares rurales hacia el logro de los 
objetivos de PRORURAL. El uso de esta tipología ha llevado a sobredi-
mensionar la cantidad de los productores grandes y medianos en com-
paración con otras tipologías existentes. Por otro lado, las familias de 
comunidades indígenas y grupos étnicos de la Costa Atlántica, entre 
quienes se encuentran los más pobres del país y quienes viven en una 
zona rica en recursos naturales, no fueron tipificadas como un grupo 
poblacional que demanda y requiere una política particular.

La PEDRP y PRORURAL le dan un papel clave al Estado en la 
promoción del desarrollo rural productivo y plantea un enfoque territo-
rial y transferencias a productores con potencial sin esperar a que el 
conglomerado tenga por ejemplo que ser necesariamente liderado y 
desarrollado de arriba hacia abajo por la inversión extranjera directa u 
otros inversionistas nacionales. PRORURAL no abandona a los territo-
rios no clasificados como competitivos por el PND-O. Ambos documen-
tos resaltan el papel del Estado como una instancia soberana de políticas 
públicas y de asignación y distribución de recursos públicos. El equipo 
técnico del MAGFOR luchó conceptualmente para mantener una visión 
más compleja e integral del desarrollo rural, incluso una visión más 
próxima a la del IDRN y BM.

Hasta cierto punto las perspectivas divergentes eran inevitables para 
dos grupos de formuladores de política (Secretaría Técnica de la Presi-
dencia o SETEC vs. MAGFOR/ SPAR) que no enfrentaban realidades 
similares y tenían diferentes comprensiones de la realidad rural y com-
promisos diferenciados con los actores rurales. Los conceptos de com-
petitividad y empresariabilidad, por ejemplo, chocan contra una realidad 
en la que más del 60% de los productores agropecuarios (incluyendo los 
cafetaleros y los ganaderos) están por debajo de la línea de pobreza. Éstos 
tienen que resolver primero su subsistencia y producen bajo condiciones 
muy variadas y en cadenas muy poco integradas. Al mismo tiempo, la 
existencia del otro 40% con mayores capacidades (productores medianos 
y grandes) implica el reto de superar explícita y sistemáticamente esta 
dualidad en el ámbito rural productivo; de otra manera habría una 
tendencia a incrementar las desigualdades en detrimento de la provisión 
de más y mejores oportunidades para los productores empobrecidos.

Esta dualidad, aunque reconocida, no es abordada tampoco de 
manera satisfactoria, por PRORURAL en lo que se refiere a la reduc-
ción de la pobreza rural. PRORURAL plantea que uno de los temas de 
trabajo a nivel territorial consistiría en el “apoyo a los pobres rurales y 
grupos vulnerables mejorando las condiciones de vida en la seguridad 
alimentaria de los productores rurales pobres, creando y fortaleciendo los 
mecanismos de acceso a los alimentos y a un empleo de calidad, fomento 
a la reducción del trabajo infantil rural” (Gobierno de Nicaragua 2005: 
26–27). Sin embargo, el programa no llegó a plantear mecanismos y 



71

acciones explícitas y sistemáticas para los productores que están fuera de 
las cadenas seleccionadas, para fortalecer la capacidad de negociación de 
estos productores con los actores del resto de la cadena de valor, para 
promover la asociatividad, etc... Tampoco consideró ni planteó acciones 
específicas (focalizadas) para los trabajadores agrícolas sin tierra y muy 
empobrecidos (aparte del beneficio indirecto en la zona central vía la 
promoción de la cadena del café, etc...); se podría haber planteado, por 
ejemplo, una estrategia innovadora para la implementación del compo-
nente de inversión pública en infraestructura y viviendas que fuera 
intensiva en mano de obra.

Tanto en el caso de la PEDRP como de PRORURAL, al igual que el 
PND y el PND-O, su objetivo central no era la reducción de la pobreza 
rural como tal. El PRORURAL plantea formalmente que pretende 
“contribuir a la reducción de la pobreza”, no superarla directamente, en 
conjunto con otras intervenciones públicas. En el caso de los conglomera-
dos, se podría al menos haber intentado el establecimiento de vínculos 
específicos con los más pobres para aprovechar sus activos, el desarrollo 
gradual de la asociatividad y de alianzas y arreglos comerciales; consid-
erando que las zonas más próximas al mercado donde se planteaba 
desarrollar los conglomerados se caracterizan por tener una mayor 
denSidad de pobres y pobres extremos, y evitar así una mayor pro-
fundización de la pobreza.

Este fue un tema recurrente que llevó a los estudios posteriores de los 
“motores de crecimiento” en el 2005 que partían del reconocimiento 
(tardío) de que “a menos que se fortalezcan los activos de las familias 
pobres, estos hogares no se podrán beneficiar de las estrategias basadas 
en conglomerados o cadenas de comercialización”. Estos estudios se 
basaron en el “enfoque de activos” desarrollado por un equipo del BM 
con el MAGFOR en el que se reconocía la existencia de múltiples y 
heterogéneos factores que servían de motores del crecimiento económico 
en áreas rurales, tales como las zonas agro-ecológicas, el acceso a infrae-
structura y servicios, condiciones climáticas y ambientales, los activos de 
los hogares (en sentido amplio) y estrategias de vida de los hogares, 
instituciones formales e informales en el país, así como el ambiente 
generado por las políticas públicas. Una de las premisas fundamentales 
del enfoque plantea que la cantidad, calidad y productividad de esa 
cartera de activos determina el potencial de crecimiento y reducción de 
pobreza de largo plazo, de tal manera que los activos de los hogares son 
considerados los “motores” de crecimiento sostenible y reducción de 
pobreza. Este enfoque, sin embargo, deja de lado la neceSidad de redis-
tribuir ingresos y activos como condición para la superación de la pob-
reza y para potenciar el crecimiento económico (lo que ha ya sido 
reconocido por el mismo BM) y también hizo caso omiso del enfoque de 
género, siendo un aspecto tan crucial para el manejo y la distribución de 
los activos en el seno del hogar.

Más específicamente, la PEDRP y PRORURAL (así como la ER-
CERP, el PND y el PND-O) no reconocen suficientemente la importan-
cia y diverSidad de las estrategias que diseñan e implementan los hogares 
rurales pobres y pobres extremos del país, en las que combinan activi-
dades agrícolas y rurales no agrícolas, la pluriactividad que consiste en la 
diversificación de los ingresos de la familia rural efectuadas en los 
propios espacios rurales o en los centros urbanos a los que acceden los 
integrantes de la unidad familiar, la migración, los ingresos que pueden 
obtener de las redes de protección social existentes y el apoyo de redes 
locales de solidaridad que son parte de su capital social.
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Por otra parte, el concepto de “territorio” de estas políticas es tecnocráti-
co, dejando de lado el hecho sociológico fundamental que son los pob-
ladores rurales mismos quienes definen lo que es realmente su “territo-
rio” en base a una identidad común y propósitos compartidos, de tal 
manera que la heterogeneidad de los territorios rurales descrita en 
PRORURAL es más compleja de lo que se asume. En ese sentido sobre-
sale y contrasta la riqueza del planteamiento alternativo de la “nueva 
ruralidad” que si reconoce estos aspectos.

La PEDRP y PRORURAL también repiten una debilidad de la 
mayoría de las propuestas de estrategias de desarrollo rural de las agen-
cias internacionales: no proponen como vincular exactamente la liberal-
ización comercial (agraria), los procesos de integración regional, el 
desarrollo rural y alivio de la pobreza.

En resumen, la PEDRP y PRORURAL, habiendo iniciado sus 
formulaciones después de las del PND y PND-O, no han tendido a 
converger y a subsumirse en las premisas y promesas de estos últimos 
planes de desarrollo y mucho menos en las de la ERCERP. De hecho 
todas las anteriores políticas y planes no tienen como objetivo central la 
reducción directa de la pobreza en general, ni de la rural en particular, 
pero si pretenden “contribuir” a su reducción; todas son relevantes para 
la reducción de la pobreza rural. Es evidente entonces que las premisas y 
las promesas de la ERCERP fueron prácticamente abandonadas como 
propuesta integral para reducir directamente la pobreza por parte de las 
posteriores políticas y estrategias del gobierno.

2.2.4.4 El PRORURAL como instrumento y el enfoque sectorial
El PRORURAL, siendo considerado en principio el instrumento único 
para la implementación de la PEDRP, pretende instrumentalizar la 
aplicación del enfoque sectorial y el proceso AAA como esfuerzo com-
partido por el SPAR, gremios y la CI. El Programa al mismo tiempo 
pretendía echar a andar un proceso de cambios institucionales en el 
sector, tanto entre las instituciones que conforman el SPAR (IDR, 
INTA, INAFOR y MAGFOR), como con relación a la CI, lo que se 
concretizaba formalmente en un Código de Conducta que fue firmado 
por la mayoría de las partes involucradas. El Programa permitiría 
además integrar los recursos de la CI y el gasto público bajo un único 
Marco Presupuestario de Mediano Plazo (MPMP) para financiar de 
manera transparente las áreas de intervención del PRORURAL, a fin de 
evitar la duplicación de acciones institucionales y asegurar la previsibili-
dad en su financiamiento. 

La decisión de implementar el enfoque sectorial en el ámbito rural 
productivo refleja una voluntad política de enfrentar los retos del de-
sarrollo rural, tanto de parte del Gobierno como de los llamados “socios 
para el desarrollo” (la CI). En este ámbito agrícola y rural (comparado 
con el de salud y educación, donde ya se venía implementando este 
enfoque) es el sector privado, más que el público, el que controla el 
grueso de los recursos y empresas. Por lo tanto el papel del Estado se 
vuelve mas crucial en términos de la provisión de bienes y servicios 
públicos y semi-públicos y para establecer el marco institucional adecua-
do que incentive a la inversión privada. Además, la heterogeneidad 
agroecológica de los territorios y socioeconómica de la población, así 
como las neceSidades de desarrollar las capacidades de los productores y 
otros actores locales implica diseñar y desarrollar numerosos instrumen-
tos diferenciados para que sean efectivos.
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La adopción del enfoque implica que todas las instituciones del SPAR, y el 
MAGFOR en particular como entidad pública rectora, tienen que asumir 
nuevas modalidades de trabajo, considerando especialmente la neceSidad 
de cooperar, coordinar y articular acciones con muchas instituciones 
públicas que respondan a sus propias visiones y esquemas sectoriales, tanto 
a nivel nacional como local. Es decir, el SPAR tiene el reto de trabajar 
armónica y coordinadamente y de lograr imponer su agenda a la hora de 
asignar el gasto público sectorial que lograsen obtener del MHCP en el 
marco de un MPMP. La aceleración del proceso de formulación e imple-
mentación de la política y la estrategia nacional de descentralización 
pública a partir del 2004 podría facilitar e incluso inducir fuertemente a 
que el SPAR tenga más efectividad a nivel de campo, dado que siempre es 
más fácil y menos conflictiva la cooperación y coordinación a nivel local y 
también por el empoderamiento de los gobiernos y comités de desarrollo 
locales en términos financieros y técnico-propositivos. Lo anterior requiere 
el desarrollo de nuevas capacidades institucionales tales como las de 
concertación y facilitación entre diferentes actores, públicos y privados, 
familiaridad y liderazgo a nivel territorial, conocimiento y manejo de las 
particularidades de los diferentes tipos de familias de productores y hog-
ares rurales, planificación y seguimiento, entre otras. Las débiles capaci-
dades del SPAR constituyen uno de las principales limitantes para lograr 
la efectividad en la implementación del PRORURAL.

Pero también esto implica nuevas formas y mecanismos de comuni-
cación, coordinación, negociación y toma de decisiones en los que 
participen todos los actores involucrados. Uno de tales mecanismos, 
establecidos en diferentes sectores afines por el Gobierno, son las mesas 
sectoriales. Una de tales mesas es la Mesa del Desarrollo Rural Produ-
cido. En la práctica, el alineamiento de la CI implica el alineamiento de 
los programas y proyectos que están siendo ejecutados con mucha 
independencia por los donantes. Todos estos proyectos ya han sido 
identificados y un plan ha sido concebido para alinear los proyectos a los 
componentes respectivos de PRORURAL. Sin embargo, el avance ha 
sido muy poco (Mikkelsen 2006, Talvela et al. 2007).

Con solo un año y medio de implementación, es muy prematuro 
evaluar la eficiencia y la efectividad potencial del PRORURAL como 
instrumento de la PEDRP bajo un enfoque sectorial y de AAA. El 
contexto político nacional ha cambiado lo que hace más compleja tal 
valoración ya que la PEDRP esta siendo transfomada. Lo que si es 
evidente es que el Gobierno ha realizado por primera vez en su historia 
esfuerzos para tener coherencia conceptual, programática e instrumental 
entre su política sectorial, el financiamiento público nacional y externo y 
los instrumentos que utiliza, estando al mismo tiempo bajo presión de los 
productores y gremios, de los ciudadanos y de la CI a ser efectivo y a 
entregar cuentas. Habrá que esperar que finalice el período de PRORU-
RAL (en 2010) para poder avaluar los resultados.

2.2.5 Gobierno de reconciliación y unidad nacional (GRUN): ¿hambre 
cero y paradigma nuevo?

En enero 2006 asumió la administración pública el Presidente Daniel 
Ortega, el que estableció el nuevo Gobierno de Reconciliación y Unidad 
Nacional (GRUN). El GRUN, de ideología sandinista y conformado 
fundamentalmente por líderes políticos que gobernaron en los turbulen-
tos años ochentas. Éstos han expresado críticas en el pasado a las premi-
sas, promesas y compromisos de la ERCERP, PND, PND-O y en 
relativamente menor medida, a la PEDRP y PRORURAL. 
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El GRUN ha establecido nuevas “Prioridades Nacionales” en todos los 
ámbitos de la política pública (GRUN/SETEC 2007a). Estas prioridades 
orientarán lo que ha sido planteado como un “proceso de elaboración del 
Plan de Desarrollo Socioeconómico del Gobierno” que “será construido 
desde los ciudadanos y para los ciudadanos, armonizado con los planes 
sectoriales, departamentales, municipales, e institucionales, así como el 
apoyo de la Comunidad Cooperante, la que debe alinearse a las propias 
neceSidades y oportunidades de los nicaragüenses” (GRUN/SETEC 
2007ª: 3). Este Plan enfoca la lucha contra el hambre y la pobreza 
mediante la capitalización de las capacidades de los pobres para que sean 
entes activos en la propia solución de sus problemas y contribuyan al 
desarrollo del país. Una de las prioridades consiste en la “reactivación 
económica, combate al hambre, la desnutrición y la pobreza” mediante 
“acciones de política y medidas de carácter estructural que permitan en 
el mediano y largo plazo lograr que la economía se sitúe en una senda de 
crecimiento sostenible, en un contexto de baja inflación, que permita a la 
vez el desarrollo humano y la reducción de la pobreza”. El objetivo 
principal de este “programa económico y social” consistirá en la “recon-
strucción productiva, el impulso a la agroindustria y el desarrollo de 
programas dirigidos a garantizar la seguridad alimentaria a los más 
pobres”, para lo cual se buscará “el apoyo y la solidaridad del sector 
privado y de la comunidad internacional” (ibid: 13).

Para lograr el objetivo del “programa económico y social”, el docu-
mento de “Prioridades Nacionales” plantea que el GRUN pretende, 
entre otros objetivos, diseñar programas de capitalización dirigidos a la 
población que tradicionalmente han sido productores pero que hoy están 
sumidos en la extrema pobreza; diversificar la producción agrícola, 
superando el modelo de monocultivo concentrador de la riqueza; brindar 
mayor acceso al crédito por parte de la pequeña y mediana producción 
agrícola y de procesamiento; brindar asistencia técnica más efectiva y 
desarrollar canales de comercialización más favorables para los pequeños 
productores y crear las condiciones tanto políticas como jurídicas apropi-
adas para favorecer la utilización de tierras aptas que no están siendo 
cultivadas (GRUN/SETEC 2007a).

En lo que parecen ser líneas estratégicas de acción, el “Plan” plantea: 
promover la gestión de recursos financieros, asistencia técnica y el diseño 
de un paquete de activos para la capitalización inicial a los productores 
que impacte en la actividad agropecuaria no sólo para aumentar la 
disponibilidad de alimentos para la seguridad alimentaria y nutricional 
de las familias, sino que también para generar empleo y por ende in-
greso; impulsar la agroindustria; priorizar la pequeña producción de las 
zonas rurales y de las ciudades con políticas y legislación que favorezca el 
desarrollo de estos sectores donde se concentra la mayor parte de la 
pobreza; incrementar la productividad agrícola y pecuaria mediante la 
modernización de este sector, tanto para el desarrollo rural como agroin-
dustrial: se implementarán programas de investigación y desarrollo en 
variedades de semillas mejoradas con alto rendimiento y en el uso de 
tecnologías amigables al medio ambiente.

En el documento de “Prioridades” se resaltan dos instrumentos 
específicos del “programa económico y social” que ya estarían imple-
mentándose. Primero, el Programa de Granos Básicos, cuyo objetivo es 
dotar a los productores de los municipios más pobres de un paquete de 
semillas mejoradas, insumos, urea, asistencia técnica y financiamiento, 
para que los productores tradicionales de granos básicos puedan hacer 
producir sus tierras ociosas generando alimentos y excedentes para la 
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exportación. En este sentido, en el marco del ALBA, ya se ha acordado que 
Venezuela adquiera 2,500 toneladas de frijol negro anualmente. Venezuela 
también brindará el financiamiento requerido para la producción.

Segundo, el Programa de Seguridad y Soberanía Alimentaria, el que 
a su vez incorpora entre sus programas iniciales, el programa denomi-
nado “Hambre Cero” (PHC). Este último es un programa de cinco años 
de reconversión productiva de nuevo cuño y de seguridad alimentaria y 
nutricional, que está dirigido a 75 mil familias productoras empobrecidas 
de las zonas rurales, a un costo promedio anual aproximado de US$30 
millones y una inversión por familia que oscila entre US$ 1,500 y US$ 
2,000.

El PRORURAL no fue mencionado en ninguno de los dos documen-
tos, ni en el de “Prioridades Nacionales” ni en el PEF, lo que plantea la 
pregunta acerca del interés político en este Programa como tal (lo que no 
implica necesariamente duda sobre el interés en el enfoque sectorial), 
independientemente de los esfuerzos del SPAR de avanzar en su trans-
formación, planificación y en la integración del Programa Productivo 
Alimentario (PPA) del PHC y de las misiones conjuntas de PRORU-
RAL, como se verá más adelante.

2.2.5.1 El Programa “Hambre Cero” y el programa productivo alimentario
El Programa “Hambre Cero” (PHC) es coordinado por el Consejo de 
Seguridad y Soberanía Alimentaria (CSSA) que está adscrito a la Presi-
dencia de la República desde enero del 2007. Se pretende que sea eje-
cutado por organismos y organizaciones de la sociedad civil, con el 
acompañamiento de las instituciones del gobierno central y local. El 
PHC13 se concentrará primeramente en acciones productivas para 
potenciar la producción campesina, acciones nutricionales para el 
universo materno infantil (Programa Nutricional a ser ejecutado por el 
Ministerio de Salud), y acciones de alimentación escolar (Programa de 
Merienda Escolar a ser ejecutado por el Ministerio de Educación) en 
todo el territorio nacional.

El PHC incluye el PPA, el cual está bajo la responsabilidad del 
MAGFOR en términos de entregar el Bono Productivo Alimentario 
(BPA) y de promover al mismo tiempo la organización de los produc-
tores. El MAGFOR contaría con el apoyo del resto de las instituciones 
públicas del SPAR (INTA, INAFOR, IDR, ENABAS y FCR), organis-
mos y organizaciones de la sociedad civil y los gobiernos locales. La 
organización, la coordinación operativa en los departamentos, muni-
cipios y comarcas, el seguimiento y la evaluación, así como la coordi-
nación entre el SPAR y el CSSA, para la implementación del PPA, se 
empezó a realizar desde la Oficina de Seguridad Alimentaria adscrita 
directamente al Despacho del Ministro del MAGFOR. En los ultimos 
meses del 2007 la implementación fue asumida por la Dirección de las 
Delegaciones Territoriales del MAGFOR.

El PPA ha sido formulado por el Centro para la Promoción, la Inves-
tigación y el Desarrollo Rural y Social (CIPRES) con base en su experi-
encia en la implementación de un programa similar en los últimos años 
(CIPRES 2007) y en su estudio de la economía campesina nacional 
(CIPRES 2006). No obstante, es evidente que un planteamiento de 
masificación nacional (un “scaling up”) de una experiencia a nivel mucho 
más reducido, implica la neceSidad de haber identificado las lecciones 
aprendidas, los mayores riesgos, complejidades y variedad socioeconómi-

13 El PHC nicaragüense no es el mismo en concepción y estrategia que los programas homónimos del Brasil y de  

Venezuela.
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ca y agroecológica a nivel local. Además hay que considerar las menores 
capacidades de ejecución de los co-ejecutores previstos del PPA en 
comparación con las del CIPRES (Talvela et al. 2007). Esto sin embargo 
no ha sido ampliamente abordado en la fase ex ante del formulación del 
PPA y hay críticas sobre que tan exitosa fue la experiencia misma de 
CIPRES como para lanzarlo ya a nivel nacional y sobre otros aspectos 
del Programa (Cáceres 2007 y entrevistas).

El Programa tiene como objetivos generales reproducir de forma 
ampliada la economía campesina y dinamizar el mercado interno. Sus 
objetivos específicos son (i) producir alimentos de forma diversificada y 
autosostenida y (ii) garantizar la seguridad y soberanía alimentarias. Su 
estrategia de implementación es amplia e integral: se impulsará un 
sistema integral comunitario conformado por unidades familiares 
campesinas capitalizadas dentro de un proceso de asociación y adopción 
de cultura empresarial y agroecológica con enfoque de género. Si las 
unidades familiares asumen compromisos con el PPA, se inducirá la 
diversificación tecnológica y el reciclaje, se entrenará en el manejo de 
granjas, y se promoverá la agregación de valor a la producción (CIPRES 
2007). 

El PPA está dirigido a aproximadamente 170,000 familias rurales 
muy empobrecidas y con alta inseguridad alimentaria y tiene la meta de 
atender a 15,000 familias anualmente durante el período 2007-2011. 
Campesinos asalariados y trabajadores agrícolas quedan excluidos del 
PPA, pero en principio serían atendidos por otras intervenciones específi-
cas en el marco del PHC. En lo que se refiere al acceso a la tierra, el Plan 
de Desarrollo mencionado anteriormente propone la creación de las 
condiciones políticas y jurídicas para la utilización de tierras aptas que 
no están siendo cultivadas, incluyendo la gestión de recursos financieros, 
asistencia técnica y el diseño de un paquete de activos para la capitaliza-
ción inicial a los productores (GRUN/SETEC 2007a). La ATC, fuerte-
mente vinculada al GRUN, plantea claramente (en la entrevista) las 
neceSidades de este sector: el obrero agrícola necesita empleo estable y 
bien remunerado, seguridad social, convención colectiva y una parcelita 
para complementar su salario. En este último sentido reconoce que existe 
una alta demanda de tierra para lo cual están en proceso de negociación 
con el GRUN una política de asignación ordenada de la tierra para 
aquellos que no han recibido tierra en el pasado o que tienen tierra de 
mala calidad. La estrategia consistiría en una combinación de compra y 
revisión de propiedades que están endeudadas, sin realizar confiscaciones 
y sin caer en una política tipo BM que enfatiza el mercado de la tierra. 

Uno de los instrumentos del PPA es el BPA. Este Bono, el cual es una 
transferencia directa, pretende capitalizar a las familias campesinas 
beneficiarias, aunque es claro que en si mismo no es suficiente para 
impulsar el desarrollo rural sostenible. De allí la importancia de las 
siguientes orientaciones establecidas para la entrega del Bono. El BPA 
incluye la entrega de una vaca preñada, una cerda preñada, gallinas, 
gallos, material para construir un gallinero y lugar para los cerdos, 
concentrado para cerdos, un biodigestor de bunker plástico, árboles 
frutales, hortalizas y plantas forestales de acuerdo a zona, entre otras 
cosas. Además hay talleres de capacitación, financiamiento para gastos 
de transporte y para la ejecución del BPA por concepto de “overhead”. El 
presupuesto total por familia se calcula en US$ 2,000, incluyendo los 
US$ 500 asignados a “overhead”.

El contenido del BPA ha sido flexibilizado para el caso de la Costa 
Atlántica pero es obvio que debe ser flexibilizado aun más según las 
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condiciones agroecológicas y socioeconómicas de regiones y territorios 
específicos. Uno de los retos que deberá enfrentar el PPA consiste en 
como lograr aprovechar economías de escala y pecuniarias en la adqui-
sición de insumos y en la posterior distribución logística de los mismos. 
La envergadura de este reto depende también del grado de descentraliza-
ción con el cual se plantea implementar el PPA/BPA, lo que a su vez esta 
correlacionado con las modalidades de participación de actores locales y 
la metodología de focalización que podría emplearse.

Durante la Misión Conjunta de PRORURAL en mayo, el grupo de 
consultores (Talvela et al. 2007) del Fondo Común valoró muy positiva-
mente la legitimidad del PPA por varias razones, entre las cuales desta-
can el ataque a la pobreza rural, el énfasis en la “producción agro-
pecuaria, y en particular la producción animal –que dicen– es, entre 
otras, una actividad económica efectiva para generar empleo, ingresos y 
auto producción de alimentos para un alto porcentaje de las familias 
rurales más pobres”, y el compromiso del gobierno en la formulación y 
financiamiento del PPA. El arranque en la implementación del PHC, sin 
embargo, está enfrentando también importantes retos institucionales, 
especialmente en términos de su inserción, apropiación e implement-
ación colegiada por parte de los actores que conforman el Sistema de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional (SSAN) y el Consejo Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional (CONASAN) (Dumazert 2007). 
Otros retos provienen de la capacidad de ejecución de estos actores y del 
SPAR, de su integración y armonización con PRORURAL y de la movi-
lización de financiamiento para la meta anual de entregar el BPA a 
15,000 familias en el 2007. El GRUN había originalemente asegurado el 
financiamiento para 5000 familias para el año 2007 (Talvela et al. 2007), 
sin embargo en parte como resultado del Huracan Félix, logro ampliar el 
financiamiento para cubrir hasta 7000 familias en este año.

En este contexto, el Gobierno ha tomado una serie medidas al menos 
para el corto plazo, que implican un desvío del esquema original. Entre 
estas medidas se puede mencionar, entre otras, la distribución de la 
implementación del PHC entre al menos tres ministerios públicos (MAG-
FOR, Ministerio de Salud y MINED) con el propósito de acelerar su 
implementación en vista del alto valor de visibilidad política que se le ha 
asignado (lo que contrasta con la relativamente menor valoración pública 
dada a PRORURAL). Esta centralización y división del trabajo proba-
blemente facilitará la implementación en el corto plazo, incrementará los 
costos de coordinación y no asegurará su calidad y eficiencia en el 
mediano plazo (Dumazert 2007). También resalta la asignación de la 
implementación del PPA/BPA al MAGFOR. Ello crea inquietudes de los 
donantes de PRORURAL por la profundización de acciones de imple-
mentación en un Ministerio que consideran deberían concentrarse en la 
gestión de la política sectorial. Al final de cuentas el MAGFOR ha 
estado ejecutando el PPA contando con el apoyo de diversos donantes.

Otra medida ha sido la cancelación de la asignación de la ejecución 
del BPA a las ONGs. Se transfirieron importantes tareas de acom-
pañamiento y asistencia técnica al INTA. Es decir, que la implement-
ación estará más en las manos del Estado ocasionando una frustración 
entre muchas ONGs y asociaciones locales que habían sido invitadas a 
participar. Esto se debió tanto a divergencias sobre el “overhead” (algu-
nas ONGs lo consideraban muy bajo), como a razones de la ley que 
regula las adquisiciones del Estado que no permitía una contratación 
más flexible dado que exigía licitaciones públicas. Existen posibilidades 
de que algunas ONGs y el SPAR trabajen juntas en el mediano plazo 



78

para la implementación del PPA. Un sector de las ONGs del país percibe 
que está siendo categorizado como actores que tradicionalmente han sido 
“funcionales al neoliberalismo” en los últimos 16 años y que por lo tanto 
no gozan de la confianza del GRUN, sintiéndose discriminados para el 
trabajo conjunto con el poder ejecutivo. La misma CCER, junto con 
FENACOOP (organizacional gremial de cooperativas proclive al par-
tido sandinista del Gobierno), han expresado públicamente sus males-
tares (Cáceres 2007).

Todavía existen muchos cabos sueltos respecto a varios temas y 
metodologías relacionados a la implementación del PPA/BPA, siendo 
percibido como el reto principal la conciliación entre “la neceSidad de 
rápido impacto y masivo vs. la necesaria gradualidad en el desarrollo de 
las capacidades institucionales y la validación de la metodología del 
BPA” (Talvela et al. 2007). Es evidente que el GRUN no tenía una 
apreciación realista ex ante de las complejidades, de las implicaciones y 
de los grandes retos que enfrentaría para la implementación del PPA. 
Aparentemente también ha hecho falta un conocimiento más profundo 
de las capacidades y formas de operación del SPAR así como del lan-
zamiento desde un inicio de un proceso de trabajo colegiado con todos 
los funcionarios del SPAR. 

El PPA/BPA enfrenta por lo tanto numeroso e importantes retos. 
¿Quieren las familias de agricultores pobres el BPA según las premisas, 
las promesas y los compromisos involucrados? ¿O están dispuestas a 
recibirlo porque “peor es nada”? La primera es un pregunta válida que 
usualmente todos los gobiernos se hacen y se auto-responden afirmativa-
mente cuando ofrecen, usualmente con muy buena voluntad, soluciones 
generalizantes y dirigidas por la oferta pública. Sin embargo, la historia 
de la ingeniería socio-económico modernizante del sector agrícola y 
rural está plagada de fracasos, aun las de corte “neoliberal”, aunque ha 
habido algunas intervenciones con éxitos parciales como el caso del 
Programa Nacional Libra por Libra (PNLL). En el caso del PPA/ BPA 
que abarca tantos aspectos con un enfoque estándar, incluyendo la 
promoción de la conformación de cooperativas y organizaciones de los 
beneficiarios alrededor del BPA, los riesgos y las dudas son obviamente 
mayores. Esto ha sido muy bien planteado por una organización gremial 
afín al mismo GRUN: “En los años 80 quedó demostrado que la gente se 
metía a la cooperativa para llegar a la tierra. Ahora la gente se va a 
hacer cooperativa para llegar al bono. Y esto distorsiona la conciencia, la 
actitud y la conducta de la gente” (Cáceres 2007: 19).

2.2.5.2 Nuevas Políticas Nacionales: ¿más de lo mismo?
El gobierno está llevando a cabo la formulación y/o actualización de 
varias políticas sectoriales, tales como la de desarrollo rural, seguridad y 
soberanía alimentaria, finanzas rurales, forestal, innovación tecnológica, 
biotecnología, biocombustibles, etc. El MAGFOR ha formulado una 
nueva Política de Desarrollo Rural Sostenible (PDRS) que ha sido 
presentada al Consejo de la Producción para su discusión. La PDRS 
(GRUN 2007a y GRUN 2007d) plantea como su objetivo de desarrollo 
“contribuir a reducir la pobreza y mejorar el nivel y calidad de vida de 
las generaciones actuales y futuras de la población rural, priorizando 
familias de pequeños, medianos productores agropecuarios y forestales, 
campesinos, trabajadores del campo, pueblos indígenas, comunidades 
étnicas, considerando la heterogeneidad socioeconómica, agro ecológica 
y ambiental del territorio, estableciendo de forma gradual un modelo 
agroindustrial sostenible para el mercado local y de exportación de 
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excedentes”. Su contenido está incluido en el documento de “Prioridades 
Nacionales” (GRUN/SETEC 2007a). Aunque es en el sector de desarrol-
lo rural donde el GRUN ha avanzado más en dibujar una visión es-
tratégica, todavía hace falta formular una estrategia de desarrollo rural 
sostenible más detallada, que permita orientar el eventual ajuste de 
PRORURAL.

El PHC/PPA se separa de manera radical del enfoque de conglom-
erados del PND-O dado que, en vez de centrarse en territorios, pobla-
ciones o polos de desarrollo en los cuales empresarios nacionales e 
internacionales se aprovecharían de economías de escala y de aglomer-
ación para mejorar la competitividad en los mercados sobre todo exter-
nos. La estrategia de intervención consiste en intervenir en todos los 
territorios a fin de que los campesinos empobrecidos (pequeños y medi-
anos productores) sean capitalizados y asistidos en su asociatividad y 
agro-industrialización gradual de su producción dirigida especialmente 
al mercado interno, pero también al externo a medida que avanzan en 
sus niveles empresariales y asociativos. En la nueva PDRS, se resalta el 
rol protagónico de los pequeños y medianos productores, comunidades 
indígenas, grupos étnicos y trabajadores rurales, en lugar de las empre-
sas, especialmente de las grandes empresas internacionales, tal como se 
percibe que es planteado en el PND-O. La razón de resaltar a este actor 
se basa en que, además de razones éticas y preferencias políticas, las 
estadísticas agrícolas muestran que generan el 65% de las divisas, contro-
lan todavía el 50% de la tierra en finca y producen más del 80% de los 
alimentos del país (CIPRES 2006).

La nueva PDRS ha implicado naturalmente ajustar PRORURAL. El 
MAGFOR ha impulsado este ajuste entre las otras agencias del SPAR y 
de hecho ya incorporó en el POA 2007 la implementación del BPA del 
PPA. Durante la Misión Conjunta de PRORURAL (mayo 2007), el 
equipo de apoyo de los Socios para el Desarrollo del Fondo Común 
(COSUDE, Asdi, FINNIDA y NORAD) notaron que el “nuevo” 
PRORURAL: (i) ya consideraba a los pequeños productores y que lo 
nuevo era en todo caso la priorización que se le daba a su rol como actor 
del crecimiento y desarrollo y no tanto como receptor de compensación 
social; (ii) consideraba las particularidades e incluía enfáticamente a las 
minorías (comunidades indígenas y grupos étnicos), de la Costa Atlán-
tica; (iii) pretendía brindar un apoyo integral a los PMP; (iv) enfatizaba 
en la forestería comunitaria; (v) contemplaba un mucho mayor alcance 
cuantitativo de los beneficiarios directos y (vi) proponía una fuerte 
inversión pública hacia el sector social (Talvela et al. 2007). Todo esto 
hace prever que, en el mediano plazo, el impacto en términos de la 
reducción de la pobreza y de la pobreza extrema podría ser mayor con la 
implementación de un PRORURAL “ajustado” (2007–2011).

El énfasis público que las autoridades le dan al PHC en comparación 
con PRORURAL y considerando que el PHC es más amplio en alcance 
que PRORURAL, hacen pensar que eventualmente PRORURAL 
podría ser absorbido ya sea por un PHC o por lo que ha sido precisa-
mente planteado como el nuevo “Programa de Seguridad y Soberanía 
Alimentaria”. Se espera que el GRUN anunciara nuevas medidas de 
politicas y de reorganizacion de la institucionalidad pública, incluyendo 
el SPAR, en enero del 2008.

En resumen, el GRUN, a través del MAGFOR/ SPAR, está impul-
sando “nuevas prioridades” de política y cambios institucionales fuertes 
en el ámbito rural y agrícola, los que no representan un quiebre radical 
con todas las premisas y promesas de las políticas sectoriales del gobierno 
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anterior. Las nuevas prioridades enfatizan la asignación de recursos 
públicos con preferencia para los productores más empobrecidos y 
buscan acelerar y dar mayor precisión y apoyo político a los resultados. 
Antes, los resultados no eran priorizados aun cuando estaban contemp-
lados, tales como asociatividad, crédito rural, transferencias para capital-
ización, asistencia técnica, etc. Los principales cambios se están dando 
así en el ámbito de las premisas, los compromisos y la institucionalidad 
para la concretización de las nuevas prioridades de política. Las prome-
sas no han cambiado mucho, especialmente en lo que se refiere a er-
radicar la pobreza rural.

2.2.5.3 ¿En qué queda la historia de la HIPC y del PRSP o DERP?
En cuanto a la lógica del esquema HIPC-PRSP-FMI-BM, las nuevas 
autoridades aprovechan de manera expedita los recursos liberados por 
condonaciones, para luchar contra la pobreza. Un reciente balance de los 
primeros cien días del nuevo gobierno elaborado por una ONG nacional 
(IPADE 2007) estimó que del ahorro del gasto público y la condonación 
de la deuda con el BID, el GRUN financió un aumento de hasta un 
3.21% del presupuesto para el 2007, con respecto a la propuesta presen-
tada por el Gobierno saliente de Bolaños. De ese aumento, un 18% fue 
destinado a la salud, un 54% a la educación y casi un 24% al PPA/ BPA. 
De igual manera, el GRUN ya acordó el PEF y le fue aprobado el PRGF 
(Servicio de Crecimiento y Reducción de la Pobreza) (2007–10) por parte 
del FMI, en el cual se establecen los lineamientos generales de los planes 
gubernamentales para reducir la pobreza al mismo tiempo que se man-
tiene la estabilidad macroeconómica; el GRUN incluso se comprometió 
a presentar a las IFIs el informe anual de avance en la implementación 
del PND, aunque no está todavía claro cual es ahora la estrategia na-
cional de desarrollo.

Un análisis crítico del contenido del documento de “Prioridades 
Nacionales” (GRUN /SETEC 2007a) demostraría que no se ha abando-
nado radicalmente el concepto de “estrategia de reducción de la pob-
reza” según la óptica de las IFIs. Sin embargo, no todas las promesas y 
las premisas del BM y FMI con relación a la erradicación de la pobreza 
(rural) son aceptadas por las nuevas autoridades. Tampoco se ha abando-
nado el concepto multidimensional de la pobreza del BM: la nueva 
estrategia claramente aborda las dimensiones económicas, de salud y 
educación, vulnerabilidad e impotencia de la pobreza en el país, aún si 
no se provee una definición explícita y formal de la pobreza en GRUN/
SETEC 2007a. Además, las “nuevas prioridades” y la nueva PDRS 
también parecen compartir muchas de las premisas y promesas de la 
propuesta del BM en lo que se refiere al desarrollo rural. Efectivamente, 
ambas perspectivas coinciden en la importancia, para el desarrollo rural, 
de los temas de la diversificación agrícola, la innovación tecnológica, la 
seguridad alimentaria, vinculación de los productores con el mercado, 
estrategias diferenciadas en función de la tipología de productores, etc. 
Sin embargo, difieren en la valoración de la importancia del acceso a los 
mercados globales, ya que el GRUN da más énfasis al mercado nacional 
y en todo caso al regional.

Los compromisos del BM/FMI y la experiencia de la ERP/ HIPC (es 
decir la ERCERP), sin embargo, son evaluados negativamente por el 
GRUN por el “poco impacto de los programas y proyectos que dentro 
del contexto de la estrategia de reducción de la pobreza … han (sido) 
priorizado en el Presupuesto General de la República de los últimos 
años, lo que demuestra que la calidad del gasto no ha sido consistente 
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con los objetivos sociales que las autoridades habían planteado en sus 
documentos oficiales, y si se toma en cuenta los flujos de recursos exter-
nos que financian una buena parte el presupuesto, también puede con-
cluirse que la calidad de la ayuda externa no ha sido la adecuada para 
avanzar hacia las metas del milenio” (GRUN/SETEC 2007a: 4).

El GRUN plantea así una nueva “estrategia de desarrollo económico 
y de reducción de la pobreza apropiada”. En lo que resta de esta década, 
Nicaragua va en camino a identificar y asumir sus propias y nuevas 
premisas, promesas y compromisos para la superación de la pobreza y el 
desarrollo rural y esta vez parte desde su propia iniciativa, con un alto 
grado de apropiación, sin romper radicalmente con el esquema plant-
eado por las IFIs. Esto implicará el reto de hacer cumplir las reformas 
estructurales realizadas hasta la fecha así como de diseñar y articular de 
la mejor manera en el tiempo las nuevas reformas negociadas con las 
IFIs, al mismo tiempo que se profundiza la aplicación del DR-CAFTA, 
los acuerdos del ALBA y la integración Centroamericana.

El GRUN espera que la CI continuará con el enfoque AAA (GRUN 
2007c). El SPAR ha expresado su voluntad política de mantener y liderar 
el enfoque sectorial de PRORURAL y el proceso de AAA. Esto fue 
reconocido durante la última misión conjunta (Talvela et al. 2007). Sin 
embargo, dentro del SPAR hay tensiones respecto a cómo incorporar al 
PPA, existiendo posiciones que esperan que el PPA predomine en el 
PRORURAL. También con la aparición de nuevos actores externos en 
la CI, ha surgido la pregunta de hasta que punto la cooperación de 
Venezuela, Irán, Brasil será realmente integrada en el PRORURAL y el 
MPMP. En este sentido surgirá el reto tanto para el GRUN como para 
la CI de trabajar conjuntamente para fortalecer al Estado y la instituci-
onalidad pública, alineando los recursos externos a las políticas públicas, 
en lugar de que viejos y nuevos feudos traten de disputar clientes en el 
ámbito rural.

2.3. Valoración de los resultados de la ERCERP (2000–5) y 
la pobreza rural

2.3.1 ¿Qué es lo valorable sobre la ERCERP?
Los “resultados” de una política o estrategia pueden tener diferentes 
niveles en una jerarquía de causa-efecto. Además hay resultados, espe-
cialmente los considerados a nivel de “impacto”, que sólo pueden lograr-
se y medirse (“ex post”) un buen tiempo después de haberse realizados 
las intervenciones públicas propuestas y realizadas. Esto siempre implica 
el típico problema de la atribución de las estimaciones realizadas del 
“impacto” exactamente a las acciones concretas de una estrategia o 
programa. Tal es el caso de la ERCERP. Una evaluación típica a poste-
riori usualmente presupone la relevancia y la constancia en los objetivos, 
resultados (efectos, productos) esperados e indicadores de seguimiento 
para poder concluir algo con coherencia y sustento. Las evaluaciones 
también tienden a presuponer que, por ejemplo, al momento de diseñar 
la ERCERP, era posible para los formuladores reducir la incertidumbre 
empleando algún método riguroso y comprensivo para formular los 
PRSPs, de tal manera que fuera bastante previsible el desempeño de las 
intervenciones y los resultados esperados (metas) en términos de eficacia, 
eficiencia, pertinencia, impacto y sostenibilidad.

La relevancia de la ERCERP fue cuestionada por el PND/PND-O, 
aun cuando la SECEP trató de aplicar la guía del BM. El enfoque 
adoptado más bien parte de la premisa metodológica y epistemológica de 
que cualquier tipo de evaluación de una intervención pública presupone 
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un conjunto de premisas (valores, principios), promesas y compromisos 
contra los cuales hay que comparar los resultados efectivamente logra-
dos, para poder asi emitir valoraciones significativas. Estas premisas y 
promesas fueron analizadas anteriormente en el caso de la ERCERP; y 
los logros reportados, aunque no necesariamente totalmente atribuibles a 
la ERCERP, se revisan en esta sección.

Finalmente, revisar cómo o con qué se implementa una estrategia 
como la ERCERP, así como identificar las posibles contribuciones de 
otros actores e intervenciones al mismo propósito de reducir la pobreza 
rural, ayudaría a explicar los resultados observados. Se identifica prime-
ramente cuales son los resultados que se han obtenido en el país en 
términos de los resultados o metas formalmente esperados de la ER-
CERP. Con este análisis se podría contribuir a una evaluación formativa 
aproximada del proceso de la implementación de la ERCERP, que 
permita: (i) generar aprendizajes de lo bueno y lo malo e (ii) identificar 
algunas hipótesis explicativas de los resultados encontrados respecto a la 
pobreza rural del país. De esta manera, este análisis pretende contribuir 
a una futura evaluación de la contribución de la ERCERP al proceso 
endógeno de desarrollo y de reducción de la pobreza rural en Nicaragua.

2.3.2 Algunas reflexiones sobre la implementación de la ERCERP
A pesar de diferentes diagnósticos y análisis de las debilidades estructu-
rales de la infraestructura de los servicios del país, que generan a su vez 
distorsiones y asimetrías en los mercados, el Estado Nicaragüense ha 
apostado por la privatización de los servicios básicos, la seguridad social, 
la salud y la educación como medio para incrementar el acceso y la 
calidad de la educación, salud, agua potable, energía y comunicación. En 
economías tan pequeñas como la nicaragüense, estos servicios tienden a 
comportarse como monopolios naturales, por lo que no se esforzaron en 
mejorar el servicio a la población, ni en invertir en tecnología, como 
sucedió con el caso de la energía eléctrica. La segunda herramienta 
utilizada en este proceso de privatización fue la “tercerización” de los 
servicios a través de oferentes privados, subsidiados y fortalecidos con 
fondos públicos para el inicio de sus operaciones y su establecimiento.

La implementación de la ERCERP no tomó en consideración que el 
63% del empleo en Nicaragua está ubicado en un sector informal cre-
ciente y que la migración hacia Costa Rica, USA, El Salvador y España 
en busca del empleo alcanza cerca el 18% de la PEA. Es decir la oferta 
de mano de obra sobrepasa por mucho la oferta de empleo y por tanto el 
salario se ve reducido. Los sectores económicos aun no logran generar el 
empleo mínimo para cubrir la fuerza laboral anual que cada año se 
incrementa con los jóvenes que ingresan a la PEA, además la migración 
no ha sido suficientemente grande como para crear un déficit de fuerza 
de trabajo que permita forzar el incremento de los salarios rurales. Como 
ha sido planteado por Dumazert y Pérez (2002), mientras el salario rural 
no tenga incrementos significativos, no se podrán desencadenar dinámi-
cas económicas que generen autoempleo y empleo temporal en el territo-
rio rural.

2.3.2.1 Sobre el gasto público en sector público agrícola y rural (GP-SPAR)
A pesar de los grandes altibajos del gasto público en el sector productivo 
rural durante los años noventa, la tendencia ha sido de crecimiento en 
relación a los primeros años de la década pasada. No obstante, precisa-
mente en el período de arranque de la ERCERP, la importancia relativa 
del GP-SPAR se redujo en todos los parámetros relevantes: el Gasto 
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Público del Gobierno Central en el período 1997–2000 fue de 8% y bajo 
hasta el 6% en el periodo 2002–4. En relación al PIB paso del 2,2% en 
1999 (su punto más alto) hasta un 1,2% en 2003. Y en relación al PIB 
agrícola paso de 9,6% en el año 2000 hasta un 6,4% en el año 2002. Sin 
embargo, los menores niveles de gasto representan un regreso a su tenden-
cia original una vez transcurrido el período de reconstrucción post Mitch. 
De igual manera, después del Mitch, el sector redujo su participación 
dentro de la Inversión Pública Total, desde un 20% en los años 1999–
2000 hasta un 12%–14% en 2003–2004 (Budinich 2004: 9–10; 19).

El sector muestra una sub-ejecución presupuestaria persistente (20% 
de los recursos disponibles) aunque el nivel del GP-SPAR no ha variado 
mucho en los últimos cinco años, el IDR se ha vuelto más importante en 
cuanto al nivel de gasto, pero a partir de 2002 destaca el mayor protago-
nismo asumido por el MAGFOR, en particular en la ejecución de 
programas. El 90% de las inversiones en el sector productivo rural 
durante el arranque de la ERCERP, fueron financiadas por cinco 
donantes (UE, BID, Programa Mundial de Alimentos, BM y Japón), 
principalmente vía préstamos y no gracias al alivio de la deuda externa 
(ibid.: 18–24). Es muy difícil determinar la contribución exacta del GP-
SPAR a la ERCERP en sus primeros años y posteriormente al PND y a 
la PEDRP. Según el estudio de Budinich: “Los programas destinados a 
elevar la productividad y mejorar los ingresos de las familias rurales, 
salvo excepciones, carecen de los registros de información básica que 
permitan realizar una evaluación de impacto” (2004: 29).

2.3.2.2 ¿A dónde fue el alivio?
El alivio de la deuda externa gracias a la HIPC proveyó recursos para 
gastos de pobreza. Sin embargo, los datos reportados mostraban también 
que el gasto adicional en los primeros tres años de implementación de la 
ERCERP ya había, no sólo sustituido al gasto financiado usualmente 
con recursos internos, sino que había sido redirigido a financiar la deuda 
interna (onerosa e ilícita) ocasionada por: (i) el financiamiento de las 
quiebras bancarias fraudulentas, (2) las compensaciones por confisca-
ciones “injustas” de la propiedad en los 80s y (3) las subastas de títulos 
emitidos por el BCN. La comunidad cooperante por su parte mantuvo 
sus compromisos y los recursos externos crecieron, respetando los com-
promisos asumidos. O sea, la HIPC fue financieramente abortada desde 
su inicio por el mismo gobierno. El gobierno priorizó el pago de la deuda 
pública, a la vista y paciencia del FMI, sobre el gasto social presupues-
tado, entorpeciendo el logro de las metas de reducción de la pobreza y 
concentrando gran parte del alivio entre los tenedores de la deuda 
interna emitida y subastada por el BCN (Guimaraes y Avendaño 2004, 
Avendaño 2007). El esquema HIPC/ ERCERP permitió aliviar el déficit 
ocasionado por ricos inescrupulosos a costa de los pobres, especialmente 
de los pobres rurales. Los compromisos de la ERCERP con lo pobres no 
fueron mantenidos.

2.3.3 ¿Qué resultados tuvo realmente la ERCERP?
Como vimos anteriormente, las estadísticas de pobreza muestran, desde 
una óptica de largo plazo, que ha habido por lo menos un estancamiento 
serio en cuanto a la reducción de la pobreza extrema y un incremento de 
la cantidad de familias debajo de la línea de la pobreza. Entre 1993 y el 
2001 tanto la tasa de pobres en general como pobres extremos tendió a 
caer. Esta tendencia cambió en el periodo 2001–2005: para el 2005, se 
redujeron los pobres extremos, pero se incrementó el peso de las familias 
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bajo la línea de pobreza. Estas reducciones mínimas en el porcentaje de 
pobres, cuando se llevan a número de familias, se traducen en un au-
mento en la cantidad de familias en pobreza y pobreza extrema.

De acuerdo al INEC 2007 la pobreza en Nicaragua, para el 2005, 
afectaba al 48.3% de las familias y la extrema pobreza al 17.2%. Los 
niveles de pobreza rural reportados al final de la implementación de la 
ERCERP muestran un avergonzante fracaso para todos los involucrados 
cuando se mira a largo plazo. Aun cuando los datos del 2005 son muy 
tempranos como para reflejar el impacto de la ERCERP y reconociendo 
el problema metodológico de la atribución, el incremento de las cifras de 
pobreza y pobreza extrema rural es significativo. La población rural es 
siempre la más afectada con un 70.3% de familias por debajo de la línea 
de la pobreza y 30.5% en extrema pobreza.

En cuanto a los indicadores de educación, el Censo 2005 reporta que 
en el caso de la población rural la situación ha variado muy poco. La 
tasa de analfabetismo en mayores de seis años alcanza el 37.6%, lo cual 
contrasta contra el 13% que se alcanza en las zonas urbanas. En cuanto 
a la salud, las estadísticas oficiales plantean un éxito en las políticas 
dirigidas a mejorar el acceso y calidad de los servicios de salud. Sin 
embargo el PNUD (2007) incluye el tema del sub-registro en el sector, un 
ejemplo impresionante es el caso de la mortalidad materna en que la 
estimada es un numero tres veces mayor. En los tres casos, Nicaragua 
estaría muy lejos de alcanzar las metas propuestas en su PRSP.

2.4. Conclusiones y lecciones aprendidas 
En la abrupta historia económica de Nicaragua los pobres no han sido 
ganadores. Ahora hay más pobres que antes, aunque se sabe algo más 
sobre ellos. Las cifras y los procesos descritos y analizados parecieran 
indicar que es fundamentalmente “el pobre nica” quien más está inten-
tado salvarse a sí mismo. En esta historia, los hombres ricos urbanos si 
han sido ganadores, especialmente los vinculados a los eslabones del 
comercio, las finanzas, y a las inversiones extranjeras.

Ante la persistencia de la pobreza el Estado nacional y la CI han 
reaccionado, por diversos motivos y con diferentes propuestas, enfoques y 
esquemas, para intervenir en la realidad socioeconómica nacional. En los 
últimos 7 u 8 años se han propuesto e implementado varias políticas, 
estrategias y esquemas de intervención pública (programas y proyectos), 
no siempre teniendo la reducción de la pobreza en general como su 
objetivo central e inmediato y mucho menos la de la pobreza rural.

En lo que se refiere al desarrollo rural, no se negociaron reglas del 
juego ni visiones o perspectivas estratégicas entre el Gobierno y otros 
actores públicos y privados, nacionales e internacionales, al inicio del 
proceso HIPC/ ERP. El tema de desarrollo rural de hecho no fue 
introducido en la discusión pública del país a iniciativa del BM, sino que 
por otros actores, precisamente durante el proceso de aprobación e 
implementación de la ERCERP. Fue la ENDRP la que influenció varias 
propuestas de políticas agrícolas y de desarrollo rural y culminó even-
tualmente en la propuesta de PRORURAL con un enfoque sectorial 
bajo la lógica de la AAA de la CI.

El tema de la “pobreza rural” pasó desapercibido como un tema 
particular durante la consulta de la ERCERP. Incluso, los sectores más 
beligerantes de la sociedad civil no lo resaltaron. La ERCERP no sólo 
prometía ciertas metas cuantitativas, sino que también prometía ser “un 
proyecto de nación”. La ERCERP, junto con el ajuste estructural de la 
economía, la reducción y el alivio de la alta deuda externa que tenía el 
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país y una macroeconomía estable, lograrían simultáneamente el crec-
imiento económico y la reducción de la pobreza. El tema de la “pobreza 
rural” no fue explícitamente conceptualizado en la ERCERP, ni fue 
abordado a nivel programático aunque si se proponía una vasta gama de 
intervenciones e instrumentos que, aunque incompletos desde la óptica 
de la “nueva ruralidad”, tenían el marcado propósito de reducir la 
pobreza rural en el país. Si el ámbito rural del país no tuviera el peso 
económico, social, ambiental y político que tiene, quizás esta situación 
podría no ser de mucha importancia. Sin embargo, no solo la superación 
de la pobreza, sino que el mismo desarrollo del país pasa ineludiblemente 
por el desarrollo del ámbito rural, incluyendo naturalmente al sector 
agrícola y esto requiere de intervenciones públicas explícita y debida-
mente pensadas y estratégicamente articuladas.

El pensamiento nacional sobre el desarrollo rural ha venido evolucio-
nando desde finales de los noventa. Las premisas y promesas de la 
PEDRP y del PRORURAL no son exactamente las mismas que las de la 
ERCEPR, PND y PND-O, aunque todas tienen en comun el proposito 
de “contribuir” a la reducción de la pobreza rural.

Las premisas y las promesas de la ERCERP fueron prácticamente 
abandonadas como propuesta integral para la reducción de la pobreza 
por parte de las políticas y estrategias posteriores del Gobierno, al menos 
para la tarea de reducir directamente la pobreza rural. Esto contrasta 
con el interés del Gobierno de mostrar como se desempeñaba la imple-
mentación de la ERCERP en el marco de los incentivos HIPC, al 
aprovechar los recursos liberados por la reducción y condonación de la 
deuda externa para otros fines.

Con solo un año y medio de implementación, es muy prematuro 
evaluar la eficiencia y la efectividad potencial del PRORURAL como 
instrumento de la PEDRP bajo un enfoque sectorial y de AAA. El 
contexto político nacional ha cambiado lo que hace más compleja tal 
valoración: la PEDRP esta siendo transformada por el GRUN.

El GRUN, a través del MAGFOR/ SPAR, está impulsando nuevas 
prioridades de política y cambios institucionales fuertes en el ámbito 
rural y agrícola. Estas no representan un quiebre radical con todas las 
premisas y promesas de las políticas sectoriales del gobierno anterior, 
sino que más bien enfatizan la asignación de recursos públicos con 
preferencia para los productores más empobrecidos. También se acelera 
y da mayor precisión y apoyo político a resultados que antes no eran tan 
priorizados aun cuando estaban contemplados, tales como asociatividad, 
crédito rural, transferencias para capitalización, asistencia técnica, etc. 
Los principales cambios se están dando así en el ámbito de las premisas, 
los compromisos y la institucionalidad para la concretización de las 
nuevas prioridades de política. Las promesas no han cambiado mucho, 
especialmente en lo que se refiere a erradicar la pobreza rural.

Aun cuando los datos del 2005 son muy tempranos como para reflejar 
el impacto de la ERCERP y reconociendo el problema metodológico de 
la atribución, el incremento de las cifras de pobreza y pobreza extrema 
rural son muy preocupantes. De acuerdo al INEC 2007 la pobreza en 
Nicaragua, para el 2005, afectaba al 48.3% de las familias y la extrema 
pobreza al 17.2%. En ambas cifras hay incrementos respecto al año 2001 
cuando la estrategia inicio su proceso de implementación. La población 
rural es la más afectada con un 70.3% de familias por debajo de la línea 
de la pobreza y 30.5% en extrema pobreza. Cabe resaltar que este 
comportamiento de la pobreza se entiende solamente en términos de su 
dimensión económica. No se cuenta con información sobre las dimen-
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siones de vulnerabilidad y falta de poder como para poder aseverar que 
ha pasado con la pobreza general y rural en su sentido integral. Los 
demás indicadores no económicos, en su globalidad, tampoco muestran 
un avance.

En este análisis no se ha evaluado sistemáticamente la calidad y 
eficiencia de la implementación de la ERCERP; sin embargo, la valor-
ación general de algunas de las intervenciones más importantes arrojan 
resultados positivos, tales como el PNLL (FAO 2003), las Redes de 
Protección Social (Maluccio y Flores 2004) y FondeAgro (FondeAgro/ 
MAGFOR 2007).

Finalmente, a manera de reflexión, el análisis crítico del diseño e 
implementación de la ERCERP, como caso específico de un PRSP/ 
DERP en el marco de la HIPC, y en lo que se refiere a la pobreza rural, 
conduce a la siguiente lección: en el contexto de los países HIPC en los 
que el ámbito de la pobreza rural tienen un peso importante, es funda-
mental que la superación de la pobreza rural sea el eje central formal del 
PRSP/ DERP, de tal manera que permita contrarrestrar las inevitables 
contrapropuestas que surgen en el Estado de políticas y programas 
sesgados hacia el crecimiento económico como estrategia de derrame 
para la superación de la pobreza. Esto implica la identificación, negoci-
ación, formalización y divulgación de las premisas, promesas y compro-
misos correspondientes que deberían ser asumidos, preferentemente, 
como política de Estado.
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3.1. Contexto político, económico y social
Bolivia es un país diverso, pluricultural y multilingüe. Su población está 
caracterizada por una mayoría indígena que representa a más del 60% 
del total de habitantes. Los últimos años, luego de la aplicación de las 
políticas de ajuste estructural desde 1985, el país vive un contexto de 
crisis económica, política y social, caracterizado por la emergencia de 
movimientos sociales, con un destacado protagonismo de las organiza-
ciones campesinas e indígenas. Las movilizaciones sociales del 2000 y, 
principalmente, 2003 significaron un serio cuestionamiento a la estruc-
tura de poder. La agenda de octubre de 2003, surgida en la movilización 
social, expresaba una clara serie de demandas y de señales de cambio: 
Asamblea Constituyente (AC), defensa de los recursos naturales princi-
palmente a través de la recuperación de los hidrocarburos y el gas para el 
Estado boliviano, además de otros aspectos estructurales como tierra y 
territorio, recursos hídricos y la demanda de autonomías.

Uno de los rasgos de la crisis fue la pérdida de credibilidad en el sistema 
político tradicional y la emergencia de actores políticos articulados a los 
movimientos sociales. Los últimos cinco años, el país conoció seis presi-
dentes a través de sucesiones constitucionales. La crisis afectó la institucion-
alidad pública. Los permanentes cambios políticos en el período significa-
ron modificaciones en la interlocución estatal, un constante reacomodo de 
la estructura del poder ejecutivo a los reajustes, como el caso del entonces 
Ministerio de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural (MAGDER), 
actual Ministerio de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente 
(MDRAMA) que sufrió permanentes ajustes a su estructura, personal y 
funcionamiento y, por lo tanto, una discontinuidad en las políticas públicas.

La situación sociopolítica del país está signada por desafíos estructu-
rales, como los temas de autonomías (departamentales y/o indígenas), 
regionalización, descentralización, entre otros, donde la AC y sus deriva-
ciones juegan un papel fundamental en la coyuntura y en los próximos 
años. La AC tenía que entregar las propuestas por mayoría y minoría 
hasta el 6 de Agosto de 2007. Sin embargo, debido al retraso en su 
trabajo, por diversas razones de tensión y conflictividad en su desarrollo, 
el Congreso Nacional en sesión del 4 de agosto ha decidido su ampli-
ación hasta el 14 de diciembre de 2007. El desarrollo del proceso de la 
AC a la vez de generar expectativas en la población para arribar a un 
nuevo acuerdo/pacto social en el país, en el marco de la diverSidad e 
interculturalidad, también se inscribe en un ámbito de incertidumbre. 

3. Pobreza rural y  
desarrollo en Bolivia 
en el marco del  
proceso PRSP en  
Bolivia
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Sin embargo, debe señalarse que a medida que los asambleístas no llegan 
a acuerdos y no se arriba a acuerdos y contenidos sustantivos sobre la 
nueva Carta Magna, las expectativas iniciales se devalúan y la AC va 
perdiendo credibilidad. A pesar de ello, se constata que se asiste a un 
período de cambios en el que se marcan los nuevos rasgos del modelo de 
desarrollo, caracterizado por el gobierno como el denominado “desmon-
taje del colonialismo y del modelo neoliberal”, la recuperación de los 
recursos naturales por parte del Estado y el fortalecimiento y partici-
pación del Estado en la economía y desarrollo del país. Los principales 
rasgos de la nueva propuesta se expresan en el Plan de Desarrollo Na-
cional 2010 del Gobierno de Evo Morales.

3.1.1 La lucha contra la pobreza: de la EBRP al PND
El origen y proceso de realización de la Estrategia Boliviana de Reduc-
ción de la Pobreza (EBRP) en el país no se puede ver al margen de las 
políticas y lineamientos de la CI, principalmente del FMI y BM. Este 
proceso, como inicialmente fue diseñado, ya no funcionó en Bolivia 
desde 2004. Sus premisas no se cumplieron y la EBRP dejó de ser una 
referencia para los donantes. Con el Gobierno de Evo Morales, se cierra 
el ciclo de la EBRP. El Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2006–2010 es 
crítico respecto al período anterior y a la propia EBRP y busca el cambio 
del modelo hasta ahora vigente. Considera que la desigualdad y la 
exclusión social como producto del colonialismo hacen parte del patrón 
primario exportador y del neoliberalismo, el mismo “que debilitó al 
Estado y supeditó el desarrollo del país a los designios de las organiza-
ciones multilaterales y a los intereses de las empresas trasnacionales” 
(República de Bolivia 2006: 6).

El PND busca enfrentar la pobreza a través de la denominada Rev-
olución Cultural y Democrática, iniciada con la posesión del Presidente 
Evo Morales el 22 de enero de 2006. En el marco de las transforma-
ciones propuestas (AC, Nacionalización de los Hidrocarburos, entre otras 
medidas) se propone: revertir las políticas y orientaciones establecidas 
hace 20 años con la aplicación de las políticas de ajuste estructural y 
desmontar el “colonialismo y neoliberalismo, con el propósito de con-
struir un Estado multinacional y comunitario que permita el empod-
eramiento de los movimientos sociales y pueblos indígenas emergentes. 
Su principal aspiración es que los bolivianos y bolivianas vivamos bien”. 
La finalidad del PND está centrada en suprimir las causas que originan 
“la desigualdad y la exclusión social en el país, lo que significa cambiar el 
patrón primario exportador y los fundamentos del colonialismo y el 
neoliberalismo que lo sustentan” (Villegas 2006 s/p).

El PND parte del reconocimiento que la AC es el instrumento para 
establecer el nuevo pacto social intercultural y conseguir el cambio 
institucional que norme el proceso de transformación, que es considera-
do como un propósito a ser alcanzado en una generación, en la configu-
ración de una Bolivia:
• Digna: erradicación de la pobreza, de toda forma de exclusión y 

discriminación, marginación y explotación; pleno ejercicio de los 
derechos sociales, políticos, culturales y económicos; patrón equitativo 
de distribución del ingreso y riqueza en el marco de la solidaridad y 
reciprocidad y con una población en menor riesgo.

• Democrática y participativa: sociedad plurinacional y comunitaria, donde 
el pueblo ejerce poder político desde la región; revoca mandatos y 
ejerce control social sobre la gestión estatal y es corresponsable de su 
desarrollo.
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• Productiva: transformación y diversificación de su matriz productiva en 
el marco del nuevo patrón de desarrollo, ocupa el territorio y desar-
rolla los complejos productivos, alcanza la industrialización de sus 
recursos y genera valor agregado a sus exportaciones con el apoyo del 
estado promotor y protagonista del desarrollo.

• Soberana: toma de decisiones propias y autónomas, relaciones dignas 
en el contexto mundial, preserva relaciones armónicas y de equilibrio 
entre los países; consolida su soberanía alimentaria y energética.

Además de las cuatro estrategias planteadas, el PND se propone metas 
de largo (2015) y de corto/mediano plazo 2006–2011. Estas metas y las 
políticas económicas y sociales del Gobierno se proponen la consecución 
de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). De acuerdo a un 
funcionario de Gobierno, “se trabajará en función a los ODM, buscando 
lo que en el PND se denomina los ODM Plus”. Se ha priorizado a 33 
municipios de 150 considerados los más pobres, donde se impulsará el 
programa de comunidades en acción con cinco ejes integrales: económi-
co, social, infraestructura, salud y educación; esto con la idea de con-
struir capital social a partir de la revitalización de la capacidad organiza-
tiva. Por ejemplo, en educación se tratará de ir más allá de la escolaridad 
e incidir en educación técnica. En salud, se propone llegar más allá de 
las metas del milenio y en producción, generar empleo e ingresos sosteni-
bles (Ramírez 2007). El Gobierno asume como referencia las metas al 
2015 acordadas internacionalmente, aunque el PND se propone metas 
sociales “más amplias e integrales, lo que se ha denominado ODM Plus 
(Más allá de los ODM), que reflejan la voluntad política de superar la 
exclusión social y reducir sustancialmente las desigualdades e inequi-
dades económicas y sociales en el marco de una nueva visión de país” 
(UDAPE 2006: 9). El organismo responsable del seguimiento a la temáti-
ca de la pobreza en el país es la Unidad de Análisis de Políticas Sociales 
y Económicas (UDAPE), a través del monitoreo a los ODM.

3.2. Causas, razones históricas y situación de la pobreza
Entre las causas de la pobreza, generalmente identificadas, se tienen la 
baja productividad, las limitaciones o carencia de activos fijos, la falta de 
vías de acceso e insuficiencia de infraestructura, la ausencia de un 
sistema de investigación adaptado a las neceSidades campesinas, la falta 
de desarrollo de servicios financieros y asistencia técnica, los bajos niveles 
de los recursos humanos por el magro sistema de salud, la mala nutri-
ción, la falta de educación que impide una mejor inserción en el mercado 
y la discriminación. Sin embargo, en el caso boliviano, reducir el prob-
lema de la pobreza a la baja productividad y a los factores señalados 
conlleva a consideraciones que impiden analizar factores histórico-
estructurales de fondo que pueden explicar de mejor manera las causas 
de la pobreza.

Se puede afirmar que la pobreza tiene factores multicausales que la 
generan y que no se puede considerar su origen e incidencia de manera 
lineal. Son complejos procesos y diversos factores históricos (económicos, 
sociales, políticos) que pueden constituir la base o causa de la pobreza. 
La inserción del país en el mercado internacional y en el sistema capi-
talista como proveedor de materias primas y en el marco de las 
asimetrías entre el denominado “mundo desarrollado” y el atrasado o 
“subdesarrollado” son factores estructurales que constituyen la base de 
las causas y condiciones de pobreza que prevalecen en nuestros países. 
En el marco del desarrollo capitalista, la formación social boliviana se 
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inscribe en una articulación tardía a este sistema. Actualmente el país se 
mantiene bajo el modelo primario exportador, con una mentalidad 
extractivista de los recursos naturales. Presenta una alta dependencia de 
los recursos financieros de la CI y de la inversión externa directa, con 
bajos niveles de ahorro interno, con un sistema financiero concentrado y 
aún de limitado acceso. Tiene un débil liderazgo empresarial. Entre 
otros factores como los bajos niveles de escolaridad y la mala calidad de 
la educación, la desnutrición y los limitados niveles de salud de la pob-
lación, resaltan las asimetrías e inequidad en el acceso a los recursos, al 
desarrollo tecnológico y a los conocimientos e información.

A continuación se presenta, de acuerdo a diferentes modalidades de 
medición, los avances y estado de situación de la pobreza en Bolivia, con 
énfasis en la pobreza rural. De acuerdo a UDAPE, Bolivia presenta uno 
de los indicadores de pobreza más altos de América Latina. Alrededor de 
dos tercios de la población vive con ingresos inferiores a la línea de la 
pobreza. En Bolivia, la pobreza extrema se encuentra en alrededor de 
38%, lo que significa que más de 3,5 millones de habitantes viven en esta 
circunstancia. La pobreza está concentrada, fundamentalmente, en las 
áreas rurales y algunos organismos como el PNUD la atribuyen en gran 
parte a la baja productividad y precariedad de la explotación agrícola 
tradicional. Aunque la pobreza extrema también está presente y –en 
magnitudes proporcionalmente mayores– en la población de las ciudades 
capitales departamentales y en los centros urbanos, como producto de los 
procesos de migración rural urbanos y la creciente urbanización (UDA-
PE et. al. 2006: 32). De acuerdo a UDAPE e INE: “La combinación de 
elevada pobreza y desigualdad es una de las características más distinti-
vas de la economía boliviana y es una de las causas que determinan las 
bajas tasas de crecimiento potencial” (UDAPE e INE 2006: 9).

Los últimos años, Bolivia ha mejorado sus indicadores sociales; sin 
embargo, las acciones y resultados alcanzados aún no han sido suficientes 
para disminuir los niveles de pobreza existentes y lograr derivaciones 
más satisfactorias. Entre 1990 a 2005, se redujo la incidencia de pobreza 
extrema en 3 puntos porcentuales; es decir, por debajo del promedio de 4 
puntos porcentuales alcanzado en América Latina en el período 1990 a 
2004. Nicaragua, en este período disminuyó 9 puntos y Honduras 7 
puntos porcentuales (UDAPE 2006: 67). La incidencia de la pobreza es 
de más del 60%, siendo la incidencia en el área rural de 82% y en el área 
urbana de 49% (Peres 2004: 5 y ss.). Además persiste la extrema desi-
gualdad en la distribución de ingresos (Morales 2004: 8).

Santa Cruz es el departamento que tiene en promedio 25,1% de 
pobreza extrema. Potosí, en el otro extremo, tiene una pobreza extrema de 
66,7%. El Gobierno de Evo Morales ha decidido territorializar y priorizar 
los municipios más pobres para focalizar las acciones de lucha contra la 
pobreza. Se propone impulsar el proyecto de municipios y comunidades en 
acción con la población más afectada por la extrema pobreza en el país y 
que está concentrada en 150 municipios identificados donde viven alred-
edor de 3,5 millones de habitantes. “Se trata de municipios eminentemente 
rurales, aunque están relacionados con 17 centros urbanos. Se focalizará la 
acción en alrededor de 33 municipios concentrados en Chuquisaca, Potosí 
y Cochabamba, coincidentes con los municipios más pobres de acuerdo al 
Mapa de Vulnerabilidad” (Ramírez 2007).

La pobreza extrema en el caso boliviano está concentrada principal-
mente en las áreas rurales del país y afecta principalmente a los pequeños 
productores agropecuarios que en una gran mayoría son indígenas. La 
relación de pobreza entre los no indígenas y los indígenas es de uno a dos.
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A modo de conclusión de este capítulo, como señalan UDAPE-INE, los 
resultados sobre la incidencia en la lucha contra la pobreza, dependen de 
con qué enfoque se midan. A través de las NeceSidades Básicas Insatisfe-
chas, se tiene que la pobreza en Bolivia habría disminuido alrededor de 
11 puntos porcentuales de manera acumulada entre 1992–2001, esto 
debido principalmente a la calidad de los materiales de la vivienda, la 
disponibilidad de servicios básicos y los avances educacionales, especial-
mente a nivel de las áreas urbanas y en las regiones del oriente boliviano. 
Sin embargo, a través de los ingresos y niveles de consumo (línea de 
pobreza), se tiene que alrededor de dos tercios de la población vive con 
ingresos familiares por debajo de la línea de pobreza y cerca de 35% de 
los habitantes presenta niveles de ingreso inferiores al costo de una 
canasta básica de alimentos. Es así que, entre 1999 y 2001, la pobreza en 
Bolivia se elevó de 62% a casi 65% (UDAPE e INE 2006: 10).

3.3. Políticas, marco normativo e institucional y principales 
actores del desarrollo rural

3.3.1 Políticas y marco normativo
El marco normativo expresado principalmente en las Leyes de Partici-
pación Popular (LPP), Descentralización Administrativa, Municipalidades 
ha dado paso a la inversión pública descentralizada, aspecto que ha 
generado un importante flujo de recursos de inversión pública hacia los 
niveles locales-municipales. Los principales beneficiarios de la descentral-
ización han sido los municipios, especialmente los medianos y pequeños 
del área rural, ya que pueden acceder a un mayor porcentaje del presu-
puesto nacional (Peres Arenas 2004). En una primera fase de la imple-
mentación de la LPP, el énfasis de la inversión municipal se focalizó hacia 
el desarrollo y mejoramiento urbano y el apoyo a la infraestructura social 
(educación, salud y saneamiento básico). La tendencia de los últimos años 
expresa una mayor preocupación por el apoyo a la producción. Las de-
mandas locales han venido subrayando la importancia de los aspectos 
productivos y el Diálogo Nacional Bolivia Productiva (DNBP) 2004 que 
fue una expresión por canalizar y encontrar respuestas a dichas demandas.

Desde fines de los noventa se impulsaron el debate y las acciones 
orientadas al desarrollo de lo que se denominó el Municipio Productivo. 
Con la EBRP y la Ley del Diálogo Nacional se promueven los Consejos 
de Desarrollo Productivo, Económico y Social. Con el proceso y los 
resultados del DNBP se buscaba realimentar de manera participativa la 
Estrategia Nacional de Desarrollo Agropecuario y Rural (ENDAR). La 
ENDAR trató de ser el instrumento orientador para las iniciativas de 
desarrollo productivo de los actores del sector y el marco de referencia de 
la CI para impactar en el progreso de las familias rurales. Entre sus 
lineamientos destacaban tres ejes principales: (1) la dimensión del De-
sarrollo Económico Local (DEL) que vincula, en la relación público-
privada a los gobiernos municipales con las organizaciones de produc-
tores; (2) las Cadenas Productivas como instrumento para mejorar la 
productividad y lograr mayor competitividad de los productos rurales y 
su acceso a mercados y; (3) la Transferencia Directa de Recursos a 
Comunidades, para dar capacidad financiera a éstas mediante recursos 
de administración directa con control social para ejecutar proyectos 
priorizados (MACA y PADER-COSUDE 2004: 7).

En el caso rural y agropecuario, los últimos 10 años el país ha cono-
cido el diseño de un conjunto de políticas, estrategias y planes para 
enfrentar la pobreza y dinamizar el área rural. A pesar de tener simili-
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tudes en sus propósitos y acciones, éstas han sido discontinuadas y, por 
decir lo menos, limitadamente ejecutadas. A fines de los noventa se 
formuló la Estrategia de Transformación del Agro, bajo el primer Gobi-
erno de Sánchez de Lozada y que no tuvo la continuidad esperada bajo 
el siguiente Gobierno de Bánzer. En la gestión 2000 (Bánzer-Quiroga) se 
elaboró la Política Nacional de Desarrollo Agropecuario y Rural. La 
misma que tuvo limitada ejecución. En 2003, en el Gobierno de Sánchez 
de Lozada y continuó con Carlos Mesa, se elaboró la Estrategia Nacional 
de Desarrollo Agropecuario y Rural (ENDAR) y el Plan Nacional 
Estratégico de Innovación Tecnológica Sectorial, en concordancia con la 
EBRP. La ENDAR, luego se enriqueció con los resultados del DNBP, 
que significó un importante despliegue de recursos para la consulta y 
movilización participativa desde los ámbitos locales hasta el nivel nacion-
al.14 La ENDAR incorporó varias de las políticas subsectoriales como la 
Política Nacional de Riego y entre sus lineamientos se buscaba mejorar 
la productividad y competitividad en el marco de un enfoque de DEL y 
de cadenas productivas (Kay 2005).

Actualmente, el Gobierno de Evo Morales, en el marco del PND 
2006–2010, ha promulgado la Ley 3545 de Reconducción Comunitaria 
de la Reforma Agraria, modificatoria de la Ley INRA de 1996; ha 
creado el Sistema Nacional de Financiamiento para el Desarrollo Pro-
ductivo y el Banco de Desarrollo Productivo (BDP) y cuenta con el Plan 
de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente, con Soberanía 
para Vivir Bien, del MDRAMA (2006), como con el Plan de Desarrollo 
Productivo 2007–2011, en su versión preliminar, del Ministerio de 
Producción y Microempresa (MPM 2007).

3.3.2 Marco institucional del desarrollo rural
3.3.2.1 Institucionalidad pública sectorial
Bolivia se ha caracterizado por su fragilidad institucional. Con la Rev-
olución de 1952 y el desarrollo del Capitalismo de Estado, el sector 
público era el mayor empleador y gran parte del Presupuesto Nacional se 
orientaba a sostener el gasto corriente, fundamentalmente sueldos y 
salarios. Con el ajuste estructural de 1985, se cierra el ciclo del Capital-
ismo de Estado y se busca la denominada modernización del Estado y el 
establecimiento de una nueva relación Estado-Sociedad, donde el papel 
protagónico lo debería jugar la iniciativa privada en el escenario de una 
economía de libre mercado. El nuevo rol del Estado sería no interventor 
y más bien regulador. Se “achicó” el Estado y se trató, en el marco de las 
reformas impulsadas en la década de los noventa, de construir un servi-
cio público eficiente y que respondiera a los desafíos de la “modernidad”.

Este empeño, se vio socavado por diversas razones, entre las que 
destacan los acuerdos y pactos políticos entre los partidos y coaliciones de 
gobierno que permanentemente se distribuían las “cuotas” de poder 
entre sus correligionarios con serios dilemas y costos a los esfuerzos de 
construir en el país la carrera de la administración pública, en el con-
texto de costosos programas de fortalecimiento y reforma institucional. 
El denominado “cuoteo” político ciertamente no estuvo al margen de la 
corrupción y de las lógicas clientelares y prebendales impulsadas princi-

14 El principal problema del sector agropecuario identificado por la ENDAR, se refiere a la limitada inserción a los merca-

dos internos y externos, aspecto que tiene como efecto los bajos ingresos de la población rural, la inseguridad alimen-

taria, el escaso flujo de inversión privada y el desplazamiento de la producción nacional por productos agropecuarios 

extranjeros. Asimismo, considera que la baja productividad que se expresa por los escasos rendicientos agropecuarios 

y de la fuerza de trabajo tiene como causas: la pérdida de la capacidad productiva de la tierra; las distorsiones en el 

acceso a la propiedad de la tierra; el rezago tecnológico y la insuficiente calificación de la mano de obra (MACIA s/f: 3).
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palmente por el sistema político y el Estado, pero a la vez fue sostenido/
admitido por amplios sectores de la sociedad boliviana. Bajo el Gobierno 
de Evo Morales, está práctica no desapareció y la “repartija” de los 
puestos públicos se conoció bajo el denominativo de “avales y loteo 
político”. La denominada “democracia pactada” así como el modelo 
instaurado en 1985 fueron interpelados desde el 2000 al 2005, por los 
sectores populares, especialmente por los más pobres, debido a que no 
respondió a las expectativas de generar empleo e ingresos y revertir las 
condiciones de pobreza en el país. La crisis política y social de 2003, las 
sucesiones presidenciales y los resultados electorales de diciembre 2005 
son hitos de este proceso de búsqueda de cambios y respuestas concretas 
para mejorar las condiciones de vida por parte de la sociedad boliviana.

La crisis de Estado ha tenido como correlato obvio la debilidad de la 
institucionalidad pública. En el sector se realizó, en los primeros años del 
2000, en el marco del Programa de Reforma Institucional apoyado por 
la CI, un costoso proceso de institucionalización (convocatorias públicas 
y concurso de méritos) orientado al fortalecimiento y modernización del 
MAGDER y al impulso de la carrera de la administración pública. Sin 
embargo, este proceso fracasó y no tuvo la continuidad esperada. Como 
se mencionó, los permanentes cambios políticos en el período significa-
ron también reajustes en la organización del poder ejecutivo. El inicial 
Ministerio de Asuntos Campesinos y Agropecuarios (MACA) cambió 
por lo menos cuatro denominaciones, hasta el actual MDRAMA.15 Estas 
modificaciones, en relativamente cortos períodos de tiempo, también 
supusieron ajustes en la estructura orgánica, en el personal y en el fun-
cionamiento de la administración, así como cambios y discontinuidades 
en las políticas públicas. Si bien el DNBP tuvo un proceso de cierta 
continuidad en un marco de tensiones políticas y desembocó en lineami-
entos que (a pesar de cambio de nombres y énfasis) se mantienen, tienen 
vigencia y pertinencia hasta el presente, sus resultados no han tenido las 
condiciones institucionales necesarias para operativizarse.

La fragilidad en la institucionalidad pública del sector se mantiene en 
la actual gestión de Gobierno de Evo Morales. Los cambios de autori-
dades (ministros y viceministros) en el MDRAMA también conllevan a 
re-orientaciones, al cambio de visiones sobre la ejecución del PND y del 
propio Plan de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente, con 
Soberanía para Vivir Bien, elaborado bajo el anterior ministro.

En las prefecturas departamentales, se tienen los Servicios Departa-
mentales Agropecuarios que también han tenido, con sus distancias y 
diferencias, las mismas limitaciones de gestión pública que existen en el 
nivel nacional. Aunque es necesario aclarar que hay diferencias y matices 
al respecto. Existen prefecturas que dan mayor prioridad que otras al 
sector (tanto en presupuesto como en recursos humanos).

En la mayor parte de los gobiernos municipales, especialmente con 
preeminencia rural, existe una alta motivación y preocupación por el 
apoyo al tema económico productivo. En varios municipios existen, en 
sus reparticiones, unidades específicas de apoyo a las dinámicas 
económico-productivas, especialmente destinadas al área rural. En el 
marco de las iniciativas “Municipio Productivo” y DEL se tiene la 
conformación de Agencias de Desarrollo Económico Local (ADEL) o 
Consejos de Desarrollo Económico Local en los que confluyen y se 
relacionan actores público-privados.

15 Los cambios son con Bánzer-Quiroga, Ministerio de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural (MAGDER); con Sánchez 

de Lozada, Ministerio de Asuntos Campesinos, Indígenas y Agropecuarios (MACIA). Bajo el Gobierno de Mesa se res-

tituyó nuevamente el MACA.
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Por entrevistas realizadas en los ámbitos municipales y prefecturales, se 
evidencia una seria desarticulación de la gestión pública entre el nivel 
nacional, departamental/ prefectural y entre éste y el municipal. Por 
razones políticas principalmente entre el Gobierno Nacional y las prefec-
turas, especialmente de la llamada “media luna”, no existe la articu-
lación vertical de los niveles de la gestión pública, aspecto que limita las 
posibilidades de inversión concurrente y de acciones integradas para 
lograr mayores impactos en beneficio de la sociedad y, particularmente, 
para impulsar el desarrollo rural y enfrentar la pobreza. El nivel nacion-
al salta por encima del nivel intermedio y llega de manera directa –o a 
través de los gobiernos municipales afines– a los ámbitos locales. Una de 
las formas de “esta llegada” es la de la distribución que realiza personal-
mente el Presidente Evo Morales de cheques, con fondos venezolanos, a 
los alcaldes municipales. Esta decisión del Gobierno se basa en que la 
“normativa neoliberal” impide agilidad en los procesos de inversión 
pública. Sin embargo, vulnera las normas vigentes, crea distorsiones en 
la asignación de recursos y, por más regalo o donación que suponen ser 
los recursos mencionados, tienen un carácter público. Por otra parte, las 
prefecturas tienen, a título de una especie de autonomías de facto, 
definidas sus prioridades de inversión y su sistema de desconcentración 
con las subprefecturas, sin considerar la normativa vigente, especial-
mente las normas básicas de inversión y planificación. Por ejemplo, 
surgen las preguntas: ¿En qué medida los planes, estrategias y políticas 
departamentales definidas son compatibles y tienen correspondencia, 
relación y coherencia con las establecidas en el PND? ¿Cuál es el marco 
de referencia para el desarrollo y priorización de las inversiones? ¿Cuál 
es la estrategia para lograr impactos regionales en la distribución y 
asignación de los recursos públicos para su administración y ejecución 
directa por parte de las subprefecturas o corporaciones regionales/
provinciales?

Existen serias limitaciones en la gestión pública tanto del gobierno 
nacional como en los ámbitos subnacionales, que dificultan dinamizar la 
inversión pública, la concurrencia y articulación de los niveles. No hay 
efectividad para la ejecución de programas y proyectos que vayan a 
beneficiar a los sectores más vulnerables y, en particular, al área rural.

3.3.2.2 Institucionalidad pública en el ámbito de la investigación y tecnología 
agropecuaria.
Luego de la crisis y liquidación del Instituto Boliviano de Tecnología 
Agropecuaria (IBTA), que supuso la discontinuidad de una diverSidad 
de centros de experimentación y demostración en el país, de un impor-
tante capital humano formado a través de amplios y costosos sistemas de 
postgrado y de un cúmulo de investigaciones realizadas, a inicios del año 
2000, se crean el Sistema Boliviano de Tecnología Agropecuaria (SIB-
TA) y el Sistema Nacional de Inocuidad y Sanidad Agropecuaria que 
tiene como labor fundamental establecer proyectos específicos para 
controlar y luchar contra las enfermedades y plagas que afectan el área 
agropecuaria nacional. Es el organismo responsable de velar por la 
sanidad e inocuidad alimentaria.

El actual gobierno estudia la reformulación del SIBTA y su posible 
incorporación al Sistema Boliviano de Innovación. También considera, 
su posible sustitución o complementación con la creación del Instituto 
Nacional de Innovación Agraria (INIA). Después de la experiencia del 
IBTA se puede afirmar que en el país se ha desmantelado la investi-
gación y el desarrollo tecnológico del sector. El SIBTA, a través de sus 
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fundaciones cubre una parte referida a la temática de tecnología agro-
pecuaria, pero sus alcances en el marco de su propuesta metodológica del 
encuentro entre oferentes de servicios y demandantes, no llena un vacío 
que es de responsabilidad estratégica del Estado, en coordinación y 
estrecha relación con los actores privados (agricultores, pequeños produc-
tores, empresarios, OECA, etc.): la investigación e innovación tecnológi-
ca. Las univerSidades (públicas y privadas) están lejos de cumplir con 
esta importante labor de su competencia, por su diseño alejado de la 
realidad rural y del mercado de trabajo. Aspecto que urge transformar y 
reorientar. Las ONGs y la iniciativa privada no han logrado cubrir este 
vacío en los 20 años de modelo de libre mercado.

3.3.2.3 Los fondos de desarrollo y mecanismos de inversión pública al sector
A nivel del apoyo en infraestructura social y de apoyo a la producción se 
tiene el desarrollo de la inversión pública a través de Directorio Único de 
Fondos (DUF), con sus dos brazos ejecutores: FPS y Fondo Nacional de 
Desarrollo Regional (FNDR). Los antecedentes de los actuales fondos se 
remontan a la década de los ochenta. Luego de las medidas de ajuste 
estructural en 1985 y para paliar los costos sociales y efectos de las 
mismas se creó el Fondo Social de Emergencia (FSE). Su propósito fue 
crear empleo temporal a través de obras y proyectos de infraestructura 
principalmente social. Esta experiencia tuvo en sus inicios destacados 
efectos, por su eficiencia y capacidad operativa y llegaba, especialmente 
hacia las regiones más pobres. Con el FSE se creó empleo temporal y se 
realizó una diverSidad de obras en infraestructura social (escuelas, postas 
sanitarias).

En la década de los noventa, por la neceSidad de focalizar mejor los 
sectores de apoyo, por un lado, se reestructura el FSE y deviene en el 
Fondo de Inversión Social (FIS). El FIS, sucesor del FSE, priorizó el 
gasto e inversión social, principalmente en salud y educación y, en menor 
medida, en el apoyo a infraestructura productiva (caminos vecinales, 
sistemas de microriego, atajados, entre otros). El Fondo de Desarrollo 
Campesino destinado al soporte a las actividades, también, de apoyo a la 
infraestructura productiva, fondos rotativos para la provisión de insumos 
y acopio para los procesos productivos de las zonas rurales del país. Este 
fondo terminó liquidándose, principalmente por los malos manejos 
administrativos y el clientelismo político. El FNDR fue destinado princi-
palmente de desarrollo urbano. El Fondo Nacional de Medio Ambiente 
que fue orientado al apoyo a programas y proyectos de conservación del 
medio ambiente y manejo de los recursos naturales a través de ONG y 
de Pueblos Indígenas, fue liquidado también por malos manejos admin-
istrativos.

Frente a la persistente debilidad de la institucionalidad pública y 
respectivas entidades sectoriales, la inversión pública –en gran parte– fue 
canalizada a través de estos mecanismos. Los fondos de inversión o de 
desarrollo como se denominaron no solamente se constituyeron en 
mecanismos de financiamiento sino que asumieron roles/funciones de las 
propias entidades sectoriales responsables de las políticas públicas, 
debilitando a éstas. Los fondos surgen como mecanismos que buscaban 
superar las dificultades de inversión pública y del funcionamiento y 
capacidad de llegada de la institucionalidad del sector público, especial-
mente a las áreas rurales y sectores empobrecidos.

Entre los principales problemas que se evidencian de la experiencia 
de los fondos señalados se puede mencionar el alto grado de dispersión y 
fragmentación en la inversión pública, con efectos puntuales/parciales y 
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limitados impactos en beneficio de la población. Las intervenciones de 
cada fondo eran específicas, por proyecto, con poca o ninguna inte-
gración y un bajo nivel de inversión concurrente entre sí. Existía dupli-
cación de esfuerzos tanto entre los fondos como respecto a los programas 
y proyectos impulsados por la CI. A lo que se suma la polítización y 
discrecionalidad en la gestión y administración de los fondos. Los recur-
sos se asignaban con lógicas clientelares a los municipios, en función de 
los intereses políticos. Los niveles de corrupción afectaron a todos los 
fondos, sin que se sancionnara a los responsables de los malos manejos ni 
se recuperaran los recursos dilapidados.

Por estas razones y en el marco de la Ley del Diálogo Nacional 2000 
(Ley 2235 de 31 de julio de 2001) y la Política Nacional de Compen-
sación, se crea el DUF, con sus dos instrumentos: FPS y FNDR. Bajo 
este esquema se crean programas complementarios para paliar la pob-
reza y generar empleo temporal como el Plan Nacional de Emergencia y 
el Propais. Actualmente el Gobierno mantiene los fondos mencionados e 
impulsa la Red de Protección Social con los programas de emergencia 
social señalados.

De manera paralela al desarrollo de lo que se conoció como “fondi-
tis”, se continuó con el impulso de programas y proyectos sectoriales 
financiados por la CI a través de los ministerios, corporaciones de 
desarrollo (hasta 1994) y las prefecturas. Entre los programas que desta-
can en este período están el Programa de Desarrollo de Comunidades 
Rurales (PDCR), con el propósito de apoyar/complementar los esfuerzos 
del proceso de participación popular en el ámbito rural. El PDCR ha 
ejecutado dos fases y prepara, bajo este Gobierno, una tercera orientada 
a apoyar, con un enfoque regionalizado, las inversiones y gestión munici-
pales en más de 100 municipios del país. El Programa de Apoyo a la 
Seguridad Alimentaria (PASA) de la UE, el Programa de Asistencia Téc-
nica, con el apoyo del FIDA, entre otros más localizados en coberturas 
geográficas específicas.

3.3.2.4 Otros actores institucionales públicos del desarrollo rural
En el campo financiero se tiene la reciente creación del BDP que prioriza 
el apoyo de servicios financieros para impulsar las actividades producti-
vas, particularmente a nivel rural, aspecto que se considera más adelante.

Además de las entidades públicas señaladas, se tiene la Superintend-
encia Agraria, Superintendencia Forestal y la Superintendencia General 
del Sistema de Regulación de los recursos Naturales Renovables, como 
entidades que forman parte del sistema de regulación agrario. En el 
ámbito de la tenencia de la tierra se tiene al Instituto Nacional de Refor-
ma Agraria (INRA) y al Tribunal Agrario Nacional.

El amplio y complejo tramado institucional en el sector del desarrollo 
rural se presenta inconexo con pocos niveles de articulación, comple-
mentación y búsqueda de sinergias entre sí. Su lógica de funcionamiento 
no termina de tener correspondencia con la diverSidad y heterogeneidad 
cultural y regional que tiene el país y menos de responder a las dinámi-
cas económicas, sociales y culturales de sus habitantes.

3.3.3 Principales actores del desarrollo rural y pobreza
El sector rural en Bolivia es altamente heterogéneo. Además de unidades 
productivas agropecuarias grandes (caracterizadas como la denominada 
agricultura comercial moderna), medianas y pequeñas, hay una diverSi-
dad de realidades según las diferentes ecoregiones (altiplano, valles, 
yungas, chaco, llanos, amazonía) y, fundamentalmente, la riqueza de las 
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distintas culturas indígenas (aymaras, quechuas, guaraníes, chiquitanos, 
entre un total de 36 pueblos indígenas). Se tiene, a grandes rasgos, la 
existencia de la denominada agricultura comercial moderna (agroindus-
tria) localizada principalmente en el oriente del país y la denominada 
agricultura tradicional prevaleciente, principalmente, en la región 
occidental. Aunque esta caracterización es bastante matizada, debido a 
la importancia cada vez mayor de pequeños y medianos productores en 
el oriente y tierras bajas del país, producto de los procesos de coloniza-
ción y migración interna.

Los pequeños productores rurales (PPR) que en su mayoría son 
campesinos-indígenas, constituyen los principales actores del sector rural 
del país. Se estima que de las alrededor de 760 mil unidades productivas 
en el ámbito nacional, entre 550 a 600 mil corresponden a las pequeños 
productores campesinos-indígenas. De éstas, alrededor de 450 mil se 
encuentran en el Altiplano y Valles, unas 100 mil corresponderían a 
unidades agropecuarias de colonizadores distribuidas principalmente en 
zonas tropicales y semitropicales, a las que se debe añadir unas 45 mil 
familias de indígenas de tierras bajas (Eyzaguirre 2005: 15). Un 18% 
correspondería a unidades productivas conformadas por empresarios 
agropecuarios y medianos propietarios. Los PPR producen principal-
mente para el mercado interno, mientras que los empresarios y medianos 
producen para la industria y la exportación; además controlan en gran 
parte la producción pecuaria y la producción forestal maderable y no 
maderable (Balderrama 2007ª: 25).

También destacan los trabajadores agrícolas o por cuenta propia que 
se desempeñan por contrato, a destajo o por cuenta propia en actividades 
como la zafra de la caña de azúcar, la cosecha del algodón, la recolección 
de la castaña. Los campesinos indígenas sin tierra que se desempeñan 
como jornaleros (venta de fuerza de trabajo) o acceden al trabajo de la 
tierra a través del arriendo o alquiler, “al partir” o “waqui” y otras 
formas.

Otros actores relevantes son los transportistas, comerciantes e inter-
mediarios que tienen sus propias particularidades en función de las 
diferentes ecoregiones en las que actúan. En el caso del altiplano y valles 
destacan los actores ligados a los sistemas feriales y cadenas de interme-
diación que van desde los “rescatiris” pasando por los transportistas, 
comerciantes mayoristas y minoristas que atraviesan desde la red ferial, 
pasando por los mercados locales hasta los mercados de abasto de las 
grandes ciudades para llegar a los consumidores finales. La magnitud, 
complejidad y características de esta dinámica se ha amplificado, desde 
las políticas de ajuste, con un crecimiento de lo que se conoce como una 
parte importante del llamado sector informal de la economía, especial-
mente en el ámbito del comercio rural-urbano y donde las mujeres 
juegan un papel importante en la composición del sector. Se trata de 
tejidos sociales y redes comerciales con alta incidencia en la generación 
de empleo e ingresos. En el caso del oriente, estas lógicas tienen sus 
propias características, en función al tipo de producto y donde cada 
cadena productiva tiene sus propias particularidades en los procesos de 
acopio, transporte, transformación y comercialización de productos. 
Existen, a partir de las cadenas priorizadas a nivel nacional, por las 
Prefecturas, las Fundaciones para el Desarrollo Tecnológico y los Gobi-
ernos Municipales, en su caso, diversos estudios que caracterizan los 
diferentes eslabones de las cadenas (quinua, castaña, textiles, cuero, 
madera, frutas, uvas, vinos y singanis, etc.).
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Los/as vecinos/as de los centros poblados del área rural juegan un rol 
importante, generalmente ligados a distintas áreas de servicio (comercio, 
restaurantes, etc.) y también, en algunos casos, a actividades agro-
pecuarias. En la zona andina, destaca en los últimos años el papel de los/
as residentes que desde las ciudades o lugares de residencia mantienen 
nexos y relaciones con sus comunidades de origen (en algunos casos 
continúan sus actividades agropecuarias a cargo o cuidado de familiares 
o terceros, retornan a la comunidad o pueblo en las festividades patron-
ales, en otros se encargan de los trámites y gestiones de la comunidad y 
sus miembros en las ciudades, entre diversas formas de relación y vincu-
lación, incluidas la prestación de cargos o servicios a la comunidad).

3.3.4 Importancia y dinámica económica de los PPR
La pobreza en el sector rural afecta fundamentalmente a los/as PPR que 
son fundamentalmente campesinos/as indígenas. Sin embargo y de 
manera paradójica a su situación de pobreza, juegan un importante 
papel en la economía nacional, auque el mismo no está sistematizado ni 
registrado en las cuentas nacionales, indicadores macroeconómicos y en 
la información estadística oficial.

De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística (INE), la PEA rural 
del país, se dedica en un 80% principalmente a las actividades agro-
pecuarias (INE, 2005). La mayor parte de esta población corresponde a 
unidades familiares de producción conformadas por campesinos e 
indígenas (República de Bolivia 2006: 128). El sector agropecuario en el 
país tiene una participación en el Producto Interno Bruto (PIB) nacional 
de alrededor del 15%. Absorbe al 40% de la PEA a nivel nacional. En 
esta participación es importante la contribución de los PPR. Una esti-
mación que permite cierta aproximación a la generación de empleo, nos 
indica que las unidades familiares de pequeños productores (400 mil) 
involucran, de manera directa o indirecta, a por lo menos 2 millones de 
personas en la actividad agropecuaria, es decir, a más del 20% de la 
población.

Además de la importancia y contribución de los PPR respecto al 
empleo e ingresos, son un factor decisivo en la generación de la base 
alimentaria nacional. La oferta interna de alimentos procede fundamen-
talmente de los PPR. Este aspecto muestra el destacado peso que tienen 
los pequeños productores en el escenario/la economía nacional. Abaste-
cen los principales productos de la canasta familiar de la población 
urbana a precios baratos y en condiciones, si bien no óptimas, que 
garantizan oportunidad y, en alguna medida, la calidad. Existe una 
permanente transferencia de valor de esta economía al resto de la socie-
dad, produciendo un intercambio desigual de precios y valores. Sin 
embargo, de manera paradójica, la capacidad de acceso, uso y aprove-
chamiento de los recursos productivos por parte de los pequeños produc-
tores de base campesina/indígena es una de sus limitantes principales.

Los últimos años, especialmente por la política de fronteras abiertas 
establecidas con el modelo desde 1985 y el propio contrabando, el peso 
de la producción campesina ha disminuido. ‘Entre 1970 y 1997, la 
participación de los pequeños productores (aquellos con unidades meno-
res a las 20 Has.) se ha reducido del 73.2% al 57.8% en el total de la 
producción agropecuaria’ (Crespo 2000: 33). Se observa al mismo 
tiempo una creciente inserción de los productores campesinos a las 
cadenas productivas de la agroindustria indicando su mayor subordi-
nación a la lógica del mercado.
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La emergencia de actores económicos del área rural, especialmente 
desde el período del ajuste, ha dado lugar a formas de organización –
como las denominadas Organizaciones Económicas Campesinas, 
OECA– muchas de ellas con fuerte soporte de la CI y de ONGs, que se 
han insertado en las dinámicas económicas del mercado interno y 
externo a través de los procesos de producción, procesamiento/ transfor-
mación y comercialización, ya sea de manera directa en todos los es-
labones de la cadena o en alianza con comercializadores y exportadores.

Los ingresos de los pequeños productores campesinos/indígenas, por 
lo general, no dependen exclusivamente de su actividad agropecuaria, 
sino que desarrollan diversas estrategias de vida que incluyen la mi-
gración temporal (o definitiva de algunos miembros de la unidad famil-
iar) para desarrollar distintas actividades en el mercado de trabajo, ya 
sea en las regiones más dinámicas del país o en el exterior del país 
(Argentina, Brasil, Chile o, en años recientes, España). Los últimos años 
se ha intensificado, especialmente en Altiplano y Valles, el flujo de 
emigración, manteniéndose en las comunidades rurales solamente las 
personas adultas, ancianos/as y ñinos/as. 

La nueva ruralidad implica una intensa dinámica de relaciones entre 
lo rural y urbano. Los pequeños productores tienen otros ingresos, 
además de los agropecuarios para su reproducción social. Se estima, en 
promedio, que el ingreso monetario de estas unidades proviene y de-
pende entre 30% a 50% de las actividades agropecuarias, mientras que 
el resto se complementa con otras actividades extraprediales, como la 
construcción, el transporte y la venta de fuerza de trabajo en la agroin-
dustria (especialmente varones), así como en comercio, servicios y arte-
sanías (principalmente mujeres). Las remesas provenientes de los emi-
grantes, en ciertos lugares del país como Altiplano, Valles y algunas 
regiones de Santa Cruz, presentan un flujo y peso cada vez más consid-
erables, aunque aún no se tienen estimaciones por regiones al respecto.

Otra realidad a la que se asiste en varias zonas del país es la relativa a 
la feminización de la agricultura, donde las mujeres asumen las responsa-
bilidades económico-productivas agropecuarias, mientras los esposos y 
varones de la familia están ausentes y abocados a actividades extrapredi-
ales. Con la migración ya sea temporal o definitiva de uno o varios de 
sus miembros, el uso de la mano de obra de la mujer crece en intenSidad 
y carga horaria. De cada tres emigrantes dos son hombres, esta alta 
migración en los varones deja a las mujeres con la responsabilidad del 
trabajo agropecuario. Las mujeres entre los 15 y 50 años de edad ejercen 
el 75% de la fuerza de trabajo en labores productivas campesinas (Eyza-
guirre 2005: 47-48).

Los PPR tienen una larga tradición organizativa a partir de las 
propias unidades familiares articuladas a la comunidad, capitanía o colo-
nia, de acuerdo a cada realidad sociocultural, que pasa por niveles 
regionales, intermedios hasta el nivel nacional donde se cuenta con las 
principales representaciones de los pueblos indígenas y comunidades 
campesinas. En el nivel nacional se tiene a la Confederación Sindical 
Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), la Confeder-
ación de Pueblos Indígenas del Oriente Boliviano (CIDOB), la Confeder-
ación Sindical de Colonizadores de Bolivia, el Consejo Nacional de 
Ayllus y Markas del Qollasuyu, la Federación Nacional de Mujeres 
Campesinas de Bolivia “Bartolina Sisa” y el Movimiento Sin Tierra, 
entre otras.

En el ámbito económico, especialmente desde los setenta, se cuenta 
con una amplia gama de las denominadas OECAs que, actualmente, 
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convergen en dos gremios de importancia nacional: la Coordinadora de 
Integración de Organizaciones Económicas Campesinas de Bolivia 
(CIOEC), por un lado, que agrupa a 600 OECA con alrededor de 100 
mil familias que se desempeñan en diferentes rubros como quinua, café, 
cacao, castaña, trigo, leche, papa, frutas, ganadería (camélida, ovina, 
caprina, bovina) y artesanía y, por otro, la Asociación de Productores 
Ecológicos de Bolivia (AOPEB) que además incluye a comercializadores 
ecológicos y reúne a 56 afiliadas, entre empresas (8), ONGs (8) y OECA 
(40), con alrededor de 30 mil productores/as (siete mil certificados como 
ecológicos) que comparten identidad de valores y prácticas ecológicas 
(Birbuet 2007).

Las organizaciones afiliadas a estos gremios tienen una participación 
directa y activa en diversas cadenas productivas. Destacan los produc-
tores de quinua, que también procesan, comercializan y exportan; los 
productores, comercializadores y exportadores de cacao; los productores 
de cafés especiales y orgánicos que también procesan y exportan; los 
castañeros que recolectan, procesan y exportan. Estas organizaciones 
están relacionadas con mercados orgánicos, solidarios y de comercio 
justo y, también, con mercados convencionales. La dinámica económica 
que generan, además de su aporte en empleo/ ingresos y en la provisión 
de alimentos para la canasta familiar, es destacable en cuanto a la 
creación de divisas (Peres Arenas y Villavicencio 2006). Los mercados 
Europeos y de Estados Unidos son los de mayor importancia para los 
productos ecológicos bolivianos. Los principales rubros de exportación 
son: quinua, café, cacao, castaña, amaranto, fríjol.

3.4. Estructura de la tenencia de la tierra y pobreza rural
En la década de los 70, del siglo XX, la Reforma Agraria fue abandona-
da y las dictaduras militares se destacaron por la distribución gratuita y 
arbitraria de tierras, especialmente en el oriente, para pagar apoyos y 
lealtades políticas, como el caso de las 100 mil hectáreas de tierras 
apropiadas por el entonces Ministro de Educación (Urioste 2003: 31-32). 
La estructura de la tenencia de la tierra históricamente ha sido un factor 
determinante para la pobreza rural. Mejorar las condiciones de vida de 
la población campesina indígena significa un mayor y mejor nivel de 
acceso a la tierra y a los recursos naturales. Los PPR tienen limitado 
acceso a recursos (tierra, agua, capital, tecnología) y, como pueblos 
indígenas, han sido sometidos a una larga historia de inequidad desde la 
colonia hasta nuestros días. Se estima que el 90% de los propietarios 
agrícolas poseen el 11% de las tierras dotadas y el restante 10% tiene 
para sí el 89% de las tierras.

Como señala Alcides Vadillo (ex Director del INRA), la conflictivi-
dad agraria de los últimos años, principalmente desde el 2000, tiene 
correspondencia con el mayor protagonismo que asumen los sectores 
indígenas y campesinos en el país y tiene como base causas estructurales 
no resueltas tales como: “La exclusión social y los niveles de pobreza de 
amplios sectores de la población rural, principalmente, de la parte 
andina del país, que se traduce en una migración permanente, desorde-
nada y -en momentos- desesperada de búsqueda de tierras; la excesiva 
fragmentación de las tierras, en el altiplano y los valles y el alarmante 
desempleo que se generó a partir de la privatización de las empresas 
estatales, fundamentalmente a partir de la crisis económica de 1998; la 
distribución de tierras rurales en base a influencias políticas, relaciones 
familiares, fraude procesal y corrupción en general, en la obtención del 
derecho de propiedad; la ineficiencia y pérdida de la credibilidad institu-
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cional generada por la Ley 1715: el Instituto Nacional de Reforma 
Agraria (INRA), el Tribunal Agrario Nacional y la Superintendencia 
Agraria; y la ausencia de voluntad y de políticas de distribución de 
tierras, llevaron al convencimiento, de importantes sectores sociales, que 
el único camino para tener tierras sería tomándolas ellos mismos.” 
(Vadillo 2007).

El territorio indígena es una de las más importantes reivindicaciones 
y conquistas del movimiento indígena boliviano. Las diferentes moviliza-
ciones indígenas han logrado consagrar este derecho en la Constitución 
Política del Estado (CPE) (República de Bolivia). El Art. 171 reconoce, 
respeta y protege los derechos sociales, económicos y culturales de los 
pueblos indígenas, especialmente los relativos a sus TCO, garantizando 
el uso y aprovechamiento sostenible de sus recursos naturales, su identi-
dad, valores, lenguas, costumbres e instituciones. Sin embargo, estos 
derechos no pueden ser ejercidos plenamente debido a la falta de vol-
untad política de las autoridades y, fundamentalmente, por los intereses 
de grupos históricamente hegemónicos de la sociedad boliviana sobre la 
propiedad de la tierra, lo que ha venido a configurar un ‘neolatifundis-
mo’ en la tierras bajas.

Con la promulgación de la LPP en 1994 y el proceso de municipaliza-
ción, el Estado llega –como nunca antes– a todos los confines del territo-
rio nacional. Este proceso es inevitablemente acompañado por uno de 
“modernización”, lo que implica una tendencia hacia el control/homoge-
neización de la sociedad. Sin embargo, los pueblos indígenas y comuni-
dades campesinas se han apropiado del proceso y a través de su partici-
pación política y social han nombrado a sus autoridades y conformado 
los espacios de poder local (consejos municipales, ejecutivo municipal, 
comités de vigilancia) y, en algunos casos, conformado distritos y muni-
cipios indígenas. Este proceso ha contribuido a una reafirmación de las 
diversas identidades y la vigencia/ recreación de sus usos y costumbres, 
en el marco del propio espíritu de la LPP. Los últimos años, los mov-
imientos indígenas han logrado importantes espacios de reconocimiento 
a sus demandas sociales, territoriales y ejercicio de derechos. El carácter 
multiétnico y pluricultural establecido en el Art. 1 de la CPE; el recono-
cimiento de sus organizaciones naturales (mediante personería jurídica) 
en el ámbito de la LPP y de las TCOs en la Ley INRA; el establecimien-
to de la Educación Intercultural Bilingüe (EIB) en el contexto de la Ley 
de Reforma Educativa de 1994, y la creación de una cartera de Estado 
(Ministerio/Viceministerio) con competencias en los temas indígenas y 
campesinos, son muestras de los avances y logros obtenidos por las luchas 
y movilizaciones de los pueblos y comunidades campesinas e indígenas.

La visión y estrategia de los movimientos indígenas en Bolivia se 
enmarca y construye en el contexto de la democracia y la defensa y 
ejercicio de derechos. A pesar de que prevalecenr aún altos grados de 
exclusión social en el Estado y sociedad bolivianos, la apuesta y el desafío 
del movimiento indígena, principalmente en el ámbito de la AC, es 
validar y aplicar en la realidad/cotidianidad el carácter multiétnico y 
pluricultural consagrado en la CPE, así como garantizar la defensa y 
manejo racional de los recursos naturales para beneficio de los bolivianos.

3.4.1 La ley INRA
La Ley INRA de 1996 buscaba resolver la inequitativa distribución de 
tierras a comunidades campesinas e indígenas y la concentración de 
tierras en pocas manos; pero se orientó en gran medida principalmente a 
legalizar la propiedad de la tierra de empresarios, quienes demandaban 
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la seguridad jurídica de sus derechos de propiedad. La Ley INRA se ha 
implementado durante los últimos 10 años, período de tiempo en el que 
pretendía lograr el total saneamiento de tierras. La Ley ha concluido el 
18 de Octubre de 2006. La superficie total a sanear era de alrededor de 
107 millones de has. En los 10 años, del total de tierras a sanear, los 
resultados alcanzados han sido poco alentadores: titulaciones logradas 
cerca del 11%; tierras por titular un 18%; tierras en proceso de saneami-
ento un 15%. La mayor parte de las tierras, el 57%, no se han podido 
sanear (Rojas 2006). Un avance, en los últimos años es el relativo a la 
equidad de género. Aunque aún insuficiente, los títulos se consignan de 
manera mixta, a nombre de la mujer y el varón de la familia y también a 
nombre de las mujeres, especialmente cuando ejercen la jefatura del 
hogar o son herederas de tierra.

Entre los aspecto positivos de la Ley se pueden señalar que impone un 
límite a la concentración de la tierra en manos de pocas personas o de 
grandes propiedades y ha mejorado parcialmente la administración del 
recurso de la tierra, ha detenido el proceso indiscriminado de entrega de 
tierras, establece un sistema de adjudicación mediante pago por concurso 
público y fija causas y procedimientos para la reversión de tierras. En un 
país donde era posible adquirir gratuitamente grandes extensiones de 
tierras, estas medidas revisten importancia. Desde 1996, se tiene con-
tinuidad con la política de tierras y de dotación. El reconocimiento de las 
TCO y los DESC de los pueblos indígenas, de acuerdo al Convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo, es considerado como otro 
de los logros que recoge la Ley, en el marco de las demandas y la deuda 
histórica con los pueblos y comunidades indígenas.

Los aspectos negativos, se refieren a que el proceso ha sido muy 
costoso, con bajos resultados y que posterga la distribución equitativa de 
la tierra, al seguir manteniendo el neolatifundismo improductivo que se 
resiste a la expropiación y a la redistribución de tierras. Sólo una 
pequeña fracción de la tierra que es propiedad de medianos y grandes 
propietarios, es utilizada para el fin oficialmente asignado. Una buena 
parte de los propietarios mantienen la tierra sin explotarla, dejando que 
se valorice con el tiempo, es decir, con fines especulativos. La terciariza-
ción a empresas para las labores de saneamiento ha sido seriamente 
cuestionado, por sus altos costos, el favoritismo con “terceros” (sectores 
medianos y grandes) en las TCOs, procesos demasiado lentos y limitados 
resultados.

3.4.2 La ley de reconducción comunitaria
El Presidente Evo Morales en su propuesta de la Revolución Agraria, 
afirma que su Gobierno hará cumplir las leyes sobre tierras, completará 
el saneamiento y titulación, revertirá los latifundios improductivos y 
redistribuirá las tierras a los campesinos e indígenas que no la poseen. El 
INRA en los “Lineamientos del Plan Nacional de Saneamiento y Dis-
tribución de Tierras” (2007) se propone la meta de titular 105,3 millones 
de hectáreas hasta el 2013, es decir, culminar con el proceso de saneami-
ento y titulación en siete años.

La Ley Nº 3545 de Reconducción Comunitaria de la Reforma 
Agraria, ha sido promulgada el 28 de octubre de 2006. En la nueva Ley 
se precisa el cumplimiento de la Función Económica Social (FES) de la 
tierra en materia agraria. Regula los procesos de redistribución de las 
tierras y busca corregir y agilizar el proceso de saneamiento de la propie-
dad agraria. Incorpora a las modalidades ya existentes el “Saneamiento 
Sin Más Trámite” y el “Saneamiento Interno”. La Ley Nº 3545, es una 
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modificación y continuidad de la Ley INRA Nº 1715 que, además, ajusta 
la dotación de TCO; amplia las competencias de la Comisión Agraria 
Nacional (CAN) y las atribuciones de la Judicatura Agraria y busca 
ejercer un Control Social sobre el saneamiento, reversión, expropiación, 
dotación y adjudicación. 

Los cambios propuestos afectarán especialmente las dotaciones de 
grandes extensiones de tenencia en las tierras bajas y el Estado tendrá la 
potestad de expropiar y revertir aquellas tierras que no cumplan una 
FES. La Ley INRA establece que la causa de reversión de las tierras al 
Estado es el abandono de la propiedad agraria y/o la falta de pago del 
impuesto a la tierra por dos gestiones consecutivas. Sin embargo, el 
impuesto a la tierra no es suficiente para reclamar el derecho propietario 
si la tierra no es trabajada o cumple la FES sea total o parcialmente.

Acelerar el saneamiento y bajar sus costos, dotar tierras a las comuni-
dades indígenas y campesinas, son los temas centrales de la nueva 
política agraria que incluye expropiación y reversión, además de llevar 
una distribución más participativa. El procedimiento de saneamiento Sin 
Más Trámite para pequeños propietarios y propietarios comunitarios, 
busca beneficiar a los que tienen título y a los que están en trámite. La 
simplificación de los recursos administrativos en la fase jurisdiccional del 
proceso de titulación, pretende evitar los innecesarios procesos adminis-
trativos ante el Tribunal Agrario Nacional (TAN).

La Ley 3545, es parte de las estrategias para implementar el PND. 
Entre los aspectos a destacar de la Ley modificatoria de la Ley INRA 
estan que esta: i) precisa con mayor claridad el concepto de la FES, 
aspecto que facilitará el saneamiento; ii) amplia la participación y com-
petencias de los actores sociales y productivos en la CAN y las Comi-
siones Agrarias Departamentales, aspecto que permitiría encontrar 
mayor consenso en las políticas de tierras; iii) reduce los tiempos del 
saneamiento y acorta los plazos para presentar recursos contencioso-
administrativos al TAN y evita recursos innecesarios ante el TAN; iv) 
establece la reversión de tierras como una finalidad del saneamiento y 
que ésta procede por incumplimiento de la FES; v) define que la revisión 
de la FES se realice cada dos años y que las tierras expropiadas pueden 
ser dotadas exclusivamente a pueblos y comunidades indígenas y origi-
narias. De igual manera, determina la exclusividad de la dotación de las 
tierras fiscales a favor de pueblos y comunidades indígenas y que las 
comunidades beneficiadas contarán con el apoyo técnico y económico 
del Estado; vi) establece la expropiación de la pequeña propiedad por 
incumplimiento de la Función Social y la dotación de la tierra expropia-
da a favor de la organización; vii) da competencias a la Superintendencia 
Agraria para denunciar la reversión y amplia competencias al TAN para 
conocer recursos sobre materias forestal y de aguas (crea la tercera sala 
para este fin); viii) establece que la dotación de tierras debe realizarse de 
acuerdo a los planes de uso del suelo; ix) señala que los procesos agrarios 
en trámite, es decir no titulados pero con sentencia ejecutoriada, son 
válidos si cuentan con antecedentes registrados en el INRA. También 
estipula que los títulos ejecutoriales son válidos sólo si cuentan con 
antecedentes en los registros del INRA; y x) define la obligatoriedad de 
notificar a los pueblos y comunidades indígenas en procesos judiciales y 
recursos administrativos que puedan afectar sus derechos (Balderrama 
2007b: 5 y ss.).

El Gobierno promulgó el 2 de Agosto de 2007, el Decreto Reglamen-
tario de la Ley 3545. El saneamiento se realizará considerando priori-
dades: las áreas fiscales y las de mayor conflicto. Para la aplicación de la 
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Ley y Decreto Reglamentario, el INRA pasará a tener de los actuales 
800 empleados unos 1500, los mismos que serán capacitados para 
enfrentar el desafío del saneamiento y titulación. El proceso requerirá 
$US 97 millones para sanear 55 millones de hectáreas de los cuales el 
BID ofreció $US 18 millones. (El Deber 2007).

3.5. Acceso a bienes y servicios en el área rural
3.5.1 Organizaciones no gubernamentales y servicios de asistencia 

técnica
En la década de los setenta y ochenta, las ONGs en el área rural jugaron 
un importante papel de apoyo a las organizaciones campesinas. En una 
primera fase contribuyeron, a través de la capacitación y promoción, al 
desarrollo de la organización campesina que desembocó en la constituci-
ón en 1979 de la CSUTCB. Las labores de defensa de las libertades 
democráticas y de los derechos humanos fueron elementos importantes 
de la agenda, en un marco de regímenes autoritarios y dictaduras mili-
tares. La contribución de las ONGs al desarrollo y fortalecimiento de las 
organizaciones sociales, inicialmente campesinas y sindicales y, luego, 
indígenas y originarias como el caso de la CIDOB, ha sido de importan-
cia en el proceso de “empoderamiento” y de acompañamiento en sus 
demandas, derechos y reivindicaciones históricas. Con la sequía de los 
años 1982–83, varias ONGs, especialmente agrupadas en redes, como 
los casos de UNITAS y la Asociación de Instituciones de Promoción y 
Educación, irrumpieron en el apoyo a las comunidades y asociaciones de 
productores en los aspectos económico-productivos. Surgieron progra-
mas orientados a la recuperación de las bases productivas y a labores de 
asistencia técnica.

Frente a la debilidad estatal y la crisis de las instituciones públicas se 
desarrollaron las ONGs en el ámbito rural del país. En muchas regiones 
rurales, antes de la Ley de Participación Popular, la ausencia de la 
institucionalidad estatal era notable y este vacío era cubierto por las 
iglesias y las ONGs. Si bien a partir de esta Ley la presencia del Estado y 
del mercado se amplió al conjunto del territorio nacional, especialmente 
con la municipalización, la descentralización de la inversión pública y la 
responsabilidad de la gestión pública en los gobiernos municipales, 
también con el proceso de “liberalización”, se amplió la presencia de 
instituciones privadas, especialmente ONGs en el área rural. El crec-
imiento y proliferación de ONGs tiene correspondencia con el período 
del ajuste y de las reformas estructurales.

La percepción recogida en las entrevistas realizadas para este trabajo 
es que actualmente, la oferta privada de asistencia técnica rural, espe-
cialmente provista por ONGs es variada y caracterizada por la disper-
sión, duplicación de esfuerzos y poca continuidad de sus programas y 
proyectos. Un estudio relativo al denominado fortalecimiento instituci-
onal municipal, puede ser comparable con lo que acontece con los 
servicios de apoyo y asistencia técnica en el sector agropecuario rural en 
el país, en el que se da cuenta que los importantes montos de financiami-
ento efectuados, especialmente provenientes de la CI, en 30 municipios 
estudiados no dieron los resultados esperados en la creación de capaci-
dades institucionales y mejoramiento de la gestión municipal (Aguilar 
2002). Las principales observaciones a cerca de las ONGs se refieren a: la 
limitada acción de su intervención, por lo general de carácter piloto y 
experimental sin perspectivas de amplificarse a propuestas mayores y de 
más alcance; las bajas probabilidades de su sostenibilidad, especialmente 
financiera, por su dependencia del financiamiento externo; cierta resist-
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encia a coordinar o relacionarse con las instancias públicas y estatales; 
frágil desarrollo institucional y de recursos humanos, por su enfoque por 
proyecto y financiamiento de corto plazo. También se observa que, en 
general, sus acciones no logran efectos e impactos importantes con la 
población rural, debido a sus limitados alcances y a sus procesos de corto 
plazo.

Se considera que existe una amplia oferta de servicios de las ONGs 
en el área rural que no necesariamente tiene correspondencia con la 
demanda de las comunidades y de los pequeños productores campesinos 
e indígenas. Por lo general, las coberturas de acción de las ONGs son 
limitadas a determinadas comunidades y no a todas las familias de una 
comunidad. La mayor parte de la oferta de servicios de capacitación y 
asistencia técnica en el área rural no es necesariamente especializada y, 
más bien, forma parte de una diverSidad de esfuerzos, con bajos niveles 
de articulación entre los diferentes oferentes de servicios y proyectos de 
desarrollo. Ciertamente que, en el caso boliviano, existen factores estruc-
turales en el área rural que dificultan la presencia de entidades especiali-
zadas, como pueden ser: financiamiento, tamaño, distancia y dispersión 
geográfica de las unidades demandantes, diverSidad de neceSidades 
asociadas a la variedad de pisos ecológicos, entre otros.

Los últimos años el accionar de las ONGs ha sido interpelado y 
cuestionado especialmente por las organizaciones sociales al considerar 
que los recursos que administran vienen a nombre de los pobres y no han 
logrado resultados efectivos en sus acciones ni realizan una rendición de 
cuentas al respecto. También en el actual Gobierno, a pesar de que 
cuenta con varias autoridades provenientes de las ONGs, existe una 
actitud de recelo hacia las mismas.

Sin embargo, el mundo de las ONG es diverso y heterogéneo y no a 
“todas se les puede meter en la misma bolsa”. Hay importantes experi-
encias desplegadas en ámbitos regionales y locales donde sus contribu-
ciones son apropiadas por las familias y comunidades campesinas e 
indígenas y/o cuentan con potencial para incidir en las políticas públicas, 
especialmente para enfrentar la pobreza y mejorar las condiciones de 
vida de los sectores más pobres, especialmente del campo y de las áreas 
peri urbanas. Varias de estas experiencias tienen condiciones para 
alimentar la política pública del sector y amplificarse a coberturas más 
amplias. Sin embargo, aún en el ámbito del actual Gobierno no se 
considera a estas entidades como posibles y potenciales aliadas para 
revertir la pobreza y dinamizar las potencialidades existentes en el 
marco del desarrollo rural.

3.5.2 La cooperación internacional
Bolivia ha sido, desde la aplicación del ajuste en 1985 y la ejecución de 
las reformas en la década de los noventa, uno de los países de América 
Latina considerado de concentración (prioridad) por varios donantes 
bilaterales y como “país piloto” en el caso de los organismos multilat-
erales. Se estima que en promedio durante el período 1990–2001 alred-
edor del 49% de la inversión pública total dependía de créditos conc-
esionales (35%) y donaciones (14%), correspondiendo a un monto cercano 
al 4% del PIB. También la EBRP se inscribió en el marco de la agenda y 
de las condicionalidades de la CI, sin la suficiente apropiación (owner-
ship) por parte de los actores locales y gobiernos. Salvo algunos intentos 
como en la Estrategia de Asistencia al País 2004/2005 del BM, aún no se 
ha realizado en la cooperación multilateral y bilateral un profundo 
balance crítico del proceso del ajuste, reformas estructurales y estrategia 
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de reducción de la pobreza en el caso boliviano, así como de los resulta-
dos alcanzados y las lecciones aprendidas. Con el cambio de Gobierno en 
enero 2006, en Bolivia las condiciones y perspectivas son diferentes.

Actualmente, con el propósito de establecer puentes entre donantes y 
el Gobierno, se ha creado en febrero de 2007, el Grupo de Socios para el 
Desarrollo de Bolivia (GruS), conformado por las agencias bilaterales de 
los países miembros de la UE, Japón, EEUU, Canadá, Suiza y todos los 
Organismos Internacionales con Representación en el país. Este grupo 
trata de apoyar, en el marco de la Declaración de París, el liderazgo del 
Gobierno de Bolivia en la coordinación y armonización de la CI para 
mejorar la efectividad y el alineamiento de ésta en el cumplimiento de los 
objetivos del PND y de los ODM, facilitando la interlocución y coordi-
nación con la CI en el país.

En el ámbito del desarrollo rural, a pesar de los avances y esfuerzos 
de coordinación entre los donantes y una distribución geográfica de las 
zonas de intervención, la CI continúa con dispersión y con bajos niveles 
de articulación, integración y complementariedad. Los multilaterales 
como el BM apoyan los Programas de Alianzas Estratégicas Rurales 
entre productores rurales y empresas, la continuidad del PDCR y están 
en perspectivas de apoyar la propuesta del Gobierno de comunidades en 
acción. El BID compromete recursos para las comunidades en acción y 
el apoyo al INRA para labores de saneamiento y titulación y un con-
junto de proyectos de apoyo a los pequeños productores y sus organiza-
ciones de manera directa y a través de su programa del Fondo Multilat-
eral de Inversiones. La Corporación Andina de Fomento impulsa 
proyectos de apoyo a iniciativas económico productivas y de emprend-
edurismo, además de servicios financieros. A su vez la UE continúa con 
la experiencia del PASA.

En el caso de los bilaterales, todos coinciden con el objetivo central de 
luchar contra la pobreza. Avanzan en la aplicación del enfoque sectorial, 
apoyo presupuestario y mecanismos de cofinanciamiento y canasta de 
fondos. Asumen la Declaración de París y buscan impulsar la armoniza-
ción, alineamiento y apropiación, “bajo el liderazgo del Gobierno bolivi-
ano”. Trabajan, por lo general, en los tres niveles: i) a nivel territorial, 
con los gobiernos municipales, ii) en el ámbito nacional con el Ministerio 
cabeza del sector, con políticas públicas y iii) recientemente con las 
prefecturas.

Las apreciaciones recogidas de algunos funcionarios de la CI en 
Bolivia, coinciden en señalar que: es un avance por parte del Gobierno 
contar, desde un inicio con un Plan (PND) que a diferencia de los otros 
gobiernos, éstos se elaboraban a medio camino o al final de la gestión; 
existen condiciones para enfrentar la pobreza y la inequidad por el 
carácter del Gobierno con un Presidente indígena a la cabeza; al inicio, 
el Gobierno fue visto con mucha simpatía por parte de la CI, especial-
mente por los cambios anunciados; sin embargo, la misma fue revirtién-
dose por las actitudes de rechazo de funcionarios de gobierno hacia la CI 
y la preferencia y discriminación con respecto a la cooperación Cubana 
y, particularmente, Venezolana.

Se afirma que si bien se tiene el PND, existen muchas visiones en el 
gobierno y sectores, sin capacidad de articular propuestas. Falta opera-
cionalidad del PND y liderazgo en los sectores. Hace falta interlocución 
y, en gran parte, los funcionarios están ocupados en los temas políticos y 
coyunturales. No hay contrapartes para la CI en los Ministerios y se 
percibe débil al Ministerio de Planificación y Desarrollo. Todos coinci-
den en señalar que ha bajado significativamente la capacidad de gestión, 
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aspecto que es contradictorio con la disponibilidad de recursos que se 
tienen en el país y en la propia CI.

3.5.3 Servicios financieros rurales
El sistema financiero, regulado por la Superintendencia de Bancos y 
Entidades Financieras, está conformado por: 10 bancos comerciales; 8 
Instituciones de Microfinanzas (IMFs); 23 Cooperativas de Ahorro y 
Crédito Abiertas y 9 Mutuales de Ahorro y Crédito. En las no reguladas, 
están las ONGs financieras, autodenominadas Instituciones Financieras 
de Desarrollo (IFD), agrupadas en el gremio de la Asociación de Institu-
ciones Financieras para el Desarrollo Rural (FINRURAL).

La banca comercial tradicional de tipo corporativo tiene una mínima 
llegada a las MyPEs y a los PPR. Esta banca, en el área rural, apoya a 
los medianos y grandes productores del sector agropecuario. Al final de 
2006, los créditos a este sector representaron solamente a un 8% del total 
de la cartera de créditos (SBEF 2007). Las IMFs se encuentran agremia-
das en la Asociación de Instituciones Financieras Especializadas en 
Microfinanzas (ASOFIN). El peso de la cartera rural y el porcentaje de 
clientes rurales solamente llegó al 18% del total. La cartera por actividad 
económica, para la producción agropecuaria sólo representa un 5% del 
total, resaltando el apoyo a actividades más bien de servicios y comercio 
(73%) (Peres Arenas, Campero y Antezana 2007).

Las principales IFD u ONGs Financieras son 13, afiliadas a la FIN-
RURAL fundada en 1993. No están habilitadas para captar ahorros del 
público. Dependen de recursos especialmente de la entidad estatal Fondo 
de Desarrollo del Sistema Financiero, de organizaciones privadas y de 
fondos de financiamiento solidarios para sostener el crecimiento de sus 
carteras. La mayor parte de las oficinas de las entidades de FINRURAL 
se encuentran en el área rural. En un 54% su cartera se destina al área 
rural y el 40% de sus clientes son rurales. La cartera destinada al sector 
agropecuario fue de $US 25 millones, dirigidos a PPR, equivalente al 
22% del total de la cartera del gremio (Ibidem.).

De las tres fuentes señaladas, alrededor de $US 380 millones se 
destinaron al área rural, representando solamente el 12% de la cartera 
total colocada por las mismas. Esto significa que para el conjunto del 
sistema financiero, el área rural no es significativa en cuanto a sus 
colocaciones. Sin embargo, destaca que la cartera de las entidades de 
microfinanzas (IMFs y ONG) llegó en el 2006 a $US 800 millones, 
alrededor del 25% de la cartera total del sistema financiero, sin consid-
erar las cooperativas y mutuales. De este total, cerca al 35% correspond-
ió al sector rural.

De acuerdo al PND y al objetivo de impulsar el SINAFID, que 
facilita el acceso financiero de las organizaciones económicas y sociales 
del campo y la ciudad, se ha creado el BDP que busca “financiar el 
desarrollo productivo y rural, de sectores y regiones excluidas como 
consecuencia del limitado acceso y políticas de crédito conservadoras del 
actual mercado financiero, que ha significado ampliar las brechas de 
inequidad y pobreza, concentrando el capital y mercado” (República de 
Bolivia 2006: 95). El BDP canalizará los recursos a través de entidades 
privadas del sector para “financiar inversiones de largo plazo, privile-
giando la producción agropecuaria, además la micro, pequeña y medi-
ana empresa rural y urbana. Asimismo, se pretende llegar con inversión 
en infraestructura productiva y social, a los niveles municipales, region-
ales y departamentales que apoyen al proceso productivo, con un énfasis 
en la inversión social” (Ibidem.: 96).
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El BDP se dirigirá “principalmente hacia la unidad económica campesi-
na agropecuaria, la micro y pequeña empresa para su patrimonializa-
ción comunitaria, fortaleciendo la homogenización tecnológica de los 
diferentes sectores, redes, cadenas y complejos productivos con infrae-
structura productiva y social… proporcionando mecanismos e instru-
mentos diferenciados y especializados” (Ibidem.). El BDP se orienta a 
privilegiar el financiamiento para capital de inversiones (maquinaria, 
equipos, infraestructura productiva, tecnología para producción limpia), 
diversificar instrumentos financieros como: crédito, financiamiento de 
patrimonialización, cobertura de riesgos y capital semilla, arrendami-
ento financiero, warrant y factoraje y, mejorar las condiciones para 
conseguir fondos para entidades financieras solidarias. Para los produc-
tores rurales, se bajaría la tasa de interés.

Si bien existe un importante avance en los servicios financieros 
rurales, los últimos 15 años en el país, se evidencia que estos aún son 
insuficientes para atender los requerimientos de la población rural, 
especialmente para desarrollar actividades económicas productivas. Se 
puede concluir que en Bolivia, a pesar del éxito de las microfinanzas en 
términos de la cobertura alcanzada en el número de clientes atendidos y 
en los montos de las carteras, todavía persiste un rezago en los procesos 
de profundización financiera y de asistencia técnica hacia áreas rurales y, 
particularmente, la destinada a pequeños productores agrícolas. Los 
productos financieros de las microfinancieras no están lo suficientemente 
diversificados para atender los requerimientos de los PPR, las condi-
ciones de los créditos (garantías, montos, plazos, costos) dificultan un 
mayor acceso a los servicios financieros, aspecto que restringen las 
posibilidades de dinamizar las iniciativas productivas.

3.5.4 Infraestructura rural
Comparativamente, la inversión pública, en su distribución sectorial 
desde el período del ajuste y de las reformas, asumió como áreas de 
prioridad la infraestructura y la inversión social en comparación a la 
inversión en los sectores productivos. Esta decisión ciertamente es coher-
ente con el enfoque de entonces que consideraba que el Estado debía 
crear las condiciones necesarias (infraestructura) para el desarrollo e 
impulso de la iniciativa privada que, a través de la lógica del mercado, 
dinamizaría la actividad productiva y de servicios. En el área social era 
necesario paliar los efectos del ajuste y atender a la población con 
mayores carencias. Aquí jugaron un papel importante los mencionados 
fondos de desarrollo. En el ámbito rural han sido, fundamentalmente, los 
fondos de desarrollo, especialmente el FNDR y FPS, en coordinación 
con las prefecturas y municipios, que han ampliado y mejorado las 
condiciones de infraestructura vial, de riego, agua potable, electrifi-
cación rural y de apoyo a la producción.

De acuerdo a las entrevistas realizadas, se considera que si bien no se 
ha resuelto de manera estructural el problema, se han logrado impor-
tantes avances en lo que se refiere a infraestructura rural. Si bien el 
grueso de la inversión en caminos estuvo orientado a la red fundamental, 
también las inversiones llegaron a los caminos secundarios y vecinales. 
Las comunidades y zonas rurales más alejadas de los centros urbanos son 
las más afectadas por la pobreza. Aquellas zonas donde existen limita-
ciones de infraestructura de caminos, transporte, electrificación y comu-
nicaciones son las que presentan mayores índices de pobreza extrema.
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3.5.5 Turismo Rural
El país cuenta con un importante potencial para el desarrollo del turismo 
sostenible y comunitario. Los últimos años se han realizado importantes, 
aunque insuficientes, avances al respecto, con estudios, políticas e inter-
venciones sobre diferentes sitios y circuitos turísticos. Un 80% de los 
ingresos percibidos por el turismo sería captado por los grandes opera-
dores turísticos, un 15% por operadoras medianas y sólo un 5% por 
comunidades rurales y urbanas en las que se encuentran emprendimien-
tos turísticos comunitarios. Ciertamente que el potencial turístico del 
país se encuentra altamente desaprovechado. Con la denominada indus-
tria sin chimenea que puede generar importantes empleos e ingresos, 
especialmente para las comunidades rurales y pueblos indígenas. El Plan 
marco de Turismo del actual Gobierno considera tres pilares para 
dinamizar el sector: turismo indígena y comunitario; desarrollo turístico 
sostenible desde una visión territorial y la promoción interna e internac-
ional del turismo (Semanario La Época 2007).

3.6. Acceso a servicios sociales y bienes públicos en el área 
rural

3.6.1 Educación
Los problemas centrales de la educación en el país han dejado de ser el 
analfabetismo absoluto y la baja cobertura escolar y han sido reemplaza-
dos por la deserción, la repitencia y la baja calidad del servicio, particu-
larmente en las áreas rurales y escuelas nocturnas (Instituto Prisma 
2000: 25). Aunque ha habido avances en la disminución del analfabet-
ismo, sin embargo, sigue siendo uno de los indicadores más altos de 
América Latina, afectando especialmente a las mujeres (19%) y al área 
rural (38%). Con la cooperación de los gobiernos de Cuba y Venezuela, 
el Gobierno impulsa el programa de alfabetización “Yo si puedo” que 
comprende la lectoescritura tanto en español como en idiomas nativos 
(aymará, quechua), especialmente en las zonas rurales. También el 
Gobierno implementa desde 2006 el Bono Juancito Pinto que consiste en 
el pago de Bs. 200 a la niñez en edad escolar para la compra de materi-
ales escolares y estimular los niveles de escolaridad y asistencia escolar.

3.6.2 Salud y saneamiento básico
En el ámbito de la salud también se evidencian mejorías producto de las 
reformas estructurales en el país. Aunque la problemática, al igual que 
en el sector de educación, tiene connotaciones estructurales y los niveles 
de cobertura y acceso, principalmente hacia las áreas rurales y población 
indígena, están lejos de ser satisfactorios. El Gobierno de Evo Morales ha 
formulado el Plan Nacional del Sector Salud con los objetivos de elimi-
nar la exclusión social en salud a través del seguro universal de salud y el 
Sistema Único de Salud de acuerdo a la naturaleza multiétnica y plu-
ricultural del país, y recuperar la soberanía sanitaria y rol rector del 
Ministerio de Salud sobre todo el Sistema Sanitario Nacional, entre otros 
(www.sns.gov.bo 2007). El programa Desnutrición Cero forma parte del 
PND. Tiene el objetivo de reducir a cero la desnutrición en niños/as 
menores de cinco años y reducir de 78 a 40% la anemia en niños/as de 
seis a 26 meses, entre otros. Da prioridad a las regiones con escasos 
recursos (La Prensa 2007).

Respecto a las políticas sobre la pobreza, en este rubro se ha dado un 
avance importante, especialmente en el acceso de la población a los 
servicios básicos de agua y saneamiento, tanto por las acciones mencion-
adas de los fondos de desarrollo como gracias a las oportunidades abier-
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tas con la aplicación de la Ley de Participación Popular, desde 1994 y su 
incidencia en la descentralización de los recursos públicos hacia los 
niveles locales (Instituto Prisma 2000: 26).

3.7. Principales resultados e impactos de las políticas 
públicas de lucha contra la pobreza rural

3.7.1 Resultados e impactos de las políticas públicas antes de 2006
Como se aprecia del análisis anterior el ciclo del modelo instaurado 
desde 1985 en el país se agotó y en 2005 se inicia uno nuevo. Hoy se 
asiste a un nuevo escenario en el que se trata de recuperar el rol del 
Estado y reasumir el control de los sectores estratégicos para lograr el 
ansiado cambio de la matriz productiva del país, es decir, pasar de un 
patrón primario exportador hacia una nueva propuesta de desarrollo. En 
este momento de inflexión en que se encuentra el país, existe el riesgo de 
caer, nuevamente, en un proceso pendular de retorno a la primacia del 
Estado sin considerar las dinámicas propias de la sociedad y del mer-
cado, tanto en sus esferas locales, regionales, nacionales como en la 
inserción del país en un mundo globalizado.

No hay una evaluación integral hecha a profundidad sobre lo que ha 
significado el proceso de aplicación de las reformas en el caso boliviano, 
sus costos y resultados alcanzados. Sin embargo, estudios específicos y 
más sectoriales coinciden en señalar que los resultados al final del día no 
han cubierto las expectativas inicialmente previstas sobre todo de reduc-
ción de la pobreza y que, al contrario, se han ampliado las brechas, 
generándose una suerte de mayor diferenciación y exclusión social, 
especialmente respecto a los pueblos y comunidades indígenas.

La CI puso mucho empeño y entusiamo en las reformas, incluso 
generándose una suerte de sobredosis de refomas a aplicarse en corto 
tiempo, sin considerar las condiciones y capacidades de asimilación. El 
país, en su momento y en muchos temas, fue considerado como ejemplo 
en el ámbito internacional; sin embargo, el entusiamo inicial no duró 
mucho por la movilización de los sectores empobrecidos del país que no 
vieron cambios y modificaciones sustanciales en el mejoramiento de sus 
condiciones de vida.

El BM, en 2004, en su Estrategia de Asistencia al País, veía como 
causales de la crisis, expresada en los graves conflictos y movilizaciones 
sociales entre 2000 a 2003, las siguientes tres tendencias: i) en el ámbito 
económico, la falta de progreso en la reducción de la pobreza y el alto 
nivel de inequidad, la vulnerabilidad de la economia a los shoks externos 
y la precaria situación fiscal; ii) en el ámbito político, el creciente descon-
tento por las prácticas de clientelismo político y la corrupción tolerada/
practicada por el sistema político; iii) la impaciencia con los niveles de 
inequidad, especialmente en la distribución de la tierra, recogiéndose la 
opinión de los indígenas que se beneficiaron poco de la explotación de los 
recursos naturales en el pasado (plata y estaño) (Banco Mundial 2004: i).

Sin embargo, existen procesos surgidos de las reformas y políticas 
públicas de los últimos 15 años que han tenido y tienen continunidad y que 
por otro lado, han permitido avances y resultados en mejorar las condi-
ciones de vida de la población boliviana. Se pueden destacar, de manera 
indicativa, las siguientes políticas que han beneficiado, sobretodo a la 
población rural, particularmente a los pueblos y comunidades indígenas.

Primero, las modificaciones a la CPE, especialmente en lo que se 
refiere a su artículo primero que reconoce a Bolivia como multiétnica y 
pluricultural y al régimen agrario y campesino, especialmente el artículo 
171, que reconoce, respeta y protege los DESC de los pueblos indígenas, 
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especialmente sus TCO, garantizando el uso y aprovechamiento sosteni-
ble de los recursos naturales, a su identidad, valores, lenguas, costumbres 
e instituciones; el reconocimiento de la personalidad jurídica de las 
comunidades indígenas y campesinas; así como la aplicación de normas 
propias como solución alternativa de conflictos, en conformidad a sus 
costumbres y procedimientos.

Segundo, la LPP (1994) que ha generado un proceso de descentraliza-
ción de la gestión e inversión pública en los ámbitos territoriales munici-
pales, delegando recursos de manera automática y posteriormente a 
través de la Política Nacional de Compensación y de la distribución del 
Impuesto Directo a los Hidrocarburos, a los gobiernos municipales. 
Inaugura los procesos de planificación participativa y de control social, 
generándo altos niveles de inclusión social y de participación en la 
definición del uso de los recursos de acuerdo a las prioridades estableci-
das por la propia población en cada municipio, especialmente en los 
predominantemente rurales. Destaca como principal efecto e impacto, 
entre otros, la participación de los indígenas, en el marco de procesos 
electorales y democráticos, en la gestión pública y administración de 
bienes y servicios del Estado. Con la Ley de Descentralización Adminis-
trativa (1995), se completa, aunque de manera inacabada o parcial, el 
proceso de descentralización en el ámbito meso o departamental.

Tercero, la EIB, que se oficializa e impulsa en el país con la Ley de 
Reforma Educativa (1994) y los programas de salud, especialmente el 
Seguro Universal Materno Infantil que amplia de manera notable la 
atención institucionalizada a madres y niños/as, con efectos importantes 
en la disminución de los mortalidad materna e infantil.

Cuarto, la Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria, 1715, 
conocida como Ley INRA (1996) que reconoce las TCO a los pueblos y 
comunidades indígenas y da paso al saneamiento y titulación de las 
tierras, luego de un período oscuro y de manejo discrecional y altamente 
politizado de tierras en el país producto de las dictaduras militares y del 
clientelismo político.

Quinto, específicamente en el marco del proceso PRSP y como 
posterior desemboque de la EBRP, destaca el Diálogo Nacional (2004) y 
la agenda para fomentar las actividades económico–productivas, espe-
cialmente en los ámbitos municipales. Los procesos conocidos como 
municipio productivo y las experiencias de DEL, impulsados tanto por 
gobiernos municipales, ONGs y la CI con el impulso, en muchos muni-
cipios de Comités o Agencias Locales de DEL han sido apropiados por 
los actores económicos locales.

Sexto, los decretos, impulsados a través de iniciativas de organizaciones 
de la sociedad civil como el Comité de Enlace y CIOEC sobre la tarjeta 
empresarial y el compro boliviano, entre otros, que posibilitan/facilitan el 
acceso de las organizaciones de productores/as a las compras estatales.

Séptimo, el surgimiento de iniciativas económicas de actores campes-
ino-indígenas emergentes con capacidad de negociación y participación 
en los mercados locales y regionales, nacionales e internacionales como 
en caso de muchas OECA afiliadas a sus respectivos gremios (AOPEB y 
CIOEC). El desarrollo en los últimos años de importantes experiencias 
de productores agroecológicos, con altos niveles de articulación al 
mercado internacional, especialmente de comercio justo y de productos 
ecológicos y con potencial de crecimiento. La articulación de iniciativas 
entre organizaciones de productores y sectores empresariales ligados a la 
comercialización, transformación y exportación de productos de base 
campesina e indígena.
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Octavo, finalmente, se avanzó –a pesar del crecimiento de las brechas 
entre ricos y pobres– en una mayor inclusión de los sectores sociales 
excluidos, especialmente de los pueblos y comunidades indígenas.

Ciertamente, el proceso fue insuficiente, pero tuvo importantes 
contribuciones al desarrollo de cambio y desafíos al que se asiste hoy en 
el país, especialmente en lo referido al protagonismo y autoestima que 
asumen los grupos más postergados de la historia boliviana: los pueblos y 
comunidades indígenas.

3.7.2 Las políticas públicas y tendencias en el actual gobierno de evo 
morales

En el nuevo contexto que vive el país se puede señalar que existen 
condiciones favorables y buenas oportunidades para el impulso del sector 
de los pequeños productores agrícolas, especialmente en lo referido a la 
priorización del desarrollo y consolidación de la producción agroecológi-
ca y consecuente del proceso de transformación y comercialización.16 
Más allá del discurso político y del rechazo a la etapa neoliberal, muchas 
de las propuestas y acciones planteadas por el Gobierno del Presidente 
Evo Morales, tienen su origen en esta etapa y guardan de una u otra 
manera continuidad para revertir la situación de pobreza a la que se 
asiste especialmente en las áreas rurales del país.

Se pueden destacar las siguientes medidas, de manera indicativa, que 
guardan relación y continuidad buscando, a partir de su profundización 
y cualificación, enfrentar la pobreza y los problemas estructurales no 
resueltos en el país:
• La promulgación de la Ley 3045 de Reconducción Comunitaria de la 

Reforma Agraria que es, en la práctica, una extensión y profundiza-
ción de la Ley INRA 1715.

• El desafío de la gestión territorial indígena de las TCO.
• Se dará continuidad al Plan Nacional de Riego que puede generar 

importantes incrementos en los rendimientos agropecuarios y produc-
tividad rural.

• El impulso a los conglomerados productivos que recupera, aunque no 
se quiera aceptar en esferas oficiales, el enfoque de las cadenas pro-
ductivas y de valor, con la identificación de rubros clave como mad-
era, textiles, quinua, castaña, entre otros.

• En el ámbito de los servicios financieros se encuentra la propuesta del 
SINAFID y el BDP que buscan generar líneas de financiamiento 
aprovechando el desarrollo de los servicios financieros en el país, para 
apoyar de manera específica las iniciativas económico-productivas de 
las MyPEs y de las asociaciones u organizaciones de productores 
rurales. Sin embargo, aún prevalecen temores en el ámbito de las 
instituciones microfinancieras, en el sentido que el BDP o recursos 
blandos otorgados o canalizados a través de la cooperación venezola-
na puedan perforar los avances hasta ahora logrados y la cultura de 
pago existente en los sectores empobrecidos del país.

16 La voluntad política del Gobierno en este tema se ratifica con la promulgación el 21 de Noviembre de 2006 de la Ley 

3525 de Regulación y Promoción de la Producción Agropecuaria y Forestal No Maderable Ecológica, promovida por la 

AOPEB. El gobierno también presentó en septiembre 2007 su Plan De Desarrollo Sectorial: Revolución Rural, Agraria y 

Forestal. También en la preparación y tratamiento en el Parlamento de la propuesta de Ley de reconocimiento jurídico 

de las OECAs impulsado por CIOEC.
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• Sobre los servicios no financieros, aunque aún con ambigüedades al 
respecto, se tiene la perspectiva de la continuidad y perfeccionami-
ento del SIBTA y sus cuatro fundaciones, así como su complement-
ación con el INIA, para recuperar y generar conocimiento a través de 
las investigaciones agropecuarias.

Estas señales positivas, sin embargo se empañan con discursos gran-
dilocuentes e ideológicos que minan la seriedad de las políticas y prop-
uestas gubernamentales. A esto se agrega la aún poco articulada visión 
integral de las acciones gubernamentales, expresada en, por ejemplo, la 
distribución que realiza el Presidente de cheques de la cooperación 
venezolana a los municipios “para agilizar la inversión pública” y “llegar 
a las zonas alejadas” con signos de dispersión de los recursos y sin un 
“norte” establecido o la cuestionada política de mecanización agrícola, 
entendida hasta el momento como una distribución indiscriminada de 
tractores a diferentes municipios y organizaciones campesinas-indígenas, 
sin mayores criterios técnicos y con riesgos de generar, por un lado, 
conflictos en la administración de dichos activos y, por otro, efectos 
ambientales negativos, especialmente de compactación de suelos.

Sin embargo, existen riesgos y serias amenazas que deben ser toma-
das en cuenta y que pueden constituir factores que inhiban los poten-
ciales descritos y, sobre todo, que generen más pobreza y dependencia al 
país. Uno de los temas centrales es el de tierra y territorio. La ir-
resolución de la conflictividad agraria puede cerrar posibilidades de 
negociación y concertación y más bien privilegiar la confrontación como 
en el caso de Guarayos en el Departamento de Santa Cruz que es donde 
se evidencian las situaciones de mayor agudización de la problemática de 
la tierra. Como escribe Alcides Vadillo:

Los problemas ocurridos … en Guarayos deben ser vistos como parte 
de esta relación de conflictividad agraria regional, donde cualquier 
diferencia se intenta convertirla en conflicto, en confrontación y enfren-
tamiento … Esta bella región, de alto potencial productivo, también 
tiene un elevado potencial conflictivo … El crecimiento económico de la 
región ha estado basado casi exclusivamente en la expansión de la 
frontera agrícola con la habilitación de tierras forestales para la actividad 
agropecuaria. Sin embargo, la ocupación de estas extensiones de tierra 
no se dio de manera planificada, organizada ni distributiva, ni siquiera 
de forma legal; gran parte de las tierras fiscales fueron “tomadas” de 
forma arbitraria e irregular por todo tipo de productores, diferencián-
dose los grandes de los pequeños por la extensión de las tierras, no por su 
legalidad, esto debido al vacío institucional y a la falta de políticas 
públicas. Estos son elementos que hoy día fermentan la conflictividad 
agraria en la región y que se cruzan con elementos de reivindicación 
étnica y regional. Por eso afirmamos que Guarayos es una tierra en 
disputa entre los diferentes sectores económicos y sociales que pretenden 
y luchan por un pedazo de tierra; pero Guarayos, es también, un territo-
rio en disputa entre las fuerzas políticas que respaldan al Gobierno 
Nacional y las fuerzas políticas que respaldan al Gobierno Departamen-
tal. En este escenario, cualquier conflicto es y será usado con fines 
políticos, con la finalidad de generar una relación conflictiva con las 
autoridades correspondientes (2007).

Entre otros temas fundamentales que resaltan como amenazas y que 
se señalan de manera indicativa, tenemos:
• La irresolución de la crisis política y de Estado que empantane las 

posibilidades de cambio en el país y que ahogue la AC, postergando, 



114

con serios riesgos de confrontación y conflicto, el anhelado nuevo 
pacto social expresado en una nueva carta magna que defina las 
reglas del juego para los próximos años.

• La incertidumbre sobre la gestión de las variables macroeconómicas 
que tienen que ver con el exceso del gasto público, el incremento de la 
inflación y las dificultades de la inversión pública y la canalización de 
recursos hacia las áreas que generen producción, empleo e ingresos.

• La continuidad de la conflictividad social, expresada en la resolución 
de la misma a través de prácticas prebendales y clientelares que 
corroyan las posibilidades y urgencia de construcción de ciudadanía y 
gobernabilidad en un marco de derechos y responsabilidades, articu-
lados y complementados con las normas comunitarias y sociales de los 
pueblos y comunidades indígenas.

• La débil y frágil institucionalidad existente en el país, particularmente 
del sector público, en todos sus niveles (nacional, departamental y 
municipal), pero sobre todo a nivel del Gobierno Nacional que 
muestra severeas limitaciones en la capacidad de gestión pública y de 
administrar y operacionalizar las políticas públicas. Paradójicamente 
existen importantes recursos financieros en el país, pero no se corre-
sponden con las capacidades institucionales, de gestión y de una 
estrategia de potenciamiento del capital humano.

• El incremento de los cultivos de coca y de la actividad ilícita del 
narcotráfico, como una economía subterranea que se articula al 
tráfico de armas, especialmente en zonas fronterizas (Perú, Brasil, 
Paraguay), con serios efectos en el incremento de precios y actividades 
ílicitas como el contrabando.

• El desarrollo de emprendimientos productivos estatales en rubros que 
generen competencia a las organizaciones y productores rurales, 
como las ideas e intentos que tiene el Gobierno con la instalación de 
plantas de leche u otras. El Gobierno tiene serios problemas de gestión 
pública que se pueden complicar aún más al asumir responsabilidades 
en “gestión empresarial” de empresas que deberían estar bajo la 
responsabilidad de los privados (asociaciones de productores, emprend-
edores, etc.) o en sociedades mixtas entre el Estado y privados.

3.8. Conclusiones: oportunidad histórica para la lucha 
contra la pobreza

Las políticas públicas y particulamente de la estrategia de reducción de 
la pobreza (ERP/PRSP) no han tenido los resultados esperados. Los 
impactos han sido parciales y más bien frustrantes, especialmente en 
cuanto a la línea de la pobreza que tiene que ver sobretodo con la gener-
ación de ingresos. Asimismo, las brechas se han ampliado, generándose 
situaciones de mayor inequidad y exclusión. La ERP no consideró en los 
procesos de diálogo y participación a los decidores políticos que en 
última instancia son quienes toman las decisiones sobre las políticas 
públicas y la estructura institucional del aparato del Estado. La fragili-
dad institucional, la ausencia de una carrera de la administración pú-
blica fueron algunos de los factores que contribuyeron al fracaso del 
proceso. Tampoco se partió de un análisis histórico a profundidad de las 
causas, histórico-culturales y económico-sociales de la pobreza en Bolivia 
y no se consideró de manera más incluyente a los sectores “duros” de los 
denominados movimientos sociales. Se dice que, en los años 2000 a 
2003, mientras el diálogo se realizaba en auditorios y talleres, con 
elevados costos recurrentes de la CI, la verdadera participación y diálogo 
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se daba en las calles, con las movilizaciones de los pobres y sus organiza-
ciones.

El ciclo de las estrategias de lucha contra la pobreza, concebidas a fines 
de los noventa e inicios del 2000 con la negociación de la deuda externa, 
en el marco de sus características, ha concluido. La referencia para enfren-
tar la pobreza en el caso boliviano se inscribe en el PND que asume como 
referente los ODM, los mismos que son monitoreados a través de la enti-
dad oficial responsable: UDAPE. La nueva etapa del combate a la pobreza 
debe asumir y partir del cambio acontecido en el país.

Bolivia vive una coyuntura excepcional signada por un entorno 
auspicioso a nivel de los precios de las materias primas de exportación 
que le dan la oportunidad de modificar su matriz productiva primaria 
exportadora hacia una economía denominada de base ancha que genere 
empleo e ingresos y de valor agregado a su producción. El contexto 
político si bien se enmarca en un proceso de crisis de Estado y de riesgos 
de polarización, también implica una oportunidad y desafío para concre-
tar el proceso de cambio histórico que conlleva a un nuevo pacto social 
en el que se restablezcan las relaciones Estado-Sociedad.

La pobreza rural no se puede considerar al margen de la relación 
estrecha que tiene con el mundo urbano. La mirada ahora es bajo el 
nuevo concepto de lo que se ha venido en llamar la nueva ruralidad. 
Asimismo, no se puede ver lo rural sin considerar la globalización, 
debido a factores y dinámicas de carácter estructural que, más allá de 
nuestra voluntad, se han desatado. Tal como las dinámicas de los merca-
dos, por ejemplo de productos orgánicos o agroecológicos que exigen 
normas de calidad que obliga a los PPR a ajustarse de manera disciplina-
da a las mismas. También están las dinámicas que determinan la inter-
nacionalización del trabajo y la emigración de las áreas rurales hacia los 
centros poblados, ciudades y resto del mundo.

El actual Gobierno tiene condiciones óptimas para recuperar muchas 
de las políticas y resultados que se han generado en las dos últimas décadas 
en el país. Parece no ser aconsejable, como se ha argumentado en este estu-
dio, partir de fojas cero y hacer un “borrón y cuenta nueva”. Existen 
muchas condiciones, “materia prima” y en muchos casos “valor agregado” 
a los que se les puede dar continuidad para fortalecer la institucionalidad y 
las políticas públicas a fin de potenciar el desarrollo rural y enfrentar la 
pobreza, con la participación y protagonismo de sus propios actores. En 
este sentido, existen capacidades instaladas que se han desarrollado, en 
diferentes ámbitos (OECA, ONG, empresas privadas, proyectos de CI) 
que a partir de su identificación y selección pueden aportar de manera 
efectiva a la generación y aplicación de políticas públicas.

Las posibilidades de generar alianzas, bajo un concepto de redes, de 
diferentes tipos y en distintos ámbitos entre el gobierno y los diversos 
actores institucionales señalados que cuentan con experiencias sobre 
asistencia técnica, servicios financieros, procesos de transformación y 
comercialización, entre otros, puede llenar el vacío de capacidad técnica 
e institucionalidad que se tiene en la esfera pública. Por otra parte, en un 
país con serias limitaciones en capital humano, es preciso generar masa 
crítica de recursos humanos cualificados para fortalecer la política 
pública, pero sobre todo para su operativización y llegada a los sectores 
más pobres. Existe un importante reto de aprovechar y optimizar las 
capacidades instaladas y los conocimientos dispersos y fragmentados que 
existen, tales como las entidades públicas, empresas, ONGs, proyectos de 
cooperación, centros académicos, de investigación, univerSidades, en 
materia de desarrollo rural y lucha contra la pobreza.
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Bolivia, Nicaragua y Honduras gozan de extensos bosques y, en buena 
parte de su territorio, el bosque es la única manera de usar el suelo de 
manera sostenible. Aunque esto representa una restricción para el sector 
agrícola, es también una oportunidad para desarrollar el sector forestal 
de manera que contribuya al desarrollo rural y la reducción de la pob-
reza. La confluencia del capital natural —representado en los bosques— 
y la pobreza sugiere que la gestión del bosque puede integrarse dentro de 
las políticas nacionales para combatir la pobreza. Aún en Honduras se 
han venido implementado medidas de manejo sostenible del bosque 
orientadas a la reducción de la pobreza desde que se estableció el sector 
social forestal, a mediados de los años setenta; la explotación social o 
comunitaria del bosque y su potencial para reducir la pobreza continua 
ocupando una posición importante en las agendas de gobierno de los tres 
países. Más recientemente, los planes nacionales de desarrollo de Nicara-
gua (Gobierno de Nicaragua 2005) y Bolivia (Gobierno de Bolivia 2006) 
han previsto aprovechar el potencial forestal para reducir la pobreza; 
este aspecto es también parte central de la nueva ley forestal aprobada en 
Honduras en Septiembre de 2007.

Sin embargo, dicho potencial y el énfasis que recibe en los documen-
tos de política no se reflejan en la situación del bosque como tal, donde 
prevalece la ley de la jungla antes que el discurso oficial. En las últimas 
décadas se han dado algunos pasos para lograr que los pobres se benefic-
ien del manejo sostenible del bosque y que los recursos generados por el 
sector contribuyan al desarrollo local y a incrementar los ingresos del 
Estado, pero los avances son escasos. En esta sección del reporte analiza-
mos el estado de la explotación del bosque, el marco de política y las más 
recientes medidas de política en los tres países.

4.1. Bolivia
4.1.1 Situación del bosque y potencial forestal
Bolivia tiene 59 millones de hectáreas de bosques, que equivalen al 54.2 
por ciento de su territorio, y es uno de los diez países del mundo con más 
bosques primarios (FAO, 2007). Se estima que la deforestación en el peri-
odo 2004 - 2005 alcanzó el uno por ciento de dicha área (Wachholz, 
Artola et al., 2006). El gobierno boliviano, apoyado por agencias do-
nantes, ha decidido adoptar un avanzado método de planeación de usos 
del suelo que tiene en cuenta las características biofísicas del territorio 
dentro de un enfoque participativo de las políticas públicas. Los planes 
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de uso del suelo (PLUS) reconocen la fragilidad de gran parte del suelo 
boliviano así como los servicios ecológicos que presta la cobertura 
forestal. Aunque el uso del suelo debe ser coherente con la vocación del 
mismo, sugerida por los ecosistemas, es necesario tomar en cuenta los 
intereses y conocimientos de las comunidades locales. La formulación y 
aprobación de los PLUS se basó en principios participativos y fue el 
resultado de exhaustivas consultas (Rojas, Martínez et al. 2003: III, 12).

En 2001, un decreto basado en los PLUS identificó aproximadamente 
cuarenta millones de hectáreas de ‘tierras forestales de producción 
permanente’, que sólo pueden usarse como bosque, y de las que sólo 
treinta millones pueden destinarse a extracción y manejo forestal (Uni-
dad de Análisis de Políticas Económicas 2004; Pacheco 2006a: 18, 51). 
La principal forma de manejo de estos bosques es la explotación mader-
era sostenible y la extracción de productos forestales no madereros. 
Además de estos productos, que tienen un valor económico directo, hay 
otros servicios que carecen de precio pero garantizan la viabilidad de 
otros sectores y la provisión de agua. El manejo de bosques para la 
extracción de productos madereros y no madereros se agrega a estos 
servicios y puede proveer incentivos directos para la conservación del 
bosque. De las tierras que se planea destinar a manejo sostenible del 
bosque, apenas ocho millones de hectáreas —menos del treinta por 
ciento del potencial— han sido entregadas en concesión y tienen un plan 
de manejo. Además, esta área se ha reducido en el último año.

En la actualidad, el sector forestal contribuye con aproximadamente 
tres por ciento del PIB y genera 75,000 empleos directos. Aunque la 
actividad maderera hace la mayor contribución, la producción de nueces 
del Brasil contribuye con un 0.35 por ciento del PIB y emplea a 22,000 
personas (Unidad de Análisis de Políticas Económicas 2004). Además de 
su participación en el PIB, el sector genera beneficios que no pasan por el 
mercado, pero que contribuyen al bienestar de hogares pobres en zonas 
rurales mediante el autoconsumo. Aunque no hay información a nivel 
nacional sobre este particular, las encuestas de hogares de la etnia Tsi-
mane indican que los productos forestales pueden generar más del cin-
cuenta por ciento del consumo total (Godoy, Overman et al. 2000: 404).

La baja productividad del sector se debe a la falta de inversión; la 
inseguridad jurídica frena cualquier flujo de capital privado. Las firmas 
privadas miran con cautela el nuevo énfasis social que se da al manejo 
del sector, considerando el hecho de que algunas concesiones han sido 
revertidas durante el proceso de reforma agraria. Dada la situación del 
sector, los costos de transporte representan un 42 por ciento de los costos 
totales de producción y mercadeo (Unidad de Análisis de Políticas 
Económicas 2004). Una alternativa para aumentar el valor por volumen 
es la certificación, con la que se obtiene un premium sobre el precio 
original que oscila entre el 5 y el 51 por ciento cuando se exporta desde 
Bolivia (Nebela, Quevedo et al. 2005). En octubre de 2007, Bolivia era el 
séptimo país del mundo con más áreas registradas ante el Forest Stew-
ardship Council (2007b), con 46 compañías certificadas. Aunque este es 
un logro impotante para el sector, la certificación ha perdido impulso y 
el incremento anual del área certificada es cada vez menor. Además, es 
necesario trabajar para lograr que las comunidades se beneficien del 
premium sobre el precio pues, hasta ahora, la experiencia indica que las 
comunidades no reciben mejores precios como resultado de la certifi-
cación de sus productos (Rodas, Peña et al. 2005) y, cuando lo consiguen, 
ha sido con ayuda externa (de ONGs) (Stegeman 2003: 31).
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4.1.2 Marco de política
En Bolivia, se ha venido intentando desde hace tiempo que el marco 
jurídico haga el acceso a los recursos forestales más ‘democrático’. La 
aprobación de la Ley Forestal 1700 (Gobierno de Bolivia 1996b) con-
stituyó un hito en la creación de instrumentos que permitieran a los más 
pobres explotar el bosque de manera legal. Sin embargo, diez años 
después de estos notables cambios, da la impresión de que el marco legal 
tiene un valor nominal pero no real pues las políticas necesarias para 
materializar dicho marco no se han puesto en marcha. El nuevo gobi-
erno de Evo Morales, que accedió al poder en enero de 2006, ha sub-
rayado la neceSidad de promover la forestaría comunitaria.

La ley forestal fue aprobada como parte de la llamada ‘segunda 
generación de reformas’, a mediados de los años noventa. Después de los 
programas de ajuste estructural de los ochenta (la ‘primera generación 
de reformas’) que liberalizaron y abrieron la economía del país, el gobi-
erno de Bolivia se concentró en mejorar la situación en la esfera social. 
La ley forestal refleja el énfasis del gobierno de ese momento: provee un 
avanzado marco legal cuyo propósito es democratizar el acceso a los 
bosques, permitiendo que comunidades marginadas aprovechen los 
recursos naturales a la vez que protejan el ambiente. Para ese efecto, el 
principal instrumento fue el reconocimiento de los derechos de las 
‘organizaciones sociales de base’ y las comunidades indígenas. En el 
mismo año, la ley de reforma agraria, Ley INRA (Gobierno de Bolivia, 
1996a), vino a complementar la ley forestal al permitir que la propiedad 
de la tierra pudiera transferirse a los más pobres.

Con respecto a la conservación, el marco legal prohíbe cualquier 
cambio en el uso del suelo en áreas de ‘tierras forestales de producción 
permanente’, independientemente de la forma legal de propiedad de las 
mismas. El manejo del bosque debe hacerse de acuerdo a un plan de 
manejo a veinte años. Las áreas de bosque de propiedad del gobierno deben 
otorgarse en concesión mediante subasta. Se ha previsto un esquema de 
regalías para que el sistema sea autosostenible (financiando la inversión, el 
marco regulatorio y contribuyendo parcialmente a la financiación de las 
instituciones locales). Las actividades extractivas deben operar de acuerdo a 
los planes de manejo aprobados por la Superintendencia Forestal, que 
además recauda las regalías y verifica que el marco legal sea acatado.

Con el tiempo, los gobiernos han socavado el espíritu y el texto de la 
ley. Aunque se otorgaron derechos a actores sociales marginados para 
que accedieran a los recursos forestales, esto no bastó para que pudieran 
aprovechar la oportunidad. Las comunidades carecen de recursos 
técnicos y financieros para trazar e implementar los planes de manejo y 
sólo podrán hacerlo si cuentan con los recursos necesario para ese efecto. 
Además, el Gobierno boliviano no acató el texto de la ley. El Fondo 
Nacional de Desarrollo Forestal, FONABOSQUE, incluido en la ley, 
nunca fue puesto en marcha (Pacheco 2006b: 41). Ni las multas impues-
tas por la Superintendencia ni las regalías están siendo recaudadas y el 
sector, en general, esta marcado por la ilegalidad. Sólo el primer Super-
intendente fue nombrado según los procedimientos legales; los demás 
han sido nombrados de manera interina. Finalmente, en el terreno, el 
marco legal es ignorado porque las instituciones del Estado carecen de 
recursos para controlar las operaciones forestales. La Superintentenden-
cia Forestal está tan mal equipada que no puede intervenir ni siquiera 
cuando hay violaciones evidentes a la ley, detectadas casi en tiempo real 
gracias a un sistema de información geográfica financiad con la cooper-
ación alemana (Wachholtz et al. 2006).
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Una de las iniciativas más importantes del gobierno de Morales es la 
reforma agraria, cuya meta es proveer el acceso a la tierra de quienes 
carecen de la misma, pequeños propietarios y comunidades indígenas, 
además de proveer títulos que garanticen la tenencia (Gobierno de 
Bolivia 2007a). El Instituto de la Reforma Agraria, INRA, encargado de 
implementar la reforma, no establece qué tipo de tierras puede titularse. 
Sin embargo, la mayoría de las tierras solicitadas por las comunidades 
indígenas –más de veinte millones de hectáreas– son áreas de bosque 
(Pacheco 2006a: 9). Además, la reforma agraria ha subestimado el 
potencial del bosque para reducir la pobreza: en palabras del gobierno 
boliviano “es conocido que el acceso formal a la tierra y bosques […] no 
produce beneficios automáticos en el desarrollo local” (Gobierno de 
Bolivia 2007b). Sin embargo, no se han puesto en marcha políticas que 
ayuden a las comunidades a aprovechar las oportunidades que brindan 
los nuevos títulos y, a la vez, que garanticen el uso sostenible del suelo. La 
Dirección Forestal, encargada de promover el manejo del bosque como 
instrumento de desarrollo, no cuenta con los recursos humanos y finan-
cieros necesarios para cumplir sus tareas de regulación y control y 
mucho menos, para asumir otras nuevas. En conclusión, la reforma 
agraria boliviana es en buena medida de reforma forestal, pero carece de 
instrumentos que permitan enfrentar los retos y oportunidades que 
conlleva la titulación de las áreas forestales.

En Bolivia, las únicas instituciones que han financiado y puesto en 
marcha proyectos que lleven a la práctica el espíritu del marco legal del 
sector forestal han sido donantes, ONGs y fundaciones privadas. En 
particular, se destacan las agencias de cooperación de Estados Unidos, 
Holanda, Suecia y Suiza, que han financiado y apoyado a ONGs y 
fundaciones del sector forestal (como Puma, Fundesmap y Conservacion 
International). Es así como se han desarrollado experiencias de forestaría 
comunitaria, servicios de extensión y manejo forestal siguiendo el marco 
legal y anticipando el énfasis más reciente en la implementación de 
políticas de apoyo a los más pobres a través del manejo del bosque. Hasta 
mayo del 2005, se habían registrado 74 experiencias de manejo comuni-
tario del bosque, en una superficie de 876,966 hectáreas (Benneker et al. 
2005: 12). Si el gobierno boliviano quiere avanzar en esa dirección, 
podría orientar esos programas mediante estudios independientes y 
evaluaciones de experiencias pasadas. Éstas podrían cuestionar la 
posibilidad de implementar un modelo uniforme de forestaría comuni-
taria, mostrar que no todas las comunidades tienen la capacidad o el 
interés para emprender dicho manejo, revelar los problemas de cor-
rupción o mala gestión por los que atraviesan muchos proyectos y poner 
en evidencia el tiempo que toma dar el paso de la simple tala a la agre-
gación de valor a lo largo de la cadena productiva.

4.1.3 Políticas: planes y realidad
En Bolivia, hay un marcado contraste entre las declaraciones formales y 
la situación real. El gobierno quiere promover la forestaría comunitaria 
del bosque y planea crear una empresa estatal que facilite el desarrollo 
del sector. Sin embargo, no hay un solo ejemplo de forestaría comuni-
taria que se haya desarrollado con ayuda gubernamental. Tanto la 
Dirección como la Superintendencia Forestales están cortas de recursos y 
personal y esta función adicional es poco realista. Además, las instituci-
ones forestales juegan un papel marginal en la implementación de la 
reforma agraria y en la revisión del marco legal (por ejemplo, en la nueva 
ley INRA y su regulación). En el sector, todas las experiencias, exitosas o 
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no, han sido promovidas por ONGs (nacionales e internacionales) y 
donantes. En vez de adoptar planes con metas inalcanzables, el gobierno 
podría estudiar y aprender de las experiencias existentes, de los errores 
de los proyectos pasados y evaluar cuán largo y prolongado puede ser el 
desarrollo de actividades con participación comunitaria.

El Plan Nacional de Desarrollo incluye un capítulo de recursos 
naturales, en el que la explotación forestal es central (Gobierno de 
Bolivia 2006). El sector privado y la explotación en predios de particu-
lares rara vez son mencionados. Algo similar ocurre en el Plan de De-
sarrollo Sectorial ‘Revolucion Agraria y Forestal’ (Gobierno de Bolivia 
2007b): el sector privado es apenas mencionado y el documento prevé 
que en el futuro el sector se basará solamente en comunidades, pequeños 
productores y empresas y entidades estatales. Finalmente, las más re-
cientes declaraciones de los ministros confirman que hay la intención de 
establecer una empresa estatal en el sector y de gravar la exportación de 
madera aserrada. La Cámara Forestal, que representa los intereses del 
sector privado, ha reaccionado de manera negativa a estas medidas.

4.2. Nicaragua
4.2.1 Situación del bosque y potencial forestal
Nicaragua tiene más de cinco millones de hectáreas de bosque, es decir, 
42.7 por ciento del territorio (FAO 2007). A nivel nacional, no hay 
información disponible sobre la vocación del suelo, lo que indica que la 
planeación del uso del mismo está poco desarrollada. En 2005, el mer-
cado de productos forestales, madereros y no madereros, tuvo un valor 
estimado de 43 millones de dólares (FAO 2007). Sin embargo, esta 
estimación no incluye la explotación ilegal y el autoconsumo. Se estima 
que la tala ilegal llega al setenta u ochenta por ciento (Richards et al. 
2003: 4). La escasa proporción de bosque que ha sido certificado es un 
síntoma del poco desarrollo del sector. A la fecha, Nicaragua sólo ha 
certificado 11,500 hectáreas (Forest Stewardship Council 2007a) y un 
total de once compañías. La tasa anual de deforestación entre 2000 y 
2005 fue del 1.3 por ciento (FAO 2007).

4.2.2 Marco de política
Los principales instrumentos del marco de política del sector rural son la 
ley forestal y la ley de veda de tala. La primera establece las condiciones 
para el manejo del bosque (Gobierno de Nicaragua 2003). El sistema de 
planes de manejo forestal es similar al de Bolivia; su regulación y control 
está a cargo del INAFOR. La ley incluye algunos incentivos para el 
desarrollo del sector –principalmente descuentos tributarios– pero no 
hace mucho para que los pobres puedan acceder al manejo de los 
bosques. Aunque prevé descuentos para los pequeños propietarios que 
planten árboles, para ellos es casi imposible aprovechar las oportuni-
dades que ofrece la ley sin ayuda de alguna organización externa (ONGs 
o donantes).

Una de las pocas normas que desarrollan la ley y promueven el 
aprovechamiento del bosque en pequeña escala consistió en simplificar 
los planes de manejo exigidos por las autoridades cuando el área del 
predio es inferior a cincuenta hectáreas. Las grandes empresas se aprove-
charon de este mecanismo preparando un sinnúmero de planes simplifi-
cados; INAFOR, que a la fecha dependía de las regalías generados por 
estos planes, los autorizó (Global Witness 2007: 15). Entre marzo y mayo 
de 2006, el escándalo del Río Kung Kung fue titular de prensa: grandes 
cantidades de madera estaban siendo extraídas del bosque latifoliado. El 
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gobierno reaccionó imponiendo una veda, primero mediante un decreto 
de emergencia y luego mediante una ley (Gobierno de Nicaragua 2006). 
La veda prohíbe la extracción de seis especies de madera y la tala tanto en 
áreas protegidas como en una franja de quince kilómetros, adyacente a las 
fronteras internacionales. La ley también elimina los planes simplificados 
de manejo. La vigilancia de la veda es confiada al Ejército, que intervino 
inicialmente para detener el tráfico ilegal de maderas en el Río Kung 
Kung; sin embargo, una parte importante de la madera incautada, bajo 
vigilancia del Ejército, ha desaparecido. Algunos análisis sugieren que la 
veda no ha logrado frenar la tala ilegal y que las tasas de deforestación 
pueden haberse incrementado después de su aprobación (Guzmán 2007).

El Plan Nacional de Desarrollo (Gobierno de Nicaragua 2005) 
incluye un ‘conglomerado’ forestal, pero, en este frente, su implement-
ación ha sido mínima. Además, la veda constituye un obstáculo formida-
ble en el desarrollo del sector.

El sector forestal también ha sido apoyado por donantes que invierten 
en el sector rural y ONGs. Prorural y el Fondo Común están apoyando 
el fortalecimiento institucional de INAFOR. El BID está financiando el 
‘Programa Socio Ambiental y de Desarrollo Forestal’ (POSAF), imple-
mentado por el Ministerio de Recursos Naturales; es un programa de 
extensión rural con un importante componente forestal. Otro proyecto 
significativo es el Programa de Recursos Naturales (PRORENA). El 
Fondo Mundial de Vida Salvaje (WWF) promueve un proyecto de 
forestaría comunitaria particularmente exitoso: es el único caso de 
gestión comunitaria que ha logrado certificación en Nicaragua (Salazar 
and Gretzinger 2004; MAGFOR et al. 2005: 122).

4.3. Honduras
4.3.1 Situación del bosque y potencial forestal
Los bosques ocupan el 41.5 por ciento del territorio hondureño, es decir, 
4.5 millones de hectáreas (FAO 2007). Las leyes forestales definen las 
áreas del territorio que son aptas exclusivamente para uso forestal (según 
parámetros como la inclinación del suelo y servicios como la protección 
de los cauces de agua) y se espera que muchas áreas, que en la actualidad 
reciben otros usos, vuelvan a ser bosques de nuevo. De hecho, la Corpo-
ración Hondureña Forestal (Cohdefor) ha señalado que 87 por ciento del 
territorio nacional tiene vocación forestal (Vallejos Larios and Guillén 
Coronado, 2006: 13), pero la planeación de usos del suelo –que identifica 
el mejor uso para cada predio– no ha sido implementada. Se estima que 
el valor de la producción forestal, maderera y no maderera, alcanzó los 
63 millones de dólares en 2005 (FAO 2007), generando 60,000 empleos 
directos (Richards et al. 2003: 15). Las estimaciones de tala ilegal oscilan 
entre el 80 por ciento, en el caso de los árboles latifoliados y 50 por ciento 
en el caso de las especies coníferas (Richards et al. 2003: 1). Con base en 
estudios realizados en dos comunidades Tawahka, se calcula que las 
poblaciones indígenas derivan del bosque entre un 15 y un 40 por ciento 
del valor de su consumo total (Godoy et al. 2002: 404). La extensión del 
bosque certificado es limitada: 47,400 hectáreas (Forest Stewardship 
Council, 2007a) y sólo siete compañías. La tasa anual de deforestación en 
el período 2000–2005 llegó al 3.1 por ciento –una de las más altas del 
planeta (FAO 2007).
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4.3.2 Marco de política
El marco de política que determina el acceso a los recursos forestales es 
confuso: al menos 38 leyes regulan el sector. En septiembre de 2007, 
luego de nueve años de discusión y tres períodos parlamentarios, fue 
aprobada una nueva ley que, se espera, pondrá orden. La ley ha susci-
tado expectativa y ha sido bien recibida por grupos ambientales y ONGs 
(sin embargo, hasta el diez de enero de 2007 no había sido divulgada, 
por lo que los detalles son desconocidos y se duda sobre las intenciones 
del presidente de firmar la misma ley). La ley elimina la Cohdefor y 
establece el Instituto de Conservación y Desarrollo Forestal (ICF); 
además destina más recursos para la vigilancia del sector y endurece las 
penas contra quienes cometen delitos forestales.17 Además de la nueva 
ley, el sector forestal ha estado en primera plana en la prensa y es un 
tópico dinámico en la agenda de gobierno. En su primer día, el presi-
dente Zelaya anunció que destinaría el uno por ciento del presupuesto 
público a reforestación y protección y que el Ejército se encargaría de la 
vigilancia forestal. Aunque el primer anuncio ha sido reiterado en varias 
ocasiones, apenas una sexta parte de ese monto ha sido desembolsada. 
Además, de los recursos destinados al sector, el ejército ha absorbido un 
setenta por ciento, pero no hay evidencia de que la vigilancia haya 
mejorado.

La corrupción dificulta la explotación legal de la madera: facilita las 
operaciones ilegales y obstaculiza las legales. Incluso las operaciones 
certificadas de forestaría comunitaria se ven forzadas a pagar sobornos y, 
según reportes, sin ellos el transporte de madera legal es imposible 
(Rodas et al. 2005: 53). En palabras de un funcionario de la Cohdefor en 
la región de San Pedro Sula, ‘para la policía los peores aserradores son 
los legales: no quieren pagar!’ Cohdefor mismo es un sinónimo de cor-
rupción y por esta razón su desaparición ha sido acogida de manera 
unánime.

Las fallas del sistema han llevado a la creación de un movimiento 
ambiental fuerte y crítico que enfrenta numerosos retos. Por un lado, sus 
miembros han sido amenazados por madereros ilegales y, de hecho, 
algunos han sufrido ataques letales (EIA, 2005: III, 3–4). Por otro, la 
justicia trata a los ambientalistas que quebrantan la ley como criminales 
(usando la legislación anti-mara) y dificulta sus actividades de oposición. 
En general hay una cierta dejación del estado por los madereros ilegales 
e impunidad por la violencia contra los que se oponen a la destrucción de 
los bosques. Recién en septiembre 2007 un ambientalista fue asesinado 
en la reserva Tawakha, sin que nadie haya sido procesado.18 Mario 
Guifarro, trabajando por ICADE (Instituto de Capacitación y Auto 
Desarrollo), estaba demarcando una zona de bosque virgen y fue asesi-
nado por un notorio narcotraficante. Hasta la fecha – enero 2008 – el 
asesino no ha sido capturado.

Existen algunos experimentos de forestaría comunitaria. Varios 
donantes han apoyado a la cooperativa COATLAH (Rodas et al. 2005: 
50) y GTZ (la cooperación técnica alemana) está apoyando dos proyectos 
de forestaría comunitaria en Olancho (PRORENA 2007). Otros proyec-
tos promueven la extracción de resinas por parte de cooperativas pero, 
en general, el número de experiencias es limitado. Cohdefor cuenta con 
un departamento encargado de promover la forestaría social (Richards 

17 Hay que anotar que tres miembros del actual gabinete de gobierno (incluyendo el presidente) y el nuevo director de 

Codhefor son, o fueron, madereros o empleados de madereros, lo que abre interrogantes sobre las reales intenciones 

del ejecutivo.

18 “Narcos” acribillan a guía de ambientalistas”, La Tribuna, 16 septiembre 2007.
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et al. 2003: 24), pero tiene muchos problemas y su impacto es cuestion-
able. Según el presidente de la asociación de cooperativas más numerosa, 
en muchos casos éstas consisten de sólo una persona con papeles en su 
maletín. Además, algunas cooperativas han sido infiltradas por crimi-
nales y líderes locales cooperan con madereros ilegales (Global Witness y 
CONADEH 2006: 10; EIA 2005: 4).

4.4. Análisis comparativo
4.4.1 Forestaría dentro del marco general de política
Como ya se indicó, el papel de la forestaría en la reducción de la pobreza 
y en la economía en general es reconocido desde hace tiempo y el énfasis 
de los gobiernos de estos tres países no es del todo novedoso. Aunque el 
renovado interés en la forestaría parece ser genuino, las reformas y 
políticas anunciadas (y puestas en marcha) no han sido adecuadamente 
implementadas. Como resultado, el sector se caracteriza por una aparente 
paradoja: mientras unas áreas permanecen sub-explotadas otras están 
siendo deforestadas y el uso del suelo sufre de cambios constantes.

Para desarrollar la forestaría no bastan discursos y para empezar, el 
sector no debería ser castigado con respecto a otras actividades que 
implican usos diferentes, por ej. la agricultura (Contreras-Hermosilla 
2004: 1). Para promover el sector es necesario identificar los más agudos 
problemas en cada país y actuar sobre ellos. Entre los más comunes están 
la incertidumbre que afecta el clima de inversión, la burocratización y la 
ausencia de servicios financieros. Además, el costo de operar legalmente 
es sustancialmente superior al de hacerlo ilegalmente –y dado que la 
ilegalidad es generalizada, quienes obedecen la ley enfrentan una compe-
tencia injusta. Más que regulaciónes, la promoción del sector requiere de 
incentivos.

Otro problema característico del sector forestal es la corrupción. 
Tanto, que las agencias gubernamentales encargadas de la vigilancia son 
percibidas como corruptas en los tres países. El fenómeno ha sido docu-
mentado de manera extensiva en Nicaragua y Honduras (es posible que 
en Bolivia el control ejercido por el gobierno sea tan débil que no sea 
necesario acudir a la corrupción para desarrollar actividades ilegales). Si 
bien es bastante difícil vigilar el bosque con los sistemas centralizados 
que predominan en los tres países, no se han implementado alternativas 
viables.

4.4.2 Experimentos de forestaría comunitaria
Los gobiernos de los tres países enfatizan que el futuro se encuentra en la 
forestaría comunitaria y social. La mayoría de experiencias existentes 
son resultado de intervenciones de donantes y ONGs (especialmente en 
Bolivia). Ni las entrevistas ni la revisión de fuentes secundarias nos 
permitieron identificar un solo caso de forestaría comunitaria desarrol-
lado por instituciones gubernamentales o de alguna comunidad que 
hubiera logrado desarrollar una iniciativa de manera independiente 
hasta alcanzar la fase comercial. La autogestión enfrenta numerosas 
barreras, incluyendo restricciones técnicas y financieras, además de prob-
lemas organizacionales dentro de las comunidades. La forestaría comu-
nitaria es un asunto complejo para las comunidades debido al compro-
miso que implica cualquier inversión de largo plazo, la necesaria 
coordinación entre los actores y la facilidad con que surgen conflictos 
debido a las consecuencias distributivas de las operaciones forestales. 
Adicionalmente, actores externos que explotan el bosque de manera no 
sostenible proveen incentivos que dividen a la comunidad o sobornan a 
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sus líderes para lograr el acceso irrestricto a los recursos; la competencia 
proveniente de la explotación ilegal de madera se constituye en una 
barrera formidable a este tipo de operaciones. Los donantes han jugado 
un papel importante en los tres países, pero la escala de las experiencias 
de Nicaragua y Honduras es tan pequeña que difícilmente puede servir 
de base para hacer generalizaciones sobre la viabilidad del sector.

4.5. Conclusiones
El potencial del sector forestal para contribuir al desarrollo rural de 
Bolivia, Nicaragua y Honduras es sustancialmente desaprovechado. El 
área de los bosques manejados está muy por debajo de lo que sería viable 
en los tres países y el marco general de política en poco contribuye al 
desarrollo del sector. La implementación de medidas que promuevan la 
forestaría social podría tener efectos sociales favorables, pero requiere un 
mayor análisis crítico y más esfuerzos genuinos por parte de los gobiernos.
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Del análisis detallado anteriormente sobre la pobreza rural en Bolivia, 
Honduras y Nicaragua es posible concluir que los PRSPs no lograron 
generar un esfuerzo sostenido y profundo conducente a reducir la pob-
reza rural. En ninguno de los tres países hubo una reducción significa-
tiva en la incidencia de pobreza rural durante el período de los PRSPs. 
Sin embargo, algunos aspectos de los PRSPs, tales como la asignación de 
parte de los recursos HIPC a comunidades rurales, junto con algunos 
programas sociales existentes que fueron reforzados gracias a los PRSPs 
sí lograron, en mayor o menor medida tener un impacto favorable sobre 
las comunidades rurales. Pero los PRSP fueron rebasados en Bolivia y 
Nicaragua por los cambios políticos que resultaron de las últimas elec-
ciones presidenciales. Los nuevos gobiernos electos descontinuaron los 
PRSP los cuales ya los gobiernos anteriores habían parcialmente dejado 
de lado. Especialmente en Bolivia se prioriza ahora el diseño de una 
nueva estrategia de desarrollo con lo cual han quedado descartados los 
últimos vestigios que todavía existían de los PRSPs. Los nuevos gobier-
nos argumentan que su nueva estrategia de desarrollo es la clave para 
atacar la problemática de la pobreza, particularmente en sus aspectos 
estructurales. En Bolivia se diseñó para tal efecto la estrategia de de-
sarrollo “Vivir bien” y la así llamada “Revolución agraria” para enfren-
tar de manera más integral la pobreza rural. El nuevo gobierno de 
Nicaragua aún no ha elaborado una estrategia de desarrollo integral 
pero con respecto al sector rural ha propuesta el programa “Hambre 
Cero”, el cual refleja la intención de mejorar los niveles de vida de los 
pobres en el campo, especialmente de aquellos campesinos que tienen 
tierra y posibilidades de capitalizarse. Sin embargo, es poco lo que ofrece 
dicho programa a los trabajadores rurales asalariados, al menos en su 
presente formulación. Solamente en Honduras el PRSP tiene alguna 
presencia e incluso puede que haya adquirido una influencia mayor con 
la presente administración en comparación con las anteriores. Varios de 
las personas entrevistadas en las comunidades rurales de mayor pobreza 
manifestaron que recién, con el nuevo gobierno, habían escuchado de la 
PRSP aunque protestaron ya que la municipalidad había recibido menos 
recursos de los prometidos.

Resulta evidente que una focalización más temprana hacia la pobreza 
rural en los PRSPs hubiera sido deseable, dado que una proporción 
mayor de los pobres, y sobre todo de aquellos en extrema pobreza, viven 
en las áreas rurales aunque en términos absolutos los pobres urbanos son 
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mayoritarios. Sin embargo, en términos generales se puede argumentar 
que las políticas macroeconómicas de los gobiernos al igual que los 
factores internacionales sobre los cuales los gobiernos tienen poca o 
ninguna influencia pueden haber tenido un impacto mayor sobre la 
pobreza rural que una medida específica de política pública dirigida a 
reducir la pobreza rural. Cabe destacar que en ninguno de los PRSPs se 
cuestionó la política económica neoliberal o del Consenso de Washing-
ton ni tampoco la estrategia de desarrollo a pesar de que en las consultas 
que se dieron en los tres países la sociedad civil hizo esfuerzos por intro-
ducir estos temas en el debate. Hoy en día en los tres países la con-
secución de las Metas de Desarrollo del Milenio (MDM) tiene mayor 
significado que los PRSPs. El que los gobiernos le den importancia a 
dichas metas sería bienvenido ya que las MDM consideran una variedad 
de factores relacionados a la pobreza tales como salud y educación y no 
sólo el nivel de ingreso que es el indicador principal de los PRSPs en 
cuanto a la reducción de la pobreza.

5.1. Por qué los PRSPs y las políticas de desarrollo rural no 
lograron reducir la pobreza rural?

Un factor importante en el fracaso de los gobiernos por reducir significa-
tivamente la pobreza rural, ha sido, sin duda, los obstáculos que algunos 
de los programas de desarrollo rural enfrentaron en su implementación. 
Pero aún cuando estos programas no hubieran tenido estos obstáculos, su 
impacto en reducir la pobreza no hubiera sido necesariamente significa-
tivo ya que no abordaban las causas estructurales de la pobreza rural. Es 
posible que la “Revolución agraria” del gobierno del Presidente Evo 
Morales en Bolivia y quizás el “Programa hambre cero” del gobierno del 
Presidente Daniel Ortega en Nicaragua empiecen a resolver el problema 
de la pobreza rural.

La pobreza rural se debe a múltiples factores tales como la baja 
productividad de la agricultura, la inadecuada infraestructura, los bajos 
niveles educativos y la política comercial internacional desfavorable a los 
países en desarrollo. Pero cabe destacar que una de las causas principales 
de la pobreza rural es la muy desigual distribución de la riqueza, en 
particular de la tierra pero también del capital financiero, humano y 
social. Sin embargo los PRSPs no atacaron este problema. Los únicos 
programas referidos a la tierra son aquellos sobre el registro y titulación 
de la tierra que son previos a los PRSPs. Estos programas de titulación 
de tierras han resultado ser mucho más difíciles de implementar y han 
sido más problemáticos de lo esperado. Muchas veces exacerbaron 
conflictos e incluso a veces fueron aprovechados por los ricos para 
apropiarse de más tierras. A pesar de ello en Bolivia y también en 
Nicaragua los programas de titulación de tierras han resultado en varios 
casos en el reconocimiento de los derechos sobre la tierra de las comuni-
dades de los pueblos indígenas. Pero está por verse en qué medida ello 
resultará en una mayor inversión y mayores ingresos para los pueblos 
indígenas. Por cierto que ello no es un proceso automático como algunos 
economistas neoliberales creen. Asegurar los derechos sobre la propiedad 
de la tierra para los campesinos sigue siendo problemático ya que ello 
depende de su poder político y del grado de imparcialidad y transparen-
cia del sistema judicial. El panorama también se complica por los conflic-
tos que existen entre comunidades y dentro de éstas, como es el caso del 
pueblo indígena Guarayo como se mencionó en el análisis sobre Bolivia. 

Sin embargo, una implementación apropiada de los programas de 
desarrollo rural, incluso cuando no atacan las causas principales de la 
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pobreza rural, puede tener un efecto positivo en reducir la pobreza rural. 
Pero la pregunta queda hasta qué punto es posible reducir la pobreza a 
través de medidas parciales. Hay que reconocer la posibilidad de que 
medidas graduales de reducción de la pobreza pueden a la larga tener un 
mayor impacto debido a que algunas políticas públicas más radicales 
pueden generar más conflictos y resistencias y pueden finalmente naufra-
gar por la limitada capacidad de implementación del Estado.

Los nuevos gobiernos en Bolivia y en Nicaragua han introducido 
ciertas medidas en su estrategia de desarrollo que prometen empenzar a 
resolver los problemas estructurales de la pobreza, aunque en menor 
grado en Nicaragua en comparación con Bolivia. Nicaragua, por el 
momento, no ha anbandonado totalmente políticas y programas proven-
ientes de sus PRSPs. Es posible que en Bolivia también, a pesar de la 
retórica, el nuevo gobierno mantenga algunos elementos de los PRSPs que 
considera positivos. Sería recomendable que el nuevo gobierno en Hondu-
ras introdujera programas que ataquen más frontalmente el problema de 
la pobreza rural para facilitar un mayor acceso a la tierra y al financiami-
ento a los pobres rurales, entre otras medidas. No estamos argumentando 
que Honduras abandone su PRSP pero recomendamos que lo profundice 
y que lo inserte dentro de una nueva estrategia de desarrollo con un 
carácter marcadamente pro-pobre. Pero determinar hasta qué grado se 
pueden diseñar e implementar medidas más radicales para la reducción 
de la pobreza depende del contexto específico de cada país.

En los tres países objeto de este estudio el obstáculo mayor para la 
reducción de la pobreza rural es la debilidad del Estado y en especial su 
limitada capacidad de implementación de políticas públicas. La transfor-
mación neoliberal del Estado en América Latina desde los 1980s ha 
disminuido notablemente el margen de maniobra del Estado debido a 
que muchas de sus empresas fueron privatizadas y su personal, al igual 
que su presupuesto, fue reducido drásticamente. Además, con la liberal-
ización y apertura de la economía al mercado mundial, los gobiernos 
tienen que ajustar sus políticas públicas acorde a los requerimientos de 
las fuerzas internacionales y los procesos de la globalización antes que a 
las neceSidades domésticas y prioridades nacionales.

5.1.1 Capacidad limitada o débil del Estado
Capacidad estatal significa la habilidad y fuerza que el Estado tenga para 
diseñar e implementar programas de desarrollo, particularmente aquellos 
que involucran cambios estructurales, tales como la redistribución de 
activos y la reducción de la desigualdad. La limitada capacidad del 
Estado en Bolivia, Honduras y Nicaragua se debe a varios factores.

Primero, los recursos fiscales disponibles para el Estado son insufi-
cientes para un desempeño más activo, especialmente desde la transición 
del Estado desarrollista a un Estado neoliberal. Los gobiernos tienen una 
baja capacidad de recaudar impuestos y dependen en gran medida de la 
ayuda externa y de la CI la cual muchas veces viene con ciertas condi-
ciones y sobre la cual los gobiernos no tienen mucho control.

Segundo, los países tienen un número limitado de funcionarios que 
cuentan con una calificación apropiada para administrar eficientemente 
los asuntos del Estado. Existe una falta de ética de servicio público. 
Muchos funcionarios no son seleccionados en base a su mérito profesion-
al, no reciben una remuneración apropiada, no tienen un buen entre-
namiento y posibilidades de carrera civil y por tanto, no hay una moti-
vación para un desempeño eficiente de sus funciones. Sin embargo, la 
capacidad del personal técnico, muchas veces ubicados en unidades 
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asesoras especiales adscritas a la presidencia de la república (general-
mente son unidades de investigación y planificación) tienen generalmente 
personal altamente calificado y motivado. Tal ha sido el caso, por lo 
menos en ciertos períodos, de unidades como UDAPE en Bolivia, la 
UNAT en Honduras y la SECEP en Nicaragua. Pero a veces, parte del 
personal es contratado a través de nombramientos políticos sin tener la 
calificación técnica necesaria para el cargo. Los problemas de limitada 
capacidad administrativa son notorios a nivel regional y local, donde el 
Estado frecuentemente tiene una presencia menor y es más difícil contra-
tar personal altamente calificado.

Tercero, la falta de estabilidad y continuidad de los gobiernos también 
limita la capacidad de acción del Estado. Con cada nuevo gobierno el 
personal clave e incluso personal de rango medio son cambiados general-
mente por razones de clientelismo político. Aún más, los gobiernos 
mismos tienden a ser inestables. Hay una alta rotación de ministros y 
subsecretarios lo que tiene un impacto negativo sobre la continuidad e 
implementación de los programas rurales de desarrollo. Tal situación 
también se da a nivel local. Por ejemplo, en una entrevista al director de 
una ONG en Bolivia nos comentó cómo la nueva administración de una 
municipalidad rural le había solicitado que les enviara el plan de de-
sarrollo municipal en cuya elaboración había participado la ONG, ya que 
la nueva administración no tenía el documento. Frecuentemente, cierta 
documentación desaparece de las oficinas cuando suceden cambios en la 
administración como resultado de cambios políticos. La administración 
saliente teme que la nueva administración descubra ciertas prácticas no 
del todo legales o simplemente quiere hacer la labor a la nueva adminis-
tración más difícil o bien, boicotearla por diferencias políticas. Algo 
similar también ocurre a nivel nacional aunque la extensión de tal limp-
ieza es probablemente menor que a nivel municipal por las dificultades 
logísticas que implica hacer desaparecer la documentación.

Cuarto, finalmente y no menos importante es como el carácter 
fragmentado del Estado debilita su capacidad de acción. Algunas perso-
nas claves en el gobierno luchan y compiten por el poder político dentro 
del mismo gobierno y más allá del gobierno. Ellos utilizan su cargo 
administrativo para fortalecer su posición en el gobierno y para ampliar 
su base social de influencia dentro del partido de gobierno. De esta 
forma, buscan posesionarse dentro del gobierno con un cargo de mayor 
rango o incluso lograr ser nombrados candidatos presidenciales para 
elecciones futuras. Esto también se relaciona con la multiplicidad de 
agencias gubernamentales ligadas al sector rural y cuyas acciones care-
cen de coordinación. Las distintas unidades suelen estar celosas de sus 
atribuciones o bien, son manipuladas por sus directivos como instrumen-
tos en la competencia por el poder al interior del gobierno. En vez de 
implementar una política agraria coherente y coordinada cada unidad 
administrativa toma sus propias decisiones y acciones para así satisfacer 
las ambiciones políticas y económicas de sus directivos lo que a veces 
incluso los lleva a prácticas corruptas. La CI en parte contribuyó al 
fraccionamiento ya que cada donante establece sus propias relaciones 
con diferentes agencias de gobierno de acuerdo a sus prioridades. Sin 
embargos, en los últimos años la CI se ha esforzado en lograr una mayor 
coordinación en sus acciones y en promover un mayor AAA en las 
políticas públicas. Esta falta de coherencia y propósito común reduce 
enormemente la efectividad de la política agraria y a veces es incluso 
contraproducente ya que diferentes agencias del gobierno persiguen 
políticas contradictorias socavando así sus acciones.
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Debido a estos cuatro factores incluso programas que potencialmente 
pueden tener gran impacto en la reducción de la pobreza rural, tal como 
la prometida “Revolución Agraria” del gobierno del presidente Evo 
Morales en Bolivia, pueden verse frustrados en sus objetivos debido a la 
débil capacidad del Estado de implementar sus planes. Por cierto, que 
además de los factores mencionados, un factor crucial que puede impedir 
o socavar la implementación de incluso los mejores planes de desarrollo 
gubernamentales es la división social y política del país. Por ello es 
necesario considerar la cohesión social y política del país como un factor 
central en el análisis de los éxitos o fracasos de las políticas de reducción 
de la pobreza.

5.1.2 Falta de cohesión social e integración nacional
Dado el alto grado de desigualdad, exclusión social y discriminación 
racial existente en los tres países no es una sorpresa encontrar que estos 
factores son una fuente constante de conflictos y estallan en violencia 
esporádica. Ello significa que muchas veces el Estado tiene poca o 
ninguna legitimidad en ciertos sectores de la sociedad, que incluso 
pueden ser mayoritarios, restándole así efectividad al Estado incluso 
cuando algunas de sus políticas pueden ser favorables a las comunidades 
locales. En los tres países se puede discernir una falta de consenso na-
cional y de hegemonía social y política de las clases dominantes. Ello se 
manifiesta con mayor fuerza en Bolivia y Nicaragua con su historia de 
levantamientos armados, golpes militares y protestas sociales, aunque 
este tipo de hechos son también parte de la historia de Honduras pero 
con menor intenSidad.

La falta de cohesión social e integración circunscribe el accionar de 
los gobiernos. Dados los altos niveles de pobreza en estos países su 
reducción requiere de un esfuerzo masivo, persistente y coherente del 
Estado y de todos los sectores sociales del país. Para lograr un avance en 
una sociedad impregnada por conflictos endémicos étnicos y de clase se 
requiere de habilidades especiales de la clase política. Se requiere el arte 
de negociar para construir y encontrar los consensos económicos, social-
es, políticos y culturales que permitan el establecimiento de coaliciones 
entre las fuerzas políticas del país. En tal sentido habría que destacar la 
menor experiencia política de las fuerzas que apoyan el gobierno de Evo 
Morales en Bolivia en comparación con los casos de Honduras y Nicara-
gua. A través de tales consensos, se podría diseñar e implementar políti-
cas públicas adecuadas, movilizar los recursos económicos necesarios y 
establecer las instituciones apropiadas para la eliminación de la pobreza.

La clase capitalista en los tres países es relativamente débil, tiene una 
limitada capacidad empresarial y ha sido incapaz de proveer un lider-
azgo para un proyecto nacional de desarrollo que sea inclusivo y capaz 
de elevar los niveles de vida para todos los ciudadanos. Es una burguesía 
que no ha logrado ser hegemónica. Aunque ha estado en el poder por 
décadas, esta burguesía aún carece de legitimidad y de visión nacional. 
Es una burguesía que todavía tiene remanentes oligárquicos de su pasado 
y que revela su origen terrateniente en muchos de sus miembros más 
prominentes. Tiene una mentalidad rentista estando acostumbrada a 
extraer una renta de los campesinos que laboran en sus latifundios, así 
como de las comunidades indígenas. En décadas recientes, la burguesía 
industrial que emergió durante el período de la sustitución de importa-
ciones ha extraído una renta del Estado a través de las medidas protec-
cionistas, los subsidios y los privilegios impositivos. En Bolivia, con su 
fuerte tradición minera, la mentalidad del saqueo de los recursos natu-
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rales del país está muy enraizada y hoy en día toma la forma de la 
destrucción de los recursos forestales y de la tierra, particularmente 
debido a la expansión del cultivo de la soya en el oriente del país. Es 
pues, una burguesía de nombre solamente pero no en su comportamiento 
ya que busca adquirir riqueza a través de la apropiación y expropiación 
de recursos naturales y comunitarios antes que por la vía de la creación 
de la riqueza a través de la generación de valor agregado y de ganancias 
legítimas. Es una burguesía incapaz de sobrevivir a un clima competitivo 
que la forzaría o estimularía a invertir y mejorar la tecnología de sus 
empresas para así elevar su productividad y/o crear nuevos productos y 
buscar nuevos mercados; lo que la llevaría a incrementar su capacidad 
competitiva y así elevar sus ganancias.

En un sentido político es una burguesía que no ha adquirido la 
experiencia, el arte, el dominio o la habilidad de gobernar por consenso 
y por tanto de desarrollar una capacidad de negociación y construcción 
de consensos. Es una burguesía que tiene una limitada experiencia y 
capacidad democrática, las que son necesarias para lograr estabilidad 
política y crear los consensos conducentes a un proyecto nacional de 
desarrollo inclusivo. Ha sido más bien una política de enfrentamiento, 
imposición y exclusión que con frecuencia ha provocado protestas 
violentas y levantamientos de las clases dominadas. Ello a su vez ha 
llevado a golpes de estado militares y al autoritarismo revirtiendo mu-
chos de los limitados logros democráticos del pasado e interrumpiendo el 
lento e incipiente proceso de democratización previo. En dicha cultura 
política muchos de los logros positivos de los proyectos de desarrollo no 
se continúan ni alcanzan a fructificar. Los nuevos gobiernos muchas 
veces empiezan de cero o revierten políticas previas aunque éstas hayan 
sido o pudieran ser beneficiosas para el país o inclusos para los propios 
propósitos del nuevo gobierno. Así se pierde una valiosa memoria institu-
cional, experiencias, habilidades técnicas, capacidades profesionales y 
lecciones de aprendizaje a cerca de lo que rinde frutos y de aquello que 
hay que descartar. Se pierde por tanto un capital institucional que habría 
enriquecido la capacidad operativa y facilitado la legitimación del 
Estado.

5.2. Lecciones de países que han eliminado o reducido la 
pobreza

5.2.1 Las experiencias de corea del sur y Taiwán
¿Cómo reducir y posiblemente eliminar la pobreza? ¿Qué se puede 
aprender de experiencias de desarrollo y reducción de pobreza que han 
sido exitosas? Para responder a estas preguntas puede ser útil referirse, 
aunque sea escuetamente, a los casos notables de Corea del Sur y de 
Taiwán. En aproximadamente tres décadas estos países lograron trans-
formar radicalmente su economía y elevar los niveles de vida de la 
población en forma extraordinaria. En Corea del Sur la proporción de la 
población con un ingreso per cápita de menos de dos dólares estadouni-
denses por día es inferior al 2 por ciento (World Bank 2006a: 290). El 
logro de Taiwán es similar. Los niveles de ingreso por habitante en 1950 
de estos países eran inferiores a los de los países más pobres de América 
Latina. Hoy en día los ingresos por persona de Corea del Sur y Taiwán 
son aproximadamente de 5 a 7 veces superiores a los de Bolivia, Hondu-
ras y Nicaragua (ibid.: 288).

La razón principal detrás del éxito de Corea del Sur y de Taiwán es la 
implementación de una reforma agraria drástica y profunda que resultó 
en una estructura de tenencia de la tierra bastante igualitaria. Además, 
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los gobiernos en dichos países implementaron una serie de políticas 
públicas que apoyaron a los pequeños agricultores tales como la pro-
visión de fertilizantes, semillas mejoradas, asistencia técnica y estimu-
laron el intercambio de experiencias y conocimiento entre los produc-
tores a través de su organización y de reuniones periódicas. Esto condujo 
a incrementos sostenidos de la productividad y de la producción agro-
pecuaria. En un principio gran parte del incremento del valor generado 
por los agricultores fue apropiado por el Estado a través de medidas 
impositivas y del intercambio desigual (por ejemplo, los campesinos 
estaban obligados a vender su arroz a un bajo precio y a comprar fertili-
zantes a un alto precio). Tales recursos fueron transferidos al sector 
industrial para lograr su despegue. En la medida que la industrialización 
avanzó ésta pudo financiarse con sus propios recursos y hoy en día el 
flujo de recursos se ha revertido. Los recursos de la industria son redis-
tribuidos en apoyo a la agricultura a través de subsidios y otras medidas. 
En la medida en que los niveles de ingreso se elevaron también aumen-
taron las presiones por la democratización del sistema político y en gran 
parte la población logró conquistar no sólo mayores niveles de vida pero 
también mayores derechos democráticos (Kay 2006).

Estas experiencias, aunque no sean necesariamente replicables, 
revelan que un sistema agrario igualitario y un fuerte Estado desarrol-
lista junto con una estrategia de desarrollo que es capaz de lograr un 
equilibrio apropiado entre los sectores agropecuarios e industrial, así 
como, entre los mercados internos y externos es una herramienta pode-
rosa para lograr la eliminación de la pobreza. Por cierto que la ayuda y 
el apoyo de los Estados Unidos de Norteamérica, especialmente durante 
el período de la guerra fría, facilitaron la consecución de tal logro tan 
espectacular.

5.2.2 La experiencia chilena
Otra experiencia relevante y más cercana, es decir Latinoaméricana, es 
el caso Chileno. Las relativamente altas y sostenidas tasas de crecimiento 
del ingreso por persona desde mediados de la década de los 80s en Chile 
han conducido a una gradual pero significativa caída de la pobreza 
rural. Chile ha experimentado la mayor reducción de la incidencia de 
pobreza en América Latina y hoy en día tiene el menor porcentaje de 
pobres en la región. En promedio en la región la pobreza rural dis-
minuyó del 65.4% en 1990 al 54.4% en 2006, mientras que en Chile 
cayó del 39.5% al 12.3%, o sea en un porcentaje mucho mayor que en 
América Latina. La situación es similar en cuanto a la extrema pobreza 
rural que en la región disminuyó del 40.4% al 28.7% y en Chile del 
15.6% al 3.5% en el mismo período (CEPAL 2007: 317-318). La dismi-
nución de la pobreza fue gradual y relativamente lenta en Chile debido a 
la una baja elasticidad en la reducción de la pobreza con relación a un 
crecimiento sustentado en una alta desigualdad en la distribución del 
ingreso y que no ha variado mucho. Sin duda, las altas tasas de crec-
imiento y el auge de las exportaciones de productos frutícolas y forestales 
han contribuido a la reducción de la pobreza en el campo pero con un 
retraso de muchos años debido a la sobreoferta de mano de obra y una 
legislación laboral que favorece a los empleadores. El dinamismo del 
sector rural fue el resultado de una combinación de políticas neoliberales 
con una variedad de medidas estatales de apoyo a ciertos sectores tales 
como los subsidios para la reforestación (que benefició principalmente a 
las grandes conglomerados forestales), el apoyo a la investigación para el 
desarrollo de nuevas tecnologías para la fruticultura y acuicultura 



132

(principalmente salmones) a través de la Fundación Chile (entre otras 
instituciones) y asistencia técnica a pequeños productores campesinos. 
Tales medidas resultaron en aumentos significativos de los rendimientos 
y de la productividad, especialmente del sector de la agricultura comer-
cial. Aunque Chile continúa teniendo una estructura agraria desigual, 
las reformas agrarias durante el período de 1964 a 1973 tuvieron un 
impacto profundo. Aunque la contrarreforma del gobierno del General 
Pinochet devolvió algunas de las tierras expropiadas a sus antiguos 
dueños, no restituyó el latifundio tradicional. La apertura y desarrollo de 
un mercado de tierras, en parte estimulado por la contrarreforma, 
permitió el acceso a la tierra a un nuevo grupo de empresarios agrícolas 
y agroindustriales que eran mucho más dinámicos que los antiguos 
propietarios latifundistas (Kay 2002).

5.2.2.1 De la apropiación de rentas a la creación de ganancias
Chile, al igual que Bolivia, Honduras y Nicaragua, también tiene una 
clase dominante que acumuló riqueza a través de la extracción de rentas. 
Pero en Chile ésta fue obligada por las varias reformas desde la década 
de los 60s a modernizarse, incluyendo las reformas agrarias (1962–1973). 
Con la reformas sus posibilidades de obtener rentas fueron cada vez más 
limitadas con lo cual tuvieron que buscar nuevas fuentes de ingresos 
principalmente a través de la creación de ganancias. Dicho proceso de 
modernización capitalista fue acelerado por las políticas neoliberales 
implementadas durante el régimen militar (1973–1989) y que fueron 
continuadas, pero con un mayor énfasis en políticas sociales, por los 
gobiernos democráticos de la “Concertación”. La “Concertación” es una 
coalición de partidos de centro y de izquierda que ha sido reelegida 
varias veces desde que asumió el gobierno en 1990.

Las políticas económicas neoliberales abrieron la economía chilena a 
los mercados mundiales y a la competencia internacional forzando así la 
reestructuración de la economía con la eliminación gradual de las varias 
medidas proteccionistas. Aquellos miembros de la vieja burguesía que no 
se modernizaron desaparecieron bajo las presiones competitivas del 
mercado mundial ya que sus empresas tuvieron enormes pérdidas y 
tuvieron que declararse en quiebra. Pero la mayoría logró modernizarse. 
Además surgió una nueva clase capitalista que supo aprovechar las 
nuevas oportunidades de la economía mundial. La reestructuración 
tomó su tiempo y afectó negativamente especialmente a la clase traba-
jadora ya que en un primer período el desempleo aumentó drásticamente 
y los salarios sufrieron una fuerte caída. Incluso hasta el día en hoy las 
condiciones de trabajo siguen siendo muy precarias debido a la flexibi-
lización de la economía.

En la agricultura los empresarios comerciales reconvirtieron sus 
sistemas productivos hacia nuevos rubros más rentables e invirtieron en 
nuevos sistemas de riego, en el mejoramiento de tierras y pastizales y en 
nuevas tecnologías. Con estas medidas intensificaron su producción y 
elevaron notablemente los rendimientos de sus cultivos que alcanzaron 
niveles similares a los de los países desarrollados. Dichos incrementos en 
la productividad beneficiaron en las primeras décadas casi exclusiva-
mente al sector empresarial. Pero en la medida en que el mercado de 
trabajo se hacía más estrecho los trabajadores agrícolas lograron nego-
ciar mejores salarios, especialmente a partir de la transición democrática 
con los gobiernos de la “Concertación”. Es también a partir de 1990 que 
los gobiernos comenzaron a implementar una serie de medidas favora-
bles al sector campesino, tales como programas de reconversión produc-
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tiva para los pequeños productores, asistencia técnica y proyectos dirigi-
dos a la mujer campesina (Kay 1997). Aunque dichas medidas han sido 
insuficientes, si lograron elevar gradualmente los niveles de vida de los 
campesinos que sin embargo siguen siendo inadecuados.

5.2.2.2 Negociaciones políticas, acuerdos y alianzas
Los gobiernos de la Concertación han seguido desarrollando aquellos 
aspectos de la política económica del anterior gobierno militar que 
consideraron que eran un logro y que les podían ser útiles para sus 
propios programas de desarrollo. Es simbólico que la coalición de par-
tidos tomó el nombre de “concertación” queriendo indicar con ello que 
sus miembros estaban dispuestos a forjar un consenso a través de nego-
ciaciones para lograr acuerdos sostenibles. Aunque cada partido tuvo 
que hacer concesiones, fueron conscientes de que las ventajas de forjar 
una concertación eran mucho mayores que la posible pérdida que 
implica hacer concesiones. Y la historia les ha dado la razón hasta hoy en 
día. Los gobiernos de la Concertación gradualmente removieron ciertos 
aspectos de las políticas neoliberales que eran contrarios a su estrategia 
de “desarrollo con equidad” o que dificultaban su consecución. La 
reelección de sucesivos gobiernos de la Concertación le dio cierta con-
tinuidad, estabilidad y coherencia a las políticas públicas permitiendo 
consolidar las mejoras económicas, crear nuevas políticas sociales para 
reducir o eliminar muchas de las desigualdades e injusticias sociales 
creadas durante el régimen militar al mismo tiempo que avanzar en la 
transición democrática eliminando los enquistes autoritarios.

La reducción en la pobreza rural en Chile fue apoyada por una serie 
de medidas de bienestar social dirigidas a los sectores pobres. Sin em-
bargo, el ritmo más rápido en la disminución de la pobreza se logró con 
la implementación del programa contra la pobreza llamado “Chile 
Solidario”. Este programa combina elementos asistenciales con medidas 
que persiguen facilitar la reintegración de los pobres al mundo del 
trabajo (en caso de los desempleados) y/o mejorar sus capacidades hu-
manas con programas de entrenamiento para que estas personas puedan 
lograr un empleo más productivo, de mejor calidad y por tanto, con una 
mejor remuneración. Además el programa ofrece un fondo para que los 
beneficiarios puedan establecer un pequeño negocio. Así, entre los años 
2003 y 2006 la pobreza rural se redujo más rápidamente que en períodos 
anteriores desde un 19.9% a un 12.3% (Casen 2007). Por primera vez 
desde 1990 se redujo también la desigualdad en el ingreso, aunque 
solamente de manera leve.

El caso chileno no se puede replicar completamente pero sí se pueden 
aprender algunas lecciones que pueden ser útiles para países como Bolivia, 
Honduras y Nicaragua. Está claro que las políticas públicas no se pueden 
copiar pero si es factible adaptar algunas de éstas al contexto específico de 
cada país con la posibilidad de que rindan resultados más satisfactorios 
que las actualmente existentes en dichos países. Para tal efecto la lección 
más importante que se deriva tanto del caso chileno como de las experi-
encias de Corea del Sur y Taiwán es la neceSidad de fortalecer la instituci-
onalidad del país y la capacidad de gestión del Estado.

5.3. El fracaso de los PRSPs y la carga que han asumido los 
pobres: migraciones y remesas

La reducción de la pobreza en Chile fue facilitada por la mayor capaci-
dad de gestión del Estado comparada con Bolivia, Honduras y Nicara-
gua así como también por su mayor estabilidad económica, social y 
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política. Sin embargo, Chile no ha logrado todavía eliminar la pobreza, 
como es el caso de Corea del Sur y Taiwán, debido principalmente a la 
alta concentración del ingreso y al menor ingreso por persona en Chile 
que sólo llega aproximadamente a la mitad del de Corea del Sur (World 
Bank 2006a: 290). Esto demuestra que a pesar de los logros de Chile una 
manera más drástica, rápida y sostenible para reducir la pobreza es 
mejorar la elasticidad de la reducción de pobreza en relación al crec-
imiento a través de un proceso de crecimiento económico pro-pobre que 
implique una distribución más igualitaria del ingreso y de los activos. 
Las grandes inversiones públicas en educación y salud también fueron un 
ingrediente importante del éxito de Corea del Sur y Taiwán.

El fracaso de los gobiernos de Bolivia, Honduras y Nicaragua en 
avanzar significativamente en reducir la pobreza rural es muy desalenta-
dor especialmente porque las circunstancias económicas internacionales 
han sido favorables en el último quinquenio. Desde 2002 la economía 
mundial ha crecido sostenidamente alimentada por el extraordinario 
crecimiento de la economía china y en años recientes, también por el 
buen desempeño económico de India. El precio de varias de las materias 
primas exportadas por Bolivia, Honduras y Nicaragua ha subido nota-
blemente. Bolivia se ha beneficiado por el mayor precio del gas y Hondu-
ras y Nicaragua por el mayor precio del café.

Es paradójico y trágico, que quizás la mayor contribución a la reduc-
ción de la pobreza rural o para prevenir un mayor deterioro, la han 
hecho los propios pobres que han emigrado y han enviado remesas a sus 
familiares. Los pobres rurales han tenido que diseñar su propia estrate-
gia de vida para asegurar su subsistencia y posiblemente salir de la 
pobreza. La falta de acceso a recursos productivos, especialmente la 
tierra, así como la falta de oportunidades de empleo, tanto en el campo 
como en la ciudad, han empujado, especialmente a los jóvenes, a buscar 
mejores oportunidades en el extranjero. La migración no se limita nec-
esariamente a los pobres ya que incluso personas en mejor situación 
migran al extranjero ya que esperan lograr mejores oportunidades de 
empleo y recibir ingresos sustancialmente superiores trabajando en países 
más desarrollados. Muchas veces las personas en extrema pobreza tienen 
mayores dificultades de emigrar, especialmente a los países más lejanos, 
ya que para ello se requieren ciertos recursos económicos. Esta migración 
no recibe ningún apoyo estatal y muchas veces implica altos costos y 
riesgos para los inmigrantes, especialmente en el caso de los inmigrantes 
ilegales. Cuando estos inmigrantes encuentran trabajo en el extranjero 
son fácilmente explotados por empleadores inescrupulosos debido a su 
condición de vulnerabilidad y sus condiciones de vida precarias.

La expresión más clara del fracaso de los PRSPs y de otras políticas 
públicas dirigidas a la reducción de la pobreza es la gran y persistente 
migración de los pobres rurales a países vecinos tales como Costa Rica 
en los casos de Honduras y Nicaragua y Argentina en el caso de Bolivia. 
Es posible que en años recientes la emigración a los EEUU y a Europa 
(especialmente España) sea más importante que la que se dirige a los 
países vecinos, aunque no necesariamente en el número de personas pero 
si en término del valor de las remesas. Es una ironía que quizás la es-
trategia más exitosa de reducción de la pobreza es aquella que es-
pontáneamente los mismos pobres han realizado parcialmente promovi-
da por el fracaso de las políticas de reducción de la pobreza de los 
gobiernos. La iniciativa de los pobres, financiada con sus propios medios 
y con un alto costo social y un alto riesgo de perturbar las relaciones 
familiares y comunitarias, ha sido el motivo por el cual la pobreza es hoy 
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bastante menor de la que hubiésemos esperado sin esta emigración. Esta 
migración no sólo reduce el número de los pobres en el país de origen 
pero además genera una fuente importante de ingreso para los pobres en 
el país que recibe las remesas. La migración llegó a un nivel tal que ya se 
estima que el valor de las remesas recibidas en el país respectivo es mayor 
que el valor de las exportaciones agropecuarias y en algunos casos 
incluso se han convertido en la mayor fuente de generación de divisas 
extranjeras que son tan importantes para el desarrollo del país. Así países 
como Honduras y Nicaragua y en menor medida Bolivia, se han trans-
formado en exportadores de gente.

Es paradójico que las personas que han sido excluidas y marginaliza-
das por gobiernos sucesivos en sus países de origen son las mismas 
personas que están apuntalando a dichos gobiernos con su contribución 
al desarrollo del país y a la reducción de la pobreza y de la deuda ex-
terna. Pocas ONGs y miembros de la CI han tomado medidas significa-
tivas para resolver el problema de la migración. Tarde o temprano hay 
que buscar una solución a esta situación que no sea a través de medidas 
represivas sino a través de medidas de apoyo, como acuerdos internac-
ionales, que ayuden a reducir o eliminar la discriminación y la ex-
plotación a los cuales están expuestos los migrantes en el extranjero. Sin 
duda, la solución principal a esta miseria tiene que ser doméstica, a 
través de la creación de oportunidades decentes y sostenibles de vida 
para los pobres rurales en sus propios países. La riqueza principal de un 
país son sus recursos humanos y países como Bolivia, Honduras y Nica-
ragua no han logrado desarrollar el potencial de su capital humano lo 
que les ha traído consecuencias negativas para su desarrollo económico.

La solución al problema de la pobreza rural y al de la pobreza en 
general no se logrará con los PRSPs, incluso si éstos tuvieran un diseño 
apropiado y fuesen bien implementados. Cualesquiera que hayan sido los 
fracasos y limitaciones de los PRSPs, estos sí han logrado, en mayor o 
menor medida, influenciar a los gobiernos, ONGs y a la CI para darle 
una mayor prioridad a la reducción de la pobreza en sus políticas, planes, 
proyectos y en algunos casos en sus acciones. También los PRSPs han 
logrado elevar el nivel de conciencia de muchos ciudadanos de la magni-
tud del problema de la pobreza y de la importancia de tomar medidas 
activas para su reducción. Quizás no sea una coincidencia que los gobier-
nos recientemente elegidos de Bolivia y Nicaragua, y en menor medida 
de Honduras, hayan puesto la eliminación de la pobreza, la discrimi-
nación y la exclusión social como un objetivo central de sus programas 
de gobierno. La reducción y eliminación de la pobreza sólo se logrará a 
través de transformaciones profundas en cada país que ataquen las 
causas estructurales de la pobreza. Antes que imponer o priorizar sus 
propios esquemas la CI podría tener mayor efectividad si facilitase la 
transformación estructural que emerge de las propias dinámicas sociales 
y políticas en Bolivia, Honduras y Nicaragua.
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